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Quintil de Ingreso

Montos en 

millones de $

%

% (sin 

considerar los 

S/INF)

Quintil 1 776                

6,1% 8,8%

Quintil 2 1.790             

14,0% 20,2%

Quintil 3 1.781             

14,0% 20,1%

Quintil 4 1.970             

15,5% 22,3%

Quintil 5 2.527             

19,8% 28,6%

S/INF 3.903             

30,6% n/a

Total

12.748          

100,0% 100,0%
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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente Acuña, y Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez Ojeda. 
Asimismo, se encontraban presentes el Subsecretario de Salud, señor Jaime Burrows Oyarzún, y su asesora, señora Andrea Martones Reyes. 
Actuó de Secretario General el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:23, en presencia de 15 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El acta de la sesión 49ª, ordinaria, en 3 de octubre de 2017, se encuentra en Secretaría a disposición de las señoras y los señores Senadores hasta la sesión próxima para su aprobación.
IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensaje



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (boletín Nº 9.369-03).



--Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.
Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que comunica su ausencia del territorio nacional para dirigirse a la ciudad de Sao Paulo, República Federativa de Brasil, entre los días 10 y 11 del mes en curso.



Informó que durante su ausencia será subrogada por el Ministro titular de la Cartera del Interior y Seguridad Pública, con el título de Vicepresidente de la República.



--Se toma conocimiento.


De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que aprobó el proyecto de ley que incorpora diversas medidas de índole tributaria (boletín N° 11.404-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Hacienda.


De la Excelentísima Corte Suprema:



Emite su parecer, conforme a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, sobre el proyecto que modifica diversos cuerpos legales para regular en igualdad de condiciones el matrimonio de parejas del mismo sexo (boletín N° 11.422-07).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Expide copia de la sentencia definitiva pronunciada en el control de constitucionalidad del proyecto de ley que crea el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio (boletín N° 8.938-24).



Remite diversas sentencias dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes normas:



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas de las penas privativas o restrictivas de libertad.



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas de las penas privativas o restrictivas de libertad, y artículo 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.



--Se manda archivar los documentos.


Adjunta diversas resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones:



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas de las penas privativas o restrictivas de libertad.



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas de las penas privativas o restrictivas de libertad, y artículo 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.



-Artículos 279 y 298 del Código de Procedimiento Civil.



-Artículo 196 ter de la ley Nº 18.290, de Tránsito.



-Artículo 12 de la ley N° 17.322, sobre cobranza judicial de cotizaciones, aportes y multas de las instituciones de seguridad social.



-Artículo 8, numeral 9°, de la ley N° 18.101, sobre arrendamiento de predios urbanos.



--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Del señor Ministro de Obras Públicas:



Remite respuesta a solicitud, enviada en nombre del Senador señor Matta, para informar sobre las campañas solidarias del Cuerpo de Bomberos de la comuna de Retiro.



Contesta requerimientos, expresados en nombre del Senador señor García, sobre los siguientes asuntos:



-Estado de proyectos viales de la comuna de Victoria. 



-Cronograma de pavimentación del camino Melipeuco-Icalma.



Atiende petición, hecha en nombre del Senador señor Navarro, relativa a la situación sanitaria de las familias del sector El Boro, de Alto Hospicio. 



Remite datos sobre la situación del aeródromo Teniente Gallardo, de Puerto Natales: consulta planteada en nombre del Senador señor Bianchi.



De la señora Ministra de Minería:



Da respuesta a petición de información, formulada en nombre del Senador señor Horvath, relativa a accidente en la mina Delia II, de la empresa Fachinal, ubicada en Lago General Carrera (Chile Chico).



Del señor Ministro de Energía:



Anexa antecedentes relativos a la construcción de una carretera eléctrica que afectaría a las comunas de Paillaco, La Unión, Futrono y Lago Ranco: materia consultada en nombre del Senador señor De Urresti.



De la señora Subsecretaria de Hacienda:



Atiende solicitud, efectuada en nombre de la Senadora señora Goic, para analizar la posibilidad de constituir una mesa de trabajo con la Asociación de Funcionarios de Aduanas de Chile, para la elaboración de un proyecto de ley sobre fortalecimiento del Servicio Nacional de Aduanas. 



De la señora Subsecretaria de Educación:



Contesta consulta, formulada en nombre del Senador señor Bianchi, acerca del ingreso a tramitación legislativa del proyecto de ley sobre estatuto de los asistentes de la educación.



Responde acuerdo del Senado por el que se solicita adoptar las medidas necesarias para proteger, conservar y financiar un plan de monitoreo de la especie Araucaria araucana (boletín N° S 1.918-12).



Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo:



Envía antecedentes de las organizaciones e iniciativas culturales que han recibido recursos públicos de las intendencias regionales: materia consultada en nombre del Senador señor Navarro.



Del señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura:



Informa en cuanto a solicitud, expedida en nombre del Senador señor Larraín, acerca de la regulación existente para la extracción del recurso jibia.



Responde consulta, formulada en nombre del Senador señor Quinteros, relativa a la conformación de una mesa de trabajo para perfeccionar la aplicación de la ley N° 20.249, que crea el espacio costero marino de los pueblos originarios.



Consigna antecedentes referentes a la modificación del trato o la categorización del recurso reineta: planteamiento hecho en nombre del Senador señor García.



Del señor Superintendente de Electricidad y Combustibles:



Remite datos acerca de los oficios despachados sobre procedimientos de registro de pacientes electrodependientes: consulta realizada en nombre del Senador señor De Urresti.



Del señor Director del Instituto de Salud Pública de Chile:



Adjunta información sobre aspectos relativos a la efedrina y pseudoefedrina: consulta enviada en nombre del Senador señor Navarro.



Del señor Director Nacional de Gendarmería:



Remite antecedentes sobre requerimiento, expedido en nombre del Senador señor De Urresti, acerca de situación laboral de persona que se individualiza.



Del señor Secretario Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la Región Metropolitana:



Envía información, solicitada en nombre del Senador señor Navarro, acerca del estado de los nuevos permisos de edificación otorgados en las comunas de Estación Central y Santiago durante los últimos cinco años.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.
Informes



De las Comisiones de Educación y Cultura y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que elimina el aporte fiscal indirecto para las instituciones de educación superior y establece una regulación transitoria para el año 2017 (boletín N° 11.257-04) (Véanse en los Anexos, documentos 2 y 3).



Segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo e informe de la Comisión de Hacienda recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano (boletín N° 10.163-14) (con urgencia calificada de “simple”) (Véanse en los Anexos, documentos 4 y 5).



--Quedan para tabla. 

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señor Navarro; señoras Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer, y señores Bianchi, Chahuán, García, Guillier, Harboe, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma y Patricio Walker, por medio del cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que, si lo tiene a bien, se sirva implementar el pago de la asignación de fiscalización y de la asignación especial a los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil (boletín N° S 1.950-12) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Queda para ser votado en su oportunidad.
Declaraciones de inadmisibilidad



Moción del Senador señor Prokurica con la que da inicio a un proyecto de ley que establece un Sistema Nacional de Ciberseguridad.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, conforme lo dispone el inciso cuarto, número 2°, del artículo 65 de la Constitución Política.


Moción de los Senadores señor Guillier y señora Pérez San Martín con la que inician un proyecto de ley que confiere facultad a las municipalidades para regular el funcionamiento de los carros de comida en bienes nacionales de uso público.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, conforme lo dispone el inciso cuarto, número 2°, del artículo 65 de la Constitución Política.
El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa el siguiente documento:

Oficio



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que dio su aprobación, con las excepciones que indica, al proyecto de ley despachado por el Senado que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez (boletín N° 10.584-07) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Pasa a la Comisión especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En reunión celebrada hoy, los Comités adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Tratar en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana, miércoles 11 de octubre, el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (boletín N° 9.369-03), atendida su calificación de “discusión inmediata”. 



2.- Realizar la sesión ordinaria de mañana, miércoles 11, desde las 15 hasta las 20, suspendiendo la hora de Incidentes.



3.- Celebrar las sesiones ordinarias de los días miércoles 18 y 25 de octubre y miércoles 8 de noviembre desde las 10 hasta las 14.



4.- Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta las 12 de mañana, miércoles 11, al proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación (boletín Nº 11.101-09), en la Secretaría de la Comisión de Desafíos del Futuro, Ciencia, Tecnología e Innovación.



Nada más, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Sobre la Cuenta, tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, la Mesa acaba de declarar inadmisible el proyecto de ley, de mi autoría, que establece la creación de un Sistema Nacional de Ciberseguridad. 



Le solicito que recabe el acuerdo de la Sala para que se oficie en nombre del Senado a Su Excelencia la Presidenta de la República al objeto de que, dada la importancia de la materia, patrocine dicha iniciativa, que aborda un problema a cuyo respecto no estamos haciendo lo que debiéramos.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Les parece a Sus Señorías remitir el oficio solicitado por el Honorable señor Prokurica?



Acordado.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Saludo a los cuartos medios del  Colegio Siglo XXI, de La Florida, que nos acompañan esta tarde. 


¡Bienvenidos!


--(Aplausos en la Sala y en tribunas). 

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Solicito autorización para que ingresen a la Sala el Subsecretario de Salud Pública, don Jaime Burrows, y su asesora, señora Andrea Martones.



Acordado.

El señor COLOMA.- Pedimos que también entren nuestros asesores, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Le parece a la Sala?



Acordado.

V. ORDEN DEL DÍA

REGULACIÓN DE MEDICAMENTOS BIOEQUIVALENTES GENÉRICOS E IMPEDIMENTO DE INTEGRACIÓN VERTICAL DE LABORATORIOS Y FARMACIAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Corresponde reanudar la discusión particular del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la integración vertical de laboratorios y farmacias, con segundo informe y nuevo segundo informe de la Comisión de Salud, y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.914-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señor Girardi, señora Goic y señores Ossandón, Rossi y Zaldívar):



En primer trámite: sesión 96ª, en 10 de marzo de 2015 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Salud: sesión 9ª, en 14 de abril de 2015.



Salud (segundo): sesión 80ª, en 11 de enero de 2017. 



Salud (nuevo segundo informe): sesión 32ª, en 18 de julio de 2017.



Discusión:



Sesiones 10ª, en 15 de abril de 2015 (queda para segunda discusión); 68ª, en 10 de noviembre de 2015 (se aprueba en general); 88ª, en 8 de marzo de 2017 (el proyecto vuelve a la Comisión de Salud); 49ª, en 3 de octubre de 2017 (queda para segunda discusión en particular).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.


El señor LABBÉ (Secretario General).- Cabe recordar que la Comisión de Salud efectuó diversas enmiendas al texto aprobado en general, algunas de las cuales fueron aprobadas por unanimidad, mientras otras solo lo fueron por mayoría de votos.


Las enmiendas unánimes deben votarse sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o que existan indicaciones renovadas.



Como se expresó al iniciarse la discusión particular de esta iniciativa, entre las enmiendas aprobadas por mayoría se encuentran los números 23 y 24 del artículo 1°, que introducen al Código Sanitario un artículo 129 G y un artículo 129 H, respectivamente. Esas normas son de quorum calificado, por lo que para su aprobación se requieren 19 votos favorables. Las modificaciones pertinentes se pondrán en discusión y votación en su oportunidad.



Ahora bien, se han solicitado numerosas votaciones separadas, la mayor parte de las cuales coincide con modificaciones aprobadas solo por mayoría en la Comisión de Salud.



De consiguiente, primero habría que votar sin debate las enmiendas unánimes, salvo aquellas en que se pidió votación separada.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para aprobar las modificaciones unánimes que no fueron objeto de solicitud de votación separada?



Aprobadas.

)----------(

El señor ARAYA.- Señor Presidente, le solicito -por un olvido no lo hice antes- recabar el acuerdo necesario para que el conocido como “proyecto de Ley Valech”, que está en el tercer lugar de la tabla de esta sesión, pase a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia antes de ser votado en la Sala.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Les parece a Sus Señorías?



Acordado.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Continuamos con el proyecto atinente a los laboratorios y las farmacias.


Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Les ruego a Sus Señorías dirigirse a las páginas 6 y 7 del boletín comparado.



Aquí se aprobó por mayoría la eliminación del inciso tercero del artículo 96 del Código Sanitario.



Dicho inciso, que figura en la primera columna del comparado, comienza con la expresión “Contra las actuaciones” (página 6) y termina con las palabras “de la respectiva resolución.” (página 7).



En cuanto a esa norma, que (repito) fue aprobada por mayoría en la Comisión, se pidió votación separada.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Saludo a los alumnos de enseñanza media del Colegio Saint Mary Joseph School, de Macul, que nos visitan esta tarde.



¡Bienvenidos!


--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión la enmienda de que dio cuenta el señor Secretario.



Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, quisiera hacer una presentación muy breve en torno a lo que estamos discutiendo, porque este proyecto es bastante complejo y es quizás uno de los más importantes desde el punto de vista de la salud.



¿Qué ocurre hoy día?



Chile es uno de los países del planeta con mayor gasto de bolsillo  en medicamentos: aquí los remedios son de los más caros.



Me tocó la suerte de estar en el exterior, y pude ver, por ejemplo, la situación del Ezetrol, medicamento que acá vale treinta mil pesos y afuera mil quinientos.



A continuación presentaré un estudio del SERNAC que acaba de salir. Me parece muy importante que sea conocido por Sus Señorías.

[image: image2.png]SERNAC

ServicioNacionatdel Consumidor

Mayores diferencias de precios de
medicamentos bioequivalentes en el mercado
farmacéutico metropoltano y sus ventajas
‘econGmicas para los consumidores.

Departamento de Estudio e Inteligencia
‘Servicio Nacional del Consumidor






En Chile puede haber una diferencia de hasta 3 mil por ciento entre un medicamento bioequivalente genérico y uno de marca.


¡Se trata de una situación escandalosa!



Aquello significa que con lo que se paga por un medicamento de marca se pueden comprar hasta treinta del bioequivalente genérico, que tiene la misma eficacia terapéutica.
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Al respecto, el estudio hecho por el SERNAC es muy claro. Y, por cierto, plantea el problema mayor: el de los canales de distribución y la integración de los laboratorios y las farmacias. 



Repito: por el precio de un medicamento de marca se pueden comprar hasta treinta cajas del bioequivalente genérico, cuyas características son iguales. 



Hay algunos modelos que hizo SERNAC que me parecen muy significativos.
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Aquí, por ejemplo, tenemos la situación del Cozaar, cuyo principio activo se llama “losartán”.



El medicamento original vale 32 mil pesos. Y hay uno igual, con la misma eficacia terapéutica, que cuesta 2.399 pesos. Pero a este último solo le cambian el envase -porque es la misma pastilla, de la misma línea de producción- y ¡lo venden en 13.900 pesos...! 



Es decir, al comprador, en vez de otorgarle la posibilidad de adquirir el medicamento que vale 2.399 pesos, se lo obliga a comprar el de 14 mil o el de 32 mil.



Acaban de ser sancionadas siete farmacias que les pagaban “canela” a los vendedores por expender el medicamento caro: en el caso que cité, el genérico con distinto envase, cuyo precio se eleva de 2.390 a 14 mil pesos, o bien, el original, que vale 32 mil. Pero no venden el remedio alternativo, que es bioequivalente genérico -o sea, tiene las mismas propiedades terapéuticas- y cuyo precio alcanza a 2.399 pesos.



Después tenemos el omeprazol, que es consumido por muchas personas. 


Aquí ocurre algo similar.
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El omeprazol Losec cuesta 36 mil 700 pesos. Pero, casualmente, un genérico bioequivalente y con el efecto garantizado vale mil 199. A este último le cambian el envase y lo venden a 12 mil 399 como Zomepral.



Entonces, ¿cuál es el incentivo para la farmacia? ¿Expender el de mil 199 pesos o el de 12 mil 399, que es exactamente el mismo?



El público podría comprar el producto de mil 199 pesos, pero nunca se lo proporcionan, porque no está disponible, porque lo esconden o porque al vendedor le pagaron, en cierta manera, para que ofrezca ya sea el de 36 mil 700 o el de 12 mil 399, que es exactamente igual al de mil 199.



El último caso que quiero exponer -el SERNAC contempló los medicamentos tal vez de uso más frecuente- es el de la atorvastatina. 



Gran parte de los mayores de 50 años recurren a ella por el colesterol alto.
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La atorvastatina Lipitor vale 54 mil 290 pesos. Pero una genérica bioequivalente cuesta dos mil 800. A esta última le cambian el envase -se trata de la misma pastilla, de la misma línea de producción y del mismo laboratorio- y cobran 18 mil o 19 mil.



Evidentemente, a las personas no les venden la de dos mil 800, sino la de 18 mil o la de 52 mil, y niegan la posibilidad de comprarla.



Por lo tanto, la ley en proyecto se dirige precisamente a hacer obligatorio el genérico. Los laboratorios tienen que registrar uno. Deben encontrarse obligatoriamente en los puntos de venta.



Será preciso mostrar la lista de precios de todos los medicamentos.



Cuando los laboratorios no quieran registrar un fármaco, deberá existir la posibilidad de que CENABAST lo haga y venda a farmacias más pequeñas.



Como las clínicas privadas cobran lo que quieren por los remedios, se impone el sistema de que la persona pueda comprarlos y llevarlos al ingresar para no ser objeto de abusos. El precio de ellos se recarga hasta en cinco mil por ciento cuando está internada.



Además, el proyecto innova en los artefactos e implementos de uso médico, como sondas o materiales cuya regulación es fundamental, y presenta un conjunto de innovaciones que nos parecen muy significativas. Es tal vez uno de los que exhibirán un mayor alcance social.



Un periódico expone hoy día que alguna gente no tiene para comer por gastar su dinero en medicamentos. Cualquier adulto mayor desembolsa entre 50 mil y 100 mil pesos en remedios mensuales, una parte muy importante de su pensión. Ello obedece a que en Chile se paga más de un mil por ciento de sobreprecio, muchas veces, por fármacos que cuentan con una alternativa de calidad, pero que las farmacias no pueden vender por su integración con laboratorios.



El proyecto fue complejo. Inicialmente habíamos eliminado la integración vertical y las marcas propias, pero, producto de un acuerdo con el Ejecutivo, estuvimos dispuestos a flexibilizar en pos de viabilizar la iniciativa. Por lo tanto, la primera se mantendrá, lamentablemente. Hasta el propio expresidente del Colegio Médico, jefe de una de las campañas de Derecha, dice que es preciso terminar con ella.



Y se mantendrán las marcas propias, pero de una manera decente, no con el abuso actual, que estimo uno de los más brutales. El medicamento no es un bien privado: tiene que revestir el carácter de bien público, del cual dependen la salud y la vida. Cuando no se accede a su contenido, las personas pueden agravarse o incluso morir.



Gracias.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Le advierto al público que no es posible hacer manifestaciones. Pido orden para poder escuchar el debate. 



Puede intervenir la Honorable señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, al igual que el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra, deseo hacer un planteamiento general, probablemente más sintético.



Creo que nadie puede desconocer que el gasto promedio en que una familia incurre por concepto de medicamentos es bastante elevado. Los motivos son dos: su costo es alto y en nuestro país no existe, lamentablemente, un subsidio para poder adquirirlos, a menos que una persona, por motivación propia, cuente con algún tipo de seguro para cubrir el ítem.



Ahora, ¿qué se intentó en la Ley de Fármacos I? El propósito fue justamente hacer accesibles los genéricos con denominación común internacional que fueran bioequivalentes.



Sin embargo, ese cuerpo legal no produjo un efecto de abaratamiento por distintas razones que no viene al caso tocar. Por el contrario, hubo remedios de bajo precio que posteriormente se discontinuaron.



¿Qué pretendemos hoy día con el proyecto? Que disminuya el gasto en farmacia por familia.



¿Y de qué manera? Por la vía de que se encuentren disponibles el medicamento original, el genérico de marca y también el de denominación común internacional, pero todos con bioequivalencia, a fin de que la persona, más allá del producto por el cual opte comprar, pueda abrigar la certeza de obtener un efecto terapéutico adecuado.



Gran parte del debate versó en eso.



Repito que el objetivo último es entregarles a los pacientes la posibilidad de elegir entre los distintos fármacos existentes en todas partes en el mundo: el original, el genérico de marca y asimismo el de denominación común internacional, pero con efecto terapéutico acreditado.



Así se generaría, sin duda, la posibilidad de que las personas accedieran a medicamentos de muy bajo costo. Porque, tal como dijo el Honorable señor Girardi, se registran diferencias importantes entre los productos originales y aquellos con denominación común internacional.



Este fue el tono en que se dio la discusión.



Esperamos que el proyecto, a diferencia de lo que ocurrió con la Ley de Fármacos I, que estaba bien inspirada pero cuyos efectos no se verificaron tal como se supuso, pueda finalmente acarrear una disminución en el gasto en que incurren las familias por concepto de medicamentos.



Gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Hago presente que es preciso pronunciarse en particular, sin perjuicio de que las dos exposiciones realizadas seguramente ayudan a entender mejor el articulado. Pido referirse a los asuntos concretos que estamos resolviendo.



Tiene la palabra el Senador señor Harboe. 

El señor HARBOE.- Señor Presidente, la normativa que nos ocupa ofrece algunos beneficios interesantes y prácticos. Por ejemplo, hoy día, cuando una persona va a comprar un remedio, tiene que preguntar, regularmente, por la marca propia, por un nombre de fantasía, sin saber que existen otros productos, probablemente con iguales componentes, e incluso algunos bioequivalentes, con otro nombre de fantasía. 



Lo que el proyecto determinará es que en la caja se especifiquen de manera destacada el componente; la marca propia, en un espacio más reducido, y el gramaje. Ello permitirá identificar las diferentes alternativas si se quiere comprar omeprazol, por ejemplo, y no como hoy día, en que existe un conjunto de nombres de fantasía cuyos componentes se ignora.



Pero quiero destacar que la moción era mucho más ambiciosa. Originalmente, se buscaba prohibir la integración vertical; fomentar el mercado de medicamentos genéricos bioequivalentes; exigir una concesión de servicio público para la instalación y funcionamiento de farmacias o de almacenes farmacéuticos, y modificar los alcances del llamado “sumario sanitario”. Lamento profundamente que el primer propósito se haya dejado de lado. 



Cabe consignar que las tres principales cadenas: Cruz Verde, Salcobrand y Farmacias Ahumada, representan alrededor del noventa por ciento de la participación de mercado en ventas. Cruz Verde y Medical International Laboratories Corporation son filiales de la misma compañía. Sofocar Sociedad Anónima Salcobrand, en tanto, está integrada con Productos Farmacéuticos Medipharm Limitada y Farmacéutica Medcell Limitada, ambas filiales de Empresas Yarur Sociedad Anónima Comercial. Por último, Farmacias Ahumada Sociedad Anónima posee el cien por ciento de laboratorios Laboratorios FASA Sociedad Anónima y Compañía de Nutrición General Sociedad Anónima (GNC). ¿Qué quiero decir con ello? Que las cadenas se hallan integradas en Chile con laboratorios. 



De hecho, la propia Fiscalía Nacional Económica expresa en un informe que “se han constatado potenciales distorsiones competitivas en el segmento de distribución de medicamentos, realizado únicamente a través de farmacias, producto de la explotación de las asimetrías de información en relación a los consumidores, su alta concentración y la integración vertical existente -vía propiedad o a través de contratos para la elaboración de marcas propias- entre las cadenas de farmacias, distribuidores mayoristas y laboratorios”.



Por desgracia, se perdió la oportunidad de haber terminado con la integración vertical, que genera una distorsión de precios, conforme a los dichos de la Fiscalía. Lamento que el Gobierno no haya accedido a eso.



En seguida, deseo plantear la inconveniencia de las marcas propias. Es legítimo que un laboratorio las posea, pero, al tener lugar la integración vertical con una farmacia, el hecho de que sea dueño del establecimiento y de que el empleado reciba un incentivo económico por vender un producto y no otro genera una distorsión, ya que el consumidor que necesita un remedio no anda de paseo comprando ropa, sino un producto que requiere para su salud, y muchas veces es condicionado por la intermediación del vendedor.



Es cierto que se ha intentado regular la situación, pero existe un problema hasta el día de hoy. De hecho, el efecto también se registra en las cadenas de supermercados. Cuando se trata de una marca propia, se adicionan costos que encarecen los medicamentos, lo que obviamente es una forma de afectar la competencia.



Insisto en que el proyecto provocará un efecto significativo en la forma como es posible comprar el fármaco, pero se pierde la oportunidad. Y no quiero dejar pasar la ocasión de expresar que la moción originalmente contemplaba la prohibición de marcas propias y de la integración vertical. Se ha dejado pasar una tremenda posibilidad de dar un paso más importante.



Cuando se observa, tal como lo hizo presente el Honorable señor Girardi, que los medicamentos cuestan hasta un dos mil por ciento menos en otros países, cabe reflexionar en si acaso el mercado funciona o se halla cooptado por laboratorios y farmacias.



Probablemente no vamos a poder realizar la discusión hoy día, producto de la omisión en el articulado, pero quizás más temprano que tarde tendremos que pensar en un mercado regulado de medicamentos, para que nunca más tengamos que ir a comprarlos fuera del país.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Hay acuerdo para abrir la votación?



Se tocarán los timbres para que los Senadores que se encuentran en Subcomisiones vengan a votar.



Acordado.



Antes del pronunciamiento acerca de la recomendación de la Comisión, tiene la palabra el señor Subsecretario.

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Señor Presidente, lo saludo a usted y, por su intermedio, a las señoras Senadoras y los señores Senadores.



En verdad, iba a hacer una breve introducción, muy general, en cuanto a la importancia del asunto, pero hay un acuerdo transversal sobre el particular, por lo visto. 



Solo deseo reafirmar que se ha mencionado uno de los aspectos más sentidos por la comunidad. Una solución nacida con las propias representantes más locales, como las farmacias comunitarias, exitosas y en expansión a través del país, de alguna manera demuestra la necesidad de buscar soluciones más sistémicas al problema del acceso a los medicamentos.



Respecto del punto en debate, quería expresar que el artículo 96 guarda relación con el siguiente, acogido por la unanimidad de los miembros del órgano técnico. Ello dice relación con la facultad interpretativa del Instituto de Salud Pública, ya que, al haberle sido asignada, lo concordante es que no corresponda que pase al Ministerio un recurso frente a algunas de las decisiones o a los sumarios que se instruyan.



Dejo planteado el punto.



La aprobación del texto se vincula más bien a la concordancia con el resto de lo ya aprobado por la unanimidad de la Comisión y ratificado por el Senado.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El Ejecutivo es partidario de la supresión, entonces.



En votación la proposición de eliminar el inciso tercero del artículo 96.



--(Durante la votación).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, esta parte parece kafkiana, porque las intervenciones hasta ahora son propias de la discusión general del proyecto, no de la supresión expuesta. 



Por supuesto que compartimos la necesidad de avanzar en una política de genéricos, para hacer más asequible el precio de los medicamentos. Para ello hemos legislado tanto en la Ley de Fármacos I como en múltiples normas contempladas en la Ley de Fármacos II, incluidas las relativas a terminar con el IVA para los efectos de la adquisición, por ejemplo, de algunos tejidos que permitirían generar trasplantes. Estamos todos de acuerdo al respecto.



Lo que estamos votando ahora, en la discusión particular, atañe al principio de reclamación de los actos administrativos.



El inciso tercero del artículo 96 expresa:



“Contra las actuaciones y resoluciones que adopte el Director del Instituto en el ejercicio de sus funciones en relación con las materias a que se refiere este Código, con excepción de las sentencias recaídas en los sumarios sanitarios de su competencia, podrá interponerse recurso de reclamación ante el Ministro de Salud, dentro del plazo de cinco días contado desde la fecha de notificación de la respectiva resolución”.



A nuestro juicio, la eliminación de la norma atentaría contra el principio mencionado.



¿Qué ha manifestado el Ministerio? Que se podría originar una acumulación excesiva de recursos.



Nosotros sostenemos que el concepto debe mantenerse, y, por eso, vamos a votar en contra de la supresión, para los efectos de establecer un debido proceso.



Me pronuncio en contra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, se han dado varios ejemplos de por qué es tan importante regular el mercado farmacéutico.



Pero quisiera agregar que, en general, en el ámbito de la salud se registra una tremenda asimetría de información. La hay respecto de los prestadores, del precio y de los efectos de los medicamentos, y de los seguros.



De hecho, todavía existen miles de planes en las isapres, por citar un caso. Por lo tanto, para el afiliado es muy difícil obtener todos los antecedentes y ponderarlos adecuadamente a fin de poder tomar una decisión correcta desde el punto de vista sanitario.



Por lo mismo, tanto a nivel de los prestadores como de los seguros, al igual que de los fármacos, área muy relevante, en todos los países existen regulaciones y control justamente para evitar eventuales abusos.



En el caso de los medicamentos, en particular, hay una tremenda confusión, determinante de que para el paciente no sea fácil la tarea de seleccionarlos de manera adecuada.



Por eso es que resultaba tan importante terminar con las marcas propias, entre otras razones. No es razonable que un laboratorio produzca dos moléculas exactamente iguales y simplemente cambie el rótulo para que tenga lugar una diferencia de precio de mil, mil 500 o dos mil por ciento.



Aquí se han puesto bastantes ejemplos. Solo cabe resaltar uno muy claro. Como lo explicó el Honorable señor Girardi, se usa mucho la atorvastatina, que es el medicamento genérico. El valor de un genérico con bioequivalencia es de cerca de dos mil pesos, versus el de marca, que cuesta 13 mil, en circunstancias de que es exactamente el mismo y es producido por el mismo laboratorio. Ello no resulta razonable. 



En este mercado asimétrico, el paciente, con la confusión propia de la diferencia en el manejo de la información, tiene que optar.



Además, se encuentra el medicamento innovador, patentado por el inventor. En la mayoría de los países existen el genérico y el de marca, pero no las marcas propias. Tratándose del patentado, del innovador, es como hablar de la aspirina: Bayer la descubrió y la patentó. Después, todo el resto son copias sin nombre propio.



Por lo tanto, no hay confusión. Existen dos alternativas de medicamentos; no se introducen las marcas propias.



Ahora, ello es particularmente importante si mantenemos la integración vertical, porque es bastante discutible que esta en todas las áreas de la economía siempre tenga un efecto negativo para el usuario.



Uno podría plantear, como sucede en muchos trabajos, que en el ámbito de los prestadores y de los seguros la integración vertical sirve para contener los costos.



Pero en las clínicas privadas más grandes, las que más ganan, no hay integración vertical, como en las clínicas Alemana y Las Condes. Son grandes prestadores que fijan grandes precios. Y hay personas que son insensibles al precio; por tanto, están dispuestas a pagar. De lo contrario, tales instituciones no existirían.



En el rubro de los medicamentos, parcialmente se ha visto que no es algo virtuoso tener integración vertical. Por eso es tan importante terminar con ella o eliminar las marcas propias. Así se permite el desarrollo de la política nacional de genéricos, lo que ahorraría bastante al gasto de bolsillo existente hoy día.



Señor Presidente, en los últimos segundos, quiero agregar que el problema del gasto del bolsillo tiene que ver no solo con los precios o la estructura del mercado, sino también con el hecho de que en muchos países los seguros de salud -FONASA, en el caso chileno- ofrecen buena cobertura en el ámbito de los medicamentos, lo que en nuestro país prácticamente no existe en...



Pido un minuto más para terminar, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Lo tiene, Su Señoría.

El señor ROSSI.- En el ámbito privado prácticamente no existe cobertura de los seguros de salud en las farmacias. Están cubiertos los medicamentos cuando el paciente está hospitalizado, y se cobran al precio que fija la clínica.



Lo mismo, en relación con FONASA, que muchas veces -este es un problema que se vive hoy en la mayoría de los centros de salud- prescribe medicamentos que no cuentan con stock. Al final del día, el paciente debe ejecutar la receta de esos medicamentos no en la farmacia del hospital, sino en una de las tres grandes cadenas farmacéuticas, que controlan el 90 a 95 por ciento del mercado, ¡y sin ningún tipo de cobertura!



Entonces, también es importante abordar, en el ámbito sanitario referido a los medicamentos, la cobertura que ofrecen los seguros a sus afiliados.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ossandón.

El señor OSSANDÓN.- Señor Presidente, solo quiero aclarar que parte importante del objetivo de esta iniciativa es que con el tiempo los genéricos ojalá sean todos bioequivalentes. Si no lo son, al final esto se transforma en un engaño.



Lo otro: deseo preguntarle -por su intermedio- al señor Subsecretario cuál es la modalidad de apelación que se contempla ante una resolución como la que nos ocupa. ¿Es la justicia? Consulto, porque aparece como que no existiera ninguna herramienta de apelación.



Me gustaría saber si es así. Me extrañaría mucho que se haya planteado un proyecto sin una norma en tal sentido. 



A lo mejor puede ser la misma justicia. Todo depende de la capacidad técnica de quien decida. Estamos hablando de denominaciones que son no solo un nombre, sino componentes químicos, y también de la forma en que opera -no sé cómo se dice técnicamente- en el cuerpo de la persona que lo usa.



A mí me pasó con el ingrediente activo del Lipitor, remedio que compré en una cadena famosa. Lo tomé durante seis meses; me hice el chequeo, y el resultado salió malísimo. El doctor me dijo: “Usted lleva seis meses ingiriendo un medicamento que no es bioequivalente; por lo tanto, tiene un efecto completamente distinto”. Es superimportante saber eso, porque no sacamos nada con adquirir un ingrediente activo si no es bioequivalente.



¿Cómo el Gobierno piensa asegurar que la bioequivalencia sea darle al paciente lo que realmente necesita y no lo más barato?



¿Y cómo operaría la forma de reclamación? Si no es una vía administrativa, ¿qué fórmula se propone?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Subsecretario.

El señor COLOMA.- ¡Señor Presidente, estamos en votación!

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Señor Presidente, voy a hablar respecto de la bioequivalencia para desmitificar un poco lo que se ha discutido.

El señor COLOMA.- ¡Pero eso nada tiene que ver con lo que estamos votando!

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Perdón, solamente quiero aclarar la consulta que hizo un señor Senador.



La eliminación de las referencias a la bioequivalencia guarda relación no con el ánimo de velar por que los medicamentos sean intercambiables y que ello sea comprobable, sino con el hecho de que se trata de un término técnico solo aplicable a algunos tipos de medicamentos.



Por lo tanto, haber incorporado dicho concepto en el proyecto de ley limitaba la intercambiabilidad respecto de medicamentos a los que no se les realiza bioequivalencia, como los inhaladores o los remedios inyectables.



Señor Presidente, si usted lo tiene a bien, podría darle la palabra a la abogada del Ministerio para que explique el otro punto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No es posible, señor Ministro.

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Entiendo.



Respecto del tema de las reclamaciones, hago presente que hoy en día los sumarios que aplica el Instituto de Salud Pública suelen terminar en el recurso jerárquico del Ministerio. Sin embargo, como no tenemos equipos dedicados a eso, la práctica habitual es que repliquemos lo mismo que sancionó el ISP.



Al eliminar el inciso que nos ocupa -y en concordancia con el artículo 97, que es el siguiente-, se está reconociendo la capacidad interpretativa del referido Instituto, manteniendo las reclamaciones en esa instancia, sin perjuicio de que siempre los laboratorios o quienes sean sancionados podrán recurrir a los tribunales de justicia, de acuerdo al artículo 171 del Código Sanitario.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tenía razón el Senador Coloma cuando me reclamó que estábamos en votación. Por lo tanto, no puedo dar la palabra a ninguna persona, salvo a los Senadores inscritos para fundar el voto.



Tiene la palabra la Honorable señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, el numeral en análisis plantea la eliminación del derecho de reclamación.



La verdad es que estoy en desacuerdo con lo que señaló el Subsecretario. Si fuese verdad lo que indicó, el titular de la Cartera ¡no debiera ser Ministro! Me llama la atención que se diga que el Ministro de Salud no cuenta con las competencias técnicas para evaluar una situación de esa naturaleza.
Me imagino que él y sus asesores podrán ponderar adecuadamente la reclamación que haga un particular.



Suprimir el derecho de reclamación es eliminar un derecho ya establecido. Para asegurar un debido proceso, no corresponde establecer una única autoridad. Esta, como dice expresamente el artículo, es el Director del Instituto de Salud Pública, quien, de acuerdo con lo que planteó el Subsecretario, tiene capacidades interpretativas y competencias para sancionar. Pero no existe ninguna instancia de apelación administrativa.



En verdad, a mí me parece bien entregarle facultades al ISP, pero deben existir vías de reclamación, porque el Estado no es absoluto ni infalible; el Estado puede equivocarse. Debiera haber una instancia administrativa que asegure esa otra mirada o que certifique que está bien tomada la decisión del Director.



Radicar en una autoridad las facultades interpretativa y sancionatoria y no establecer ninguna modalidad para reclamar por parte de un tercero, ¡de cualquier ciudadano!, lo que debiera estar establecido para garantizar un debido proceso, me parece que no corresponde.



Por esa razón, nosotros estamos en contra de que se quite la atribución de cualquier ciudadano para poder reclamar ante el superior jerárquico de quien generó la sanción.



Esto no afecta, en absoluto, la esencia del proyecto. Por el contrario, mantiene equilibrados los derechos de los ciudadanos versus los derechos del Estado.



Está bien que haya un Estado competente, eficiente; pero no puede ser omnipotente, con autoridades que ejerzan poderes más allá de lo razonable y sin que se pueda reclamar a ningún ente administrativo. 



En verdad, creo que eso es un despropósito. 



Por tal razón, votaremos en contra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, deseo plantear varias cosas específicas respecto de este punto.



Primero, el Instituto de Salud Pública es una instancia nacional y el órgano competente en este ámbito. O sea, no hay nadie más en el aparato del Estado que cuente con competencias técnicas respecto de esta materia. ¡Es evidente! No conozco a nadie en el Ministerio de Salud que pueda suplantar el rol del ISP, que además cuenta con un reconocimiento internacional.



Por lo tanto, el único que puede calificar técnicamente los productos farmacéuticos es el referido Instituto.



Eso es lo primero.



Segundo, no es cierto que no se pueda reclamar. El artículo 171 del Código Sanitario permite justamente a quien considere que recibió una sanción inadecuada reclamar ante los tribunales de justicia. Por consiguiente, existe el derecho a reclamación.



Tercero -y esto es muy importante-, en Chile, aunque ustedes no lo crean, los laboratorios y las farmacias no pagan las multas. De hecho, con la Senadora Goic tuvimos que recurrir a los tribunales para obligarlos a ello. Es decir, abusan de la gente al venderle medicamentos carísimos ¡y no pagan las multas!



¡Es imposible que las paguen porque la ley les permite judicializar todo!



En definitiva, estamos en presencia de las instituciones del abuso: les venden medicamentos carísimos a las personas y, adicionalmente, no cancelan las multas.



¡Ese es el paraíso de los abusadores!



Ahora bien, eso no tiene que ver con el punto en análisis, que lo único que hace es generar concordancia, considerando que después se aprobó unánimemente una norma que indica que será el Instituto de Salud Pública el ente encargado de establecer los criterios vinculados con los aspectos técnicos que regulan los medicamentos, como los temas más complejos relacionados con la bioequivalencia. Si la hay, se ocupará de ver si esta es adecuada o no. 



Por lo tanto, me parece que está perfectamente ordenado el asunto, señor Presidente.



Y lo más grave es que en Chile estos abusadores, que son contumaces, no cumplen la ley. 



Por ejemplo, la norma legal los obliga a tener lista de precios disponible al público. Vayan a cualquier farmacia de cadena y se van a dar cuenta de que, a pesar de dicha obligación, ¡no existe tal lista de precios! 



¡No les permiten a las personas saber que hay medicamentos genéricos! ¡Y no se los venden! 



¡No cumplen con el petitorio contemplado en la ley!



Y, además, cuando tales farmacias son sancionadas -como dije-, ¡no pagan las multas!



Por eso es muy importante lo que hizo el ISP hace unos días: ante el no pago de multas y tratándose de reincidentes permanentes, les quitó la autorización sanitaria para funcionar a siete farmacias de cadena. 



Lamentablemente, esa es la única manera de sancionar a esos abusadores profesionales, a aquellos que se integraron verticalmente, a esos que no tuvieron ningún problema en subirles hasta un mil por ciento los medicamentos a las personas más pobres de este país: inhaladores que valían mil 200 pesos los vendieron a 12 mil; antibióticos que costaban 2 mil pesos los elevaron a 8 mil; una receta que no debía salir más de 5 mil pesos para un niño con bronquitis obstructiva en invierno terminó costando 15 a 20 mil pesos.



¡Eso es lo que esta futura ley quiere regular!



Quiero recordar lo que ocurrió con el Laboratorio Bestpharma, de un expersonaje llamado “Chinchón”: cuando le fueron a evaluar sus medicamentos, se descubrió que no tenían compuestos activos. Por ejemplo, el tamoxifeno, que se usa para combatir el cáncer de mama, ¡no tenía tamoxifeno! Traía cualquier producto. ¿Y saben qué pasó? ¡Se cerró el laboratorio! ¡Y estuvo bien que se haya cerrado! 



Por eso, concuerdo con lo que han dicho algunos Senadores acá: debemos garantizar la eficacia terapéutica y la bioequivalencia. 



Este proyecto se sustenta justamente en que los genéricos, como se ha dicho en esta Sala, sean bioequivalentes para que resulten baratos. La idea es que haya medicamentos alternativos que, en vez de costar 14 mil o 50 mil pesos, se compren a mil 200 pesos, pero que cumplan con su rol terapéutico.



Por eso es tan importante este proyecto, señor Presidente.



Ahora, con respecto a la eliminación del inciso en cuestión, votar como lo hizo mayoritariamente la Comisión no impide que se pueda reclamar ante los tribunales. Lo único que se busca es establecer una concordancia con el artículo siguiente para permitir que haya una institución técnica que conoce del problema y cuenta con decenas de especialistas en esta materia -los temas son muy complejos- que pueden opinar. 



Que en el Ministerio de Salud haya una o dos personas encargadas de lo relativo a los medicamentos sería mucho.



Pienso que no está ahí la competencia.



Se trata de un asunto de realismo, de realidad.



Dejar esto en manos del Ministerio de Salud es dejarlo en tierra de nadie. ¡Ahí nadie tiene opinión, ni técnica ni ninguna otra! Dicha Cartera regula políticas generales, no aspectos técnicos vinculados con la complejidad que presentan hoy día los medicamentos biológicos y la medicación química.



En consecuencia, me parece totalmente acertada la supresión del inciso tercero del artículo 96.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, lo único que tengo claro es que la norma que nos ocupa no dice relación alguna con eficacia terapéutica ni con equivalencia. De repente, uno se va por las ramas en una discusión que puede ser apasionante en el momento adecuado. 



Aquí estamos hablando de una cosa distinta: de eliminar un inciso del artículo 96; específicamente, de si las resoluciones del ISP deben contar o no con un recurso administrativo ante el Ministerio de Salud, como ocurre ahora.



Esa es la discusión.



No hay ni buenos ni malos, como se insinúa en otros temas. Se trata de un aspecto relacionado con el debido proceso.



Desde mi perspectiva, es sano -y lo dice la ley Nº 19.880, sobre bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado- que de las resoluciones de este tipo de entidades se pueda recurrir ante el organismo administrativo superior. 



¡Así es!


Entonces, me parece que suprimir el inciso tercero del artículo 96 -o sea, eliminar el recurso administrativo; no solo aquí, sino en cualquier institución- es un error, porque se afecta lo que para mí resulta esencial en cualquier organismo público: el debido proceso. 



¡No tener dicho recurso afecta el debido proceso!



Ahora, el Subsecretario, a quien le agradezco su honestidad, dijo que aquí había un problema práctico: que en el fondo existe un tema personal; que no se tienen los conocimientos o las capacidades o los números necesarios para poder hacer un análisis pertinente.



Pero ese es un problema distinto.



En todo caso, hago presente que cada cuatro pesos que gasta el Ministerio de Salud, uno es para personas. Entonces, me pregunto cómo es posible que un organismo no pueda ejercer su rol de tuición sobre los entes dependientes. Me cuesta pensar que no exista esa capacidad. Hay un reconocimiento al respecto, pero yo trataría de que se tuviera tal capacidad. No terminaría con el recurso. Es como vender el sillón de don Otto.



Se debería procurar aquello, considerando que, en virtud de esta futura ley, el Instituto de Salud Pública será más poderoso de lo que era antes. En esto estamos todos de acuerdo: dispondrá de muchas más facultades y tendrá lógica interpretativa y capacidad sancionatoria. Entonces, si será más poderoso, debe tener un correlato dentro del Ministerio de Salud para poder recurrir administrativamente.



Pareciera que la solución es judicializar todo. No creo que esa sea la fórmula. A mí me parece más razonable lo que señalé. 



Insisto: la norma en análisis no afecta en nada la equivalencia ni la eficacia terapéutica. El problema es cómo debe funcionar un Estado, cómo deben funcionar los particulares, cómo deben funcionar los sistemas.



Esa es la discusión que se nos presenta ahora.



El texto legal actual establece dicho recurso administrativo. Estimo que es una mala idea decir: “¿Sabe qué más? Vamos a eliminar el recurso”. Eso debilita el trabajo administrativo y la seriedad que debe tener todo proceso en materias que sabemos que son muy relevantes.



Por eso, señor Presidente, considero un error suprimir algo que ha existido. 



Tampoco me parece una buena argumentación -es honesta, pero no es válida en sí misma- señalar que no hay una capacidad técnica. Debería procurarse que el Ministerio sí tuviera tal competencia, para resolver los recursos que se presenten. 



Señor Presidente, ¿sabe qué pregunta me surge? ¿Qué pasa con los actuales recursos? Porque hoy día existen, y si existen, en la práctica no están funcionando. Esto lo encuentro más serio, desde el punto de vista de la racionalidad, y me inquieta bastante más que cualquier otro aspecto que se plantee en esta materia.



En resumen, señor Presidente, creo en el debido proceso y en que la norma en cuestión en nada afecta el tema de fondo. 



Además, pienso que es bueno que el Ministerio de Salud pueda resolver los reclamos que se interponen contra el poderoso Instituto de Salud Pública de Chile. 



En sí mismo eso está correcto. Que no haya recurso administrativo me parece incorrecto.



Por eso, voto que no a la eliminación del inciso tercero.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, es cierto lo que plantea el Senador Coloma en cuanto a que estamos en una discusión específica. Pero quienes nos encontramos participando en las Subcomisiones de Presupuestos no tenemos otra oportunidad que esta para hacer presentes nuestros puntos de vista en este tema.



Estimo que no hay ninguna duda de que este es uno de los problemas más importantes de nuestro país. Lo dicen Senadores de todas las bancadas. La diferencia está en de qué manera lo enfrentamos.



Voy a leer algunas cifras que tengo aquí respecto de lo que ha ocurrido con el precio de los fármacos y la realidad de cada una de las instituciones, comparándolas con las de años anteriores.



El informe del Ministerio de Economía sobre el mercado de los medicamentos en Chile, del año 2013, indica lo siguiente:



Los ingresos de las farmacias crecieron en 34,1 por ciento entre 2008 y 2012. Mientras las ventas fueron de 545 mil 444 millones de pesos el año 2008, el 2012 alcanzaron a 731 mil 424 millones de pesos. O sea, estamos ante un crecimiento exponencial.



El precio de los medicamentos subió en 23,1 por ciento, en promedio, entre 2008 y 2013, siendo esta alza de 26,2 por ciento en los medicamentos con receta y solo de 17,3 en los sin receta. Esto, teniendo en cuenta que el 76,7 por ciento de los ingresos de las farmacias corresponde a medicamentos con receta.



En el mismo período (2008-2012), la comercialización de medicamentos genéricos cayó en 14,6 por ciento en las tres principales cadenas farmacéuticas.



Por último, los ingresos de las farmacias aumentaron 100,7 por ciento en medicamentos de marca propia; 34,9 por ciento en medicamentos de marca; 28,7 por ciento en similares, y solo 20 por ciento en genéricos.



Por otro lado, según un informe de la Consultora IMS Health, el precio promedio de los medicamentos alcanzó a 2.936 pesos el 2008, mientras que en el año 2015 llegó a 3.603, es decir, un 22,7 por ciento más que siete años atrás, durante el boom de la colusión de las tres principales cadenas de farmacias de nuestro país. Y la colusión no es para bajar los precios: es para subirlos. Entre 2014 y 2015, el alza llegó a 5,4 por ciento; mientras que entre 2007 y 2008, en pleno período de colusión, ella alcanzó al 3,3 por ciento.



Además, según otro informe de la misma consultora, Chile tiene los remedios de marca más caros que los de todos los países de América Latina, con 28,5 por ciento por envase, casi un 40 por ciento más que el promedio regional.



Señor Presidente, estamos frente a un problema extraordinariamente grave, y entiendo que este proyecto de ley pretende, por alguna vía, tratar de evitar que la situación siga el curso que está teniendo.



Me parece, además, que a veces nos entrampamos en las discusiones (si este es medicamento genérico, si es producto propio, si es bioequivalente o no, si el Instituto de Salud Pública hizo tal informe), pero lo que debemos hacer, en la práctica, es adoptar medidas que no continúen con el problema, el cual termina castigando a las familias más pobres y a la gente de más edad, quienes gastan gran parte de su sueldo en remedios.



No estoy en contra de que las farmacias obtengan utilidades ni de ninguno de los sueños que algunos plantean respecto del lucro, pero estamos ante una realidad extraordinariamente grave, que traspasa todos los límites sostenibles. 



Siento que algunas de las medidas a lo mejor podrían, literalmente, conseguir los objetivos buscados. No obstante, el proyecto no va, al final, al meollo del asunto. Por ejemplo, no entiendo por qué se sacó el tema de la integración vertical. Algunos afirman aquí que la integración vertical es inconstitucional. No es así, señor Presidente. Terminamos con la integración vertical en el sector eléctrico. ¿Y dónde estaba lo inconstitucional?



Sin embargo, no sé por qué se sacó dicho asunto, única manera de solucionar el problema, porque por ninguna ley terminaremos con la “canela” -inventaron otra cosa- ni con los viajes que utilizan los médicos para vender ciertos productos. ¡El ingenio humano, de los abogados, del comercio, es infinito, señor Presidente!



Lo único que termina con el abuso es una real competencia, la cual no se dará mientras exista integración vertical.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, hace un tiempo estuvimos con el ISP, institución que se encuentra en proceso de modernización de sus instalaciones, que eran deprimentes. Este Gobierno ha invertido en mejorar la condición de sus laboratorios y sus trabajadores, pero sigue siendo insuficiente.



Más de 30 mil productos provenientes de China y Asia en general (cosméticos, particularmente) no tienen ninguna posibilidad de control inmediato. Por lo tanto, los lápices labiales, los cosméticos, productos de uso directo, requieren una enorme preocupación y un fuerte Instituto de Salud Pública.



No sé cómo viene el presupuesto para el ISP, pero yo esperaría un fortalecimiento institucional, de recursos públicos, para que pudiera funcionar bien.



Como el Instituto tiene una carga extraordinaria -debe acreditar, revisar-, la verdad es que el mecanismo de las reclamaciones, llevado al infinito (se reclaman todas las multas), tiene el resultado que todos conocemos: al final del día, se judicializa la situación y las multas no son pagadas.



Lo mismo ocurre con la CONAF. El 97 por ciento de las multas que aplica nunca se pagan. Y también con el SERNAPESCA. El 90 por ciento de las multas que aplica no se pagan. ¿Por qué? Porque las empresas tienen un staff de abogados destinados exclusivamente a dilatar, dilatar y dilatar.



Las empresas conocen el protocolo. Y tienen, como ha señalado el Senador Girardi, el artículo 171 del Código Sanitario. Es decir, ¡hay reclamación! Lo que no puede haber es el uso abusivo de una facultad reclamatoria para impedir ser multado.



Digo esto porque, como todos ustedes recordarán, el 8 de julio de 2013, en el juicio por la colusión de las farmacias (hoy en Chile tres cadenas controlan el 97 por ciento del mercado, algunas propietarias de laboratorios), los ejecutivos acusados fueron condenados a recibir clases de ética. Estamos hablando de un fraude de 235 mil millones de pesos, donde se estableció una colusión de diez años en medicamentos para enfermedades crónicas como diabetes y epilepsia. 



Claramente, las multas aplicadas fueron insuficientes.



Modificamos la ley. Sin embargo, el fiscal Montes señaló que la suma de cada una de las multas no superaba el 3,4 por ciento de las ventas de todas las farmacias juntas.



Estamos ante un sector en el que la colusión y particularmente el abuso están institucionalizados. Por lo tanto, darle cabida a que puedan dilatar el cumplimiento administrativo del control preventivo que realiza el ISP me parece exagerado.



Lo que debemos garantizar aquí es la salud pública. ¿Cuál es el interés que debiera tener el Senado? Asegurar que todos los chilenos puedan acceder a medicamentos y artículos de salud en las mejores condiciones, a través de un control preventivo, que es lo que hace el ISP.



En consecuencia, señor Presidente, voy a votar a favor de la exclusión de un mecanismo reiterado por parte de las farmacias que no pagan las multas. No tengo la estadística a mano (podemos pedirla), pero no pagan las multas, porque dilatan. Son empresas que pueden pagar staffs de abogados, en dólares, para que dilaten y dilaten, y después no hay prontuario, porque las multas siguen en proceso administrativo.



En tal sentido, no creo que sea tarea del ISP contar con un ejército de abogados para cobrar las multas. ¡No es su tarea! El Instituto debe hacer control preventivo de medicamentos, fármacos y productos que puedan afectar la salud de las personas.



Esa es la labor del ISP, no entrar en una maraña administrativa para poder hacerles seguimiento a multas no pagadas, a reclamaciones que se entablan de manera sistemática. Esta no es una reclamación que se hace frente a un fallo o una resolución arbitraria. ¡No! Es un mecanismo institucional empleado para dilatar el pago de multas.



La Senadora Van Rysselberghe señalaba: “Hay que proteger a cualquier ciudadano asegurándole que puede reclamar ante el ISP”. Yo digo: “¡No estamos frente a cualquier ciudadano! ¡Son delincuentes de cuello y corbata que Chile conoce y que se coluden en contra de los más débiles, de los jubilados, de los que pagan remedios contra enfermedades crónicas! No estamos hablando de  niños de pecho ni de angelitos. ¡Estamos hablando de quienes se coluden!”.


Por eso, señor Presidente, voy a votar por eliminar el proceso de reclamación en el artículo 171 del Código Sanitario.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, aunque lo fundamental ya está dicho, considero importante hacer un planteamiento un poco más general sobre el tema.



Este proyecto tiene por propósito asegurar que en materias sanitarias y de regulación de medicamentos exista transparencia, que no se hagan trampas y no se utilicen resquicios para abusar de posiciones dominantes. Se ha hecho un gran esfuerzo para darle más atribuciones y recursos al ISP, para que se fiscalice de mejor manera y para aumentar las sanciones. En su conjunto, me parece que la iniciativa apunta en la dirección correcta.



Lo que no entiendo, en cambio, es que, dentro de ese concepto, se quiera quitar un recurso, que hoy día la ley ofrece, a aquellas personas que son parte de un proceso en el cual el ISP ha resuelto que se ha transgredido una norma y que, cumplidos los controles, no se ha obtenido una respuesta satisfactoria, por lo que cabe una sanción determinada.



Pienso que aquí como que se desequilibran los lados del debido proceso, porque si hay uno que está siendo supuestamente abusivo y queremos controlarlo, fiscalizando, aumentando las sanciones y fortaleciendo al órgano regulador, no significa que al otro lo vamos a dejar en la indefensión. 



El equilibrio en estas materias me parece necesario, prudente, sobre todo porque, de lo contrario, lo que vamos a hacer es judicializar estas situaciones, lo que resulta bastante más engorroso. Es mucho mejor tener procesos administrativos. Y ya que existe el ISP, que llevará el procedimiento y aplicará distintos tipos de sanciones, lo responsable y razonable es mantener lo que la ley hoy día confiere. Estamos fortaleciendo al Estado, pero no por eso tenemos que debilitar a la contraparte, cualquiera que ella sea.



A diferencia de lo que piensan algunos Senadores, la ley presume la buena fe. La ley no puede partir de la base de que los actores de determinado sector son infractores, por definición. Es un prejuicio que a mí me parece inconveniente y negativo. No se puede presumir que todos los actores de un sector son ladrones, estafadores, abusadores, porque eso significa ir en contra del sentido de la ley.



Se han cometido abusos y actos de colusión. Lo sabemos. Vamos a ver cómo se pueden seguir corrigiendo. Ya con la Ley Anticolusión mucho va a quedar restringido o eliminado, porque establece mecanismos preventivos fuertes y sanciones aún más fuertes para quien, a pesar de los controles, transgreda las normas.



A mi juicio, aquí estamos complementando dicha normativa, a través de medidas que apuntan en una buena dirección y que en algunos casos pueden llegar incluso demasiado lejos, pero, si les quitamos derechos a las partes para que en su momento puedan levantar una voz, quizá estaremos alterando el debido proceso y, además, abriendo espacios de judicialización en materias que a lo mejor pueden ser resueltas a nivel administrativo.



Me parece bien la redacción del texto y no veo una justificación objetiva para rechazarla. Lo que señalaba el Subsecretario en el sentido de que no poseen los equipos necesarios no me parece argumento para que no exista reclamación. Entiendo que el 40 por ciento de los recursos del ISP van a personal, de manera que sostener que no hay fondos para disponer de funcionarios que estudien estos casos no tiene mucha consistencia.



En mi opinión, el debido proceso obliga a mantener la norma que hoy día establece la legislación vigente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, en la misma línea del Senador Larraín, me llama la atención que estemos legislando sobre la base de que todos los que están en este ámbito son, de alguna manera, delincuentes. Y la verdad es que aquí hay grandes farmacias, pero también pequeñas farmacias. Se lo digo -por su intermedio, señor Presidente- al Senador Navarro.



No estamos hablando solo de grandes cadenas de farmacias; también estamos hablando de las pequeñas farmacias de los pueblos de Chile. Aquí no se trata solo de los grandes conglomerados, como se quiere presentar el tema.



Ahora, los procesos administrativos se basan en el debido proceso, y el debido proceso es siempre para todos igual. No puede haber sesgo. Es la forma en que se arma una institucionalidad, institucionalidad que debe estar armada siempre para todos por igual. No puede tener un sesgo, porque, si lo tuviera, estaríamos actuando con prejuicio.



Y aquí, señor Presidente, nadie ha planteado que no se pueda ir a tribunales. Siempre se puede recurrir a la Justicia,  pero no es conveniente terminar en todo en los juzgados, como planteaba el Senador Girardi. Al parecer, en el fondo se está afirmando que todo lo que no se pueda resolver tiene que ir altiro a tribunales. 



En general, en el Derecho Administrativo se establece que se puede reclamar siempre al superior jerárquico. Y eso no lo estamos inventando nosotros. ¡No, señor Presidente! Eso está en la Ley de Bases. En nuestro ordenamiento jurídico se establece que siempre se puede reclamar al superior jerárquico. Y en este caso la única instancia es el Instituto de Salud Pública. 



Estaría mal que en un caso de debido proceso no hubiera una segunda instancia. Cosa distinta es si no les gusta que la segunda instancia sea el Ministerio de Salud, porque ahí, en palabras de ustedes, no hay nadie que sepa de remedios, cosa que de verdad me preocupa un poco. Pero bueno, parece que eso es así, por lo que decía el Subsecretario. 



Como sea, no se trata de que el Ministro deba resolver esto -evidentemente, no es así-,  sino de que en un buen proceso administrativo haya dos instancias. No puede ser que el Instituto de Salud Pública sea el que interpreta, el que fiscaliza y el que sanciona. Eso es ser juez y parte. Porque el siguiente paso es ir a tribunales. 



¡No puede ser juez y parte, señor Presidente!



Si al Ejecutivo no le gusta que sea el Ministerio, entonces que defina dónde va a estar radicada la segunda instancia, o una instancia paralela. Pero nunca es bueno que en un debido proceso no exista posibilidad de reclamación. Y la reclamación al superior jerárquico es un principio que se halla establecido como un derecho en la Ley de Bases. Por lo tanto, señor Presidente, aquí se está borrando un principio que está en ese cuerpo legal. Ahora, si la sacan del Ministerio, pónganla en otra parte, pero no la podemos borrar completamente, porque entonces no habría debido proceso.



Yo espero, señor Presidente, que este planteamiento sea escuchado. Nosotros no estamos diciendo que los transgresores no deban ser sancionados. Solo estamos haciendo presente que tiene que existir debido proceso. Porque aquí no se trata solamente de las grandes cadenas, que pueden contratar muchos abogados. ¡No! También se trata de pequeñas farmacias de barrio, de pueblos o de lugares alejados. 



En consecuencia, señor Presidente, nosotros creemos que tiene que existir un debido proceso, tal como se encuentra establecido en nuestra Ley de Bases, con posibilidad de reclamación al superior jerárquico. 



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero saludar a parte de quienes han sido especialmente afectados y han sido protagonistas del esfuerzo por querer cambiar la realidad actual, fundamentalmente por necesidad. Son personas que han dicho que se requiere una mejor sociedad que les permita una calidad de vida digna a muchos chilenos que saben que existen medicamentos de ciertas calidades, pero que no tienen acceso a ellos, por distintas razones.



Quiero saludar, en primer lugar, a la Alianza Chilena de Agrupaciones de Pacientes, particularmente a don Bernardino Fuentes y a don Carlos Quintana; a los Amigos del Tourette Chile y a la Secretaría General de la Alianza Chilena de Organizaciones de Pacientes, en particular a Andrea Pizarro.



Saludo, además, a la Directora de la Fundación de Enfermedades Lisosomales Chile, y en especial a Myriam Estivill. A la Fundación Escuela de Pacientes “Hipertensión pulmonar”, particularmente a Carlos Zamora. A la presidenta de la Fundación Distonia, una tremenda mujer a quien me ha tocado conocer y ver lo que se ha jugado por ella y por mucha otra gente, y que padece esa misma enfermedad (me refiero a Benedicta de Pauw); y también a la socia de esta Fundación Sol Gutiérrez Toledo.



Quiero saludar igualmente a la presidenta de la Fundación Vasculitis Chile, Doris Ximena Romo Quintana. A la presidenta de la Fundación Angioedema Hereditario Chile, Jacqueline Lorena Merino, y a la Directora de la Corporación Afanti, Soledad Valle.



La verdad es que quiero rendirles un homenaje. Lo que estamos discutiendo hoy día surge especialmente de personas como ellas, que han sufrido ciertas enfermedades y han dicho: “hay que jugársela, hay que preocuparse por todos”. ¡Y aquí están presentes!



Deseo partir valorando el proyecto como un paso a otra manera de tratar el tema de los medicamentos. El actual sistema es tremendamente injusto, genera desigualdad en el acceso y en las posibilidades.



La sociedad puede ser mejor, no tiene por qué continuar así. Los medicamentos no pueden ser un producto como cualquier otro del mercado, deben tener una dimensión humana. Hay que pensar en que mientras mejores sean los medicamentos que ingieren algunas personas, mejor puede ser su calidad de vida.



Este ideologismo y esta visión tan rígida de pensar en que todo hay que tratarlo como un mercado más, genera grandes dificultades.



Por eso, valoro que tengamos un conjunto de propuestas en esta materia. Voy a votar a favor. Y espero que exista mayor acceso a medicamentos genéricos en las farmacias; mayor transparencia en la información y en los mercados; un aseguramiento en su abastecimiento, en fin, muchas otras cosas más.



Yo recuerdo por lo menos tres informes de investigación de la Cámara de Diputados sobre los medicamentos y las farmacias.



Me refiero a los “medicamentos”, porque entiendo que los “remedios”, que se fabricaban en la propia farmacia, no existirían desde hace mucho tiempo. Hoy día son medicamentos más que remedios. Pero no sé, a lo mejor en algunas regiones no es igual.



Me pregunto si es suficiente lo que estamos acordando. Y lo digo con mucha sinceridad. ¿Es suficiente? O tendremos que ir preparando ciertos pasos futuros que le den consistencia.



Es curioso, pero la discusión está muy centrada en cómo sancionar a los que transgreden, y no en cómo la sociedad se hace más responsable en esta materia.



Creo que no existe certeza de que este sistema vaya a funcionar, y provocará impacto en los precios, en la calidad real de los medicamentos. Yo tengo serias dudas.



Como me queda poco tiempo, quiero expresar que hay otras experiencias de mercado a nivel internacional y nacional. No es la única manera de tratar situaciones tan complejas.



¿Saben de cuántos medicamentos estamos hablando? ¡De 14 mil! ¿Ustedes creen que se puede aplicar y hacer un seguimiento apropiado a los más importantes de estos 14 mil? ¿Se puede hacer?



Algo se va logrando y se van reduciendo los márgenes de abuso.



Sin embargo, de una u otra manera se buscarán otros mecanismos para sortear estos controles. Y tendremos que perfeccionarlos; pues, entre otras cosas, un medicamento se demora mucho en entrar al mercado. Por ejemplo, he sabido que en el tratamiento a los piojos existen sistemas muy avanzados, rápidos, y acá no llegan, se postergan. ¿Por qué? Porque no son rentables y perjudican a otros.



Tenemos que pensar en regular este mercado en precio, en calidad, en oportunidad. Tenemos que volver a algo similar al Formulario Nacional que existía en el pasado.



Ricardo Lagos proponía que esto se aplicara ahora a los adultos mayores. Hay muchas patologías en que se requiere la existencia de estos medicamentos a un precio razonable y en la oportunidad adecuada. ¡No es posible que esto quede sujeto a la guerra del mercado entre distintos oferentes, ya sean farmacias o laboratorios!



Hay que ir adelantándose al futuro. A nivel internacional existen muchos ejemplos, no tan enredosos como lo que estamos craneando acá, pero ya estamos diseñando este sistema.



Tenemos que generar un Formulario Nacional de calidad, precio y oportunidad obligatorio en todas las farmacias, en todo Chile y en los lugares públicos donde se entregan medicamentos.



Con este proyecto estamos dando un paso, pero insuficiente. Lo apoyo; sin embargo, advierto que tenemos que adelantarnos en dirección a lo que necesariamente hay que avanzar.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la supresión del inciso tercero del artículo 96, propuesta por la Comisión de Salud (19 votos a favor, 6 en contra y 5 pareos).



Votaron por la afirmativa la señora Muñoz y los señores Bianchi, De Urresti, Girardi, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la negativa las señoras Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, García-Huidobro y Hernán Larraín.



No votaron, por estar pareados, la señora Allende y los señores Allamand, Espina, García y Pérez Varela.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, se ha pedido votación separada del número 4, que sustituye al artículo 97 del Código Sanitario, que incluye una enmienda a la norma que aprobó la Comisión en su nuevo segundo informe, en el sentido de cambiar la palabra “genérico” por la frase “registrado bajo denominación común internacional”.

El señor MONTES.- Fue aprobado por unanimidad, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Así es, señor Senador.



En votación.



--(Durante la votación).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, efectivamente, nosotros pedimos votación separada de ese numeral porque, tal como dijo algún señor Senador en la discusión anterior, esto tiene que ver con el precepto recién debatido.



Acá se elimina el inciso final del artículo 97, que plantea que para la cancelación de un registro el Instituto deberá comunicar la solicitud al Ministerio de Salud, y la entidad no podrá cancelar el registro sanitario frente a un pronunciamiento negativo de dicho Ministerio.



Se quita este doble control, esta doble fiscalización. Y nosotros creemos, por la misma argumentación anterior, que eso no es conveniente, porque el Director del ISP se está transformando en un funcionario público superpoderoso, con facultades interpretativas -como también se dijo-, de fiscalización y, además, sancionatorias.



¡Y no tiene ningún doble control! Dado que se aprobó el precepto antes señalado, no cuenta con una contraparte que pueda generar una visión distinta de la que aquel plantee.



Entonces, consideramos que quitar ese doble control para la suspensión de determinado medicamento no es conveniente. El Instituto de Salud Pública puede disponer de todas las competencias pertinentes, pero siempre es bueno mantener esta doble tuición.



Estimamos que se está generando una institucionalidad a la cual, por lo demás -y lo vamos a ver en el artículo correspondiente-, no se le entrega ningún recurso adicional. Nada viene respaldado con un informe financiero. Por lo tanto, vamos a entregar potestades sin que existan los recursos para que se disponga de rigurosidad a fin de ejecutar adecuadamente esta función.



Y, hoy día, además de que en el artículo anterior les quitamos la posibilidad de reclamar a los particulares, les estamos quitando la doble fiscalización.



Personalmente, creo que mientras más control, mientras más fiscalización, mejor es, porque se evita la arbitrariedad y la posibilidad de que se cometa algún error.



El Estado, tal como ya lo he señalado, no es infalible. El Estado también puede cometer errores. Y estos eventualmente pueden minimizarse en la medida en que existan dobles controles por parte del Estado, ya sea a través de un recurso de reclamación o por una doble opinión cuando se trate de algo tan drástico como quitar el registro de un medicamento.



Por esa razón, nosotros vamos a votar en contra de este numeral.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor  Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, en los mismos términos, me parece que evitar que el Ministerio de Salud se pronuncie en forma previa sobre la cancelación de un registro no apunta a la dirección correcta.



Pedir que el Ministerio de Salud pueda pronunciarse previamente a dicha cancelación, con posterioridad al Instituto de Salud Pública, apunta en la línea correcta.



Ahora, una cosa muy distinta es el cambio de la palabra “genérico” por la frase “registrado bajo denominación común internacional”.
A mí me parece que esto sí va en la línea correcta -nosotros así lo hemos sostenido dentro de la Comisión-, porque para los efectos de determinar qué se entiende por producto genérico es muy distinto si este es bioequivalente o no.



Por lo tanto, cuando uno habla de “denominación común internacional”, creemos que corresponde a una nomenclatura acertada y correcta.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor  Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, este numeral tiene dos aspectos importantes.



Uno se refiere a aquel a que han aludido el Senador Chahuán y la Senadora Van Rysselberghe, y ya lo resolvimos en la votación anterior.



Pero el número 4 es muy importante. Y fíjense por qué. Porque determina una obligación para el laboratorio que quiera registrar un producto de fantasía. 



Yo les comentaba que la atorvastatina vale menos de 2 mil pesos. Pero el Lipox, cuyo componente es el mismo, vale 13 mil.



¿Y qué hace esta norma? Obliga al laboratorio que quiera comercializar el producto de fantasía -en este caso el Lipox- a registrar también el genérico. Es decir, en este caso, lo obliga a mantener en la línea del laboratorio la atorvastatina.



Sin embargo, es más relevante lo que se dice al final del inciso, pues obliga al laboratorio no solamente a producir el genérico, sino también a registrarlo. Es decir, si va a vender Lipox, cuyo precio es de 13 mil pesos, que es igual a la atorvastatina genérica, y lo va a comercializar bajo otro nombre, también deberá mantener en la línea de venta la atorvastatina.



Es la única manera de exigirles a las farmacias que tengan los genéricos, porque muchas veces los niegan. Sabemos que los laboratorios que producen atorvastatina, que vale 1.200 pesos -por ejemplo el Laboratorio Chile-, y también Lipox, que vale 13 mil pesos, registran el genérico pero no tienen ningún interés en venderlo.



Piensen Sus Señorías cuál es la rentabilidad que queda para un laboratorio si fabrica el mismo producto, lo envasa de manera distinta, le cambia la gráfica -eso no le cuesta un centavo- y, en vez de venderlo en 1.200 pesos, lo comercializa en 13 mil.



Entonces, pensamos que este precepto es fundamental, al igual que el petitorio que debe estar en las farmacias y que las va a obligar a tener los genéricos.



Un laboratorio que produce un medicamento de fantasía -es decir, un producto registrado bajo denominación internacional y que tiene un nombre de fantasía- está obligado a registrar también el genérico. Y, además de ello, debe mantener disponible en el punto de venta al público ese medicamento.



Por eso el inciso dice: “siempre que se tenga disponible también para su distribución el respectivo producto farmacéutico”.



Esto es lo único que va a garantizar que a la gente no le vendan el Lipitor de 55 mil pesos o el Lipox de 13 mil, existiendo un producto genérico que vale 2.000 pesos, un medicamento bioequivalente, que tiene propiedades terapéuticas garantizadas equivalentes a las del Lipitor, que vale 55 veces más, o a las del Lipox, que, en vez de 1.200 o 2 mil, cuesta 13 mil pesos.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Subsecretario de Salud.



Luego pediré la autorización de la Sala para abrir la votación.

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Señor Presidente, me gustaría explicar los cambios que se propusieron y que fueron aprobados en la Comisión.



Primero, la eliminación del actual inciso que en el Código Sanitario dispone que “Corresponderá al Ministerio de Salud pronunciarse en forma previa a la cancelación del registro de un medicamento. Tratándose de la cancelación de un registro, el Instituto deberá comunicar a su titular la solicitud de informe dirigida al Ministerio de Salud”.



La verdad es que nosotros quisimos eliminar esa norma para hacer más eficiente la cancelación de los registros, toda vez que esto se encuentra motivado por acciones relacionadas muchas veces con problemas propios del actuar del ISP, como la cancelación debido al no cumplimiento de lo registrado. Es decir, si al hacer fiscalización se descubre que en la producción de un medicamento, por ejemplo, se utiliza un componente distinto del declarado en el registro.



En cualquier parte del mundo la autoridad encargada de la administración de drogas -por ejemplo, la FDA (Food and Drug Administration) o la EMA (Agencia Europea de Medicamentos)- puede ejecutar automáticamente la cancelación, porque es una medida ejecutiva para proteger la salud de la población. 



Sin embargo, la norma vigente del Código Sanitario, que apunta al pronunciamiento del Ministerio, nos parece absolutamente innecesaria y, además, puede dilatar la adopción de una medida que tienda a la protección de las personas.



El otro aspecto que se está modificando -ya se explicó y aparentemente genera consenso- dice relación con el cambio del término “genérico” por la frase “registrado bajo denominación común internacional”.



Creemos que se trata de una mejoría que va a clarificar, ciertamente, el entendimiento de la nomenclatura aceptada internacionalmente.

La señora VON BAER.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Su Señoría ya había hecho uso de la palabra, pero puede fundamentar su voto.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, efectivamente el numeral 4 es superimportante en lo que respecta a la parte que genera consenso en este proyecto: que las personas tengan acceso al genérico y que las farmacias dispongan de él. De hecho, a eso las obliga esta iniciativa.



En tal sentido, el planteamiento del Senador Girardi -por su intermedio, señor Presidente- se refiere justamente a la parte del proyecto  que fue aprobada de manera unánime. O sea, no hay ninguna discusión en torno a ese tema. Repito que ya se resolvió y todos votamos a favor.



Simplemente dejo constancia de eso, señor Presidente, para que no se plantee que aquí hay algunos a favor de los genéricos, y otros en contra. O que algunos están de acuerdo con que las farmacias vendan los genéricos, y otros no.



Eso no es así.



Estamos todos a favor de que los genéricos deban estar en las farmacias y de la nueva regulación en torno a ese tema. Eso viene aprobado de manera unánime en la Comisión.



El punto que nosotros estamos haciendo acá -y por eso lo votamos en contra- se refiere a una materia similar a la de la norma anterior: al debido proceso y a la existencia de una instancia superior ante la cual sea posible apelar.



El Subsecretario sostuvo que el Instituto de Salud Pública debe tomar una decisión rápida; y, por lo tanto, es imprescindible que el Ministerio no se pronuncie de manera previa.



¡Bueno! Entonces hagámoslo igual como en la situación anterior: con la posibilidad de apelar ante el Ministerio.



El punto es que no resulta conveniente que el Instituto de Salud Pública, como se hace constantemente en este proyecto, se transforme en juez y parte, porque eso no obedece a un debido proceso. ¡Nunca! Da lo mismo si se trata de cualquier ámbito dentro del Estado. Siempre debe existir la posibilidad de apelación.



Tampoco está bien que la apelación siempre deba interponerse ante los tribunales de justicia, por eso estamos judicializando todos los procesos dentro de las decisiones que toma el Estado.



Ese es el punto que hacemos aquí.



Por lo tanto, señor Presidente, quiero aclarar nuevamente que no estamos votando en contra de la parte que señalaba el Senador Girardi. Esa ya se votó a favor, y fue aprobada de manera unánime por todos nosotros.



Lo que planteamos acá es que en el proyecto completo todo lo que tiene que ver con el debido proceso y con las apelaciones frente al superior jerárquico, materia regulada en la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, se encuentra incorrectamente solucionado.



Si no le gusta al Subsecretario que el Ministerio tenga que pronunciarse de manera previa, entonces, que se pueda apelar con posterioridad.



Señor Presidente -por su intermedio-, le planteo al señor Subsecretario que esto se halla mal solucionado, porque sigue eliminándose la posibilidad de recurrir al Ministerio.



Espero que el señor Subsecretario algo me haya escuchado, ya que está conversando…

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señor Subsecretario, le están dirigiendo la palabra.

La señora VON BAER.- Más allá de lo que se haya discutido en la Comisión, considero importante tomar en cuenta el tema del debido proceso y adecuarlo a lo que establece nuestra Ley de Bases Generales de la Administración del Estado. Creo que esto no se encuentra bien solucionado acá. Independientemente de la materia sobre la cual estemos hablando, siempre es importante tener una instancia de apelación. De lo contrario, se va a judicializar todo. Y nunca es bueno, en ninguna decisión que se deba tomar, que todo termine siendo judicializado.



Acá el Instituto de Salud Pública será juez y parte, tomará las decisiones sin que sea posible apelar, excepto que se lleven todos los antecedentes a la justicia. Repito: esta no es una buena solución.



Por lo tanto, señor Presidente, espero que en el segundo trámite los representantes del Ministerio puedan meditar esta situación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el número 4, que sustituye el artículo 97 del Código Sanitario, incluyendo la modificación propuesta por la Comisión de Salud en su nuevo segundo informe (12 votos a favor, 4 en contra y 2 pareos).



Votaron por la afirmativa la señora Muñoz y los señores De Urresti, Girardi, Guillier, Lagos, Montes, Ossandón, Quintana, Quinteros, Rossi, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la negativa las señoras Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Coloma y Prokurica.



No votaron, por estar pareados, los señores Hernán Larraín y Moreira.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Cabe informar a la Sala que existen diversos pareos que ponen en riesgo el quorum para aprobar ciertas normas. Tal vez sea necesario advertir de esta situación a los señores Senadores que están en las Subcomisiones Especiales Mixtas de Presupuestos, a fin de que se integren a la Sala.

)-------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento han llegado a la Mesa los siguientes documentos:

Mensajes



Dos de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los que retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:



1) La que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la integración vertical de laboratorios y farmacias (boletín N° 9.914-11).



2) La que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez (boletín N° 10.584-07).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

)--------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana, para un asunto de Reglamento.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, el Titular de la Comisión Especial de Infancia, Senador Patricio Walker, iba a hacer una solicitud, pero no se encuentra en este momento en la Sala.



Cuando se dio cuenta del proyecto de ley que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez, este se envió a la Comisión Especial de Infancia. Solicitamos que se revierta esa medida y que pase directamente a la Sala para su votación, considerando además la calificación de la urgencia.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señor Senador, esa iniciativa tiene 25 enmiendas. Por eso se pidió informe de la Comisión Especial.



Ahora bien, podríamos fijarle un plazo al órgano técnico para que despache el proyecto.



Reitero: pienso que no es fácil para la Sala discutir un proyecto con 25 modificaciones.

El señor QUINTANA.- Tiene urgencia de “discusión inmediata”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No, la urgencia fue cambiada a “suma”.

El señor QUINTANA.- Lo razonable sería fijarle un plazo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Habría que solicitarle a la Comisión Especial que lo despache dentro de un plazo razonable, breve.



Además, seamos francos, con la tabla que tenemos ya comprometida es muy difícil que podamos ver esa iniciativa en las próximas dos semanas. Está el proyecto que ahora nos ocupa, el del SERNAC, el de las concesiones y otro más. Estamos con un problema de agenda bien complicado.



Sería bueno que la Comisión Especial nos ayudara en el despacho de esa iniciativa. Porque si las resoluciones vienen aprobadas por unanimidad ello facilitará el tratamiento.



En todo caso, me comprometo a hablar con el Presidente de la Comisión Especial para que lo despache lo más pronto posible.

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, ruego dirigirse a la página 10 del comparado. Allí, a través del número 5, la Comisión introduce modificaciones en el artículo 99.



En primer término, se ha pedido votación separada de la letra a), sin perjuicio de que en la Comisión se aprobó por unanimidad.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, deseo explicar por qué decidimos solicitar votación separada de la letra a).



Acá se plantea bajar el estándar para iniciar una investigación. La normativa vigente establece que debe existir un informe favorable del Comité Ético Científico. Sin embargo, en la redacción que se propone se baja ese estándar y se dice que bastará con la autorización del Instituto de Salud Pública.



Entonces, sabiendo que las exigencias del Comité Ético Científico para iniciar una investigación son mayores que el solo informe o la sola autorización del ISP, nos parece poco prudente ese cambio. Pensamos que no tiene mucho sentido bajar dichos estándares cuando se trata de la seguridad de la salud de las personas, cuando tiene que ver con la salud pública.



La verdad es que tampoco esto atenta contra la esencia del proyecto. Pero de nuevo se están entregando facultades que, eventualmente, van más allá de la competencia técnica a la que el ISP puede responder, más aún cuando existen instancias que han funcionado bien, como es el Comité Ético Científico, que a nuestro juicio no debiera ser eliminado de un plumazo, como se está haciendo en esta iniciativa.



Por esa razón estamos en contra de que se suprima el Comité Ético Científico y creemos que debiera mantenerse el texto legal vigente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Subsecretario.

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Gracias, señor Presidente.



Deseo hacer una clarificación, porque se ha dado una interpretación de la enmienda.



La referencia que el texto nuevo hace al Título V del Libro correspondiente del Código Sanitario incluye lo que menciona la Senadora Van Rysselberghe. O sea, no se está eliminando la referencia al Comité Ético Científico y a otras disposiciones que subieron el estándar y que fueron aprobadas en la Ley Ricarte Soto, las cuales fueron incorporadas al referido Título V.



Acá se está reordenando la legislación para que la mención no quede en dos normativas simultáneamente. Por ese motivo se hace referencia al Título V. Por lo tanto, también es un tema de concordancia con lo que ya ha aprobado este Congreso.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, estamos discutiendo el mismo concepto.



Existen institutos nacionales de investigación, de fiscalización que, a mi juicio, dan las mayores garantías de tomar decisiones adecuadas.



Esa es una indicación del Ejecutivo que me parece correcta, en el sentido del mundo que viene, en el que la complejidad de los medicamentos será cada vez mayor. Estamos hablando de que, a futuro, los medicamentos no van a ser químicos, sino biológicos, por lo que se requerirán muchas capacidades y competencias que únicamente están en esos lugares.



Cabe mencionar que este artículo es muy importante porque uno de sus incisos señala: “La Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud podrá solicitar ante el Instituto el registro sanitario de productos farmacéuticos contemplados en planes, programas o acciones de salud”.



Hoy día, si un laboratorio no registra un medicamento, no existe medicamento, y la gente no tiene acceso a él. Y también ha ocurrido que un laboratorio decide retirar el registro y no producir más el medicamento.



Entonces, a través del cambio propuesto se faculta a la Central Nacional de Abastecimiento para que por vía legal tenga la posibilidad de registrar medicamentos. Por lo tanto, cuando un laboratorio, porque no le conviene desde el punto de vista comercial o no tiene una rentabilidad suficiente, no quiera registrar un medicamento, o si se desiste de producirlo a pesar de contar con el registro -ello ha ocurrido-, dejando a la gente sin stock, vamos a tener la posibilidad de que se establezca un registro. El texto dice: “Dicho registro, autorizará la distribución de los productos en situaciones de inaccesibilidad”. 



En consecuencia, esto es fundamental para garantizar el acceso de la población a la salud, porque ha ocurrido muchas veces que no se han registrado medicamentos que no tienen registro en Chile o, habiendo un registro, un laboratorio decide descontinuar la producción de medicamentos.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la inaccesibilidad de productos farmacéuticos es considerada una razón de salud pública. Entiendo que eso faculta al Ministerio o al ISP para tomar medidas extraordinarias y posibilitar la accesibilidad, es decir, que no falte el medicamento donde deba estar.



Cuando un fármaco no está a disposición inmediata dentro del país, hay que mandarlo a buscar. Eso pasa con todas las llamadas “enfermedades raras”. El Senador Carlos Montes hace unos instantes saludó a un conjunto de organizaciones sociales, la mayoría integrada por padres o familiares de enfermos que tienen dificultad para acceder a medicamentos. Y eso significa que hay que anticiparse. ¡No se puede esperar que exista un caso crítico para analizarlo, para revisar si algún laboratorio en Chile fabrica determinado fármaco!



Señor Presidente -quien dirige la sesión en este momento es médico-, a mí me parece que si la inaccesibilidad es una razón de salud pública, esto debe garantizar que el Estado actúe ex ante y no ex post. Y para eso tiene información respecto del estado de la salud pública, y particularmente de los casos especiales, que debe posibilitar que el medicamento llegue o que esté disponible, en stock, o que se pueda acceder a él en tiempos menores y a precios razonables. Esto es lo que permite el acceder a la información del Registro Sanitario de Productos Farmacéuticos contemplados en programas y acciones. Porque puede que algunos de ellos no se encuentren pero estén siendo necesitados por la población.



En tal sentido, la CENABAST cumple una tarea fundamental en torno a garantizar el acceso a un menor costo.



No pude comprender la argumentación hecha por los Senadores de las bancadas de enfrente respecto de la eliminación. Entiendo que queda “no se podrá desarrollar un protocolo de investigación en medicamentos no registrados”. ¿Eso es? ¿Se elimina “no se podrá desarrollar”?

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Se mantiene la exigencia, pero a través de una referencia, señor Senador.

El señor NAVARRO.- Eso da tranquilidad, señor Presidente, porque cada medicamento que ingrese de manera extraordinaria, continua o permanente debe tener un protocolo y un registro.



Por tanto, vamos a votar a favor de la norma.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, quiero explicar que aquí se está planteando que se entenderá que hay inaccesibilidad cuando existan barreras económicas, financieras, geográficas o de oportunidad que permitan acceder a un medicamento, conforme al reglamento. Y el texto dispone que ante ello será la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud (CENABAST) la que podrá en el fondo intervenir en ese mercado. Y aunque eso puede parecer bien, el problema está nuevamente en quién define cuándo existen estas barreras económicas o financieras para que el Estado intervenga. Esto nuevamente es un equilibrio que puede resultar complejo.



Por lo tanto, lo que se manifestó en la Comisión -a mí me parece correcto- es que si existe un problema en el mercado, por ejemplo, un monopolio, y producto de este los precios están muy altos, entonces de todas maneras se debieran entregar esos antecedentes a la Fiscalía Nacional Económica.



Aquí tenemos de nuevo el mismo problema: se actúa por sí y ante sí.



En tal sentido, señor Presidente, nos parece que tampoco queda claro, porque resulta sumamente amplio que se diga: “Aquí existe una barrera económica, financiera o geográfica”. ¿Qué significa eso? Porque en ese caso podrá intervenir la Central Nacional de Abastecimiento. Y nosotros consideramos que eso no es correcto. Aquí debiera existir primero una definición mucho más fina respecto de qué significa que existan estas barreras. Y, por otra parte, creemos que de todas maneras, si es así, los antecedentes tienen que ir a la Fiscalía Nacional Económica. Lo señalo porque en otros casos también se podría decir: “Bueno, acá existen barreras económicas y los precios están muy altos; por lo tanto, debe intervenir el Estado”.



En consecuencia, señor Presidente, consideramos que esta no es la mejor manera de solucionar la problemática que se ha planteado.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, por su intermedio, quiero hacer un llamado al Subsecretario de Salud Pública respecto de un tema que nos parece relevante. No estoy hablando de que aquí se estén bajando los estándares, porque creo que la norma no da para aquello. Pero sí estamos frente a una dificultad generada por la Ley Ricarte Soto con relación a los ensayos clínicos.



Por ello, deseo solicitarle al señor Subsecretario que seamos capaces de revisar la norma aprobada en la Ley Ricarte Soto.



¿Qué ha sucedido?



En esa normativa, que aprobamos, que apoyamos, existe una disposición que nosotros votamos en contra y que generó que los ensayos clínicos dejaran de realizarse en nuestro país, pues básicamente establecían exigencias respecto de los pacientes para la continuidad del tratamiento.



¿Qué ocurrió? Hoy día los laboratorios ya no están haciendo ensayos clínicos en Chile; se trasladaron al Perú o a otros países. Y para aquellos pacientes crónicos había esperanzas de poder establecer aquí estudios clínicos, cuestión que se dejó de hacer por una norma similar.



Entonces, la redacción de esta disposición no creo que vaya en el sentido de rebajar el estándar, pero sí en el sentido, a propósito de esta discusión, de pedirle al Ministerio que reevalúe la norma de la Ley Ricarte Soto que impide que los estudios y los ensayos clínicos se realicen en nuestro país, debido a las exigencias que establecen a continuación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, yo comparto lo que ha señalado el Senador Chahuán. Pero este proyecto lo que hace es permitir justamente la investigación experimental con la aprobación del Instituto de Salud Pública. Y vuelve más expedito algo que debemos revisar -estoy de acuerdo- en la Ley Ricarte Soto, porque los procesos de investigación -esto lo hemos conversado con la Academia de Ciencias- hoy día se encuentran dificultados con dicha normativa, y eso no es bueno para el país.



Sin embargo, quiero reiterar el punto que planteaba la Senadora Von Baer.



Aquí no se trata solo de un asunto de monopolio. La idea es que cuando no exista registro y no haya interés de un laboratorio por comercializar un producto -¡y eso ocurre!- se faculte a la Central de Abastecimiento para que pueda tener el registro. Y en otras oportunidades ha ocurrido, Senadora Von Baer -por su intermedio, señor Presidente-, que existen laboratorios que, teniendo el registro, desactualizan la producción de un medicamento porque no les es rentable. La mayoría de las veces no se trata de un problema económico.



Quiero, además, leer lo que dispone el artículo propuesto: “Dicho registro, autorizará la distribución de los productos en situaciones de inaccesibilidad y no obstará a la libre comercialización del producto por parte de terceros.”. Con esto de ninguna manera se pretende intervenir el mercado. Estamos hablando de situaciones excepcionalísimas que solo se darán en el marco de una dimensión institucional y no para competir con las farmacias ni con nadie.



Entonces, me parece que la ley en proyecto es un inmenso avance, porque los laboratorios y las farmacias, como lo hemos podido comprobar a través de sus colusiones y sus abusos de precios, no siempre están pensando en la salud de la población, como debieran hacerlo: ¡están pensando en su negocio! Y esto hace que nos concentremos en la salud de las personas y no estemos cautelando el negocio, como lo hacen ellos. Así, ante la eventualidad de que no haya registro o que se descontinúe la producción de un fármaco, lo que se busca es garantizar la existencia de los medicamentos respectivos.



Ahora, se trata de una atribución cuyo ejercicio tampoco es obligatorio, pero que en la eventualidad de que se necesite resulta urgente.



La norma vigente dice: “no obstará a la libre comercialización del producto por parte de terceros.”. Y eso me parece muy importante.



Por tanto, pedimos que se deje ese precepto tal como está.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Abrimos la votación?

El señor COLOMA.- No todavía, señor Presidente.



Pido la palabra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, me parece que el punto en debate requiere una reflexión, para ser bien objetivo y transparente en cuanto a lo que se pretende.



La Senadora Von Baer expresó algo que me hace sentido.



En efecto, Su Señoría se refirió a un doble propósito. Primero, el de que se establezca algún criterio con respecto a la inaccesibilidad.



En general, cuando uno elabora leyes trata de fijar criterios -lo hemos visto en muchas normas- precisamente para saber cuáles son las reglas del juego. Esos criterios podrán ser muy laxos o muy exigentes, pero deben existir.



La idea es evitar que alguien de repente diga “Aquí hay falta de acceso” sin señalar por qué. ¿Por acaparamiento? ¿Por falta de producción? ¿Por problemas de competencia?



Lamento, señor Presidente, que no se hayan aceptado las indicaciones que, según entiendo, se presentaron en tal sentido, pues, a mi juicio, la fijación de criterios objetivaría la toma de decisiones.



Si estamos fortaleciendo al Instituto de Salud Pública por la vía de darle muchas más facultades, resulta lógico que, si no se podrá recurrir administrativamente -porque la norma que permitía hacerlo se rechazó-, se establezcan adecuadamente los criterios que le posibilitan a la autoridad actuar en forma excepcional.



Ahora, me parece supercoherente y consistente que, si se presenta algunas de las situaciones mencionadas, particularmente en el ámbito económico, exista la obligación de denunciar ante la Fiscalía Nacional Económica. Es lo que corresponde, lo que indica el sentido común.



Si en el ámbito económico se genera una acción excepcional del Estado para suplir lo que falta, es lógico que exista también la opción de recurrir  a dicha instancia.



Aquí no se trata de ser voluntarista, de creer que por no cambiar una coma se va a estar equivocado. En este caso, lo razonable es generar mecanismos que funcionen.



Yo agradezco, aunque me parece complejo, el planteamiento del Subsecretario cuando señala que el Ministerio de Salud tiene obligaciones que al final no podrá cumplir. Considero sano que se digan las cosas como son. Pero eso revela que tenemos un problema objetivo que puede provocar incumplimientos -ojalá que ello no suceda- cuya ocurrencia hemos de prevenir.



Yo creo que nadie quiere que se establezca la vía excepcional respecto de una situación en que no se tenga claro por qué se debió proceder mediante ella. Porque hay gobiernos y gobiernos, ministerios y ministerios, decisiones y decisiones; no todo es igual.



Señor Presidente, estimé correcto y sano generar los criterios respectivos. Y convengo en que el artículo que nos ocupa, como quedó redactado, no contempla ninguno.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¡Abra la votación, señor Presidente!

El señor LAGOS.- ¿Por qué no la abre, Su Señoría?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Procederemos a la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- De las enmiendas que la Comisión de Salud, mediante el número 5 que figura en la página 10 del comparado, introdujo al artículo 99 del Código Sanitario vigente, el señor Presidente pondrá en votación la signada con la letra a).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la modificación de la Comisión de Salud explicitada por el señor Secretario (12 votos a favor, 3 en contra, una abstención y 2 pareos).


Votaron por la afirmativa la señora Muñoz y los señores Girardi, Lagos, Montes, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la negativa las señoras Van Rysselberghe y Von Baer y el señor Coloma.



Se abstuvo el señor Chahuán.



No votaron, por estar pareados, los señores Hernán Larraín y Moreira.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor De Urresti.



Debo informarle a la Sala que, en atención a los pareos existentes y al funcionamiento de las Subcomisiones de Presupuestos, la que acabamos de realizar fue la última votación de esta sesión.



Continuaremos la discusión particular del proyecto en otra sesión, que no será la de mañana, que se celebrará de 15 a 20, pues estará destinada a la iniciativa concerniente al SERNAC.



--Queda pendiente la discusión particular del proyecto.

)---------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Mesa. 
PETICIONES DE OFICIOS


--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



De la señora ALLENDE:



Al señor Superintendente de Seguridad Social, para que informe en torno a RECHAZO IMPROCEDENTE DE LICENCIAS MÉDICAS DE TRABAJADORES PORTUARIOS EVENTUALES. 


Y al señor Director del Servicio de Salud Valparaíso-San Antonio, requiriéndole antecedentes en cuanto a CONTRATACIÓN DE SERVICIOS NECESARIOS PARA IMPLEMENTACIÓN DE REGISTRO CLÍNICO ELECTRÓNICO INTEGRADO.



Del señor DE URRESTI:



Al señor Ministro de Hacienda y a la señora Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, pidiéndoles envío de información detallada atinente a PRESUPUESTO ANUAL PARA SISTEMA DE TRANSPORTE PÚBLICO DE REGIÓN METROPOLITANA Y PARA APLICACIÓN DE “LEY ESPEJO” EN REGIÓN DE LOS RÍOS.



A los señores Ministro de Hacienda y Director Nacional de Aduanas, consultándoles acerca de EXISTENCIA DE ESTUDIOS SOBRE PERTINENCIA DE APERTURA DE OFICINA DE ADUANAS EN REGIÓN DE LOS RÍOS, CON INDICACIÓN, EN SU CASO, DE ESTIMACIÓN DE PLAZOS E INVERSIONES.



A la señora Ministra de Educación, con el objeto de que se informe respecto a DESVINCULACIÓN DE ASISTENTES DE EDUCACIÓN EN COMUNA DE RÍO BUENO.



Al señor Ministro de Obras Públicas, para que se proporcionen antecedentes con relación a PROYECTO DE ASFALTADO DE SECTORES LOS ESTEROS, ROFUCO ALTO Y AUQUINCO, COMUNA DE LA UNIÓN.



A los señores Ministro de Obras Públicas, Gobernador de Los Andes y Director Nacional de Vialidad, a fin de consultarles por POSIBILIDAD DE MEJORAMIENTO, EN COORDINACIÓN CON ADMINISTRACIÓN DE PARQUE ANDINO JUNCAL, EN MANTENCIÓN DE RUTA E781 Y EN SEGURIDAD DE VISITANTES.


A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, para que remita información con respecto a NORMATIVA SOBRE CONSTRUCCIONES EN ÁREAS CON RIESGO DE TSUNAMI EN SECTOR DE PLAYA PILOLCURA, COMUNA DE VALDIVIA.


A la señora Ministra de Bienes Nacionales, pidiéndole antecedentes en cuanto a PROPIEDAD DE TERRENOS UBICADOS EN SECTOR DE PLAYA PILOLCURA, COMUNA DE VALDIVIA, y a NORMAS SOBRE ACCESIBILIDAD ANTE NEGATIVA DE PROPIETARIOS PRIVADOS PARA ACCESO A LAGOS HUISHUE, MAIHUE Y GRIS Y A LAGUNA GEMELA.



Al señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, para que remita antecedentes detallados acerca de RECURSOS PARA REGIÓN DE LOS RÍOS, A TRAVÉS DE FNDR, PROVENIENTES DE “LEY ESPEJO” DE TRANSANTIAGO EN ÚLTIMO LUSTRO.



A la señora Subsecretaria de Derechos Humanos, solicitándole información sobre ESTADO DE MESA DE TRABAJO CON ORGANIZACIONES DE EXCONSCRIPTOS AFECTADOS EN SUS DERECHOS HUMANOS DURANTE DICTADURA.



Al señor Superintendente de Pensiones, con el objeto de que indique MOTIVOS PARA REVOCACIÓN DE DICTAMEN SOBRE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DE SEÑOR CARLOS MIRANDA LAGOS, DE VALDIVIA.



Al señor Superintendente de Servicios Sanitarios, para que remita información  concerniente a MALA CALIDAD DE AGUA POTABLE PARA HABITANTES DE COMUNA DE MARIQUINA, ACCIONES ADOPTADAS Y RESPONSABILIDAD DE ESSAL.



A la señora Directora Nacional del Instituto Nacional de Estadísticas y al señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, pidiéndoles envío de antecedentes y copia de CONVENIO DE COLABORACIÓN SUSCRITO ENTRE INE Y SAG, REGIÓN DE LOS RÍOS, PARA ESTUDIO DE MOVIMIENTO ANIMAL.



Y a la señora Contralora Regional de Los Ríos, para que remita información referida a ESTADO DE DENUNCIA DE PRESIDENTE DE ASOCIACIÓN GREMIAL AFUSER DE ASISTENTES DE LA EDUCACIÓN DE RÍO BUENO ANTE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE DAEM COMUNAL QUE DESVINCULÓ A SIETE ASOCIADOS.  



Del señor GARCÍA:


Al señor Ministro de Justicia y Derechos Humanos, para que dé a conocer ESTADO DE SOLICITUD DE INSTALACIÓN DE SERVICIO MÉDICO LEGAL EN VICTORIA (reiteración de oficio).


Del señor NAVARRO:



A la señora Ministra de Salud, requiriéndole INFORME ACRCA DE RESULTADOS DE ESTUDIO SOBRE EUNACOM HECHO POR ORGANIZACIÓN PANAMERICANA DE LA SALUD (reiteración de oficio).


Y al señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, solicitándole realización de ESTUDIO DE PERTINENCIA Y FACTIBILIDAD PARA TRANSFORMACIÓN DE PROVINCIA DE CHILOÉ EN REGIÓN.
)---------(





--Se levantó la sesión a las 18:25.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
A N E X O S

DOCUMENTOS

1
PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE INCORPORA DIVERSAS MEDIDAS DE ÍNDOLE TRIBUTARIA 

(11.404-05)
Oficio Nº 13.546
VALPARAÍSO, 5 de octubre de 2017
Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el proyecto de ley que incorpora diversas medidas de índole tributaria, correspondiente al boletín No 11.404-05, del siguiente tenor: 

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1 del decreto ley N° 824, de 1974:

1. En la letra c) del inciso tercero del artículo 10: 

a) Reemplázase la frase “países o jurisdicciones que figuren en la lista a que se refiere el número 2, del artículo 41 D” por “territorios o jurisdicciones que se consideren como un régimen fiscal preferencial conforme a las reglas establecidas en el artículo 41 H”.

b) Reemplázase la expresión “el país o jurisdicción listado” por la expresión “uno de estos territorios o jurisdicciones”.

c) Reemplázase la frase “un país o jurisdicción que no forme parte de la lista señalada en el número 2, del artículo 41 D” por “territorio o jurisdicción que no tenga un régimen fiscal preferencial en los términos dispuestos en el artículo 41 H”.

2. Elimínase en la letra a) del número 1 de la letra E) del artículo 14 la frase “incluidos en la lista que establece el número 2, del artículo 41 D, o”.

3. Derógase el artículo 41 D.

4. Reemplázase, en el párrafo tercero del número 1 del artículo 41 E la frase “o territorio incorporado en la lista a que se refiere el número 2 del artículo 41 D” por “, territorio o jurisdicción a los que se refiere el artículo 41 H”.

5. En el artículo 41 F:

a) Elimínase el literal i) del numeral 6.

b) Reemplázase en el párrafo segundo del numeral 13 la frase “constituidas, establecidas, domiciliadas o residentes en alguno de los territorios o jurisdicciones a que se refiere el artículo 41 D, o que dicha persona o entidad quede comprendida” por la expresión “que queden comprendidas”.

6. Sustitúyese en el número 2 de la letra C del artículo 41 G la frase “de aquellos a que se refieren los artículos 41 D, número 2 y 41 H” por “que se considere como un régimen fiscal preferencial conforme a las reglas establecidas en el artículo 41 H”.

7. Reemplázase en el inciso primero del artículo 59 la frase “que formen parte de la lista a que se refieren los artículos 41 D y 41 H” por “que se consideren como un régimen fiscal preferencial conforme a las reglas establecidas en el artículo 41 H”.

Artículo 2.- Reemplázase en el párrafo segundo del numeral XVIII del artículo tercero transitorio de la ley N° 20.780, de reforma tributaria que modifica el sistema de tributación de la renta e introduce diversos ajustes en el sistema tributario, la frase “constituidas, establecidas, domiciliadas o residentes en alguno de los territorios o jurisdicciones a que se refiere el artículo 41 D, o que dicha persona o entidad quede comprendida” por la expresión “que queden comprendidas”. 

Artículo 3.- Los contribuyentes que, de acuerdo con las normas de la Ley sobre Impuesto a la Renta, declaren sus rentas efectivas demostradas mediante un balance general o se encuentren acogidas a las disposiciones del artículo 14 ter letra A) de dicha ley, y que efectúen donaciones a la Conferencia Episcopal de Chile, con motivo de la visita del Papa, podrán rebajar como gasto las sumas de dinero donadas, para los efectos de la determinación de la renta líquida imponible afecta a los tributos que establece dicha ley, aplicándose el límite global absoluto del artículo 10 de la ley N° 19.885, que incentiva y norma el buen uso de donaciones que dan origen a beneficios tributarios y los extiende a otros fines sociales y públicos. Si el donante registra pérdida tributaria, podrá rebajar como gasto la cantidad donada hasta el 1,6% del capital propio tributario.

Sólo gozarán del beneficio establecido en el inciso anterior las primeras donaciones que acepte la Conferencia Episcopal hasta que, en conjunto, se entere la cantidad máxima de $4.000.000.000.- (cuatro mil millones de pesos). La Conferencia Episcopal certificará esta circunstancia en el momento de aceptar cada donación. Dentro del primer semestre del año 2018 deberá efectuar una completa rendición de cuentas al Ministerio de Hacienda respecto de los fondos recibidos y de su destino. Por su parte, el Ministerio de Hacienda remitirá dicha información a la Cámara de Diputados y al Senado.

La deducción como gasto de las donaciones señaladas se efectuará en el ejercicio en que efectivamente se incurrió en el desembolso y deberá acreditarse con recibos suscritos por representantes autorizados de la donataria, en la forma que determine el Servicio de Impuestos Internos.

Las donaciones que cumplan con los requisitos que establece este artículo no requerirán del trámite de insinuación y estarán exentas de todo impuesto.

Artículo 4.- Reeemplázase en el artículo cuarto transitorio de la ley N° 20.899, que simplifica el sistema de tributación a la renta y perfecciona otras disposiciones legales tributarias, la expresión “2017”, la segunda vez que aparece, por el guarismo “2019”, y la expresión “2019” por “2021”.

Artículo 5.- Incorpórase en el Código Tributario, contenido en el decreto ley N° 830, de 1974, un nuevo artículo 62 ter del siguiente tenor:

“Artículo 62 ter.- Con el objeto de dar cumplimiento a los convenios internacionales que versen sobre intercambio de información provenientes de instituciones financieras calificadas como tales de conformidad con los referidos convenios que se encuentren vigentes en nuestro país, el Servicio de Impuestos Internos podrá requerir anualmente la información reservada que cumpla los requisitos dispuestos en este artículo. Las señaladas instituciones financieras fiscalizadas, por su parte, deberán aplicar los procedimientos de revisión e identificación establecidos en el reglamento respectivo.

Para los efectos del inciso anterior, la información requerida deberá cumplir los siguientes requisitos: 

a) 
Corresponder a los titulares de cuentas financieras o controladores de dichos titulares que sean personas naturales, personas jurídicas o entidades que tengan residencia tributaria en otra jurisdicción, patrimonios quedados al fallecimiento de una persona que al momento de fallecer era residente de otra jurisdicción, o personas jurídicas o entidades que no tengan residencia tributaria en Chile y cuya administración efectiva se lleve a cabo en otra jurisdicción.

b)
 Versar sobre el saldo o valor de las cuentas financieras pertenecientes a los titulares o controladores señalados en el literal a) anterior, al 31 de diciembre de cada año o a la fecha de cierre de las cuentas, rentas pagadas a dichos titulares o controladores, y sobre la identidad de éstos.

c) 
Encontrarse en poder de instituciones financieras calificadas como tales de conformidad con un convenio internacional vigente que disponga el intercambio de información sobre cuentas financieras.

Las instituciones financieras deberán entregar al Servicio de Impuestos Internos la información indicada en el inciso anterior a más tardar el 30 de junio de cada año, por los medios que establezca el Servicio mediante resolución.

Para tal efecto, las instituciones financieras deberán llevar un registro que dé cuenta de los procedimientos de revisión realizados para identificar las cuentas financieras cuya información deba ser comunicada al Servicio. Dicho registro, junto con la información que le sirva de respaldo, deberá ser mantenido por siete años consecutivos, contados desde la fecha en que la institución financiera tomó conocimiento y registró la información requerida para dar cumplimiento a los procedimientos a que se refiere el presente artículo. En cualquier caso, el Servicio no podrá solicitar información que exceda del período anteriormente señalado. 

El incumplimiento de la obligación de ejecutar los procedimientos de revisión e identificación de cuentas financieras, de entregar la información al Servicio de manera oportuna y completa, y de mantener el registro señalado anteriormente por parte de una institución financiera, será sancionado con una multa equivalente a 1 unidad tributaria anual por cada una de las cuentas respecto de las cuales se infrinja cualquiera de los deberes señalados. Con todo, la multa total anual a pagar por cada institución no podrá exceder de 500 unidades tributarias anuales. La entrega de información maliciosamente falsa por parte del titular de la cuenta o sus controladores a la institución financiera será sancionada con la multa establecida en el párrafo final del número 4 del artículo 97. 

La información a la que accederá el Servicio con motivo de lo dispuesto en este artículo no podrá ser divulgada en forma alguna y sólo podrá ser usada para cumplir con los propósitos de intercambio de información regulados en convenios internacionales vigentes que permitan el intercambio de información entre autoridades tributarias.

Las disposiciones de este artículo serán aplicadas e interpretadas siguiendo las recomendaciones de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico o de la Organización de Naciones Unidas. En ningún caso tales interpretaciones implicarán una extensión del ámbito de aplicación del presente artículo a personas naturales o jurídicas que tengan su residencia tributaria en Chile. 

Artículo 6.- Intercálase en el inciso primero del artículo 37 del decreto ley N° 1939, de 1977, que establece normas sobre adquisición, administración y disposición de bienes del Estado, entre las expresiones “toda clase de impuestos” y “y no requerirán”, lo siguiente: “y tendrán la calidad de gasto necesario para producir la renta para los efectos de lo establecido en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1 del decreto ley N° 824, de 1974. Por su parte, estas donaciones no estarán sujetas al límite global absoluto establecido en el artículo 10 de la ley N° 19.885,”.

Disposiciones transitorias

Artículo primero.- La eliminación del artículo 41 D de la Ley sobre Impuesto a la Renta dispuesta por el número 3 del artículo 1 de la presente ley entrará en vigencia el 1 de enero del año 2022. No obstante lo anterior, a partir de la publicación de la presente ley, no podrán ingresar nuevas empresas al régimen establecido en la norma del artículo 41 D.

Artículo segundo.- Las sociedades anónimas abiertas, las sociedades anónimas cerradas y sus accionistas que, a la fecha de la publicación de la presente ley, se encuentren acogidas a las disposiciones del artículo 41 D de la Ley sobre Impuesto a la Renta, se sujetarán a las siguientes disposiciones:

1. Las sociedades anónimas abiertas y las sociedades anónimas cerradas acogidas a las disposiciones del artículo 41 D al 31 de diciembre de 2021, se deberán incorporar al régimen general de impuesto de primera categoría con deducción parcial de crédito en los impuestos finales establecido en la letra B) del artículo 14 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1 del decreto ley N° 824, de 1974, a partir del año comercial 2022.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, dichas sociedades podrán transformarse entre el 1 de enero y el 2 de mayo de 2022, en una sociedad habilitada para optar al régimen general de impuesto de primera categoría con imputación total de crédito en los impuestos finales establecido en la letra A) del artículo 14 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, dando aviso de lo anterior en la forma y plazo que disponga el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución.

2. Las sociedades que se incorporen al régimen general, sin perjuicio de lo que al respecto establece el N° 2 del artículo 18 del Código Tributario, deberán llevar contabilidad completa en moneda nacional. En el caso en que, por aplicación de lo dispuesto en el número 4 del derogado artículo 41 D, la sociedad llevara su contabilidad en moneda extranjera y no obtuviere autorización del Servicio de Impuestos Internos para mantenerla, deberá efectuar la conversión a moneda nacional al tipo de cambio observado al 31 de diciembre del año anterior al ejercicio de su incorporación al régimen general. De igual forma deberán reemplazar el registro especial a que se refiere la disposición mencionada por el registro general dispuesto en el artículo 68 del Código Tributario, en la forma que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución. La conversión en moneda nacional producirá efectos en el resultado tributario, según las reglas generales.

3. Para los efectos de la incorporación al régimen de tributación establecido en la letra B del artículo 14 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, las sociedades anónimas abiertas y cerradas acogidas al régimen del artículo 41 D deberán determinar al 31 de diciembre de 2021, cuando corresponda, los antecedentes que detalla la letra a) del número 1 del numeral I del artículo tercero transitorio de la ley N° 20.780, modificada por la ley N° 20.899.

4. Para los fines de informar los antecedentes que solicita el numeral i) de la referida letra a), se considerará aquellos que figuren en los registros que actualmente se encuentran obligados a llevar los contribuyentes sujetos a las disposiciones del artículo 41 D de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

5. 
Los contribuyentes que queden sujetos al régimen general y a las disposiciones de la letra B del artículo 14 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, a contar del 1 de enero del ejercicio comercial 2022, deberán aplicar, cuando corresponda, las reglas establecidas en la letra b) del número 1 y los números 5, 6, y 9 del numeral I del artículo tercero transitorio de la ley N° 20.780, modificada por la ley N° 20.899.

6. 
Las distribuciones que se efectúen a contar del 1 de enero del año 2022 se imputarán en la forma establecida en la letra c) del número 1 del numeral I del artículo tercero transitorio de la ley N° 20.780, modificada por la ley N° 20.899, considerando, además, cuando corresponda, lo dispuesto en el numeral ii) de la señalada letra c).

7. Las rentas que se encuentren pendientes de distribución a los respectivos accionistas al 31 de diciembre del año anterior al que se incorporen al régimen general, deberán ser anotadas en un registro especial, cuya forma establecerá el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución. Cuando dichas rentas sean distribuidas a accionistas sin domicilio ni residencia en Chile no quedarán afectas a impuesto alguno y podrán ser distribuidas a dichos accionistas en cualquier momento, sin atender al orden de imputación que establezca la Ley sobre Impuesto a la Renta a la fecha de la distribución. Si las mismas rentas son distribuidas a accionistas con domicilio o residencia en Chile, quedarán afectas a los impuestos generales de la Ley sobre Impuesto a la Renta, con derecho a rebajar como crédito el impuesto soportado por la sociedad plataforma de negocios, sobre las rentas de fuente nacional que hayan obtenido. Para los efectos de calcular el referido crédito, la sociedad deberá considerar que las utilidades que se distribuyen, afectadas por el impuesto referido, corresponden a todos sus accionistas en proporción a la propiedad existente de los accionistas residentes o domiciliados en Chile y los no residentes ni domiciliados en el país.

8. Los contribuyentes que, a contar del 1 de enero del ejercicio comercial 2022, opten por acogerse al régimen a que se refiere el párrafo segundo de la letra a) del presente artículo, deberán aplicar, cuando corresponda, las reglas establecidas en las letras anteriores, salvo en lo referido a las distribuciones que se efectúen a contar del 1 de enero del año 2022, que se imputarán en la forma establecida en el numeral i) de la letra c) del número 1 del numeral I del artículo tercero transitorio de la ley N° 20.780, modificada por la ley N° 20.899.

Artículo tercero.- El artículo 3 de esta ley regirá desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial y hasta el 15 de enero de 2018.

Artículo cuarto.- Las disposiciones contenidas en la presente ley que no tengan una regla especial de vigencia, conforme a los artículos precedentes, entrarán en vigencia a contar del primer día del mes siguiente al de su publicación.”.

*****

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ELIMINA EL APORTE FISCAL INDIRECTO PARA LAS INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR Y ESTABLECE UNA REGULACIÓN TRANSITORIA PARA EL AÑO 2017

(11.257-04)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Educación y Cultura tiene el honor de informar el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Vice Presidente de la República.


A las sesiones en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, especialmente invitados, las siguientes personas:


- Del Ministerio de Educación: la Ministra, señora Adriana Delpiano; la Subsecretaria, señora Valentina Quiroga; la Jefa de Unidad Curricular, señora Alejandra Arratia, y la Jefa de la División de Educación Superior, señora Alejandra Contreras. 

- - -


Cabe hacer presente que con fecha 6 de septiembre de 2017, la Sala autorizó que este proyecto fuera discutido en general y en particular por la Comisión, en el trámite de primer informe. Asimismo, que con fecha 13 del mismo mes, autorizó que fuera informado en este mismo trámite reglamentario, y antes de su discusión por la Sala, por la Comisión de Hacienda.

- - -

II.- OBJETO


El proyecto de ley en informe tiene por objetivo central suprimir el aporte fiscal indirecto, o, indistintamente AFI, para las instituciones de educación superior,1 estableciendo una regulación transitoria para el año 2017.

III.- ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


A. DE DERECHO.

1.- Decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación, que fija normas sobre financiamiento de las universidades, que regula el aporte fiscal indirecto para las instituciones de Educación Superior.


2.- Ley de Presupuestos para el año 2017. 

B. DE HECHO.

Mensaje Presidencial


Tal como ha ocurrido con otras iniciativas relacionadas con la educación, la finalidad principal de esta iniciativa, destaca el Mensaje, como de las demás que conforman este conjunto de proyectos, es mejorar transversalmente la calidad en todos los niveles educativos y reposicionar la educación pública, construyendo un sistema más integrado y equitativo, con un diseño que no implique una carga financiera insostenible para los estudiantes y sus familias. A lo largo de estas últimas décadas se ha avanzado significativamente en la masificación de la educación superior, sin embargo aún no se logra reducir de manera significativa la brecha de oportunidades entre grupos sociales. Señala el Mensaje que lo anterior es producto, en gran medida, de la inequidad en los instrumentos de acceso. 


En efecto, prosigue, la Prueba de Selección Universitaria (PSU), que solo mide conocimientos, no considera apropiadamente las aptitudes de los estudiantes provenientes de la Educación Media Técnico Profesional y trabajadores, y la evidencia ha demostrado que un efecto indeseado es que sus resultados están altamente correlacionados con el origen  socioeconómico de los postulantes, reforzando con ello la reproducción en el tiempo del patrón de segregación. En este contexto, y consecuentes con la lógica de ir eliminando herramientas que no tienen un efectivo potencial para promover la equidad, calidad y eficiencia del sistema de educación superior, este proyecto propone eliminar el aporte fiscal indirecto (AFI). 


Declara el mensaje que el AFI fue creado, como se consignó con antelación, en el año 1981, con la finalidad de aumentar la calidad de la educación superior, por medio de la competencia entre las instituciones para captar a los mejores alumnos. La distribución de su monto total se realiza en función de las instituciones en que se matriculen los 27.500 mejores puntajes de la PSU en el año inmediatamente anterior, generando un mayor monto de AFI los alumnos con mejores puntajes. Así, una de las principales debilidades del AFI es su sesgo en contra de los alumnos de menor nivel socioeconómico, ya que, al basar su distribución exclusivamente en los puntajes obtenidos por los estudiantes en la PSU, profundiza la inequidad de dicho instrumento. En efecto, el puntaje de la PSU se encuentra fuertemente correlacionado con una serie de factores ajenos a las habilidades cognitivas o inteligencia del postulante, tales como su nivel socioeconómico familiar y la educación de sus padres (Contreras et. al, 2007). 


De esta manera, continúa el Ejecutivo en su exposición de motivos, la utilización exclusiva de la PSU como indicador de la calidad de los alumnos para determinar la asignación del AFI lleva a que la gran mayoría de los causantes del mismo sean alumnos pertenecientes a familias de los quintiles de mayores ingresos. Esta evidencia permite concluir, como se ha señalado, el carácter altamente regresivo del AFI, lo que, sumado a la evolución experimentada por otros mecanismos de financiamiento del sistema de educación superior, ratifican la decisión de terminar con este aporte, lo que ya estaba considerado en el proyecto de ley de educación superior, pero dada la necesidad de materializar a la brevedad este cambio, se separa de dicha iniciativa y se materializa a través del presente proyecto de ley. 


En lo que se refiere a la estructura de la iniciativa legal, se destaca que ella consta de tres artículos permanentes. 


El primero de ellos deroga, a partir de la entrada en vigencia de la ley, el aporte fiscal indirecto, contenido en el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación, que fija normas sobre financiamiento de las universidades. 


El segundo prevé una transición para el año 2017, considerando la suma de $2.000.000 miles de pesos por concepto de aporte fiscal indirecto al que podrán acceder, con los montos y condiciones consignados en el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación, las instituciones de educación superior que el año 2016 hayan tenido matriculados en el primer año de estudios, estudiantes que se encuentren entre los primeros 27.500 puntajes, ordenado de menor a mayor de acuerdo con los puntajes obtenidos en la Prueba de Selección Universitaria, partes lenguaje y comunicación, y matemática. El objetivo de estos recursos es permitir que las instituciones de educación superior realicen un ajuste más gradual respecto a la pérdida de esta fuente de financiamiento.


Finalmente, la tercera disposición contempla la imputación del gasto, estableciendo que el mayor gasto que irrogue esta ley se financiará con cargo a la asignación 104 "Provisión para Financiamiento Comprometido" del Programa 03 Operaciones Complementarias de la Partida Tesoro Público, del Presupuesto vigente para el año 2017. 

C. INFORME FINANCIERO


De acuerdo con el documento acompañado con el Mensaje, el presente proyecto presenta un mayor gasto fiscal por una vez, de $2.000.000 miles para el año 2017, financiado con cargo a la asignación 104 "Provisión para Financiamiento Comprometido" del Programa 03 Operaciones Complementarias de la Partida Tesoro Público, del Presupuesto vigente.

IV.- DISCUSIÓN EN GENERAL


Al iniciarse el debate de este proyecto, la Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, señora Alejandra Contreras, señaló que dentro de las deficiencias asociadas al Aporte Fiscal Indirecto (AFI) y la calidad de la educación superior pueden distinguirse las siguientes:


Uno) Indicador utilizado para identificar a “los mejores” es limitado, y por ende tiene un reducido poder predictivo del rendimiento académico. El AFI descansa totalmente en puntaje de la PSU para identificar a los mejores egresados del sistema escolar, lo cual implica renunciar a otros instrumentos que complementariamente podrían predecir mejor el rendimiento futuro de los estudiantes.

Así, el rendimiento de los estudiantes en educación superior se explica por variables del siguiente tipo:


- Socio-demográficas del alumno y su familia (genero, nivel socioeconómico y etnia.)

- No cognitivas, como por ejemplo la motivación de logro y la confianza en el propio rendimiento, entre otros.

- Cognitivas (promedio de notas en enseñanza media y ranking de egreso)

Dos) Foco en la atracción del alumno, pero no en su retención.

De esta manera el AFI premia la atracción de alumnos en primer año, pero no su retención en los años posteriores, ni su titulación oportuna. Ambos fenómenos generan costos significativos para el Estado y para las familias, impactando más a aquellas de menores recursos. La deserción global se estima en 53,7% versus el 31% promedio de la OECD. Asimismo, las tasas de titulación oportuna son reducidas: sólo el 22% de los estudiantes se titula en el período oficialmente estipulado y un 23% lo hace con un año de retraso.

Tres) A las instituciones de educación superior no se les piden requisitos de calidad para recibir AFI, pues no se exige acreditación de instituciones beneficiarias, y sólo se pide reconocimiento oficial. En efecto, afirmó que de las instituciones que percibieron recursos de AFI en el año 2009, el 33% no se encontraba acreditada.


El resultado, de esta forma, fue un incentivo a competir por precios y no por calidad.


Expresó que el AFI, al basar su distribución en los puntajes obtenidos en PSU, hereda el sesgo de dicho instrumento en contra de los alumnos de menor nivel socioeconómico, puesto que el puntaje PSU, como se dijo precedentemente, se encuentra fuertemente correlacionado con factores ajenos a las habilidades cognitivas del postulante, como su nivel socioeconómico familiar y la educación de los padres (Contreras et al, 2007).  Este sesgo se acentúa, según dijo, por el dispar acceso a preuniversitarios y cursos intensivos de entrenamiento para rendir la PSU.


El siguiente gráfico muestra la distribución de beneficiarios del AFI por quintil de ingreso:
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De esta manera, la distribución de los estudiantes que generan AFI por nivel socioeconómico está, a su vez, altamente correlacionada con la distribución de causantes de AFI por tipo de establecimiento de egreso de enseñanza media. Los egresados de colegios particulares pagados generan el 45% de los recursos AFI, porcentaje superior al 38,6% que representan en cantidad de alumnos causantes, lo que queda demostrado en las cifras que siguen:

[image: image1.png]




[image: image9.png]Distribucion de alumnos AFI seguiin establecimiento de
egreso de educacién media

Total generl
Tramo AFl 4

Tramo AFI 3

Tramo AFI 2 50,0% 31,2%

Tramo AFI 1

0% 10% 20% 30% 40% 50% 60% 70% 80% 90%  100%

W Municipal W Particular Subvencionado W Particular Pagado




Expresó que como resultado, se acentúa desproporcionadamente la competencia entre las instituciones de educación superior por captar a estudiantes del quinto quintil egresados de colegios particulares pagados, enfocándose únicamente en sus necesidades y preferencias. De esta manera, y atendido el carácter claramente regresivo del AFI, el Gobierno considera necesario derogar este aporte como mecanismo de financiamiento del sistema de educación superior, y para esos efectos se ha propuesto el proyecto de ley que hoy se discute. 


Concluyó su exposición afirmando que, atendida la correlación de la distribución del AFI con las características socioeconómicas de los estudiantes que la originan, este instrumento presenta también una grave distorsión desde el punto de vista de la equidad territorial, por lo cual comunas de similar tamaño tienen cantidades muy distintas de “buenos” estudiantes AFI, favoreciendo directamente a las más ricas, tal como se grafica en el siguiente cuadro:
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Se deja constancia que la Jefa de la División de Educación Superior acompañó una presentación en formato Power Point referida a esta iniciativa legal, la que se encuentra a disposición de los Honorables Senadores en la Secretaría de la Comisión.


Finalizada la exposición, el Honorable Senador señor Montes consultó por el desglose del AFI y del detalle de la asignación del mismo. 
- - -


Continuando con el análisis de la iniciativa, la Subsecretaria de Educación, señora Valentina Quiroga, explicó que el desarrollo del sistema educacional y de sus vías de financiamiento se han movido hacia un eje diferente para promover la calidad de las instituciones, que implica fortalecer los aportes basales a las instituciones permitiendo a las instituciones mayor estabilidad que les permitan el desarrollo de iniciativas en el largo plazo. 


Respecto de la inquietud manifestada por el Honorable Senador señor Montes, la señora Subsecretaria acompañó las cifras que reflejan el aporte fiscal indirecto (AFI) por institución. En cuanto a los guarismos allí contenidos, explicó que este proyecto de ley persigue, dentro de sus objetivos, distribuir para el año académico 2017 2 mil millones de pesos entre las instituciones de Educación Superior según los cuadros que siguen:
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UNIVERSIDAD DE CHILE 5.412.120 22.185.027 57.807.042 118.938.338 203.094.473 407.437.000

PONTIFICIA UNIVERSIDAD CATOLICA DE CHILE 4.000.770 16.796.235 47.659.316 100.147.550 224.229.735 392.833.606

UNIVERSIDAD DE CONCEPCION 4.199.059 14.591.729 31.282.987 38.841.293 49.128.987 138.044.055

UNIVERSIDAD TECNICA FEDERICO SANTA MARIA 2.379.467 9.132.953 26.174.133 39.996.034 39.611.121 117.293.707

UNIVERSIDAD DIEGO PORTALES 4.618.965 13.856.894 27.293.882 28.868.529 16.936.203 91.574.472

UNIVERSIDAD ADOLFO IBAÑEZ 2.846.029 9.972.764 21.975.074 30.653.129 17.636.047 83.083.042

UNIVERSIDAD DE SANTIAGO DE CHILE 3.942.450 10.987.537 21.275.231 22.674.917 21.695.137 80.575.271

PONTIFICIA UNIVERSIDAD CATOLICA DE VALPARAISO 4.129.074 11.477.427 20.085.498 23.199.799 15.116.611 74.008.410

UNIVERSIDAD DE LOS ANDES 1.842.920 5.773.706 13.926.878 22.255.011 28.273.662 72.072.177

UNIVERSIDAD DE VALPARAISO 2.006.217 5.808.698 9.517.866 12.492.200 19.595.607 49.420.588

UNIVERSIDAD AUSTRAL DE CHILE 2.122.857 6.088.635 10.287.694 13.961.870 13.576.956 46.038.013

UNIVERSIDAD DEL DESARROLLO 2.274.490 5.528.761 8.678.055 11.022.529 17.776.015 45.279.850

UNIVERSIDAD ANDRES BELLO 2.962.669 7.068.415 10.007.757 13.646.941 10.777.584 44.463.366

UNIVERSIDAD DE LA FRONTERA 1.632.967 4.234.051 8.538.086 12.177.270 12.177.270 38.759.645

UNIVERSIDAD MAYOR 1.982.889 5.073.863 7.138.400 7.768.259 15.536.517 37.499.927

UNIVERSIDAD SAN SEBASTIAN 1.329.702 3.324.255 5.388.792 11.337.459 15.116.611 36.496.819

UNIVERSIDAD DE TALCA 1.924.569 4.444.004 7.978.212 9.972.764 9.377.898 33.697.446

UNIVERSIDAD CATOLICA DEL NORTE 1.516.327 3.639.184 7.488.321 9.027.976 9.097.961 30.769.769

UNIVERSIDAD CATOLICA DEL MAULE 594.867 2.134.522 2.799.372 5.458.776 5.318.808 16.306.345

UNIVERSIDAD AUTONOMA DE CHILE 851.476 2.134.522 2.869.357 6.718.494 3.359.247 15.933.095

UNIVERSIDAD FINIS TERRAE 886.468 1.224.725 2.309.482 3.884.129 6.158.619 14.463.424

UNIVERSIDAD DEL BIO-B10 1.201.397 2.659.404 5.038.870 2.939.341 1.119.749 12.958.762

UNIVERSIDAD DE LA SERENA 1.038.101 2.659.404 3.429.231 3.149.294 2.659.404 12.935.434

UNIVERSIDAD METROPOLITANA DE CIENCIAS DE LA EDUCACION 769.827 2.519.435 4.129.074 2.519.435 2.239.498 12.177.270

UNIVERSIDAD CATOLICA DE LA SANTISIMA CONCEPCION 758.163 1.609.639 2.029.545 2.834.365 4.898.902 12.130.614

UNIVERSIDAD ALBERTO HURTADO 1.119.749 2.484.443 3.849.137 2.834.365 1.119.749 11.407.443

UNIVERSIDAD DE ANTOFAGASTA 501.554 1.259.718 2.379.467 3.884.129 2.799.372 10.824.240

UNIVERSIDAD TECNOLOGICA METROPOLITANA 828.148 1.714.616 2.519.435 1.784.600 419.906 7.266.704

UNIVERSIDAD DE TARAPACA 314.929 909.796 1.539.655 2.204.506 1.259.718 6.228.604

UNIVERSIDAD DE MAGALLANES 186.625 559.874 1.189.733 1.994.553 1.959.561 5.890.346

IP DUOC UC 548.210 1.084.757 1.399.686 839.812 559.874 4.432.340

UNIVERSIDAD CATOLICA DE TEMUCO 478.226 1.539.655 909.796 734.835 699.843 4.362.355

UNIVERSIDAD DE PLAYA ANCHA DE CIENCIAS DE LA EDUCACION 513.218 1.119.749 1.259.718 944.788 419.906 4.257.379

TRAMO N°1 I TRAMO N°2 I TRAMO N°3 I TRAMO N°4 I TRAMO N°5 I
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UNIVERSIDAD SANTO TOMAS 478.226 979.780 1.189.733 734.835 419.906 3.802.481

UNIVERSIDAD PEDRO DE VALDIVIA 23.328 279.937 909.796 1.049.765 419.906 2.682.732

UNIVERSIDAD DE ATACAMA 198.289 629.859 629.859 629.859 139.969 2.227.834

UNIVERSIDAD CENTRAL DE CHILE 244.945 699.843 419.906 629.859 139.969 2.134.522

CFT INACAP 163.297 629.859 559.874 734.835 2.087.865

UNIVERSIDAD ARTURO PRAT 186.625 349.922 769.827 209.953 279.937 1.796.264

UNIVERSIDAD TECNOLOGICA DE CHILE INACAP 174.961 594.867 489.890 104.976 279.937 1.644.631

IP ESCUELA MODERNA DE MUSICA 69.984 139.969 279.937 629.859 279.937 1.399.686

IP INACAP 151.633 454.898 209.953 419.906 1.236.390

UNIVERSIDAD ACADEMIA DE HUMANISMO CRISTIANO 58.320 174.961 209.953 314.929 279.937 1.038.101

UNIVERSIDAD DE LOS LAGOS 104.976 209.953 279.937 419.906 1.014.773

IP AIEP 93.312 244.945 349.922 104.976 793.156

CFT ESCUELA CULINARIA FRANCESA - ECOLE 11.664 69.984 209.953 209.953 279.937 781.491

IP SANTO TOMAS 93.312 69.984 349.922 513.218

UNIVERSIDAD BERNARDO OHIGGINS 23.328 209.953 279.937 513.218

UNIVERSIDAD DEL PACIFICO 34.992 34.992 139.969 209.953 419.906

UNIVERSIDAD ADVENTISTA DE CHILE 58.320 34.992 209.953 104.976 408.242

UNIVERSIDAD DE VIÑA DEL MAR 93.312 34.992 279.937 408.242

CFT SANTO TOMAS 34.992 139.969 209.953 384.914

IP INSTITUTO INTERNACIONAL DE ARTES CULINARIAS Y SERVICIOS 23.328 69.984 69.984 209.953 373.250

IP DE CHILE 34.992 34.992 279.937 349.922

UNIVERSIDAD CATOLICA SILVA HENRIQUEZ 93.312 69.984 69.984 104.976 338.258

IP ESCUELA DE CONTADORES AUDITORES DE SANTIAGO 23.328 139.969 139.969 303.265

UNIVERSIDAD DE ARTES, CIENCIAS Y COMUNICACION - UNIACC 34.992 34.992 69.984 104.976 244.945

IP PROJAZZ 11.664 104.976 104.976 221.617

IP DE ARTE Y COMUNICACION ARCOS 34.992 104.976 69.984 209.953

'

IP IPG

69.984 104.976 174.961

UNIVERSIDAD CHILENO BRITANICA DE CULTURA 34.992 34.992 104.976 174.961

IP DR. VIRGINIO GOMEZ G. 11.664 69.984 69.984 151.633

UNIVERSIDAD DE LAS AMERICAS 34.992 104.976 139.969

CFT DEL MEDIO AMBIENTE 23.328 34.992 69.984 128.305

IP LA ARAUCANA 11.664 34.992 69.984 116.641

CFT ESTUDIO PROFESOR VALERO 104.976 104.976

TRAMO N°1 1 TRAMO N°2 1 TRAMO N°3 1 TRAMO N°4 1 TRAMO N°5 1
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CFT ICEL

TRAMO N°3 1

TRAMO N°4 1

104.976

TRAMO N°5 1

TOTAL

104.976

IP DEL COMERCIO 104.976 104.976

CFT CAMARA DE COMERCIO DE SANTIAGO 69.984 69.984

CFT CEDUC - UCN 69.984 69.984

CFT DE ENAC 69.984 69.984

IP ESCUELA DE CINE DE CHILE 69.984 69.984

IP EATRI INSTITUTO PROFESIONAL 23.328 34.992 58.320

IP VERTICAL 11.664 34.992 46.656

CFT MANPOWER 34.992 34.992

CFT SAN AGUSTIN DE TALCA 34.992 34.992

IP LATINOAMERICANO DE COMERCIO EXTERIOR 34.992 34.992

IP INSTITUTO DE ESTUDIOS BANCARIOS GUILLERMO SUBERCASEAUX 23.328 23.328

CFT UCEVALPO 11.664 11.664

UNIVERSIDAD GABRIELA MISTRAL 11.664 11.664

UNIVERSIDAD SEK 11.664 11.664



Como se explicó con anterioridad, y de acuerdo a la normativa legal que lo rige, el AFI tiene cinco tramos que se definen en función de los puntajes de corte de la Prueba de Selección Universitaria; y por cada tramo (siendo el quinto el más alto) se define un monto per cápita. De esta forma, el estudiante que se ubica en un cierto rango de puntaje tiene un monto asociado y, luego, dependiendo dónde se matricula, el recurso sigue al estudiante. Así, los montos contenidos en los gráficos corresponden a la distribución de los puntajes de la PSU del año 2016, que son los que se utilizan para la distribución 2017, lo que significa que de los 2.000 millones a repartir las dos Casas de Estudios con mayores recursos son la Universidad de Chile y la Pontificia Universidad Católica de Chile (400 millones cada una), luego la Universidad de Concepción, la Universidad Técnica Federico Santa María; la Universidad Diego Portales y la Universidad Adolfo Ibáñez, sólo por nombrar a las más favorecidas. 


Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer consultó por el origen de los fondos (2 mil millones de pesos) que se van a repartir para el año académico 2018. Además, hizo presente que la razón de este proyecto de ley radica en que durante la última discusión presupuestaria el Ejecutivo no acogió el planteamiento formulado por la Oposición en el sentido que no era procedente modificar a través de la Ley de Presupuestos una normativa de carácter permanente, como es la que determinar la aplicación del AFI.


En razón de lo anterior (supresión del AFI como herramienta permanente) preguntó cómo se resolverá la provisión de fondos para los años 2018 en adelante, pues este proyecto soluciona una cuestión puntual y no un asunto que es de carácter estructural, sin presentar una alternativa al AFI.


A su turno, el Honorable Senador señor Allamand afirmó que de acuerdo con lo explicado por el Ejecutivo, se suprime el AFI y sus montos se reasignan a las universidades miembros del CRUCH. De esta manera, consultó por la razón de que se utilice una herramienta de esta manera, puesto que las universidades que no están adscritas a la gratuidad pierden una asignación importante con la derogación del AFI.


Seguidamente, el Honorable Senador señor Quintana preguntó cuándo se hizo la reducción de fondos y los montos que corresponde asignar a cada una de las universidades. 


La Subsecretaria explicó que, tal cual se señaló, el mayor gasto que irrogue esta ley se financiará con cargo a la asignación 104 "Provisión para Financiamiento Comprometido" del Programa 03 Operaciones Complementarias de la Partida Tesoro Público, del Presupuesto vigente para el año 2017. 


A propósito de la pregunta del Honorable Senador señor Allamand, dijo que se hizo una reasignación de fondos basales del Consejo de Rectores y del Fondo de Gratuidad. Además, hizo presente que es importante tener a la vista que el 20% de los recursos del AFI históricamente se adjudican a la Universidad de Chile, otro 20% a la Pontificia Universidad Católica; luego entre las Universidades de Concepción y Federico Santa María hay otro 20%, sumando ya un 60% del total. Luego la Universidad Diego Portales con un 5% y luego en fase decreciente. Todo lo anterior, justifica, la supresión del AFI y trabajar en nuevos mecanismos de redistribución que operen con nuevos criterios de justicia y equidad. 

- - -


Finalizada la discusión, el señor Presidente dio por cerrado el debate y sometió a votación, en general y en particular, esta iniciativa de ley.





- Puesto en votación el proyecto de ley, fue aprobado en general y en particular por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señores Quintana, Quinteros y Walker, don Ignacio, en tanto que se abstuvieron los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.


Al fundamentar su voto, la Honorable Senadora señora Von Baer, manifestó su preocupación por la supresión de un instrumento que entrega financiamiento a distintas universidades, que si bien puede ser marginal, para algunas instituciones resulta determinante en la elaboración y ejecución de sus presupuestos. Afirmó que esta es una medida que tiende a favorecer a las instituciones estatales en perjuicio de las privadas, lo que va en una dirección contraria a lo dispuesto por el Tribunal Constitucional, que estableció el principio de no discriminación respecto de los estudiantes, no de las instituciones. 2

A su turno, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, expresó que el AFI es un instrumento que ha caído en desuso, razón por la cual no se justifica mantenerlo. Sin perjuicio de lo anterior, expresó que es importante discutir una nueva herramienta de financiamiento para el futuro, más allá del resultado de la discusión sobre la gratuidad que se está dando en otro proyecto de ley. Hizo presente, a modo de ejemplo de la inequidad del AFI, que Las Condes tiene un número de 1300 alumnos beneficiados, mientras que las ciudades de Valparaíso y Viña del Mar, sumadas, ascienden a 678 estudiantes. 

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


De conformidad a los acuerdos anteriores, vuestra Comisión de Educación y Cultura os propone aprobar, en general y en particular, el siguiente 

“PROYECTO DE LEY:


Artículo 1.- Derógase, a contar de la entrada en vigencia de la presente ley, el artículo 3 del decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación, que fija normas sobre financiamiento de las universidades, que regula el aporte fiscal indirecto para las instituciones de educación superior. 


Artículo 2.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, las instituciones de educación superior que el año 2016 hayan tenido matriculados en el primer año de estudios, estudiantes que se encuentren entre los primeros 27.500 puntajes, ordenado de menor a mayor de acuerdo con los puntajes obtenidos en la Prueba de Selección Universitaria, partes Lenguaje y Comunicación, y Matemática, accederán a partir de la entrada en vigencia del artículo anterior, para el año 2017, el aporte a que se refiere el inciso siguiente. 


Para el año 2017 considérase la suma de $2.000.000 miles de pesos por concepto de aporte del artículo 3 del decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación. La distribución de este aporte se efectuará considerando los montos y condiciones consignados en el artículo 3 del decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación que en virtud de esta ley se deroga 


Artículo 3.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación del artículo 2 de esta ley se financiará con cargo a la asignación 104 "Provisión para Financiamiento Comprometido" del Programa 03 Operaciones Complementarias de la Partida Tesoro Público, del Presupuesto vigente para el año 2017.".

- - -

Tratado y acordado en sesiones celebradas los días 21 de agosto y 6 de septiembre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señor Ignacio Walker Prieto (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Andrés Allamand Zavala, Jaime Quintana Leal y Rabindranath Quinteros Lara (Carlos Montes Cisternas).


Sala de la Comisión, a 21 de septiembre de 2017.

(Fdo.): Francisco Javier Vives Dibarrart,  Secretario de la Comisión.
___________________
1 El artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Educación, de 1981, dispuso que “sin perjuicio del aporte referido en el artículo anterior- aporte directo -, el Estado otorgará a todas las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica, reconocidos por aquel como instituciones de educación superior, anualmente un aporte fiscal indirecto, el que será distribuido, en lo sustantivo, de la siguiente forma:1. El Ministerio de Educación Pública elaborará un listado con los primeros 27.500 puntajes de los alumnos matriculados en el primer año de estudios, en el año inmediatamente anterior, en las instituciones de educación superior, ordenado de menor a mayor de acuerdo con los puntajes obtenidos en la Prueba de Aptitud Académica, partes verbal y matemática.2. Dicho listado será dividido en cinco tramos de similar número de alumnos cada uno, con factores de ponderación 1, 3, 6, 9 y 12, respectivamente, para los tramos 1, 2, 3, 4 y 5.El tramo 1 corresponderá a los puntajes más bajos y el tramo 5 a los puntajes más altos.

2 Hace referencia a la sentencia del Tribunal Constitucional de 21 de diciembre de 2015, recaída en el requerimiento de un grupo de diputados que solicitaron la declaración de inconstitucionalidad de las partes de las glosas que indican, correspondientes al proyecto de ley de presupuestos para el año 2016, y en lo fundamental, referido a la glosa que reguló para el año 2016 la gratuidad para la Instituciones de Educación Superior.
3

INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ELIMINA EL APORTE FISCAL INDIRECTO PARA LAS INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR Y ESTABLECE UNA REGULACIÓN TRANSITORIA PARA EL AÑO 2017

(11.257-04)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir  su informe acerca del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República. 

- - -

Cabe hacer presente que, con fecha 6 de septiembre de 2017, la Sala autorizó que el proyecto de ley fuera discutido en general y en particular por la Comisión de Educación y Cultura, en el trámite de primer informe. 

Asimismo, con fecha 13 del mismo mes, autorizó que fuera informado en el mismo trámite reglamentario, y antes de su discusión por la Sala, por vuestra Comisión de Hacienda, en su caso.
- - -

A la sesión en que la Comisión consideró este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Hacienda, la Subsecretaria, señora Macarena Lobos.

Del Ministerio de Educación, la Jefa de la División de Educación Superior, señora Alejandra Contreras.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la Asesora Legislativa, señora María Jesús Mella.

El Asesor del Honorable Senador García, señor Marcelo Estrella.

La Asesora del Honorable Senador Lagos, señora Leslie Sánchez

El Asesor Legislativo del Honorable Senador Moreira, señor Héctor Mery.

De la Oficina del Honorable Senador Pizarro, la Jefa de Gabinete, señora Kareen Herrera, y la Asesora de Prensa, señora Andrea del Pilar Gómez.

De la Fundación Jaime Guzmán, el Asesor, señor Diego Vicuña.

- - -

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los artículos 1, 2 y 3, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Educación y Cultura, como reglamentariamente corresponde.

En relación a ellos, la Comisión de Hacienda no introdujo modificaciones.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY


Suprimir el aporte fiscal indirecto para las instituciones de educación superior, estableciendo una regulación transitoria para el año 2017.

- - -

ANTECEDENTES

En lo relativo a los antecedentes jurídicos y de hecho, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el informe de la Comisión de Educación y Cultura.

- - -

DISCUSIÓN 
Previo a la consideración de los artículos de la iniciativa legal, la Subsecretaria de Hacienda, señora Macarena Lobos, señaló que el objetivo principal de la iniciativa legal es la derogación del aporte fiscal indirecto, contemplando una regulación de transición para el año 2017, de modo de garantizar que las instituciones de educación superior que acceden a este beneficio se puedan adaptar al cambio que se está proponiendo.

Recordó que el mencionado aporte fiscal fue creado, en el año 1981, para promover que las instituciones a las que se refiere mejoraran su calidad intentando atraer a los mejores alumnos (27.500 mejores puntajes de la prueba de selección universitaria, PSU). Con el transcurso del tiempo, acotó, han llegado a la conclusión de que el instrumento termina siendo regresivo porque, en la práctica, se premia mayoritariamente a los alumnos que provienen de hogares de mayores ingresos del país y de establecimientos particulares pagados.

Agregó que el denominado AFI no exige que las instituciones se encuentren acreditadas para recibirlo, basta con tener el reconocimiento oficial, por lo que no garantiza calidad de las mismas. Además, indicó que el foco se coloca en atraer al alumno pero no existen incentivos para retenerlo.

Por todas esas razones, y que, además, representa sólo el 3,5% del financiamiento que se entrega a las instituciones de educación superior, es que el Gobierno ha decidido poner fin al mecanismo, expresó.

Respecto de la transición por el año 2017, explicó que se entregarán $2.000.000 miles, asignado en relación a los 27.500 mejores puntajes del año 2016, aplicando las mismas reglas del artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 4 que se está derogando en virtud del mismo proyecto de ley.

Finalizó, explicando que el mayor gasto fiscal se imputa a la Partida 50, Tesoro Público, con cargo a la asignación 104 del Programa 03, Provisión para Financiamientos Comprometidos.

La Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, señora Alejandra Contreras, añadió que la derogación del aporte fiscal indirecto responde a un análisis y una mirada que busca una mejor distribución de los recursos para financiar la educación superior. Reiteró el argumento que el mecanismo resulta regresivo en relación a los estudiantes a los que se asigna, y manifestó que sólo alcanza al 3,5% del financiamiento de las instituciones de educación superior, verificándose, además, que el número de matriculados ha crecido tanto que sólo llega al 10% de los estudiantes, cuando en los inicios la cifra era de un 40%.

Adicionalmente, explicó, el aporte fiscal indirecto es complejo porque contempla 5 tramos en base a los cuales se entrega, determinados de acuerdo al puntaje obtenido por el estudiante en la PSU. Agregó que, nuevamente, se ve que los puntajes más altos del país pertenecen al quinto quintil de mayores ingresos.

Finalizó, exponiendo que el instrumento también presenta inequidad regional y comunal, en que a igual tamaño existen grandes diferencias entre el número de alumnos que reciben aporte y que replican las diferencias socioeconómicas existentes:
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El Honorable Senador señor García señaló tener una buena opinión del mecanismo que discuten, porque ha visto como las universidades ubicadas en regiones que no son la Metropolitana hacen esfuerzos por atraer y retener a los estudiantes con mejores puntajes. Estimó que, al eliminar el instrumento, es probable que se concentren todavía más los mejores puntajes en las universidades más tradicionales y prestigiosas del país, en detrimento de aquellas regionales ubicadas lejos de Santiago.

Agregó que antes se comenzó a poner fin al aporte fiscal indirecto de forma incorrecta, mediante una ley anual como es la de presupuestos, respecto de una ley permanente, como es el citado decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación.

El Honorable Senador señor Lagos pidió a los representantes del Ejecutivo, para tomar una mejor decisión, mayores antecedentes sobre las razones de la derogación del aporte fiscal indirecto.

La Jefa de la División de Educación Superior, señora Contreras, expresó que el instrumento tenía por objetivo constituirse en un incentivo a captar buenos estudiantes. En relación a ello, comentó que, actualmente, las instituciones de por sí –y naturalmente- cuentan con incentivos para atraer a los mejores estudiantes, relacionados con la mejora de la calidad de la institución, por lo que el aporte fiscal en esa materia no constituye un estímulo significativo. Además, el comportamiento histórico del aporte fiscal indirecto muestra que se concentra mayoritariamente en las instituciones de más alto prestigio (casi el 50% en la Universidad de Chile y la Pontificia Universidad Católica de Chile), por lo que no cumple el objetivo de que los mejores alumnos se distribuyan por el país.

El Honorable Senador señor García consultó cuáles fueron los últimos montos recibidos por la Universidad de la Frontera y por la Universidad Católica de Temuco y cuánto se proyecta que reciban en virtud del presente proyecto de ley.

La señora Contreras respondió que, respecto del año 2015, la Universidad de la Frontera recibió $378.716.000 y la Universidad Católica de Temuco recibió $56.601.000, y recibirán $38.759.645 y $4.632.355, respectivamente, en virtud de lo dispuesto por la iniciativa legal en discusión.
- - -

Artículo 1

Deroga, a contar de la entrada en vigencia de la presente ley, el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación, que fija normas sobre financiamiento de las universidades, que regula el aporte fiscal indirecto para las instituciones de educación superior.

Puesto el artículo en votación, fue aprobado por tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores García y Moreira.
Artículo 2

Es del siguiente tenor:

“Artículo 2.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, las instituciones de educación superior que el año 2016 hayan tenido matriculados en el primer año de estudios, estudiantes que se encuentren entre los primeros 27.500 puntajes, ordenado de menor a mayor de acuerdo con los puntajes obtenidos en la Prueba de Selección Universitaria, partes Lenguaje y Comunicación, y Matemática, accederán a partir de la entrada en vigencia del artículo anterior, para el año 2017, el aporte a que se refiere el inciso siguiente. 

Para el año 2017 considérase la suma de $2.000.000 miles de pesos por concepto de aporte del artículo 3 del decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación. La distribución de este aporte se efectuará considerando los montos y condiciones consignados en el artículo 3 del decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación que en virtud de esta ley se deroga.”.

Puesto el artículo en votación, fue aprobado por tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores García y Moreira.

Artículo 3

Establece que el mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación del artículo 2 de la ley se financiará con cargo a la asignación 104, “Provisión para Financiamientos Comprometidos” del Programa 03, Operaciones Complementarias, de la Partida Tesoro Público, del Presupuesto vigente para el año 2017.

Puesto el artículo en votación, fue aprobado por tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores García y Moreira.
- - -

FINANCIAMIENTO

- El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 7 de junio de 2017, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

El presente Proyecto de Ley tiene por objeto eliminar el aporte fiscal indirecto (AFI) para las instituciones de educación superior, estableciendo una regulación transitoria para el año 2017. 

El proyecto consta de tres artículos: 

- El primero de ellos deroga, a partir de la entrada en vigencia de la ley, el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N°4, de 1981, del Ministerio de Educación, que fija normas sobre financiamiento de las universidades, el cual establece el AFI.

- El segundo prevé una transición para el año 2017, contemplando la suma de $2.000.000 miles al que podrán acceder las instituciones de educación superior bajo las reglas del aporte que se está derogando. 

- El artículo 3 contempla la imputación del gasto, estableciendo que el mayor gasto que irrogue esta ley se financiara con cargo a la asignación 104 “Provisión para Financiamiento Comprometido” del Programa 03 Operaciones Complementarias de la Partida Tesoro Público, del Presupuesto vigente para el año 2017.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal 

De acuerdo a lo expuesto en los puntos anteriores, el presente proyecto de ley presenta un mayor gasto fiscal por una vez, de $2.000.000 miles para el año 2017, financiado con cargo a la asignación 104 “Provisión para Financiamiento Comprometido” del Programa 03 Operaciones Complementarias de la Partida Tesoro Público, del Presupuesto vigente.”.

Se deja constancia del precedente informe financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Educación y Cultura, cuyo texto es el siguiente:
PROYECTO DE LEY


“Artículo 1.- Derógase, a contar de la entrada en vigencia de la presente ley, el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación, que fija normas sobre financiamiento de las universidades, que regula el aporte fiscal indirecto para las instituciones de educación superior. 


Artículo 2.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, las instituciones de educación superior que el año 2016 hayan tenido matriculados en el primer año de estudios, estudiantes que se encuentren entre los primeros 27.500 puntajes, ordenados de menor a mayor de acuerdo con los puntajes obtenidos en la Prueba de Selección Universitaria, partes Lenguaje y Comunicación, y Matemática, accederán a partir de la entrada en vigencia del artículo anterior, para el año 2017, el aporte a que se refiere el inciso siguiente. 


Para el año 2017 considérase la suma de $2.000.000 miles de pesos por concepto de aporte del artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación. La distribución de este aporte se efectuará considerando los montos y condiciones consignados en el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación que en virtud de esta ley se deroga. 


Artículo 3.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación del artículo 2 de esta ley se financiará con cargo a la asignación 104, “Provisión para Financiamientos Comprometidos”, del Programa 03, Operaciones Complementarias, de la Partida Tesoro Público, de la ley de Presupuestos del Sector Público vigente para el año 2017.”.

---

Acordado en sesión celebrada el día 4 de octubre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Montes Cisternas (Presidente), José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber, Iván Moreira Barros y Jorge Pizarro Soto.

Sala de la Comisión, a 4 de octubre de 2017.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y URBANISMO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE TRANSPARENCIA DEL MERCADO DEL SUELO E INCREMENTOS DE VALOR POR AMPLIACIONES DEL LÍMITE URBANO

(10.163-14)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de presentar su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.


Cabe destacar que la iniciativa debe ser considerada, además, por la Comisión de Hacienda, en lo pertinente.

A una o más de las sesiones en que se analizó esta materia concurrieron, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo: la señora Ministra, doña Paulina Saball, y sus asesores legislativos, doña Jeannette Tapia y don Enrique Rajevic. De la Subsecretaría de Hacienda: el señor Subsecretario, don Alejandro Micco, y los asesores, señores Sergio Henríquez y Ricardo Guerrero. Del Servicio de Impuestos Internos: el Jefe del Departamento de Técnicas Tributarias, don Simón Ramírez. Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: los asesores legislativos, señoras Constanza González y Francisca Soto y señores Luis Batallé y Renato Valenzuela. De la Fundación Jaime Guzmán: el asesor, señor Diego Vicuña. Del Consejo para la Transparencia: el abogado analista, señor Alejandro González. De la Asociación Chilena de Municipalidades: el Coordinador Nacional, señor Miguel Moreno. De la Biblioteca del Congreso Nacional: los analistas, señora Verónica de la Paz y señor Pedro Guerra. Del Comité DC: el asesor, señor Luis Espinoza. Del Comité PS: el asesor, señor Francisco Aedo. También estuvieron presentes los siguientes asesores parlamentarios: del Senador señor Moreira, don Héctor Mery; de la Senadora señora Muñoz y del Senador señor Montes, don Luis Díaz, y del Senador señor Ossandón, doña Israela Rosenblum y don José Huerta.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Los siguientes preceptos (todos contenidos en el artículo primero del proyecto) tienen carácter orgánico constitucional: en el número 3: el artículo 28 sexies; en el número 3 -que pasa a ser 4-: el inciso tercero del artículo 28 bis A -que pasa a ser 28 septies-, el artículo 28 bis B       -que pasa a ser 28 octies-, el artículo 28 bis C -que pasa a ser 28 nonies- y las letras b) y c) del inciso primero del artículo 28 bis E -que pasa a ser 28 undecies-; en el número 5 -que pasa a ser 6-: el inciso primero del artículo 36; en el número 6 -que pasa a ser 7-: el artículo 37; en el número 8: el artículo 37 bis; en el número 8 -que pasa a ser 10-: el inciso primero que se propone en la letra a) y las letras b), c) y g), y en el número 9 -que pasa a ser 11-: la letra b).


Lo anterior, en virtud de lo señalado en las normas constitucionales identificadas a continuación: artículo primero: número 3: artículo 28 sexies (artículos 113, 118 y 119); número 3 -que pasa a ser 4-: inciso tercero del artículo 28 bis A -que pasa a ser 28 septies- (artículos 99, 113 y 118), artículo 28 bis B -que pasa a ser 28 octies- (artículos 113, 118 y 119), artículo 28 bis C -que pasa a ser 28 nonies- (artículo 118), letra b) del inciso primero del artículo 28 bis E -que pasa a ser 28 undecies- (artículos 113 y 118), y letra c) del mismo precepto (artículo 118); número 5 -que pasa a ser 6-: inciso primero del artículo 36 (artículos 113 y 118); número 6 -que pasa a ser 7-: artículo 37 (artículos 113 y 118); número 8: artículo 37 bis (artículo 113); número 8 -que pasa a ser 10-: inciso primero que se propone en la letra a) y letras b), c) y g) (artículo 118), y número 9 -que pasa a ser 11-: letra b) (artículo 118).


Todo lo consignado, en correspondencia con el artículo 66, inciso segundo, de la Carta Fundamental.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: artículo primero: números 1, 4 -que pasa a ser 5-, 6 -que pasa a ser 7-, 7 -que pasa a ser 9- y 10 -que pasa a ser 12-; artículo tercero: número 1, y artículo transitorio.

2.-
Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 2 (artículo 28 sexies), 3, 4, 5, 7, 8, 10, 12, 15, 16, 20, 22, 24, 25, 26, 28, 31, 33, 34 (en relación con artículos 134, 177, 183 y 184), 35, 40, 43, 52, 54, 56 y 57.

3.-
Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 1, 2 (artículos 28 quáter y 28 quinquies), 9, 13, 14, 17, 18, 19, 21, 23, 27, 29, 30, 32, 34 (artículo 184 bis) y 59.

4.-
Indicaciones rechazadas: número 37.

5.-
Indicaciones retiradas: ninguna.

6.-
Indicaciones declaradas inadmisibles: números 6, 11, 36, 38, 39, 41, 42, 44, 45, 46, 47, 48, 49, 50, 51, 53, 55 y 58.

- - -


En forma previa al análisis pormenorizado de las indicaciones presentadas a esta iniciativa legal, la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo hizo hincapié en que las formuladas por el Ejecutivo se hacen cargo de los planteamientos expresados durante la discusión en general del proyecto de ley, tanto por los señores Senadores como por los invitados a la Comisión, y de inquietudes manifestadas con ocasión del examen de los asuntos relativos a la edificación en altura y la planificación urbana, así como en cuanto a integración urbana e incentivos urbanísticos. 

Resaltó que las indicaciones persiguen fundamentalmente profundizar en uno de los elementos sustantivos de la iniciativa, cual es la transparencia del mercado del suelo, abordando tres ámbitos: ajustes meramente formales, perfeccionamiento del observatorio del mercado del suelo urbano y mejoramiento del concepto de predictibilidad y del proceso de actualización de los instrumentos de planificación territorial (IPT).

En lo que atañe al segundo punto consignado, se acogió la preocupación sobre la desagregación de la información a una escala subcomunal, para lo cual se ha trabajado en conjunto con el Servicio de Impuestos Internos, acotándose a áreas territoriales dentro de la comuna.

Además, se establece una regulación reglamentaria conjunta entre el MINVU y el Ministerio de Hacienda, sobre la frecuencia con que la información estará disponible en el observatorio, y respecto de las características, atributos y dimensión de las zonas geográficas subcomunales.

Sin perjuicio de lo anterior, advirtió que se puso énfasis en la protección de los datos personales en todo el proceso de entrega de antecedentes por parte del SII.

Comentó que, por otra parte, se contempla un sistema de información sobre tramitación de permisos de edificación, que opere con los datos provistos por las direcciones de obras municipales, disponible en un portal único en la página web de su Cartera y que, en el futuro, permita gestionar permisos y recepciones de obras, agilizando los procesos.

Pasando al siguiente ámbito, destacó que los IPT deberán ser actualizados cada diez años, para que sean coherentes con el crecimiento de las ciudades; se mejora el sistema de enmiendas a los planes reguladores comunales y se incorpora uno a los intercomunales, con el afán de simplificar las modificaciones y reducir los tiempos de tramitación; además, se propone la supresión de la segunda exposición al Consejo de Organizaciones de la Sociedad Civil cuando los planes comunales se ajusten a la imagen objetivo, y, por último, se reemplaza la publicación en el Diario Oficial por una en la página web, disminuyendo los costos a los municipios.

Luego, destacó que, en relación con los incentivos urbanísticos, las indicaciones del Ejecutivo persiguen que las viviendas sociales no pierdan su calidad de tales; la posibilidad de contar con incentivos urbanísticos asociados a sustentabilidad urbana, y, finalmente, se plantea una norma interpretativa para clarificar la validez de aquellos contenidos en planes reguladores vigentes.

En otro orden de materias, se propone la creación de estándares urbanísticos mínimos -tal como lo ha sugerido el Consejo Nacional de Desarrollo Urbano- y de normas urbanísticas supletorias.

Así, respecto de los primeros, explicó que los planes reguladores comunales deberán ajustarse a parámetros básicos, tales como: mínimo de metros cuadrados de áreas verdes y de equipamiento público por habitantes u ocupantes -de acuerdo a la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones (OGUC)-, y un estacionamiento por cada dos viviendas.
En cuanto a las normas supletorias, explicó que operarían en áreas urbanas en que no existan planes reguladores comunales o seccionales que las rijan, por lo que, mientras no se aprueben dichos IPT, las construcciones deberán tener una altura máxima de cuatro pisos -salvo manzanas ya edificadas en más de sus dos tercios, caso en que opera la altura promedio-, no alterar el sistema de agrupamiento y características arquitectónicas básicas y continuar de manera coherente con la trama vial existente o la red vial básica.

El Honorable Senador señor Moreira preguntó si las medidas descritas significarán un aumento en el valor de las viviendas.

La señora Paulina Saball respondió que todo lo contrario, pues lo que se anhela es establecer claramente las normas sobre las que se deben elaborar los IPT y otorgar certeza a los intervinientes respecto de lo permitido en aquellos sectores que no cuenten con un plan regulador.

Concluyó remarcando que las indicaciones presentadas por el Ejecutivo buscan complementar y profundizar la transparencia del mercado del suelo y favorecer una competencia informada y recta entre los actores del mercado inmobiliario, minimizando el riesgo tanto de conductas indebidas como de prácticas especulativas, tal como lo propusieran el Consejo Asesor Presidencial contra los Conflictos de Interés, el Tráfico de Influencias y la Corrupción, y el Consejo Nacional de Desarrollo Urbano.

El señor Ricardo Guerrero, asesor de Política Tributaria de la Subsecretaría de Hacienda, reiteró que uno de los objetivos del proyecto de ley en discusión es promover la transparencia del mercado del suelo y que, en la elaboración de las indicaciones presentadas por el Ejecutivo, se llevó a cabo un trabajo conjunto entre el Ministerio de Hacienda, el MINVU y el Servicio de Impuestos Internos.

En ese sentido, señaló que se intenta generar las condiciones para cumplir con dicho propósito y, al mismo tiempo, no alterar las funciones que desarrolla el SII, fundamentalmente a nivel de impuesto territorial; por ello, no sería posible utilizar la información del observatorio del mercado del suelo urbano para impugnar la determinación de la base imponible del mencionado tributo.

El señor Simón Ramírez, Jefe del Departamento de Técnicas Tributarias del Servicio de Impuestos Internos, agregó que en la labor conjunta aludida se planteó la necesidad de entregar información -en el observatorio antedicho- a un nivel más acotado que el comunal, reconociendo el hecho de que en una misma localidad existen las denominadas -por los desarrolladores inmobiliarios- “zonas calientes”, que serán rastreadas y determinadas entre los Ministerios de Hacienda y de Vivienda y Urbanismo y el SII.

Por otra parte, hizo hincapié en que el observatorio se proveerá con datos del formulario N° 2.890 -declaración sobre enajenación e inscripción de bienes raíces- que contiene el precio real de las transacciones. Sin embargo, se tendrá especial cuidado con la debida reserva de ciertos antecedentes, de manera de impedir la identificación de roles y propietarios específicos.

La señora Israela Rosenblum, asesora del Senador señor Ossandón, sostuvo que en general concuerda con las indicaciones del Ejecutivo, aun cuando apuntó que la plusvalía de los bienes raíces no solo se produce por ampliaciones de los límites urbanos, sino también por otras acciones del Estado en pos de la ciudad y que no se recogen en este proyecto de ley, por ejemplo, una nueva línea de metro.

El Honorable Senador señor Tuma preguntó cómo una persona jurídica deberá reflejar en su balance la plusvalía que haya obtenido un inmueble del que sea propietaria y si eso incidirá de algún modo en el impuesto a la renta a pagar.

El señor Simón Ramírez indicó que son cosas distintas y explicó que la tasación que realiza el Servicio de Impuestos Internos con ocasión del impuesto territorial tiene como única finalidad la aplicación del mismo. Luego, para efectos del impuesto a la renta, lo que debe constar en el balance del contribuyente es el costo de adquisición del bien raíz reajustado por IPC y, posteriormente, se determina la base imponible de acuerdo a la Ley sobre Impuesto a la Renta (LIR).

Por otro lado, la tasación comercial a la que alude el impuesto a la plusvalía -que se pretende crear- será utilizada específicamente para éste y no tiene relación con las avaluaciones fiscales que realiza el SII para efectos del impuesto territorial.

La LIR grava el mayor valor obtenido en la enajenación, por lo que la base imponible corresponde a la diferencia entre el costo de venta y el de adquisición del inmueble; de ese mayor valor se depurará aquella parte que solo se atribuya a la ampliación del límite urbano, monto sobre el que se aplicaría la tasa del nuevo impuesto a la plusvalía.

El Honorable Senador señor Moreira consultó al señor Subsecretario de Hacienda cuál es la recaudación que se espera obtener con el impuesto a la plusvalía y sus consecuencias en el mercado. Adicionalmente, inquirió sobre la razón de fijar la tasa en un 10% y cómo se integrará el nuevo impuesto con el territorial y el que grava las ganancias de capital.

El señor Subsecretario de Hacienda resaltó que es importante diferenciar el impuesto a la ganancia de capital de lo que será el impuesto a la plusvalía generada por la ampliación del límite urbano.

Así, manifestó que los fundamentos de ambos gravámenes son distintos y que también lo son sus bases imponibles. El impuesto a la renta sobre la ganancia de capital grava el ingreso que una persona obtiene como consecuencia de su trabajo o esfuerzo; en cambio, el nuevo impuesto se aplicaría sobre aquella parte de la ganancia que se produce por la acción del Estado, consistente en modificar el uso de suelo que afecta a un predio.

Por otra parte, el impuesto territorial grava constantemente el valor de la propiedad, es decir la riqueza.

Reconoció que el texto aprobado en general, en lo que se refiere al nuevo impuesto a la plusvalía, es perfeccionable en cuanto a la complejidad del mecanismo, razón que ha llevado a solicitar al Servicio de Impuestos Internos que intervenga en su rediseño.

El Honorable Senador señor Tuma consultó cuál será el método de avaluación de un predio que haya aumentado su valor tanto por actos de su propietario, como por el cambio de uso de suelo.

El señor Subsecretario de Hacienda contestó que, al tener el impuesto a la plusvalía un fundamento distinto al de la renta, las fórmulas de cálculo de las bases imponibles permitirán determinar qué corresponde gravar con uno u otro.

El señor Simón Ramírez añadió que, dentro de los procesos de tasación inicial y final del nuevo impuesto, el SII tendrá que aislar aquella parte del mayor valor que corresponda estrictamente a la ampliación del límite urbano de otras variables que hayan tenido el efecto de encarecer el inmueble, mencionando, por ejemplo, que las mejoras se descontarán de la base imponible, por entender que provienen del esfuerzo del contribuyente.

Por otra parte, señaló que el SII está obligado a determinar la metodología de cálculo del índice de variación del valor de los bienes raíces rurales a través de resoluciones, que dictará previa consulta pública, de suerte que los contribuyentes puedan opinar al respecto.

Adicionalmente, sostuvo que entre las adecuaciones que el Servicio analiza está la posibilidad de establecer distintos mecanismos de tasación comercial y un proceso de reclamación del monto que se determine en cada operación en particular.

A su turno, el Honorable Senador señor Montes observó que el tema del suelo ha sido postergado por mucho tiempo, por lo que aprecia que por medio de este proyecto de ley se le dé una mayor regulación. 

Por otra parte, consideró justo que las sobre utilidades vayan también en beneficio de las ciudades y no solamente de los propietarios. Advirtió que el nuevo impuesto que se quiere crear dispone que solo en una circunstancia -el cambio del límite urbano- la plusvalía tribute y no en todas, por lo que sugirió ampliar la hipótesis a otras fuentes de importantes ganancias que tienen su origen en el actuar del Estado, como, por ejemplo, una línea de metro, carreteras, autopistas, grandes parques, etc.

Sin perjuicio de lo anterior, opinó que es lógico tener conocimiento en cuanto a la razón del establecimiento de la tasa del 10%.

Comentó que en otros países, como Brasil, se aplican cálculos sofisticados para el impuesto a la plusvalía, fijando un radio determinado y, luego, diferenciando el origen de la ganancia, pero siempre otorgando la posibilidad de reclamo al contribuyente.

En otro orden de materias, señaló que lo óptimo habría sido aprovechar esta oportunidad para modificar el marco normativo de las parcelas de agrado, así como también quitar las franquicias de los predios agrícolas dentro del área urbana.

El Honorable Senador señor Moreira resaltó que lo que se pretende es crear un nuevo impuesto a un rubro que ya ha debido hacer frente a la Ley de Aportes al Espacio Público y a muchos cambios en la tributación en los últimos años, por lo que consideró que las viviendas aumentarán aún más sus precios en Chile.

La señora Ministra acotó que este proyecto de ley es mucho más que el nuevo impuesto a la plusvalía y que, de hecho, éste se trata en su artículo cuarto, por lo que propuso debatir los asuntos a medida que se vayan analizando las indicaciones presentadas; además, de ese modo, se otorga el tiempo necesario para que el Ministerio de Hacienda y el SII converjan en las medidas que simplificarían el gravamen, según lo consignado por el Subsecretario de Hacienda.

El Honorable Senador señor Moreira estuvo de acuerdo con la Secretaria de Estado en tanto, al momento de analizar en detalle el impuesto a la plusvalía, los representantes del Ministerio de Hacienda y del Servicio de Impuestos Internos cuenten con los antecedentes antes solicitados y con las mejoras ofrecidas.

Asimismo, dejó constancia sobre el apoyo de la Comisión al objetivo final de la iniciativa, cual es la regulación de las materias referidas al suelo, lo cual no pasa necesariamente por consagrar un nuevo impuesto.


El Honorable Senador señor Tuma apuntó que apoya la idea de fondo del proyecto de ley, pero hizo hincapié en que se precisa mayor claridad en cuanto al nuevo tributo.
- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado, que se describen, y de los acuerdos adoptados a su respecto por la Comisión de Vivienda y Urbanismo:

ARTÍCULO PRIMERO


Modifica, mediante 11 números, el decreto con fuerza de ley N° 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1975               -publicado en 1976-, Ley General de Urbanismo y Construcciones.
Número 2


Añade en el Capítulo II del Título II, denominado “De la Planificación Urbana en particular”, un nuevo párrafo, denominado “PÁRRAFO PRELIMINAR.- Ámbitos de competencia y medidas de transparencia en la Planificación Urbana”, a fin de agrupar a los actuales artículos 28 y 28 bis y los nuevos artículos 28 bis A, 28 bis B, 28 bis C, 28 bis D y 28 bis E.


En este numeral recae la indicación número 1, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazarlo por el siguiente:


“2. Agrégase a continuación del epígrafe “De la Planificación Urbana en particular”, el siguiente epígrafe nuevo: “PÁRRAFO PRELIMINAR.- Ámbitos de competencia y medidas de transparencia en la Planificación Urbana”.”.

La señora Ministra de Vivienda y Urbanismo explicó, en lo pertinente, que los nuevos preceptos que se contendrían en el párrafo preliminar propuesto -y que se describen oportunamente- corresponden a la concreción de los planteamientos del Consejo Nacional de Desarrollo Urbano, tal como se detalló con anterioridad, referentes a los estándares urbanísticos mínimos que se deben plasmar en los IPT y las normas supletorias en caso de no existir estos últimos, garantizando la armonía de las ciudades y la certeza para los intervinientes en el mercado inmobiliario.


Asimismo, resaltó que se recogió la necesidad de la actualización periódica de los planes reguladores, estableciéndose un plazo de diez años de vigencia.

- Puesta en votación esta indicación, fue aprobada unánimemente, con una enmienda meramente formal, votando los Honorables Senadores señores Montes, Moreira, Tuma y Walker, don Patricio.

o o o


La indicación número 2, de Su Excelencia la Presidenta de la República, intercala después del número 2 el siguiente, nuevo (para mayor claridad, la Comisión consideró y votó cada precepto propuesto por separado):


“.... Introdúcense a continuación del artículo 28 ter los siguientes artículos 28 quáter, 28 quinquies y 28 sexies, nuevos:


“Artículo 28 quáter.- Estándares urbanísticos mínimos para los instrumentos de planificación urbana. Los instrumentos de planificación urbana comunal deberán ajustarse para su elaboración o modificación, a:


a) Los instrumentos relacionados con capacidad vial y redes de infraestructura elaborados por los organismos competentes.


b) El mínimo de metros cuadrados de áreas verdes por ocupantes y/o habitantes que señale la Ordenanza General.


c) El mínimo de metros cuadrados de equipamientos públicos por ocupantes y/o habitantes que señale la Ordenanza General.


Tanto en los literales b) como el c) se considerarán los ocupantes y/o habitantes existentes en la comuna al momento de la elaboración del instrumento como también aquellos que puedan agregarse a consecuencia de sus respectivas disposiciones.


d) El mínimo de un estacionamiento por cada dos unidades de viviendas, que estarán localizados al interior de éstas o de la copropiedad. Tratándose de usos distintos al habitacional se estará a lo que determine la Ordenanza General, a menos que el propio instrumento establezca límites inferiores por razones de congestión y densidad.


e) Las demás que señale la Ordenanza General.”.

El Honorable Senador señor Tuma consideró que fijar como estándar mínimo un estacionamiento por cada dos viviendas no se condice con la realidad de las familias y opinó que lo básico es que cada una tenga el espacio para al menos un vehículo, de lo contrario, en el corto plazo esta norma quedará obsoleta.

La señora Ministra observó que el precepto determina la pauta mínima que deben respetar los planes reguladores. Además, es preciso tener presente la idea de no incentivar la proliferación de vehículos particulares en pos de propiciar el transporte público, a fin evitar el colapso de la infraestructura vial y disminuir la contaminación.


Agregó que cada ciudad, al momento de definir su imagen objetivo, deberá dilucidar sus propios atributos y criterios de sustentabilidad y crecimiento.
En la siguiente sesión, la Secretaria de Estado expresó que este artículo recoge la idea de profundizar el concepto de predictibilidad de la planificación territorial, acogiendo los planteamientos de la Comisión Nacional de Desarrollo Urbano, en orden a que los planes reguladores comunales cumplan con ciertos estándares mínimos para propender a que las ciudades se desarrollen armónicamente.

El Honorable Senador señor Montes consideró que la letra a) del artículo no fija una pauta mínima, por lo que se escapa de la lógica de la redacción de la norma; sin embargo, hizo hincapié en que se precisa un estándar en materia de capacidad vial y redes de infraestructura que permita predeterminar la aptitud por sectores o zonas para admitir nuevos proyectos, ya que la evaluación en particular de cada uno conlleva a que en algún momento las instalaciones colapsen, con lo que concordó la Secretaria de Estado.

Sobre la letra d) del precepto en análisis, el Honorable Senador señor Tuma sostuvo que -tal como expresó anteriormente- le parece insuficiente un estacionamiento por cada dos viviendas.

El Honorable Senador señor Montes observó que los planes reguladores, en general, establecen un estacionamiento por cada cinco viviendas y añadió que será muy complicado que el gremio inmobiliario comparta el planteamiento de Su Señoría.

La señora Ministra advirtió que disponer que lo mínimo sea un estacionamiento por vivienda elevaría drásticamente los valores de ellas; además, no debe perderse de vista que esta norma regulará los instrumentos de planificación de todas las comunas del país y algunas se verían afectadas negativamente por esa relación de aparcamientos, como es el caso de Chaitén, Chile Chico, etc.

Por otra parte, reiteró que incentivar el uso del automóvil no se condice con las medidas que apuntan a aminorar el cambio climático y reducir las emisiones de contaminantes, y se contrapone al reforzamiento de la utilización del transporte público.

El Honorable Senador señor Moreira preguntó si existe algún modo de garantizar que el mínimo de estacionamientos -uno por cada dos viviendas- sea acatado por todos los planes reguladores comunales.

La señora Ministra contestó que la pauta mínima que deberán respetar los IPT será la de un estacionamiento por dos unidades de vivienda; sin embargo, explicó que podría permitirse, mediante una mejor redacción, que el propio instrumento establezca fundadamente límites inferiores o superiores, por razones de congestión y densidad.

El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, preguntó si no sería más conveniente dejar la regulación del estándar mínimo de estacionamientos a la Ordenanza, por la flexibilidad que se requiere en atención a las características particulares de cada comuna.

El Honorable Senador señor Montes expresó que actualmente se regula en la OGUC, pero que al no tener rango legal no ha tenido el efecto esperado.

Al mismo tiempo, sugirió distinguir en la ley entre ciudades de acuerdo a su tamaño, para fijar la norma básica aplicable; así, tal vez, sería más adecuado que las urbes con menos de cincuenta mil habitantes se rijan solo por la Ordenanza.

La Secretaria de Estado coincidió con Su Señoría y agregó que la idea es realzar el estándar mínimo -de un estacionamiento por cada dos viviendas- estableciéndolo en la LGUC, sin perjuicio de lo cual se comprometió a realizar un análisis acabado del asunto para, luego, exponerlo a la Comisión.

Pasando a otra materia, el Honorable Senador señor Moreira observó que la letra e) del artículo en estudio es demasiado amplia e inespecífica y, por consiguiente, abierta a un sinfín de interpretaciones al prescribir que los planes reguladores comunales deberán ajustarse a “las demás que señale la Ordenanza General”.

La señora Ministra reconoció que lo adecuado sería que la redacción de la letra e) fuese “los demás estándares que señale la Ordenanza General”.

Asimismo, reiteró su compromiso en orden a analizar detalladamente el precepto en debate para, dentro del marco de la indicación, hacer una nueva propuesta de redacción a la Comisión, dilucidando si se pretende fijar los estándares mínimos en la Ley General de Urbanismo y Construcciones -diseñando, también, el método por medio del que podrían llegar a modificarse tales mínimos-, o bien, que el artículo establezca las materias respecto de las cuales la Ordenanza deberá determinar las pautas básicas. En espera de dicha propuesta, quedó pendiente la resolución de este asunto.

En una sesión posterior, la señora Ministra manifestó que, luego de una reunión de trabajo entre el Ejecutivo y los asesores de los señores Senadores -efectuada con la venia de la Comisión-, se logró converger en una nueva propuesta de redacción para los artículos 28 quáter y 28 quinquies, dentro del marco de la indicación original, que mejora sus textos e intenta resolver algunos de los asuntos planteados durante el debate de los mencionados preceptos.

La nueva redacción que se propone para el artículo 28 quáter es del siguiente tenor:

“Artículo 28 quáter.- Estándares urbanísticos mínimos para los instrumentos de planificación urbana comunal. Los instrumentos de planificación urbana comunal deberán ajustarse, en su elaboración o modificación, a:

a) La superficie, accesibilidad y tipos de áreas verdes por ocupantes o habitantes que señale la Ordenanza General.

b) La superficie, accesibilidad y tipos de equipamientos por ocupantes o habitantes que señale la Ordenanza General.

c) El mínimo de estacionamientos que estarán localizados al interior del predio que determine la Ordenanza General, con las excepciones que esta misma establezca. Para el caso de viviendas, será uno por cada dos unidades de viviendas, a menos que el propio instrumento establezca límites diferentes por razones de congestión o densidad, y sin perjuicio de respetar lo dispuesto en el artículo 8° de la Ley N° 19.537, de Copropiedad Inmobiliaria. Tratándose de usos distintos al habitacional, se estará a lo que determine la Ordenanza General en función del destino e intensidad de ocupación.

d) Una trama vial que incorpore circulaciones destinadas al uso público cuyas intersecciones no excedan de 200 metros lineales, con las excepciones que señale la Ordenanza General, para garantizar la continuidad del espacio público y la conectividad con la vialidad del sector.

e) Los demás estándares que señale la Ordenanza General para garantizar el acceso equitativo a los bienes públicos urbanos. 

En los literales a) y b) se considerará la totalidad de ocupantes o habitantes que pueda llegar a tener la comuna como consecuencia de las disposiciones del instrumento o de su modificación.

La Ordenanza, al reglamentar estos estándares, reconocerá las condiciones locales y de diversidad territorial.”.

El Honorable Senador señor Montes estuvo de acuerdo, en general, con el nuevo texto, aunque acotó que contemplar un estacionamiento por cada dos viviendas -en la letra c)- provocará un gran efecto sobre la mayor parte de las comunas. Asimismo, advirtió que la posibilidad de que el plan regulador pueda establecer “límites diferentes” podría generar complicaciones, por lo que preguntó si es realmente la intención del Ejecutivo que se pueda fijar un margen superior o inferior.

Apuntó que un tema relevante, en cuanto a los estacionamientos, es el caos vehicular que se produce en los colegios por no considerar calzos para los apoderados que dejan y retiran a sus hijos, ocupando dos y hasta tres pistas de las calles.

La señora Ministra contestó que, efectivamente, la idea es que cada plan regulador pueda determinar una relación mayor o menor de estacionamientos por número de viviendas, asumiendo que existen comunas de distintos tamaños y realidades, por ejemplo, en zonas saturadas o cuando los planes de descontaminación tiendan a disminuir la disponibilidad de vehículos en un área.

Agregó que la terminología de la propuesta y la posibilidad de establecer un límite diferente al consignado en el estándar obligará a que el instrumento de planificación territorial específico fundamente, estudie y sustente la decisión.

Además, indicó que lo relativo a la falta de estacionamientos en los colegios será solucionado por la entrada en vigencia de la Ley de Aportes al Espacio Público.

El Honorable Senador señor Tuma sostuvo que la norma -aparentemente- permite que las comunas solo estén facultadas para determinar aún menos estacionamientos por número de viviendas, por razones de congestión o densidad; entonces, opinó que sería más adecuado explicitar que también se podrá superar aquel estándar, ante lo que la Secretaria de Estado planteó la idea de permitir que el propio instrumento fije límites inferiores o superiores, por razones de congestión o densidad.

El señor Enrique Rajevic acotó que una alternativa sería aclarar expresamente, en este debate, la intención de la norma, de modo de dejar constancia en la historia fidedigna de la ley de que el propósito que se ha manifestado consiste en posibilitar que el límite, de un estacionamiento por cada dos viviendas, pueda ser modificado a uno superior o inferior, por razones fundadas en congestión o densidad.

El Honorable Senador señor Moreira planteó establecer -en la letra c)- “límites diferentes, sean inferiores o superiores”, con lo que estuvo de acuerdo tanto la Secretaria de Estado, como el resto de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Montes y Tuma.

Pasando a otro punto, el Honorable Senador señor Tuma preguntó por el alcance de lo dispuesto en la letra d) del artículo, en lo que se refiere a no exceder los 200 metros lineales.

La señora Ministra explicó que la materia sobre la que recae la consulta de Su Señoría es coherente con lo que contendría el proyecto -en elaboración- que modifica la Ley sobre Copropiedad Inmobiliaria, en el sentido de impedir que existan condominios que dificulten la circulación dentro de la ciudad, evitando que quede interrumpida por conjuntos habitacionales demasiado extensos.

Por otra parte, el Honorable Senador señor Moreira preguntó por la intención de la nueva redacción de la letra e), para efectos de registrarla en la historia fidedigna de la ley.


La Secretaria de Estado contestó que se optó por un texto que fuera coherente con el propósito de la norma, es decir, hablar de estándares, y, al mismo tiempo, se deja en claro que no se trata de cualquiera, sino que de los que garantizan el acceso equitativo a los bienes públicos urbanos.

- Puesto en votación el artículo 28 quáter, fue aprobado unánimemente, votando los Honorables Senadores señores Montes, Moreira y Tuma, modificado de manera de consultar la nueva redacción propuesta por el Ejecutivo -oportunamente descrita-, en el marco de la indicación de que se trata, con la enmienda consignada respecto de la letra c) y otras de carácter formal.


“Artículo 28 quinquies.- Normas urbanísticas supletorias para territorios sin planificación comunal o seccional. Las construcciones que se levanten en áreas urbanas que no estén normadas por un Plan Regulador Comunal o un Plan Seccional deberán ajustarse, mientras no se dicte en dichas áreas alguno de estos instrumentos, a las siguientes disposiciones:


a) Su altura no podrá superar 4 pisos, salvo que se emplacen en manzanas ya edificadas en más de sus dos terceras partes, en cuyo evento no podrán sobrepasar la altura media de los edificios ya construidos.


b) No podrán alterar el sistema de agrupamiento de edificios y sus características arquitectónicas, debiendo adaptarse al entorno urbano en que se emplacen.


c) Deberán continuar de manera coherente a la trama vial existente o la red vial básica, si la hubiere.


d) Las demás que señale la Ordenanza General.”.

La señora Ministra recalcó que esta disposición recoge los planteamientos formulados, en su momento, por los expertos invitados a exponer, dentro del marco de la necesaria predictibilidad que debiese existir en la planificación territorial y, fundamentalmente, respecto de que ante la falta de un IPT en una zona específica es indispensable una norma supletoria, evitando situaciones como la de los grandes edificios de Estación Central.

Por lo anterior, el artículo 28 quinquies -que se propone- intenta fijar de manera clara qué se puede construir en un área que carece de plan regulador comunal o seccional, con el objeto de que no se pierda la coherencia y armonía con el entorno ya edificado, tanto desde el punto de vista de la altura y densidad, como de la capacidad en materia vial.

Afirmó que lo que se quiere evitar es la hiperdensificación que afecta el desarrollo del espacio y que genera una demanda demasiado alta sobre la estructura pública, imposible de resolver.

El Honorable Senador señor Moreira opinó que la falta de plan regulador es una responsabilidad que le cabe al Estado.

La señora Ministra aclaró que la carga de generar los planes reguladores comunales recae sobre los municipios.

Sin perjuicio de lo anterior, resaltó que el principal objetivo de este proyecto de ley es que todos los territorios cuenten con su IPT, para lo cual se está promoviendo la participación ciudadana, la transparencia y la agilidad de los instrumentos; pero, al mismo tiempo, se quiere prever la hipótesis de falta de planificación territorial.

Entonces, la letra a) limita la construcción en altura hasta un máximo de cuatro pisos, excepto que la manzana ya se encuentre edificada en más de sus dos terceras partes, en cuyo evento no se podrá sobrepasar la altura media de los edificios ya ejecutados; observó que sería conveniente fijar un límite de diez pisos en el último caso.

La letra b) busca que lo que se edifique, sin haber plan regulador, no sea totalmente disruptivo del diseño del entorno ya consolidado.

Por último, la letra c) persigue que lo nuevo sea coherente con la trama vial existente o la red vial básica, si la hubiere.

Destacó que el contenido de las exigencias consignadas en el artículo en estudio es muy básico, redundando en altura, armonía del diseño y capacidad vial existente, y regirán en las zonas que no cuenten con normativa territorial, con el objeto de que no ocurran situaciones que, luego de ejecutadas, son imposibles o difíciles de resolver.

Igualmente, aseguró que este precepto incentivará a las municipalidades a generar sus propios instrumentos de planificación, porque cada una querrá regular su comuna en base a sus prioridades.

El Honorable Senador señor Tuma apoyó el contenido y propósito del artículo 28 quinquies como una forma de que no se abuse de la inexistencia de planes reguladores, como en Estación Central. 

Valoró lo expresado por la Secretaria de Estado, en el sentido de que para solucionar el problema se requieren IPT actualizados en cada territorio y preguntó qué hacer para abreviar y simplificar la generación de estos instrumentos, en atención a las causas que explican la carencia de ellos.

Consideró que uno de los procesos más complejos en el ordenamiento jurídico chileno es -precisamente- el que regula esta materia, por lo que es menester modificarlo.

La señora Ministra contestó que varias disposiciones de este proyecto de ley apuntan a incentivar la generación de planes reguladores actualizados, a saber: mejorar los niveles de participación ciudadana en el diseño al comienzo, ya que muchas veces los instrumentos se traban en la oposición final y en la discusión del detalle por la inexistencia del debate inicial sobre la imagen objetivo; actualización de los planes reguladores cada diez años, y se agiliza la adecuación de los planes seccionales.

Anotó que las razones de la carencia de planificación son variadas, siendo una de las más relevantes la falta de financiamiento de los municipios, razón por la que el MINVU mantiene un programa que apoya los estudios de los IPT, aunque asumió que es insuficiente respecto de la demanda. Otro tema importante y perjudicial es el recambio de autoridades, especialmente, cuando las entrantes no concuerdan con la labor de las salientes.

El Honorable Senador señor Moreira consultó si el Ministerio de Vivienda y Urbanismo cuenta con un parámetro de los recursos que se necesitan para apoyar a los municipios que carecen del dinero suficiente para llevar a cabo sus planes reguladores.

La señora Paulina Saball contestó que se dispone de los antecedentes de las ciudades que tienen IPT y su antigüedad, el presupuesto del MINVU para este fin y lo que se alcanza a cubrir con él.

El Honorable Senador señor Montes opinó que el corto plazo es la mayor dificultad en la planificación territorial y comentó que en Alemania se realiza a 60 años y, en el intertanto, solo se hacen ajustes menores; los franceses -por su parte- desarrollaron una ecuación que mantiene la coherencia entre un conjunto de variables y los nuevos proyectos deben ajustarse a ella.

Sostuvo que en el caso de las grandes ciudades debe haber integración entre los planes reguladores de las distintas comunas, pues entre éstas habrá muchas similitudes en sus necesidades, por lo tanto se precisa una continuidad.

Consultó qué es lo que se entiende por el sistema de agrupamiento de edificios, mencionado en la letra b).

Además, recordó que antaño era la Seremi de Vivienda y Urbanismo la que aprobaba los proyectos si no había regulación de un territorio determinado, por ello, preguntó quién otorgaría los permisos de construcción bajo esta nueva norma y si se ha analizado la posibilidad de que el director de obras municipales y el Seremi lo hagan conjuntamente, ya que no habiendo IPT el municipio debe perder poder de decisión sobre su comuna, lo que se convertiría en un aliciente para generarlo.

La señora Ministra contestó que con esta norma supletoria los permisos de construcción los seguiría visando el director de obras municipales correspondiente, con la posibilidad de que el particular reclame ante la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo.

Hizo presente que varias veces se ha planteado la necesidad de mejorar las funciones de los directores de obras municipales y su relación con la Seremi.

El asesor de la Secretaria de Estado, don Enrique Rajevic, señaló que la ley permite aprobar límites urbanos como instrumentos autónomos de planificación, originando un problema, porque nace una zona urbana sin norma y no se le otorga discrecionalidad a la dirección de obras, por lo que se ve obligada a conceder los permisos de construcción si se han cumplido las disposiciones de la Ordenanza.

Añadió que el artículo 28 quinquies regiría en aproximadamente 100 comunas, donde solo se ha definido el límite urbano, pero no su planificación.

Sobre el sistema de agrupamiento, indicó que constituye una norma urbanística cuyo objeto es definir las alternativas de emplazamiento de las edificaciones; las determina el IPT y se distinguen tres tipos: aislada, pareada y continua. Entonces, lo que pretende la letra b) es que, no habiendo plan regulador, se mantenga la fisonomía de las construcciones del entorno.

La señora Israela Rosenblum, asesora del Senador señor Ossandón, comentó que donde se ha definido el límite urbano en zonas rurales se deben aplicar las normas del área urbana, por lo tanto, en caso de faltar el plan regulador aplicaría, por ejemplo, la letra a)      -máximo de cuatro pisos- y, siendo así, los inversionistas construirán edificios de esa altura en lugares como Pirque y San José de Maipo, en circunstancias que no cuentan con la vialidad necesaria, ni con un sistema de agrupamiento que respetar.

El señor Enrique Rajevic acotó que bajo la norma vigente podría ocurrir lo recién mencionado.

El señor Héctor Mery, asesor del Senador señor Moreira, expresó que cuesta entender que esta norma supletoria sea un incentivo a la generación de planes reguladores; asimismo, sostuvo que se necesita un equilibrio entre los criterios que operarán ante la carencia de IPT y la alta demanda a satisfacer por más viviendas.

La señora Ministra indicó que lo que se pretende con este precepto es dar respuesta tanto a las áreas rurales que quedan regidas por un límite urbano, como a las urbanas hiperdensificadas que no cuentan con plan regulador, pues lo que se anhela es una densidad adecuada a las distintas realidades y armonía con lo existente y con la red vial.

Así, las normas que se han plasmado en el artículo tienen un sentido, a saber: la altura de cuatro pisos se basa en la regla general en materia de viviendas sociales; además, se ha estimado que no significaría un gran impacto a la red vial existente, y frente a manzanas con alta densidad lo que se quiere es no exceder la armonía del lugar.

Estimó que para un sector como el de Estación Central, que cuenta con una infraestructura que posibilita la alta densificación y que legítimamente genera una gran demanda de habitantes, esta norma supletoria se convertiría claramente en un incentivo a que la comuna genere su plan regulador, y si hubiese existido antes de la construcción de las grandes torres la presión inmobiliaria se habría enfocado en apurar el instrumento.

El Honorable Senador señor Montes señaló que confía en que si bien el precepto regula la altura, la densidad, la armonía y la vialidad, el resto de las materias se regirán por las normas generales, por ejemplo, aguas lluvias, aguas servidas, equipamiento, etc., ya que fue testigo de lo que ocurrió en la comuna de La Florida, entre el Canal San Carlos y Avenida La Florida, en que por no existir plan regulador no se respetó la consistencia en la vialidad, las aguas servidas terminaron acumulándose en pozos al final de los pasajes, etc.

La Secretaria de Estado sostuvo que precisamente por lo consignado por Su Señoría se comprende la letra d), que establece que las nuevas construcciones deberán ajustarse a las demás disposiciones que señale la Ordenanza General.

El Honorable Senador señor Moreira estuvo de acuerdo con lo señalado por el Senador señor Montes y agregó que no es conveniente dejar flancos a la interpretación de los intervinientes, por lo que sugirió a los representantes del Ministerio de Vivienda y Urbanismo buscar una redacción más apropiada, aun cuando comprende el espíritu de la norma.

El señor Enrique Rajevic planteó que podría solucionarse el punto diferenciando las comunas por su tamaño, en virtud del número de habitantes.

La señora Ministra apuntó que el riesgo de rigidizar la norma es muy alto y que son muchas las comunas pequeñas que se verían fuertemente afectadas en su desarrollo; sin perjuicio de ello, se comprometió a analizar en profundidad alguna fórmula que permita abarcar tanto el propósito de convertirse en una disposición subsidiaria, como evitar la inflexibilidad y los abusos.

El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, coincidió con la señora Paulina Saball, pues debe conservarse cierto grado de flexibilidad para atender las distintas realidades de los territorios y eso se lograría, en su opinión, mediante la regulación a través de la Ordenanza.

El Honorable Senador señor Montes observó que, en todo caso, la OGUC no hace grandes distinciones, más bien es homogeneizante, en cambio, en otros países se establecen exigencias en atención al tamaño de las ciudades.

En atención a los planteamientos anteriores, la resolución de este asunto quedó pendiente a la espera de los ajustes de redacción que, dentro del marco de la indicación, propondrá el Ejecutivo.

Posteriormente, se analizó una nueva redacción propuesta para el artículo 28 quinquies -dentro del marco de la indicación original-, fruto de la aludida reunión de trabajo sostenida entre el Ejecutivo y los asesores de los señores Senadores, cuyo texto es el siguiente:

“Artículo 28 quinquies.- Normas urbanísticas supletorias para territorios sin planificación comunal o seccional. Las construcciones que se levanten en zonas urbanas que no estén normadas por un Plan Regulador Comunal o un Plan Seccional deberán ajustarse, mientras mantengan esta situación, a las siguientes disposiciones:

a) No podrán superar la altura promedio de los edificios ya construidos en las manzanas ya edificadas, con un máximo de 10 pisos. En caso de no haber edificación no podrán exceder de dos pisos, salvo que se trate de conjuntos habitacionales de viviendas sociales, los que podrán alcanzar cuatro pisos.

b) No podrá superar la densidad promedio de la manzana en que se emplacen y, de no ser aplicable esta norma, la del promedio de las zonas contiguas que ya estén edificadas, salvo que se trate de conjuntos habitacionales de viviendas sociales. 

c) No podrán alterar el sistema de agrupamiento de las edificaciones, sus características arquitectónicas y volumétricas ni las líneas oficiales y de edificación del sector, debiendo adaptarse al entorno urbano en que se emplacen.

d) Deberán dar continuidad a la trama vial existente.

e) Deberán cumplir las demás normas urbanísticas supletorias que, para estos efectos, señale la Ordenanza General.

Las normas precedentes se aplicarán también cuando se declare la nulidad total o parcial de un plan regulador comunal o seccional.”.

La señora Ministra expresó que en esta nueva redacción se manifiesta con mayor precisión el espíritu original de la indicación del Ejecutivo.

Señaló que el cambio más relevante se produce en el nuevo texto de las letras a) y b) del precepto, y que en los restantes literales solo se mejora la redacción -c)- y el nivel de detalle -d)-.

En lo que atañe al tema de la altura de las edificaciones, establecida en la letra a), apuntó que, entre los representantes del MINVU y los asesores de los señores Senadores, se coincidió en que fijarla, en lo pertinente, en dos pisos es lo más adecuado, pensando en que esta norma supletoria regirá solamente cuando no exista instrumento de planificación territorial, transformándose, además, en un incentivo para que las comunas que quieran un mayor desarrollo inmobiliario se vean impulsadas a generar el plan regulador. Por otra parte, se tomó en consideración que en localidades pequeñas los cuatro pisos -de la redacción original- podían significar un impacto muy agresivo para sus territorios.

Detalló que la letra a) recoge dos hipótesis: en primer lugar, sectores consolidados, situación en que lo máximo a construir serán diez pisos; y, en segundo término, zonas no edificadas, donde la idea es que no sean más de dos.

Destacó que, en definitiva, esta norma supletoria regiría excepcionalmente cuando no exista IPT, pero no da la libertad suficiente como para convertirse en una excusa para no generarlo.

El Honorable Senador señor Tuma señaló que la responsabilidad de contar con un plan regulador no es solo de una persona, sino que de la comunidad en general, ya que consiste en un proceso largo y complicado; por lo tanto, consideró que limitar la construcción a solo dos pisos se transforma en un castigo para agrupaciones o instituciones que tienen la intención de erigir proyectos de más altura y preguntó por qué no permitir hasta cuatro.

El señor Héctor Mery hizo presente que el texto presentado por el Ejecutivo refleja fielmente las opiniones vertidas en la reunión de trabajo que se llevó a cabo entre los representantes del MINVU y los asesores de los señores Senadores.

Reconoció que, evidentemente, la norma no resolverá todas las situaciones y que, de esta forma, debiera incentivar a la generación de los instrumentos de planificación territorial propios de la comuna.

La señora Ministra recalcó que para que rija el límite de dos pisos deben concurrir, de manera conjunta, dos situaciones: la inexistencia de plan regulador comunal o seccional y que en el sector no hayan edificaciones en altura.

El Honorable Senador señor Moreira observó que, si bien los preceptos en análisis no son perfectos, sí se avanza en pos de las ciudades chilenas. Además, siempre se podrá enmendar la norma supletoria cuando la realidad así lo exija.

El Honorable Senador señor Montes manifestó su conformidad con la nueva redacción del artículo 28 quinquies.

Sin perjuicio de lo anterior, y al contrario de la opinión del Senador señor Tuma, expresó que no es adecuado -en su concepto- incentivar la urbanización en las localidades pequeñas de este modo, razón que justifica establecer un estándar bajo de construcción en altura.

Por otra parte, sugirió fijar una especie de sanción a las comunas que no generen su plan regulador, algo así como un número máximo de veces para utilizar la norma supletoria, de manera de no promover la urbanización mediante este mecanismo.

El Honorable Senador señor Tuma insistió en que dos pisos es demasiado limitante, llegando incluso a ser abusivo para las comunidades.

El señor Enrique Rajevic añadió que se ha estimado que la edificación de dos pisos es una medida suficiente para impedir que las construcciones sean inconexas unas con otras y, en el fondo, la intención del artículo es respetar lo ya erigido.

En cuanto a las viviendas sociales, cuyo límite es de cuatro pisos, indicó que el propósito es no dificultar aún más el acceso a la vivienda por parte de las personas más vulnerables.

Además, manifestó que en la reunión de trabajo sostenida con los asesores de los señores Senadores se coincidió en la pertinencia de añadir el último inciso, ya que, declarada la nulidad de un plan regulador comunal o seccional, en sede administrativa o judicial, no revive el anterior -si existiere-, pasando a regir las normas supletorias en análisis.

La señora Ministra compartió la preocupación del Senador señor Montes, en el sentido de qué hacer para que todas las comunas cuenten con sus instrumentos de planificación territorial al día, motivo por el que en el proyecto de ley en debate se ha introducido la obligación de actualizarlos en un máximo de diez años. 

En la misma dirección, instó a que, con ocasión del análisis del proyecto de Ley de Presupuestos para el Sector Público del año 2018, se discuta la posibilidad de suministrar más recursos para financiar a los municipios que lo requieran en pos de que dispongan de sus planes reguladores, tanto por vía de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, como a través de su Ministerio.

Aclaró que lo que no se quiere es que se abuse de la norma supletoria, ni estimular la falta de planificación comunal, y ésta es la mejor propuesta a la que se ha arribado.

El Honorable Senador señor Tuma opinó que si el argumento para endurecer la norma supletoria es presionar la generación del plan regulador, entonces el límite de dos pisos debe ser aplicado a todas las construcciones sin excepción; de otra forma, no es justo coartar la edificación, por ejemplo, de un hospital o un centro médico, a solo dos plantas.

El Honorable Senador señor Montes sostuvo que, a su entender, se quiere dar la señal de que el artículo 28 quinquies es una norma de excepción y que así debe ser declarado en su texto.

También consideró que el hecho de aprobar un permiso de construcción determinado, bajo las exigencias de este precepto, debe ser, a lo menos, informado a la Seremi de Vivienda y Urbanismo respectiva.

El Honorable Senador señor Moreira preguntó si es posible establecer, en el texto del artículo 28 quinquies, que se trata de una norma excepcional.

La Secretaria de Estado manifestó que los representantes del Ejecutivo entienden que la voz “supletorias” lleva implícita su calidad excepcional, ya que regirá solamente cuando una zona determinada no se encuentre regulada ni por un plan regulador comunal, ni por uno seccional.

En segundo lugar, hizo saber que son aproximadamente sesenta las comunas que no cuentan con su IPT y que lo ocurrido en Estación Central -con las grandes torres- constituye una absoluta anomalía dentro del sistema. Reconoció que lo que es de mayor ocurrencia es que el plan regulador no esté actualizado, pero para esos casos no regiría el artículo en debate.

Luego, explicó que la edificación de viviendas sociales se excluye del límite de los dos pisos, fijándose en cuatro, porque es -precisamente- en las localidades pequeñas donde más cuesta construirlas por la disponibilidad del suelo o por su no regulación, por lo que aplicarles una pauta más restrictiva impediría solucionar la demanda habitacional de personas vulnerables.

Asimismo, se aclaró, en relación con la letra b), que los nuevos conjuntos habitacionales de viviendas sociales no podrán superar la densidad promedio de la manzana en que se emplacen y, de no ser aplicable esta norma, no se emplearía a su respecto el promedio de las zonas contiguas que ya estén edificadas.

El Honorable Senador señor Tuma propuso que tanto las viviendas sociales como el equipamiento puedan ser construidos con una altura máxima de cuatro pisos.

La señora Ministra insistió en que la redacción planteada refleja la conclusión a la que llegaron los representantes del MINVU y los asesores de los señores Senadores, en cuanto a evitar que la normativa supletoria se transforme en un incentivo perverso para no llegar a tener un IPT.


A petición del Honorable Senador señor Tuma, la Comisión acordó realizar dos votaciones separadas respecto del artículo 28 quinquies, con la nueva redacción propuesta por el Ejecutivo -oportunamente descrita-, en el marco de la indicación de que se trata.


- En primer término, se puso en votación el texto del artículo -excepto su letra a)-, siendo aprobado, con enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Montes, Moreira y Tuma.


- En segundo lugar, se sometió a votación la letra a), resultando aprobada, con modificaciones formales, por 2 votos a favor y uno en contra. Votaron positivamente, los Honorables Senadores señores Montes y Moreira, y por el rechazo, el Honorable Senador señor Tuma.


En una sesión posterior, la Secretaria de Estado expuso la necesidad de introducir dos modificaciones al artículo 28 quinquies ya aprobado, a saber: 1) precisar, en la letra e), que se deberán cumplir las demás normas urbanísticas supletorias que, para estos efectos “y reconociendo las condiciones locales y de diversidad territorial”, señale la Ordenanza General, y 2) agregar un inciso final que prescriba que lo dispuesto en este artículo regirá sin perjuicio de las normas que respecto de las áreas de extensión urbana establezcan los Planes Reguladores Intercomunales.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Montes, Moreira y Tuma, acordó reabrir el debate acerca del precepto de que se trata.

La señora Ministra, en lo fundamental, justificó su solicitud en que se quiere evitar que mediante este artículo pudiese transgredirse una materia ya normada por un plan regulador intercomunal.


- Puestas en votación las modificaciones precedentemente descritas, se aprobaron unánimemente, votando los señores Senadores previamente identificados.


“Artículo 28 sexies.- Actualización de los instrumentos de planificación territorial. Los instrumentos de planificación territorial deberán actualizarse periódicamente en un plazo no mayor a diez años, conforme a las normas que disponga la Ordenanza General.”.”.

El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, consultó a la Secretaria de Estado qué es lo que ocurriría si los planes reguladores no se actualizan una vez cumplidos los diez años, a lo que ella contestó que seguirían vigentes.
En la siguiente sesión, la señora Ministra sostuvo que los instrumentos de planificación deben tener cierta periodicidad en sus actualizaciones y que esta disposición es complementaria con otras que se quiere establecer por medio del proyecto de ley en debate, con el objeto de que las modificaciones cuenten con un proceso más simplificado.

El Honorable Senador señor Montes acotó que tal vez ésta es la fuente de los problemas en materia de planificación urbana, ya que consideró que diez años es un periodo demasiado extenso en atención a la velocidad de los cambios de las ciudades, en cuanto a la infraestructura y necesidades de los vecinos; por ello, propuso una actualización más seguida, anual, por ejemplo.

La Secretaria de Estado observó que, en general, solo los estudios base de los planes reguladores comunales tardan dos años en estar acabados.

Además, señaló que no es que toda la ciudad cambie en el corto plazo, sino áreas de ella y para eso se contempla la posibilidad de adaptar el plan regulador de manera simplificada, en tanto guarde relación con la imagen objetivo definida previamente.

En el ámbito de las comunas pequeñas, comentó que diez años puede ser mucho o muy poco, ya que sin cambio de circunstancias podrían no crecer, pero llegando una actividad productiva a la zona -como turismo o minería- cambiarían radicalmente y el instrumento de planificación pasaría a ser imprescindible.

El Honorable Senador señor Moreira anotó que todo lo relativo a los instrumentos de planificación significa una gran dificultad para los municipios, por lo que muchas veces intentan postergar el proceso, especialmente considerando que no cuentan con los recursos suficientes para desarrollarlo.

El Honorable Senador señor Montes, sin perjuicio de apoyar el establecimiento del precepto en discusión, advirtió que la acumulación de los cambios -demográficos, de actividades productivas, inversión privada, etc.- conlleva necesariamente a modificaciones mucho más drásticas a los planes reguladores, obligando a estudios más complejos y costosos. Por lo antedicho, solicitó a la representante de la Biblioteca del Congreso Nacional antecedentes sobre el modo en que se llevan a cabo las enmiendas a la planificación territorial en el derecho comparado, a efectos de que pueda tenerse en consideración para una eventual mejora futura de la norma en debate.


- Puesto en votación este artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Montes, Moreira, Tuma y Walker, don Patricio.

o o o

Número 3 (Pasa a ser 4)


Este numeral agrega, a continuación del artículo 28 bis, sendos artículos 28 bis A, 28 bis B, 28 bis C, 28 bis D y 28 bis E.


En este número recaen veintiún indicaciones que, para un mejor entendimiento, se describirán y considerarán a propósito de cada texto en que inciden.

Encabezamiento


La indicación número 3, de Su Excelencia la Presidenta de la República, lo sustituye por el que sigue:


“… Agréganse a continuación del artículo 28 sexies, los siguientes artículos 28 septies, 28 octies, 28 nonies, 28 decies y 28 undecies:”.


- Puesta en votación esta indicación, fue aprobada unánimemente, votando los Honorables Senadores señores Montes, Moreira, Tuma y Walker, don Patricio.

Artículo 28 bis A (Pasa a ser 28 septies)

Este precepto, a través de tres incisos, regula el acceso a la información de los instrumentos de planificación territorial.


La indicación número 4, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para reemplazar la denominación del artículo por “28 septies”.

- Puesta en votación esta indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Montes, Moreira, Tuma y Walker, don Patricio.

Inciso primero


Dispone que los actos administrativos que promulguen la aprobación o modificación de un instrumento de planificación territorial deberán publicarse en el Diario Oficial junto con la respectiva Ordenanza, y se informará de la publicación en el Diario Oficial y de su disponibilidad en el sitio electrónico del organismo respectivo mediante un aviso en un periódico de circulación local, regional o en una radio comunal o regional, según sea el caso, debiendo la autoridad que los promulgue informar de este hecho al Servicio de Impuestos Internos dentro de quinto día, indicando si involucran modificaciones de límites urbanos y en qué zonas. La memoria explicativa, los planos y la ordenanza correspondiente se archivarán en los Conservadores de Bienes Raíces respectivos, en la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, en la respectiva secretaría regional de dicho ministerio y, cuando se trate de instrumentos de nivel comunal, en las municipalidades correspondientes.


La indicación número 5, de Su Excelencia la Presidenta de la República, sustituye en el inciso primero la frase “publicarse en el Diario Oficial junto con la respectiva Ordenanza, y se informará de la publicación en el Diario Oficial y de su disponibilidad en el sitio electrónico del organismo respectivo” por la siguiente: “publicarse en el sitio electrónico del organismo junto con la respectiva Ordenanza, y se informará de su disponibilidad en aquel”.
La señora Ministra de Vivienda y Urbanismo señaló que el hecho de publicar el acto administrativo que aprueba el instrumento de planificación o sus enmiendas en el sitio electrónico del organismo respectivo abaratará considerablemente los costos asociados.

El Honorable Senador señor Montes preguntó qué es lo que garantiza que el plan regulador publicado no sea intervenido por un tercero y que la información sea fidedigna en términos jurídicos.

El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, consultó si existe un repositorio que almacene estos instrumentos de manera confiable y que avale que su contenido no será adulterado, como la firma electrónica avanzada.

La Secretaria de Estado adujo que el MINVU mantendrá un observatorio que contendrá todos los IPT vigentes.

El señor Enrique Rajevic contestó que no se está planteando el sistema de firma electrónica porque se sigue lo que ha aplicado la Contraloría General de la República con las ordenanzas municipales, en el sentido de que no sería necesaria la publicación en el Diario Oficial por estimarse que por la Ley de Transparencia de la función pública y de acceso a la información de la Administración del Estado es suficiente la que se hace en el sitio web de cada organismo. Además, el Consejo para la Transparencia es el que fiscaliza que la información permanezca inalterable.

Adicionalmente, el observatorio del mercado del suelo funcionará como un portal único, facilitando el acceso a los datos.

El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, preguntó quién opera como certificador de tal información.

El asesor señor Rajevic hizo saber que el responsable es el jefe superior del Servicio respectivo, es decir, en la especie, el intendente o el alcalde.

Asimismo, advirtió que hoy los planos, al igual que su ordenanza, no se publican sino que se archivan en el Conservador de Bienes Raíces, en la División de Desarrollo Urbano del MINVU y en la respectiva Secretaría Regional Ministerial, y cuando se trata de planes comunales, en la municipalidad.


- Puesta en votación esta indicación, fue aprobada unánimemente, votando los Honorables Senadores señores Montes, Moreira, Tuma y Walker, don Patricio.

o o o


La indicación número 6, del Honorable Senador señor Montes, agrega el siguiente inciso final:


“Los órganos públicos partícipes del diseño y modificación de los instrumentos de planificación territorial y el Servicio de Impuestos Internos deberán emplear planimetría en la misma escala, en los términos que determine el reglamento respectivo.”.

El señor Simón Ramírez, Jefe del Departamento de Técnicas Tributarias del Servicio de Impuestos Internos, explicó que esa entidad posee sus propias planimetrías y que éstas, al tener un objeto específico -el impuesto territorial-, no recogen los antecedentes que otros organismos necesitan conocer, por ejemplo, veredas, plazas y otros bienes nacionales de uso público, porque no tienen rol de avalúo fiscal; entonces, transformar el sistema sería un despropósito para las competencias del SII, significando un costo económico y funcional muy elevado.

El Honorable Senador señor Montes sostuvo que la indicación de su autoría solo pretende que la planimetría contenga los datos que sean pertinentes a cada institución, pero que las propiedades tengan la misma escala. Comentó que esta idea surgió porque actualmente la información que maneja uno y otro organismo es imposible de comparar y el Consejo para la Transparencia sugirió homogeneizar.

Agregó que lo ideal es que hacia el futuro se ponga en marcha esta medida, exigiendo a todos los intervinientes en la regulación del suelo que dispongan de un mecanismo homogéneo y utilizable en línea.

La señora Verónica de la Paz, analista de la Biblioteca del Congreso Nacional, apuntó que lo que se necesita es que los datos sean interoperables, de manera de poder compatibilizarlos.

El Honorable Senador señor Moreira solicitó al representante del SII que analice alguna alternativa que sirva para el propósito consignado, quedando pendiente este asunto.

En una sesión posterior, la señora Ministra expresó estar de acuerdo con el propósito de la indicación de autoría del Senador señor Montes, aunque recordó que anteriormente se convino en que el representante del Servicio de Impuestos Internos la analizaría al interior de la institución, para ver las reales posibilidades de implementarla en la práctica y, finalmente, se arribó al convencimiento de que el sistema no está en condiciones de operar con una planimetría en la misma escala, pero existe la voluntad de velar por ello hacia el futuro.

El señor Simón Ramírez agregó que, luego de estudiar el asunto, efectivamente, se dan varias dificultades para establecer un mecanismo de comparabilidad, a saber: las planimetrías de la institución se crearon solo para efectos del impuesto territorial y no para planificación urbanística; además, durante unos diez años se ha llevado a cabo un proceso en que se ha establecido una planimetría a distintas escalas, atendiendo a las características de cada zona; en consecuencia, sería extremadamente difícil acoplarse a una uniforme. En todo caso, expresó que se buscará alguna fórmula que tienda a la comparabilidad de la información geoespacial que se genere hacia adelante.

El Honorable Senador señor Tuma fue de la opinión de ajustar la redacción de la indicación, en orden a que sea el reglamento el que propenda a establecer escalas que permitan la comparabilidad.

El Honorable Senador señor Montes reiteró que fue el Consejo para la Transparencia el que advirtió que la situación actual hace imposible la comparación de datos, porque tanto el lenguaje como las mediciones se hacen de forma diferente, resultando dificultoso para los ciudadanos comprender los distintos sistemas de análisis de la información.

Acotó que lo que hace el SII, al mantener varias escalas, no es necesariamente lo correcto; pero, si no hay voluntad para igualarse con el resto de los organismos públicos, entonces éstos deberían adoptar el mecanismo del primero.

Por lo anterior, Su Señoría ideó la siguiente frase final para su indicación: “en los términos y la gradualidad que determine el reglamento respectivo”.

La señora Ministra comentó que, tal como explicó don Simón Ramírez, el Servicio de Impuestos Internos actualmente no está en condiciones de implementar una planimetría en la misma escala que los demás organismos involucrados; pero la mayor dificultad que visualizó es que la indicación del Senador señor Montes se plantea en términos imperativos, y lo que se propone es que se establezca un mandato en cuanto al propósito, es decir, que la información que se vaya elaborando sea comparable, por lo que sugirió la siguiente redacción: “Los órganos públicos partícipes del diseño y modificación de los instrumentos de planificación territorial y el Servicio de Impuestos Internos velarán por la comparabilidad de la información geoespacial que generen, en los términos que determine el reglamento respectivo.”.

Añadió que tal comparabilidad puede ser obtenida de otros modos y que, a mayor abundamiento, hoy existe el Sistema Nacional de Información Territorial -SNIT-, coordinado por el Ministerio de Bienes Nacionales, para los demás servicios públicos.

El señor Simón Ramírez aclaró que el hecho de que el SII cuente con distintas escalas se justifica en que el nivel de detalle que se requiere para medir predios agrícolas de grandes extensiones es muy diferente al de inmuebles urbanos, donde cada metro importa por la finalidad recaudatoria del impuesto territorial.

El Honorable Senador señor Montes estimó que la sugerencia de la señora Ministra no causaría ningún efecto real, por lo que le solicitó elaborar una fórmula que establezca un mandato. 

Observó que en países con ingreso per cápita muy inferior al nuestro opera el sistema aerofotogramétrico, por el que obtienen toda la información de manera homogénea; entonces, manifestó que, en su opinión, el SII, que ha implementado sistemas muy modernos, en este ámbito no debiera constituirse en un factor que retarde el avance.

La Secretaria de Estado expresó que sus planteamientos han intentado conciliar el objetivo de la indicación en debate con que su redacción no implique una materia de iniciativa exclusiva del Ejecutivo.

Atendidas las consideraciones formuladas por los representantes del Ministerio de Vivienda y Urbanismo y del Servicio de Impuestos Internos, el señor Presidente advirtió que la indicación en análisis, en los términos en que se formula, implicaría costos para los organismos públicos involucrados y determinaría atribuciones de los mismos.

- En consecuencia, declaró inadmisible la indicación número 6, por referirse a materias de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, según lo dispuesto en el artículo 65, incisos tercero y cuarto, número 2°, de la Constitución Política de la República.
o o o

Artículo 28 bis B (Pasa a ser 28 octies)

Este precepto, que contempla seis números, se refiere a la imagen objetivo de los instrumentos de planificación territorial y a la respectiva consulta pública.


La indicación número 7, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para reemplazar la denominación del artículo por “28 octies”.


- Puesta en votación esta indicación, fue aprobada por unanimidad, votando los Honorables Senadores señores Montes, Moreira y Tuma.

Numeral 1


Prescribe que el alcalde o el secretario regional ministerial de Vivienda y Urbanismo, según se trate de un instrumento de nivel comunal o intercomunal, formulará una propuesta de imagen objetivo del desarrollo urbano del territorio a planificar, la que se plasmará en un resumen ejecutivo que sintetizará, en un lenguaje didáctico, claro y simple, el diagnóstico y sus fundamentos técnicos; los objetivos generales y los principales elementos del instrumento a elaborar; las alternativas de estructuración del territorio por las que se propone optar, y los cambios que provocarían respecto de la situación existente, apoyándose en uno o más planos que expresen gráficamente estos conceptos. En los casos en que se considere modificar el límite urbano, el resumen ejecutivo deberá señalarlo expresamente.


La indicación número 8, de Su Excelencia la Presidenta de la República, elimina la expresión “didáctico,”.


- Sometida a votación esta indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Montes, Moreira y Tuma.

Numeral 6


La indicación número 9, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es de carácter meramente adecuatorio y busca reemplazar la alusión que hace la norma al artículo 28 bis C por otra al artículo 28 nonies.


- Puesta en votación esta indicación, fue aprobada, con una enmienda de carácter referencial, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Montes, Moreira y Tuma.
Artículo 28 bis C (Pasa a ser 28 nonies)

Este precepto, a través de tres incisos, trata de la intervención de particulares en la elaboración y aprobación de los instrumentos de planificación territorial.


La indicación número 10, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para sustituir la denominación del artículo por “28 nonies”.

- Esta indicación fue aprobada unánimemente, votando los Honorables Senadores señores Montes, Moreira y Tuma.
o o o


La indicación número 11, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, consulta a continuación del inciso segundo otro, nuevo, que dispone que, asimismo, la autoridad deberá asegurar el acceso de los particulares a organismos técnicos independientes, a fin de que estos puedan asesorarlos en sus respectivas solicitudes.

La señora Ministra consultó sobre el propósito que tendría la indicación, puesto que los representantes de su Cartera no han logrado dilucidarlo.

El señor Luis Espinoza, asesor del Comité DC, explicó que la indicación en debate responde a una sugerencia del Consejo Nacional de Desarrollo Urbano, en el sentido de entregar mecanismos de asesoramiento técnico a los ciudadanos, en atención a las presentaciones que pueden efectuar en el marco de nuevos IPT o modificaciones a los existentes.

La Secretaria de Estado observó que, siendo esa la intención de fondo, constituiría una materia de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, pues implica disponer de recursos públicos para financiar aquella asesoría técnica.

- El señor Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación número 11, por referirse a materias de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, según lo dispuesto en el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.
o o o

Artículo 28 bis D (Pasa a ser 28 decies)

Este precepto aborda la transparencia en el ejercicio de la potestad planificadora, precisando que la planificación urbana es una función pública cuyo objetivo es organizar y definir el uso del suelo de acuerdo con el interés general. Mediante tres literales, detalla cómo deberá ejercerse dicha función.


La indicación número 12, de Su Excelencia la Presidenta de la República, sustituye la denominación del artículo por “28 decies”.

- Esta indicación se aprobó unánimemente, con los votos de los Honorables Senadores señores Montes, Moreira y Tuma.
o o o


La indicación número 13, del Honorable Senador señor Montes, consulta un nuevo literal, del siguiente tenor:


“…) Evitar la especulación, velando por el uso eficiente del suelo, especialmente urbano.”.


La indicación número 14, del Honorable Senador señor Montes, introduce el siguiente literal:


“…) Procurar la satisfacción de las necesidades de vivienda de la población. Con este objeto los instrumentos de planificación territorial establecerán reservas de suelo suficiente para vivienda social.”.

En primer término, la señora Ministra manifestó su intención de proponer otro ajuste al artículo sobre el que recaen las indicaciones en estudio, de modo de clarificar en su encabezamiento que el objetivo de la planificación urbana es organizar y definir el uso del suelo y las demás normas urbanísticas, de acuerdo con el interés general.

Por otra parte, se hizo presente que, fruto del trabajo realizado por los representantes del Ministerio de Vivienda y Urbanismo y los asesores de los señores Senadores, se concordó en proponer un nuevo literal al artículo 28 decies, que oportunamente se dará a conocer.

Sobre la indicación número 13, la Secretaria de Estado opinó que es meramente declarativa y se enmarca en el espíritu del precepto, reforzando sus propósitos.

En cuanto a la indicación número 14, coincidió con la idea de procurar la satisfacción de las necesidades de vivienda de la población, ya que sería absolutamente coherente con la letra c) de la misma disposición; pero el deber de que los instrumentos de planificación territorial establezcan reservas de suelo suficiente para vivienda social, implicaría, a su juicio, una materia de iniciativa exclusiva del Ejecutivo.

El Honorable Senador señor Moreira sostuvo que, en su concepto, las indicaciones en análisis no se relacionarían con las ideas matrices del proyecto de ley.

La señora Ministra manifestó que, a su parecer, el contenido de la indicación número 13 y el de la primera oración de la 14, sí se enmarcan en el espíritu del proyecto, puesto que la transparencia del mercado del suelo lleva implícito evitar la especulación y hacer un uso eficiente de aquél. Asimismo, procurar la satisfacción de las necesidades de vivienda estaría contenido en la letra c), en cuanto a que el suelo sea accesible universalmente e integrado socialmente.

Sin perjuicio de lo anterior, sostuvo que la única dificultad recaería en la parte final de la indicación número 14, en que se impone una obligación a los órganos estatales encargados del proceso de planificación territorial.

El señor Enrique Rajevic agregó que tanto la indicación número 13 como la primera parte de la 14 se refieren a funciones que ya tienen los servicios públicos, no así lo relativo a hacer reserva suficiente de suelo para vivienda social.

El Honorable Senador señor Montes, en cuanto a la indicación número 13, acotó que su motivación fue la necesidad de reconocer la existencia de la especulación en el mercado del suelo como un problema.

Sobre la número 14, señaló que se debe tender a la satisfacción de la demanda por vivienda social, por lo que sugirió aprobarla en ese sentido, eliminando la última oración.

La señora Ministra se comprometió a estudiar en profundidad el contenido de las indicaciones en análisis para, luego, hacer una propuesta concreta a la Comisión respecto de enmiendas al texto del artículo aprobado en general.

En la siguiente sesión, la Secretaria de Estado propuso algunas modificaciones al texto del artículo 28 decies, conforme a lo acordado con anterioridad, precisando en su encabezado que la planificación urbana es una función pública cuyo objetivo es organizar y definir el uso del suelo “y las demás normas urbanísticas” de acuerdo con el interés general. Además, se incorpora una nueva letra d) que contiene lo medular y procedente de las indicaciones números 13 y 14, y una nueva letra e) del siguiente tenor:

“e) Ser consistente con los estudios técnicos referidos a movilidad urbana, infraestructura sanitaria y energética, riesgos y protección natural y del patrimonio cultural, entre otros, conforme establezca la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, los que necesariamente deberán estar en coordinación con las políticas sectoriales asociadas a cada materia.”.

El Honorable Senador señor Tuma observó que la indicación número 14 tiene por finalidad garantizar que el Estado pueda establecer zonas de construcción de viviendas sociales, pero la nueva redacción del Ejecutivo lo expresa de manera genérica, por lo que preguntó si será suficiente para que los organismos intervinientes en la planificación tengan facultades para encauzar en los IPT el crecimiento de la ciudad asumiendo la demanda de los más vulnerables y determinando terrenos para tal objeto, puesto que hasta hoy los que deciden son las empresas sanitarias y los desarrolladores inmobiliarios.

La Secretaria de Estado recalcó que la nueva redacción recoge los planteamientos expuestos en la sesión pasada y lo sustancial de ambas indicaciones, no así la segunda parte de la número 14, ya que no es admisible por tratar materias de iniciativa exclusiva del Ejecutivo.

El Honorable Senador señor Ossandón señaló que lo que anhela el Senador señor Tuma se funda en una muy buena intención, aun cuando podría conllevar a una mayor segregación de los sectores pobres, porque no logra dar lugar a la integración de los ciudadanos.

El Honorable Senador señor Tuma comentó que como parlamentario ha sido testigo de la escasez de suelo para satisfacer la enorme demanda de vivienda social; de hecho, hay muchos comités que reuniendo todos los requisitos exigidos ven sus proyectos paralizados por no contar con los terrenos para ejecutarlos. Entonces, teniendo en consideración que el Estado no cuenta con los recursos para adquirir bienes raíces para edificar viviendas sociales, por qué no regular y planificar la ciudad de manera de garantizar el destino de ciertas zonas de la misma.

A raíz de lo anterior, consultó a la señora Ministra si el Ejecutivo tiene la voluntad de analizar una redacción que permita una intervención más significativa en esta materia.

El Honorable Senador señor Moreira apuntó que, en su opinión, la propuesta de la Secretaria de Estado recoge el debate sostenido en la sesión anterior.

La señora Ministra compartió la preocupación del Senador señor Tuma y, además, hizo saber que la señora Presidenta de la República encargó a la Comisión Nacional de Desarrollo Urbano la elaboración de un conjunto de medidas sobre la materia, las que se habrían venido implementando durante el último tiempo. 

A su vez, advirtió que se utilizan distintas formas para excluir a las viviendas sociales de las comunas en que el valor del suelo es más alto, siendo una de ellas la densidad.

Asimismo, sostuvo que en otras legislaciones se ha llegado a la solución de exigir que cada IPT establezca porcentajes de suelo destinados a viviendas sociales, pero no determinar áreas específicas. Sin embargo, esta concepción no se enmarca en las ideas matrices del presente proyecto de ley.

El Honorable Senador señor Ossandón anotó que en la Ley de Aportes al Espacio Público se estableció una disposición que apunta a la inclusión de distintos tipos de viviendas, como un incentivo urbanístico.


La Secretaria de Estado señaló que lo antedicho por Su Señoría es efectivo y que el Boletín N° 11.156-14 (Moción de los Senadores señores Montes y Tuma) busca recoger un componente de la mencionada ley, esto es, los incentivos urbanísticos, para que las viviendas sociales que se construyan a raíz de ellos sean gravadas como tales para evitar que, luego, se enajenen a personas que no habrían calificado para ser beneficiarias de las mismas. Indicó que dicha Moción fue incorporada al presente proyecto de ley por medio de la indicación número 34 del Ejecutivo.

- Sometidas a votación las modificaciones propuestas al artículo 28 decies, oportunamente consignadas, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Montes, Moreira, Ossandón, Tuma y Walker, don Patricio, con enmiendas formales.

- En consecuencia, las indicaciones números 13 y 14 se acogieron, con idéntica votación, modificadas en los términos enunciados en su momento.

Al fundamentar su voto favorable, el Honorable Senador señor Tuma expresó que hubiese deseado una redacción que diera mayores facultades al Ejecutivo en orden al establecimiento de amplios territorios para la construcción de viviendas sociales, puesto que actualmente hay una alta demanda no satisfecha por la escasez de suelo para este propósito.

o o o

Artículo 28 bis E (Pasa a ser 28 undecies)

Regula los “Observatorios del mercado del suelo urbano y de los instrumentos de planificación territorial”. Añade que para promover la transparencia del mercado del suelo, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo mantendrá en un sitio electrónico la información que señala en las letras a) y b), que se transcriben oportunamente.


La indicación número 15, de Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza la denominación del artículo por “28 undecies”.


- Esta indicación fue aprobada unánimemente, con los votos de los Honorables Senadores señores Montes, Moreira, Ossandón, Tuma y Walker, don Patricio.
Encabezamiento


La indicación número 16, de Su Excelencia la Presidenta de la República, sustituye la locución “Observatorios del mercado del suelo urbano y de los instrumentos de planificación territorial” por la siguiente: “Observatorios del mercado del suelo urbano, de los instrumentos de planificación territorial y de los permisos”.


- Esta indicación se aprobó por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Montes, Moreira, Ossandón, Tuma y Walker, don Patricio.

La indicación número 17, del Honorable Senador señor Montes, es para reemplazar el vocablo “Observatorios” por “Portal Único de Información”.

La señora Ministra compartió la preocupación del Senador señor Montes -autor de la indicación- en cuanto a que los observatorios estén disponibles en un solo portal y propuso no reemplazar la denominación, sino precisar, en el encabezado del artículo, que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo mantendrá en un portal único tanto el observatorio del mercado del suelo urbano como el sistema de información de los procesos de elaboración y aprobación de los instrumentos de planificación territorial, para que así las personas puedan acceder a todos los antecedentes desde un solo sitio web.


- Puesta en votación esta indicación, fue aprobada unánimemente, votando los Honorables Senadores señores Montes, Moreira, Ossandón, Tuma y Walker, don Patricio, modificada de manera de sustituir la expresión “sitio electrónico” por “Portal Único de Información”.
Letra a)


Prescribe lo que se expresa a continuación:


“a) Un observatorio del mercado del suelo urbano que informará de la evolución del precio de los bienes raíces a nivel comunal, regional y nacional, considerando los antecedentes que para este fin deberá proporcionarle el Servicio de Impuesto Internos, según determine un reglamento del Ministerio de Hacienda dictado al efecto, el que deberá también fijar la forma y plazos de entrega de dicha información, debiendo cumplirse las disposiciones de la Ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 7, de 1980, del Ministerio de Hacienda y en el Código Tributario.”.


La indicación número 18, de Su Excelencia la Presidenta de la República, la sustituye por la siguiente:


“a) Un observatorio del mercado del suelo urbano que informará de la evolución de precios de los bienes raíces a nivel nacional, regional, comunal y otras zonas geográficas específicas. Para estos efectos el Servicio de Impuestos Internos pondrá a disposición del observatorio exclusivamente los montos informados en las Declaraciones sobre Enajenación e Inscripción de los Bienes Raíces, o la Declaración que la reemplace, que recibe en el ejercicio de sus atribuciones. El Ministerio de Hacienda determinará, mediante una resolución exenta que también suscribirá el Ministro de Vivienda y Urbanismo, previa propuesta del Servicio de Impuestos Internos, las zonas geográficas específicas que se considerarán en el observatorio y la forma y oportunidad de entrega de dicha información, resguardando que el procedimiento no identifique o no permita identificar bienes raíces, propietarios o poseedores en particular, y cumpliendo las disposiciones de la Ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 7, de 1980, del Ministerio de Hacienda, y en el Código Tributario. La información que emane de este Observatorio no podrá ser utilizada por los contribuyentes para impugnar la determinación de la base imponible del Impuesto Territorial.”.
El Honorable Senador señor Moreira preguntó por la razón para impedir que la información que emane del observatorio del mercado del suelo urbano sea utilizada por los contribuyentes para impugnar la determinación de la base imponible del impuesto territorial.

La Secretaria de Estado señaló que los expertos invitados a exponer a la Comisión, durante el debate en general de este proyecto de ley, sostuvieron que se debía armonizar que la información diera lugar a la efectiva transparencia del mercado del suelo con el debido resguardo de los datos personales de las transacciones efectuadas; por ello, se dispuso que tal información se entregara no solo a nivel nacional, regional y comunal, sino que también se determinen y analicen otras zonas geográficas específicas.

El Honorable Senador señor Montes comentó que habiendo conversado la propuesta de modificación del Ejecutivo con el señor Slaven Razmilic -investigador del Centro de Estudios Públicos-, éste opinó que la redacción tiende a dar transparencia al observatorio, mas no al público, puesto que no se garantizaría que los antecedentes sean puestos a disposición de la comunidad. Además, el experto sugirió desagregar el tipo de datos que contendrá el observatorio por cada transacción, ya que, de lo contrario, no serán comparables y no tendrán la capacidad de mostrar la forma en la que se mueve el mercado, por lo cual sería importante caracterizar los inmuebles que se vayan enajenando y detallar la superficie del terreno, de la construcción, la fecha de la operación, etc.

En cuanto a la utilidad de contar con todos los antecedentes mencionados, Su Señoría opinó que servirá tanto para investigadores como para consumidores, en lo relativo a la real situación de las enajenaciones suscitadas en un área determinada.

El Honorable Senador señor Moreira indicó que, de no haber una explicación suficiente sobre la imposibilidad de utilizar el contenido del observatorio para impugnar la base imponible del impuesto territorial, pedirá votación separada en lo referido a ese asunto, esto es, de la última oración de la indicación en examen.

El señor Héctor Mery mencionó que la oración a la que hace referencia el Senador señor Moreira, más bien constituiría para el contribuyente una prohibición de acceso a la prueba suministrada por el propio Estado, lo que no se hallaría suficientemente justificado.

El señor Simón Ramírez, Jefe del Departamento de Técnicas Tributarias del SII, explicó que la materia debe ser analizada desde un punto de vista sistemático, puesto que la disposición en análisis se ocupa de establecer un observatorio, lo que no tendría que ver con el impuesto territorial, concluyendo que los objetivos de uno y otro son distintos. 

Asimismo, hizo hincapié en que los antecedentes que alimentan el observatorio del mercado del suelo urbano se obtendrán directamente del formulario N° 2.890, mediante el que los contribuyentes informan el precio que han asignado a la operación específica, por lo tanto no sería correcto estimar que provienen del Estado, aun cuando los canalice el Servicio de Impuestos Internos.

Por otra parte, lo más relevante es que las reglas para determinar el avalúo fiscal de los bienes raíces son distintas a las de la tasación comercial y, en general, el primero es más bajo que la segunda. Sin embargo, en el último tiempo ha habido cierta presión por utilizar la valoración comercial, por ejemplo, por parte de contribuyentes que están pasando de tributar sobre la base de renta presunta a la efectiva y también en el caso de los colegios.

Además, en este proyecto de ley, al regularse el impuesto a la plusvalía, se establece que el valor comercial inicial se incrementará por los desembolsos incurridos en mejoras que hayan aumentado el valor del bien en cuanto hubiesen sido declaradas, porque los contribuyentes no siempre las informan, lo que constituye otro motivo de diferencia entre el valor comercial y el fiscal. 

Por último, aclaró que la información que el SII entregará al observatorio no es construida ni procesada por dicho Servicio y no corresponde a un avalúo comercial, sino que al precio de cada transacción que suceda.

El Honorable Senador señor Tuma consultó qué organismo es el que se encargará de custodiar y mantener el observatorio del mercado del suelo urbano.

La señora Ministra explicó que este proyecto de ley contempla tres observatorios, dos de los cuales estarán a cargo del MINVU y el otro del Ministerio de Bienes Nacionales.

Tanto el observatorio del mercado del suelo urbano -que contendrá antecedentes provistos por el SII-, como el sistema de información de los procesos de elaboración y aprobación de los instrumentos de planificación territorial -que se nutre de la información de las municipalidades y gobiernos regionales, entre otros- estarán disponibles en un portal único del Ministerio de Vivienda y Urbanismo.

El tercer observatorio, a cargo del Ministerio de Bienes Nacionales, proveerá información sobre el suelo público, no solo del fiscal administrado por dicho organismo, sino también del de las instituciones públicas con patrimonio propio.

El Honorable Senador señor Tuma comentó que si el observatorio del mercado del suelo urbano se alimentará de las declaraciones de los contribuyentes, no existiría garantía de la veracidad de la información, pudiendo generar una distorsión en las conclusiones del mismo observatorio.

El señor Simón Ramírez expuso que los contribuyentes al realizar una enajenación deben completar el formulario N° 2.890, que contiene el precio de la transacción, por lo que, en ese sentido, Su Señoría estaría en lo cierto; sin embargo, se asume que los valores declarados en tal formulario son los reales y, por lo tanto, corresponderían a los precios de mercado.

El Honorable Senador señor Tuma, atendido lo expresado en cuanto a que la tasación fiscal habitualmente es menor que la comercial, preguntó qué contribuyente querría utilizar la información del observatorio del mercado del suelo urbano para intentar impugnar la base del impuesto territorial y la razón del celo del SII para impedirlo.

El Honorable Senador señor Montes señaló que la idea de la privacidad de la información ha derivado en que el único organismo que controla la totalidad de ella es -precisamente- el Servicio de Impuestos Internos. Hoy lo que se propone es que se transparenten los antecedentes, resguardando la privacidad de los involucrados, pero, en su opinión, la parte final de la letra a) propuesta por la indicación es restrictiva.

Por otra parte, sugirió que el SII ponga a disposición del observatorio y del público no exclusivamente los montos informados en los formularios N° 2.890, sino que, además, otras características de los inmuebles objeto de las operaciones, las que deberían ser determinadas en el reglamento.

También consideró que de la redacción no aparece garantizado suficientemente que el observatorio vaya a publicar toda la información con la que cuente y que haya sido suministrada por el SII.

El Honorable Senador señor Ossandón consultó cuáles serán los plazos para que el SII provea al observatorio de los antecedentes que correspondan.

La Secretaria de Estado indicó que el plazo será determinado en el reglamento.


El Honorable Senador señor Moreira solicitó a la señora Ministra analizar en profundidad los planteamientos consignados y evaluar si existe alguna posibilidad de conciliarlos en una nueva redacción, en el marco de la indicación en debate.
En la siguiente sesión, la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo propuso una redacción para la letra a), en el contexto de la indicación número 18, que -según afirmó- busca hacerse cargo de las inquietudes planteadas en su oportunidad, y cuyo texto es el que se transcribe a continuación:

“a) Un observatorio del mercado del suelo urbano que informará de la evolución de precios por metro cuadrado de los bienes raíces a nivel nacional, regional, comunal y otras zonas geográficas específicas. Para estos efectos el Servicio de Impuestos Internos pondrá a disposición del observatorio los montos y otros antecedentes necesarios para que el Observatorio pueda caracterizar los bienes raíces enajenados, informados en las Declaraciones sobre Enajenación e Inscripción de los Bienes Raíces, o la Declaración que la reemplace, y que el Servicio recibe en el ejercicio de sus atribuciones, exceptuados aquellos datos que permitan individualizar a los predios, sus propietarios, poseedores u ocupantes. El Ministerio de Hacienda determinará, mediante una resolución exenta, que también suscribirá el Ministro de Vivienda y Urbanismo, previa propuesta del Servicio de Impuestos Internos, las zonas geográficas específicas que se considerarán en el observatorio y la forma y oportunidad de entrega de dicha información, resguardando que el procedimiento no identifique o no permita identificar bienes raíces, propietarios, poseedores u ocupantes en particular, y cumpliendo las disposiciones de la Ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 7, de 1980, del Ministerio de Hacienda, y en el Código Tributario. La información que emane de este Observatorio no podrá ser utilizada por los contribuyentes para impugnar la determinación de la base imponible del Impuesto Territorial.”.

Don Héctor Mery, asesor del Senador señor Moreira, reiteró que no es posible apreciar una razón consistente para impedir que la información que emana del observatorio del mercado del suelo urbano sea empleada por los contribuyentes para impugnar la base imponible del impuesto territorial.

Por su parte, doña Israela Rosenblum, asesora del Senador señor Ossandón, expresó que el observatorio de la especie fue ideado para ser utilizado públicamente, por lo que no se entiende la prohibición que el Ejecutivo vuelve a incorporar en esta nueva redacción.

Además, preguntó cuál es el plazo para la dictación de la resolución exenta que se menciona.

La señora Verónica de la Paz, analista de la Biblioteca del Congreso Nacional, apuntó que tal resolución exenta fijaría un límite temporal a la entrega de la información del territorio que será observado, en circunstancias de que uno de los propósitos de este nuevo sistema es que los antecedentes estén disponibles rápidamente y respecto de todo el suelo urbano, basándose en ello su pertinencia.

El señor Sergio Henríquez, asesor del Subsecretario de Hacienda, en primer término, destacó que la redacción de la letra a) ha sido ampliamente mejorada respecto del texto aprobado en general, en virtud de los planteamientos vertidos en el transcurso del debate del presente proyecto de ley; por ejemplo, en cuanto a los datos que se pondrán a disposición por medio del observatorio del mercado del suelo urbano, como las dimensiones de los bienes raíces que se transen.

A su vez, realzó que los antecedentes serán proporcionados a nivel de zonas geográficas específicas.

Además, señaló que es relevante establecer la prohibición de la oración final del texto propuesto, porque cuando el Servicio de Impuestos Internos realiza la avaluación fiscal de los inmuebles no considera todas las compraventas, sino que hace una selección, llevando un cálculo distinto que el que tendrá el observatorio, por lo que los montos no serán coincidentes y, consecuentemente, siempre se generaría un incentivo para que los contribuyentes impugnen la base imponible del impuesto territorial.

Por otra parte, acotó que en el artículo transitorio del proyecto se dispone que sus normas entrarán en vigencia seis meses después de la publicación en el Diario Oficial, por lo que se entiende que la resolución exenta a la que alude el texto propuesto para la letra a) estará tramitada antes de que eso ocurra.

Afirmó que no sería conveniente fijar un plazo en la ley para dictar la resolución, pues los organismos involucrados estarían obligados a actualizarla, muchas veces, sin una real necesidad de hacerlo.

El señor Simón Ramírez sostuvo que, sin perjuicio de que se determinen zonas geográficas específicas mediante la resolución mencionada, la información es proveída por los contribuyentes a través del formulario N° 2.890, por lo que si no se producen enajenaciones de bienes raíces no habrá datos que aportar al observatorio.

Subrayó que no quedarán lugares sin considerar aun cuando se fijen dichas zonas geográficas específicas.

El Honorable Senador señor Tuma opinó que la última oración del texto propuesto atenta contra el derecho de los ciudadanos a utilizar la información pública para impugnar una determinación administrativa.

Asimismo, hizo presente que quien conoce de la reclamación es el propio Servicio de Impuestos Internos, por lo que si estima que no es pertinente la información simplemente podrá rechazarla, pero no sería correcto impedir a priori que los contribuyentes hagan uso de hechos ciertos para recurrir ante tal Servicio o a un tribunal.

El Honorable Senador señor Moreira formalizó su petición de votación separada de la última oración de la letra a) en debate.

El Honorable Senador señor Montes advirtió que no halla el sentido de que el SII busque cuidarse de impugnaciones a partir de los datos que el mismo entrega y, a mayor abundamiento, la información emanada del observatorio del mercado del suelo urbano debe ser factible de esgrimir tanto por un lado como por el otro, así el Servicio podría fundamentar un alza en el avalúo fiscal o en la tasación de un predio determinado.

En otro orden de materias, sindicó como primordial que el Servicio de Impuestos Internos asuma que Chile está en otro momento y que el mercado del suelo no puede continuar siendo tan opaco, por lo que dicho organismo ha de contribuir a una mayor transparencia.

Además, indicó que no apoya la idea de definir unidades territoriales, puesto que debe haber información de todas las comunas y también de divisiones dentro de ellas. Entonces, si en una comuna ocurren muchas transacciones, será interesante conocer en qué sector se dan y bajo qué condiciones. A partir de lo expuesto, fue de la opinión de dejar esta materia para un reglamento.

El señor Simón Ramírez aclaró que el Servicio de Impuestos Internos tiene la mejor disposición para entregar la información que sea pertinente para construir el observatorio del mercado del suelo urbano.

A su vez, hizo hincapié en que los expertos invitados a exponer a la Comisión y los señores Senadores advirtieron que la entrega de información de la evolución de precios de los bienes raíces a nivel comunal era demasiado amplia y no recogía las vicisitudes en su interior, lo que habría llevado a establecer el criterio de las zonas geográficas específicas, en función de parámetros de mercado y no de tasación fiscal.

Finalmente, como argumentos para insistir en la última oración del texto propuesto para la letra a), detalló que se trata de un observatorio del mercado del suelo urbano y no de avaluaciones fiscales, reiteró que los antecedentes emanan de los propios contribuyentes y no serán procesados por el SII, y remarcó que mucha de la información que captura el Servicio está sujeta a reserva tributaria.

El señor Sergio Henríquez, en cuanto a la sugerencia del Senador señor Montes sobre determinar divisiones dentro de las comunas, señaló que la nueva redacción establece que las zonas geográficas específicas serán fijadas por un acto administrativo que deberá ser suscrito por los Ministerios de Hacienda y de Vivienda y Urbanismo, previa propuesta del Servicio de Impuestos Internos.

Asimismo, clarificó que las zonas geográficas específicas estarán dentro de la comuna, pero no se redactó de esa forma porque podría suceder que -en los hechos- sea un sector intercomunal el que esté siendo objeto de un gran número de transferencias en un momento puntual.

Por otra parte, no se vislumbra cómo el SII podría no aportar los antecedentes suficientes, pues la información que emanará del observatorio llegará al detalle de precios por metro cuadrado.

El Honorable Senador señor Montes reiteró que lo básico debe ser la comuna, sin perjuicio de la relevancia de contar con la información de divisiones dentro de ella, cuando sea procedente.


Además, consideró que es importante que el observatorio consigne -también- la naturaleza de la operación y los metros cuadrados de terreno y de construcción involucrados en la misma.

- En primer término, se puso en votación el texto de la letra a) propuesta por el Ejecutivo -oportunamente descrito-, excepto su oración final, siendo aprobado, con enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Montes, Moreira y Tuma.


El Honorable Senador señor Montes, al fundamentar su voto favorable, dejó constancia de sus aprensiones, ya consignadas.

- En segundo lugar, se sometió a votación la aludida oración final, resultando rechazada unánimemente, con los votos de los señores Senadores recién individualizados.


- En consecuencia, la indicación número 18 quedó aprobada, modificada en los términos expuestos.


La indicación número 19, del Honorable Senador señor Montes, reemplaza la frase “Un observatorio del mercado del suelo urbano que informará” por “Un sistema de información”.

- Sometida a votación esta indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Montes, Moreira y Tuma, modificada en el sentido de recoger su objetivo en las propuestas de las indicaciones números 17 y 18.
Letra b)


Es del siguiente tenor:


“b) Un sistema de información de los procesos de elaboración y aprobación de los instrumentos de planificación territorial, así como de sus modificaciones, el que deberá dar cuenta de manera sistematizada de toda la información disponible en los sitios electrónicos referidos en los artículos 28 bis A y 28 bis B. Para estos efectos, las municipalidades y los gobiernos regionales y demás órganos y servicios competentes deberán suministrar la información que señale la ordenanza de esta ley en la forma y plazos que allí se indiquen, con el objeto de poner a disposición del público la información referida de forma fácil y expedita.”.


La indicación número 20, de Su Excelencia la Presidenta de la República, sustituye la locución “28 bis A y 28 bis B” por la siguiente: “28 septies y 28 octies”.


- Esta indicación se aprobó por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores Montes, Moreira, Ossandón, Tuma y Walker, don Patricio.

La indicación número 21, del Honorable Senador señor Montes, intercala después de la expresión “y 28 bis B.” la siguiente oración: “Asimismo, contendrá información sobre la tramitación de los proyectos de obras de construcción y urbanización, sujetos a lo dispuesto en el artículo 170 y otros que determine el reglamento.”.

o o o


La indicación número 22, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, agrega un nuevo inciso, del siguiente tenor:


“La infracción de los deberes señalados en el inciso anterior será considerada una grave vulneración del principio de probidad administrativa.”.

o o o

o o o


La indicación número 23, de Su Excelencia la Presidenta de la República, incorpora el siguiente literal, nuevo:


“…) Un sistema de información sobre el estado de tramitación de los permisos de urbanización y de edificación en cada municipalidad, en la forma que determine la Ordenanza General, que también permitirá a las respectivas Direcciones de Obras Municipales cumplir con los trámites que regula la presente ley de manera electrónica.”.

o o o

En primer término, la Comisión tuvo presente que las indicaciones números 21 y 23 persiguen el mismo objetivo, cuestión que ratificó la señora Ministra.

El Honorable Senador señor Montes preguntó a la Secretaria de Estado si, en su opinión, se debería singularizar cada uno de los permisos a que se refieren las indicaciones y sostuvo que, a su parecer, es muy importante que se identifiquen los proyectos aprobados, ya que muchas veces no se comienzan a ejecutar de inmediato, por lo que constituye una información relevante para otros actores inmobiliarios.

El Honorable Senador señor Tuma acotó que dentro de las direcciones de obras municipales se produce un gran atochamiento de solicitudes de permisos pendientes por la falta de profesionales y la alta carga de trabajo, por lo que preguntó de qué manera este sistema impactará tal situación y si las municipalidades estarán realmente obligadas a someterse a él.

La señora Ministra hizo saber que, simultáneamente a la tramitación de este proyecto de ley, su Cartera en conjunto con el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, la Cámara Chilena de la Construcción y el Colegio de Arquitectos, entre otros organismos, han estado gestionando un mecanismo denominado “DOM en línea” que pretende que la tramitación de los permisos de construcción se realice mediante internet, acoplándose y alimentando el sistema de información que se está creando en la disposición en análisis. 

Además, apuntó que los municipios tendrán la obligación de suministrar la información pertinente, pero ello, sumado a la implementación del DOM en línea -que debería iniciarse el año en curso-, no debiese aumentar la carga de trabajo de las direcciones de obras.

Por otra parte, concordó absolutamente con la indicación número 22, del Senador señor Walker, don Patricio, que propone que la infracción de los deberes relativos al observatorio del mercado del suelo urbano y al sistema de información sobre los IPT sea considerada una grave vulneración del principio de probidad administrativa, reforzando la obligatoriedad hacia los organismos involucrados.

El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en cuanto a la indicación número 22, sostuvo que no sería eficaz crear y mantener estos sistemas de información sin una sanción de por medio ante un eventual incumplimiento, razón que subyace a su propuesta.

El Honorable Senador señor Montes estuvo de acuerdo con dicha indicación y con la fundamentación recién consignada.


En otro ámbito, comentó que gran cantidad de las solicitudes de permisos de construcción se refiere a obras menores, como, por ejemplo, techar un estacionamiento, y opinó que no tiene sentido que deban someterse al mismo procedimiento que desarrollos inmobiliarios de gran envergadura, por lo que sería adecuado que tales edificaciones menores sean revisadas aleatoriamente por el municipio y que la responsabilidad recaiga en su totalidad sobre los profesionales particulares que hayan dado su visto bueno.

- Sometida a votación la indicación número 21, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Montes, Moreira, Ossandón, Tuma y Walker, don Patricio, modificada en el sentido de recoger su propuesta en el texto de la indicación número 23.

- Por su parte, la indicación número 22 se aprobó por unanimidad, votando los señores Senadores recién individualizados.

- Finalmente, la indicación número 23 fue aprobada, con enmiendas formales, por la totalidad de los miembros de la Comisión, precedentemente identificados.
Número 5 (Pasa a ser 6)


Reemplaza el texto del artículo 36, a fin de introducir enmiendas en relación con el proceso de elaboración y aprobación de los planes reguladores intercomunales o metropolitanos -o sus modificaciones-.


Las indicaciones números 24, 25 y 26, de Su Excelencia la Presidenta de la República, son de carácter meramente adecuatorio y buscan reemplazar en los incisos primero, segundo y cuarto propuestos la alusión que se hace al artículo 28 bis B por otra al artículo 28 octies.


- Puestas en votación las aludidas indicaciones, se aprobaron unánimemente, votando los Honorables Senadores señores Montes, Moreira, Ossandón, Tuma y Walker, don Patricio.
o o o


La indicación número 27, de Su Excelencia la Presidenta de la República, incorpora después del número 6 -que pasa a ser 7- el siguiente nuevo numeral:


“... Agrégase, a continuación del artículo 37, el siguiente artículo 37 bis:


“Artículo 37 bis.- Podrán aprobarse enmiendas a los planes reguladores intercomunales cuando se trate de modificaciones no sustanciales a las disposiciones relativas al ámbito de competencia propio de estos instrumentos para ajustar dentro de los márgenes y se efectúen de acuerdo al procedimiento simplificado que establezca la Ordenanza General de esta ley, la que en todo caso deberá contemplar una consulta a las municipalidades correspondientes y un proceso de consulta pública.


Tratándose de modificaciones en los trazados de las vías intercomunales será necesario un informe favorable de la autoridad regional o metropolitana competente.”.”.

La señora Ministra, en línea con los consensos alcanzados en la reunión sostenida con los asesores de los señores Senadores, propuso introducir algunas precisiones de redacción en la norma en análisis, de manera que su texto sea lo más claro posible.

El Honorable Senador señor Montes indicó que le preocupa que este artículo pudiera dar lugar a negociaciones inadecuadas por el hecho de que el mecanismo, por un lado, permita “ajustar dentro de los márgenes” y, por otro, propicie un procedimiento simplificado, puesto que una pequeña modificación en los límites puede significar una gran magnitud de recursos en juego, generando -eventualmente- muchas presiones.

El Honorable Senador señor Ossandón anotó que no ve inconvenientes en dar la posibilidad de generar esos ajustes, mientras no alteren el límite urbano, se enmarquen en la legalidad y sean pagados los impuestos que correspondan, ya que uno de los objetivos de este proyecto de ley es recaudar mayores ingresos estatales.

Luego, comentó que más grave le parece que en las áreas rurales se urbanice por medio del decreto ley Nº 2.695, que fija normas para regularizar la posesión de la pequeña propiedad raíz y para la constitución del dominio sobre ella.

El Honorable Senador señor Tuma acotó que entiende que esta disposición tiene como propósito flexibilizar las modificaciones a los planes reguladores intercomunales, pero no por simples caprichos, ya que expresamente se dispone que se debe consultar a las municipalidades correspondientes y someterse a un proceso de consulta pública.

La Secretaria de Estado reafirmó lo consignado por el Senador señor Tuma e hizo presente que dentro de las precisiones que se vienen proponiendo al texto del artículo 37 bis se elimina la expresión “para ajustar”, por lo que la inquietud del Senador señor Montes quedaría salvada.


- Puesta en votación la indicación número 27, fue aprobada con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes, Moreira, Tuma y Walker, don Patricio, y la abstención del Honorable Senador señor Ossandón, enmendada en el sentido de contemplar el texto del artículo que se transcribe en el Capítulo de Modificaciones.
o o o

Número 8 (Pasa a ser 10)


Modifica el artículo 43 que, en trece incisos, contiene el procedimiento actual para la elaboración y aprobación de los planes reguladores comunales.

Letra a)


Reemplaza el inciso primero y el encabezado del segundo, que prescriben lo que se señala a continuación:


“Artículo 43.- El procedimiento para la elaboración y aprobación de los planes reguladores comunales se regirá por lo dispuesto en los incisos siguientes.


El proyecto de plan regulador comunal será preparado por la municipalidad respectiva. Elaborado el proyecto, el concejo comunal, antes de iniciar su discusión, deberá:”.


Como se dijo, la citada letra a) los sustituye por los que se transcriben enseguida:


“Artículo 43.- El anteproyecto de Plan Regulador Comunal o de sus modificaciones será diseñado por la municipalidad correspondiente, iniciándose este proceso con la formulación y consulta de su imagen objetivo, conforme lo dispone el artículo 28 bis B de esta ley, y ajustándose a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 7 bis de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.


De conformidad al inciso quinto del artículo 7 bis de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, el anteproyecto de plan regulador que se elabore contendrá un informe ambiental, que será remitido al Ministerio del Medio Ambiente para sus observaciones. Posteriormente, ambos documentos serán sometidos al siguiente proceso de participación ciudadana:”.


La indicación número 28, de Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza en el inciso primero propuesto la expresión “bis B” por “octies”.


- Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Montes, Moreira y Tuma
Letra b)


Modifica, mediante dos ordinales, el inciso segundo que, en lo pertinente, preceptúa lo que se detalla a continuación:


“1. Informar a los vecinos, especialmente a los afectados, acerca de las principales características del instrumento de planificación propuesto y de sus efectos, lo que se hará de acuerdo con lo que señale la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.


2. Realizar una o más audiencias públicas en los barrios o sectores más afectados para exponer el proyecto a la comunidad, en la forma indicada en la ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.


3. Consultar la opinión del consejo económico y social comunal, en sesión citada expresamente para este efecto.


4. Exponer el proyecto a la comunidad, con posterioridad a la o las audiencias públicas, por un plazo de treinta días.


5. Vencido dicho plazo se consultará a la comunidad, por medio de una nueva audiencia pública, y al consejo económico y social comunal, en sesión convocada especialmente para este efecto. En dicha sesión deberá presentarse un informe que sintetice las observaciones recibidas.


6. Los interesados podrán formular, por escrito, las observaciones fundadas que estimen convenientes acerca del proyecto hasta quince días después de la audiencia pública a que se refiere el número anterior.”.

Ordinal i


Reemplaza, en sus numerales 3 y 5, las expresiones “consejo económico y social comunal” por “consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil”.

o o o


La indicación número 29, de Su Excelencia la Presidenta de la República, consulta a continuación del ordinal i el siguiente, nuevo:


“... Agrégase en su numeral 5, después del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Dicha consulta no será necesaria cuando el informe ambiental declare que el anteproyecto se ajusta al acuerdo del Concejo Municipal a que se refiere el artículo 28 octies.”.

La señora Ministra de Vivienda y Urbanismo señaló que lo que se pretende es acotar el proceso de planificación urbana, siendo coherentes con los planteamientos expresados y las disposiciones que se han aprobado en este debate.

El Honorable Senador señor Montes comentó que habiendo participado en la nomenclatura de la ley N° 19.778, que reformó la LGUC en materia de planificación urbana, recuerda que si bien se limitó la fiscalización sobre los municipios por parte de autoridades de Gobierno, ello fue contrarrestado con un control mayor desde la comunidad, por medio de las consultas ciudadanas. Advirtió que en la etapa final de la tramitación de un IPT -situación de la especie-, en ocasiones es necesaria la fase de audiencia pública, aun cuando el informe ambiental declare que el anteproyecto de plan regulador se ajusta al acuerdo del concejo municipal, por lo que opinó que sería adecuado mantener la capacidad de los interesados.

La Secretaria de Estado manifestó estar de acuerdo con la preocupación de Su Señoría, pero hizo ver que la participación ciudadana se halla garantizada en etapas anteriores, mediante audiencias públicas y consulta al consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil.

Además, enfatizó en que el proyecto de ley en debate busca mejorar la intervención de la comunidad, pero, por otro lado, el Ejecutivo se ha hecho cargo de las apreciaciones expuestas en lo referente a la excesiva extensión del proceso de planificación territorial, lo que deriva -en la práctica- en la obsolescencia del nuevo instrumento al momento de su entrada en vigencia.

El Honorable Senador señor Tuma consideró que el artículo 43 garantiza suficientemente la participación de los vecinos que tengan algún tipo de objeción hacia el proyecto de IPT y, de hecho, el municipio debe emitir un informe que sintetice las observaciones presentadas a la imagen objetivo ante el concejo municipal, debiendo éste acordar los términos en que se elaborará el anteproyecto de plan -según lo dispone el número 5 del artículo 28 octies- y solo si el informe ambiental lo declara ajustado a tal acuerdo, se suprime la última consulta ciudadana.

Por lo anterior, coincidió con el propósito de la indicación en análisis, puesto que propende a la participación de la comunidad, pero sin caer en una demasía que retrase la planificación territorial.

El Honorable Senador señor Montes dejó constancia en cuanto a que por medio de la ley N° 19.778, antes mencionada, se modificó el procedimiento de planificación territorial, siendo uno de los pilares -precisamente- la convicción sobre la importancia de la participación de los vecinos, como mecanismo de equilibrio respecto de las atribuciones del municipio, a través de la realización de una o más audiencias públicas en las distintas fases.
Asimismo, apuntó que dichas audiencias no son vinculantes, por lo que quien elabora el IPT puede o no acoger los planteamientos que sean expresados en tal instancia.

Perseveró en que en muchas ocasiones se justifica celebrar una última audiencia pública, por lo que sugirió que la del número 5 del inciso segundo del artículo 43 pueda ser suprimida en la medida en que el acuerdo del concejo municipal -del número 5 del artículo 28 octies- haya sido tomado por la unanimidad de sus miembros, ya que podría haber una minoría que tenga fuertes fundamentos para oponerse.

El Honorable Senador señor Tuma estuvo de acuerdo con lo recién consignado, sin embargo consideró más apropiado exigir un alto quórum al acuerdo del concejo, pero no la unanimidad.

La señora Ministra subrayó que por medio del proyecto de ley en examen se modifican las bases de la participación ciudadana, generando una instancia anticipada en el proceso de la imagen objetivo, que asegura que los vecinos puedan intervenir de una forma más informada.


Añadió que el número 6 del inciso segundo del artículo 43 establece que los interesados podrán formular las observaciones que estimen convenientes y, luego, el inciso cuarto, dispone que el alcalde deberá presentar el anteproyecto para la aprobación del concejo comunal, junto con las observaciones que hayan hecho llegar los interesados, por lo que reiteró que la participación ciudadana se encuentra adecuadamente garantizada a lo largo de toda la tramitación.

- Puesta en votación la indicación en examen, fue aprobada, con modificaciones formales, por 2 votos a favor y una abstención. Votaron positivamente, los Honorables Senadores señores Moreira y Tuma, y se abstuvo el Honorable Senador señor Montes, quien fundó su decisión en los planteamientos que esgrimió en el debate.

o o o

Ordinal ii (Pasa a ser ordinal iii)

Sustituye, en su numeral 6, la expresión “quince” por “treinta”.


La indicación número 30, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para introducir después de la expresión “treinta” lo siguiente: “, y agrégase la siguiente frase a continuación de la palabra anterior: “o del término del plazo de exposición del proyecto a la comunidad, en su caso”.
El Honorable Senador señor Moreira estimó que sería más pertinente hablar del “vencimiento” del plazo que del “término” del mismo, propuesta que respaldaron los demás miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Montes y Tuma.
El Honorable Senador señor Tuma, considerando el propósito de acortar la tramitación de los IPT, preguntó por la razón de ampliar de quince a treinta días el plazo para formular observaciones por escrito por parte de los interesados.

Se hizo presente que la modificación a la que alude Su Señoría no fue objeto de indicaciones.


- Puesta en votación esta indicación, se aprobó, con la enmienda consignada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Montes, Moreira y Tuma.
Letra d)


Enmienda el inciso tercero para incorporar la siguiente oración final: “Sin perjuicio de lo anterior, los documentos que integren el anteproyecto del instrumento de planificación territorial deberán estar disponibles en el sitio web municipal desde el inicio del proceso de participación ciudadana, junto con un resumen ejecutivo que incluya, en un lenguaje didáctico, claro y simple, la descripción del instrumento de planificación y sus principales consecuencias.”.


La indicación número 31, de Su Excelencia la Presidenta de la República, suprime la expresión “didáctico,”.
La señora Ministra explicó que se plantea eliminar la voz “didáctico”, en virtud de las opiniones expuestas en cuanto a que sería un concepto muy difícil de definir.


- Esta indicación se aprobó por unanimidad, votando los Honorables Senadores señores Montes, Moreira y Tuma.
Letra f)


Modifica el inciso quinto, que es del siguiente tenor:


“El concejo deberá pronunciarse sobre las proposiciones que contenga el proyecto de plan regulador, analizando las observaciones recibidas y adoptando acuerdos respecto de cada una de las materias impugnadas. En caso de que aprobare modificaciones, deberá cautelar que éstas no impliquen nuevos gravámenes o afectaciones desconocidas por la comunidad. No podrá, en todo caso, pronunciarse sobre materias o disposiciones no contenidas en el aludido proyecto, salvo que el proyecto modificado se exponga nuevamente conforme a lo dispuesto en el inciso segundo.”.


La letra f) agrega en este inciso, después de la expresión “plan regulador”, la frase “, dentro de un plazo máximo de sesenta días”.


La señora Ministra planteó la conveniencia de que mediante esta letra, además, se intercale, a continuación de la palabra “impugnadas”, lo siguiente: “; transcurrido el plazo anterior sin un pronunciamiento expreso, se entenderá que el proyecto fue aprobado”.
El Honorable Senador señor Montes consultó si fueron analizadas las implicancias de la modificación que se plantea, ya que  -eventualmente- podría conllevar a algún tipo de manipulación que tienda a evitar que el concejo municipal se pronuncie y, así, conseguir la aprobación del plan regulador.


El señor Enrique Rajevic sostuvo que la salvaguarda es que de ser aprobado el IPT, por aplicación de la enmienda que se sugiere introducir, de todas formas pasará por otros controles de legalidad y consistencia.

- Sometida a votación la propuesta descrita, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Montes, Moreira y Tuma.
Número 9 (Pasa a ser 11)

Enmienda, mediante tres literales, el artículo 45, que regula el procedimiento para modificar el plan regulador comunal.


El inciso segundo del citado artículo -modificado por el literal b) del número en análisis- consigna, en tres numerales, materias que deben ser objeto del mecanismo que se indica para ser enmendadas. Una de ellas es la contemplada en el número 2 del aludido inciso, cuyo tenor es el siguiente:


“2.- Vialidad interna, dentro de los nuevos proyectos cuyos trazados no alteren los consultados en el Plano Regulador Comunal o Intercomunal, y”.

o o o


La indicación número 32, de Su Excelencia la Presidenta de la República, incorpora luego del literal b) la siguiente letra, nueva:


“...) Sustitúyese el numeral 2 por el siguiente:


“2. Ajustes en los trazados de las vías locales o de servicio que tengan un informe favorable de la autoridad regional o metropolitana competente, y”.”.

La señora Ministra sugirió detallar, en el numeral propuesto, que los ajustes en los trazados, además, serán aquellos relativos a los pasajes, e introducir una precisión de manera de aclarar que la autoridad regional o metropolitana a que se alude será aquella competente en materia urbanística.

El Honorable Senador señor Moreira preguntó si sería adecuado que el informe a que se refiere la indicación en examen, atendida la naturaleza del asunto, sea también emanado de alguna autoridad del área de transportes.

La Secretaria de Estado contestó que no sería necesario, puesto que se trata del trazado del plan regulador y no del flujo vehicular o del sistema de transportes.


- Sometida a votación esta indicación, fue aprobada, con las modificaciones propuestas y otra formal, por unanimidad, votando los Honorables Senadores señores Montes, Moreira y Tuma.

Cabe señalar que, a consecuencia de la aprobación de la indicación en análisis, se modificó formalmente el literal b) de que se trata, de modo que contemple las dos enmiendas al inciso segundo del artículo 45 que se contendrán en el número en examen.

o o o

Número 11 (Pasa a ser 13)

Agrega en el artículo 48, a continuación de la palabra “vigencia”, la siguiente frase: “y, en todo caso, los planes reguladores comunales deberán ser actualizados cada quince años”.


Dicho precepto dispone que las Municipalidades confeccionarán o reactualizarán su Plan Regulador Comunal dentro de los plazos que fijare la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, debiendo someterlo a su aprobación para los efectos de su vigencia. Si las Municipalidades no cumplieran con esta obligación dentro del plazo fijado, la Secretaría Regional Ministerial respectiva lo hará por cuenta de ellas. En este caso, la Municipalidad respectiva deberá modificar el presupuesto municipal para el año siguiente, creando la partida con cargo a cualquier ítem variable del mismo presupuesto, para atender el gasto correspondiente. Si así no lo hiciere, el Intendente Regional dispondrá la modificación que corresponda del presupuesto municipal.


La indicación número 33, de Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza el número en análisis por el que se señala:


“... Derógase el artículo 48.”.

La asesora del MINVU, doña Jeannette Tapia, explicó que el fundamento de la indicación en examen va de la mano con la aprobación del artículo 28 sexies, que dispone que los instrumentos de planificación territorial deberán actualizarse cada diez años, lo que sería contradictorio con el plazo de quince años contenido en el numeral en análisis, que se quiere reemplazar.


Además, afirmó que dentro del Ministerio de Vivienda y Urbanismo se ha entendido que el artículo 48 estaría tácitamente derogado por la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades; entonces, se plantea que tal eliminación se realice expresamente, de manera de no generar confusiones.

- Esta indicación se aprobó por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores Montes, Moreira y Tuma.
o o o


La indicación número 34, de Su Excelencia la Presidenta de la República, incorpora cinco numerales nuevos, que para mayor claridad se analizaron y votaron separadamente:


El primer numeral propuesto señala lo siguiente:


“... Derógase el inciso segundo del artículo 134.”.


El precepto en cuestión se transcribe a continuación:


“Artículo 134.- Para urbanizar un terreno, el propietario del mismo deberá ejecutar, a su costa, el pavimento de las calles y pasajes, las plantaciones y obras de ornato, las instalaciones sanitarias y energéticas, con sus obras de alimentación y desagües de aguas servidas y de aguas lluvias, y las obras de defensa y de servicio del terreno.


Sin embargo, cuando las obras que deban ejecutarse beneficien también a otros propietarios, el servicio respectivo determinará el pago proporcional que corresponda al propietario en estas obras, en la forma que determine la Ordenanza General.


Las plantaciones y obras de ornato deberán ser aprobadas y recibidas por la Dirección de Obras Municipales respectiva.


La Ordenanza General establecerá los estándares mínimos de obras de urbanización exigibles fuera del terreno propio, cuando se trate de proyectos desvinculados de la vialidad existente, para los efectos de su adecuada inserción urbana, o su conectividad cuando se trate de proyectos en el área rural conforme al artículo 55.”.

El señor Enrique Rajevic señaló que la proposición se basa en que lo dispuesto en dicha norma se encuentra regulado en la legislación sanitaria y energética, a través de los denominados aportes reembolsables, pero que, además, la persona que impulsa la urbanización de un determinado inmueble es quien soporta el costo de la misma y paga a la empresa determinada, sin que en la práctica sea viable reglamentar la proporcionalidad entre los distintos beneficiarios.

El Honorable Senador señor Montes sostuvo que le parece justo que si la urbanización favorece a más de un individuo todos contribuyan, aun cuando reconoció que la disposición es muy poco utilizada.

El aludido asesor del MINVU agregó que cuando se trata de aportes reembolsables es factible cobrar a cada uno lo pertinente, no así en los demás casos.


- Sometido a votación el número en examen, fue aprobado unánimemente, con los votos de los Honorables Senadores señores Montes, Moreira y Tuma.

El segundo numeral propuesto expresa lo que se consigna enseguida:


“... Intercálase en el artículo 177, entre la palabra “respectivas” y el punto final, la frase “y publicándolo en el sitio electrónico del Gobierno Regional”.”.


El artículo pertinente es del siguiente tenor:


“Artículo 177.- En las áreas metropolitanas o que estén incluidas en un plan regulador metropolitano o intercomunal las secretarías regionales ministeriales de Vivienda y Urbanismo y de Transportes y Telecomunicaciones, con consulta a las municipalidades respectivas, elaborarán un proyecto de plan intercomunal de inversiones en infraestructura de movilidad y espacio público, análogo al previsto en el artículo precedente, pero que contendrá proyectos, obras y medidas incluidas en los instrumentos de planificación de nivel intercomunal o asociadas a éstos. El intendente someterá este proyecto a la aprobación de los alcaldes de las comunas incluidas en el área correspondiente. Obtenida la conformidad de la mayoría absoluta de aquellos, el plan será presentado al consejo regional y promulgado por el intendente luego de su aprobación, remitiendo copia a las municipalidades respectivas.”.

La señora Ministra anotó que la publicación del plan intercomunal de inversiones en infraestructura de movilidad y espacio público en el sitio electrónico del Gobierno Regional es una medida armónica con otras que se han ido aprobando en el presente debate para avanzar en pos de la información y transparencia.


- Este número fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Montes, Moreira y Tuma.

El tercer numeral propuesto señala lo que se transcribe a continuación:


“... Intercálase en el inciso primero del artículo 183, entre la frase “integración social” y la coma que le sigue, la expresión: “y la sustentabilidad urbana”.”.


El precepto en cuestión es el siguiente:


“Artículo 183.- Cuando los planes reguladores intercomunales establezcan nuevas áreas urbanas o de extensión urbana podrán determinar condiciones adicionales de urbanización y equipamiento para el desarrollo de los proyectos que se emplacen en ellas, incluyendo la ejecución de obras de urbanización fuera del terreno en que se ubica el proyecto, la ejecución de obras o medidas en el sistema de movilidad urbana o que mejoren los espacios públicos, la inclusión de tipos de vivienda o usos de suelo en sus proyectos, la materialización o mejoramiento de equipamientos públicos u otras medidas que promuevan la integración social, todo lo cual se determinará de acuerdo con un estudio de impacto urbano y las reglas que establezca la Ordenanza General.


El cumplimiento de las condiciones deberá garantizarse mediante cauciones que se ajusten a lo dispuesto en el artículo 173 y su incumplimiento acarreará, además de su cobro, la caducidad de las autorizaciones otorgadas y no ejecutadas.


En estos casos deberá considerarse el área de influencia total del proyecto para efectos de las mitigaciones directas que regula el Capítulo II de este Título, incorporando, a lo menos, la red de vías estructurantes existentes o proyectadas con las que se conectarán las nuevas áreas y el territorio o sector geográfico con el cual interactuarán funcionalmente.”.


- Sometido a votación el número en examen, se aprobó unánimemente, votando los Honorables Senadores señores Montes, Moreira y Tuma.

El cuarto numeral propuesto expresa lo que se consigna enseguida:


“... Reemplázase en el inciso primero del artículo 184 la frase “integración social urbana” por la siguiente: “integración social y sustentabilidad urbana”.”.


El artículo pertinente es el que se consigna a continuación:


“Artículo 184.- Los planes reguladores comunales podrán otorgar incentivos en las normas urbanísticas aplicadas en todo o parte de su territorio condicionados al desarrollo de espacios públicos o al mejoramiento de los ya existentes, a la materialización, reparación o mejoramiento de equipamientos públicos, a la instalación o incorporación de obras de arte en el espacio público o al cumplimiento de otras condiciones que induzcan o colaboren en el mejoramiento de los niveles de integración social urbana.


El cumplimiento de las condiciones anteriores será requisito para la recepción de los proyectos, aplicándoseles lo dispuesto en el artículo 173.


La aprobación de un plan con estos incentivos dejará sin aplicación en el territorio planificado los artículos 63, 107, 108 y 109 de esta ley.”.


- Este número fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Montes, Moreira y Tuma.

El quinto numeral propuesto señala lo que se transcribe enseguida:


“... Agrégase, a continuación del artículo 184, el siguiente artículo 184 bis, nuevo:


“Artículo 184 bis.- Las viviendas sociales que resulten de la aplicación de los incentivos permitidos en los artículos precedentes o en otras normas, se identificarán en los respectivos permisos de edificación y recepciones municipales, y solo podrán ser adquiridas u ocupadas por personas que cumplan los requisitos correspondientes a los programas habitacionales específicos a que correspondan esas viviendas o los de los programas que los remplacen.


Dichas viviendas quedarán sujetas a la prohibición de no ser transferidas a personas que no paguen total o parcialmente el precio con el subsidio correspondiente al programa habitacional específico original, o al que lo remplace.”.”.

La señora Ministra hizo presente que el contenido del nuevo artículo 184 bis que se propone recoge el proyecto de ley Boletín N° 11.156-14, de autoría de los Senadores señores Montes y Tuma, pues al Ejecutivo le pareció pertinente incorporarlo a la presente iniciativa.

Asimismo, recordó que a propósito del análisis de la indicación número 14 se expusieron los argumentos que fundamentan la propuesta en examen.


- Sometido a votación el número en análisis, fue aprobado unánimemente, con enmiendas formales, votando los Honorables Senadores señores Montes, Moreira y Tuma.
o o o

ARTÍCULO SEGUNDO


Enmienda el artículo 3° del decreto ley N° 1.939, de 1977, del Ministerio de Tierras y Colonización, que establece Normas sobre Adquisición, Administración y Disposición de Bienes del Estado, cuyo texto es el que se señala a continuación:


“Artículo 3°.- Corresponderá al Ministerio formar y conservar el catastro de los bienes raíces de propiedad fiscal y de todas las entidades del Estado.


Las reparticiones de la Administración Pública centralizadas y descentralizadas deberán poner a disposición del Ministerio los antecedentes e instrumentos relacionados con estos bienes, en la forma, plazos y condiciones que señale el reglamento.”.


Como se dijo, el artículo segundo modifica el precepto transcrito, agregándole el siguiente inciso tercero:


“El Ministerio mantendrá la información de los bienes a que se refieren los incisos precedentes en un sistema informático georreferencial, disponible en su sitio electrónico institucional, con el fin de permitir conocer su ubicación, avalúo, titularidad, destino y demás antecedentes que señale el reglamento a que hace referencia el inciso anterior.”.


La indicación número 35, del Honorable Senador señor Montes, introduce en el inciso propuesto la siguiente oración final: “Dicha información deberá publicarse en el sitio web en forma completa y actualizada, y de un modo que permita su fácil identificación y un acceso expedito.”.

La señora Ministra de Vivienda y Urbanismo estuvo de acuerdo con la indicación en examen, pues es coherente y complementa lo anteriormente aprobado en el debate de este proyecto de ley.


- Esta indicación fue aprobada unánimemente, con los votos de los Honorables Senadores señores Montes, Moreira y Tuma.
ARTÍCULO TERCERO


Enmienda, por medio de dos numerales, el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1998, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado de la ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial.

Número 2


Modifica -a través de tres letras- el artículo 8°, que se compone de cuatro incisos.


En lo que interesa, su inciso primero dispone que los bienes raíces no agrícolas afectos a impuesto territorial, ubicados en áreas urbanas, y que correspondan a sitios no edificados con urbanización, propiedades abandonadas o pozos lastreros, pagarán una sobretasa del 100% respecto de la tasa vigente del impuesto. La referida sobretasa no se aplicará en áreas de extensión urbana o urbanizables, así determinadas por los respectivos instrumentos de planificación territorial. (Cabe señalar que la letra a) -aprobada en general- eliminó la frase “con urbanización”).


Su inciso segundo establece que, con todo, en el caso de sitios no edificados, esta sobretasa regirá a contar del año subsiguiente de la recepción en forma definitiva, total o parcial, de las respectivas obras de urbanización. No obstante, tratándose de proyectos de subdivisión o loteo, cuya superficie sea superior a cincuenta hectáreas, la sobretasa referida se aplicará a los sitios resultantes de la subdivisión o loteo transcurrido el plazo de diez años contado desde la fecha de recepción definitiva, total o parcial, de dichas obras de urbanización.

Letra b)


Reemplaza el citado inciso segundo por otro que prescribe que, con todo, esta sobretasa no se aplicará a los inmuebles localizados fuera de los límites del área geográfica donde se prestan los servicios públicos de distribución de agua potable y de recolección de aguas servidas. Dicha situación deberá acreditarse por el dueño u ocupante del inmueble ante la respectiva municipalidad mediante la presentación de certificado expedido por la empresa concesionaria correspondiente.


La indicación número 36, del Honorable Senador señor Montes, sustituye el literal en cuestión por el siguiente:


“b) Elimínase el inciso segundo.”.
- El señor Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por referirse a materias de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, según lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 1°, de la Constitución Política de la República.
ARTÍCULO CUARTO


Consagra una Ley sobre Incrementos de Valor por Ampliaciones de los Límites Urbanos, compuesta por 12 preceptos.

La indicación número 37, del Honorable Senador señor Moreira, es para suprimir este artículo.
Ante una consulta del Honorable Senador señor Tuma, sobre la eventual inadmisibilidad de la indicación en examen, se hizo presente que ella no se hallaría en la situación descrita en el artículo 65, inciso cuarto, número 1°, de la Carta Fundamental, ya que la Ley sobre Incrementos de Valor por Ampliaciones de los Límites Urbanos -contenida en el artículo cuarto del proyecto- es solo una proposición que se viene formulando y no constituye un tributo existente, por lo que puede estimarse que la indicación no hace más que manifestar el rechazo de su autor respecto de tal propuesta.


- Sometida a votación esta indicación, fue rechazada por 2 votos contra uno. Votaron negativamente, los Honorables Senadores señora Muñoz y señor Tuma, y a favor, el Honorable Senador señor Moreira.

Artículo 1


Este precepto está compuesto por ocho incisos que, para un mejor entendimiento, serán descritos en tanto sean objeto de indicaciones.

Inciso primero


Señala que se gravará con impuesto a la renta con una tasa de 10%, la parte del mayor valor obtenido en aquellas enajenaciones a título oneroso de bienes raíces situados en Chile, derechos reales constituidos en ellos, o de cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes, que se encuentren en zonas incluidas en un proceso de ampliación del límite urbano.


La indicación número 38, del Honorable Senador señor Montes, agrega después de la expresión “límite urbano” la frase “o en áreas de influencia de obras de conectividad urbana”.
En primer término, se tuvo en consideración que la indicación en análisis se encontraría en la situación descrita en el artículo 65, inciso cuarto, número 1°, de la Constitución Política, al igual que las números 39, 41, 42, 44, 45, 46, 48, 50, 51, 53 y 55, por ser consecuenciales de la primera.

La señora Ministra de Vivienda y Urbanismo estuvo de acuerdo con lo recién consignado.

La Honorable Senadora señora Muñoz señaló que el sentido de las indicaciones mencionadas es incorporar a la afectación del nuevo tributo la plusvalía que se origina en grandes obras de conectividad urbana y preguntó a los representantes del Ejecutivo si existe alguna posibilidad de extender el hecho gravado.

La Secretaria de Estado contestó que al plantear las ideas matrices del presente proyecto de ley se hizo ver que, si bien se comparte la noción de que las grandes ganancias también se producen por otras causas, éstas se dejarían fuera porque el Ejecutivo no está en condiciones de hacer una propuesta que permita delimitar los impactos de las mismas.

Comentó que la plusvalía provocada por razones distintas a la ampliación del límite urbano está siendo analizada y será abordada, como propuesta de futuro, por el Consejo Nacional de Desarrollo Urbano.

El Honorable Senador señor Tuma consideró que lo sostenido por la Senadora señora Muñoz debe ser regulado y acogido por el Gobierno, ya que no resultaría justo aplicar el impuesto solo a la plusvalía originada por una decisión administrativa que implica la ampliación del límite urbano y no a una serie de otras situaciones que generan incremento en las ganancias, como, por ejemplo, la construcción de una línea del metro.

Sin perjuicio de lo anterior, concordó con la señora Ministra en cuanto a establecer certidumbre sobre el real efecto de los mecanismos que se adopten; de lo contrario, habrá demasiadas dudas e inconvenientes por la determinación del área de influencia de las obras que originan aumento del precio de los bienes raíces.

- El señor Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por referirse a materias de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, según lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 1°, de la Constitución Política de la República.
o o o


La indicación número 39, del Honorable Senador señor Montes, incorpora a continuación del inciso primero el siguiente, nuevo:


“Se entenderá por obras de conectividad urbana afectas al tributo regulado en esta ley la construcción de proyectos relevantes de infraestructura pública, como autopistas urbanas o la apertura o remodelación de vías estructurantes y la implementación de medios de transporte público, tales como nuevas líneas o estaciones de metro, trenes de cercanías o suburbanos, tranvías, teleféricos, o funiculares. Para estos efectos se entenderán comprendidos en el área de influencia los propietarios cuyos inmuebles se ubiquen hasta la octava intersección de la vía o la estación del sistema de transporte de que se trate. Se considerarán en este cómputo todas las intersecciones, salvo aquellas que incluyan calles sin salida, pasajes o calles peatonales.”.

- El señor Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación, como consecuencia de igual declaración efectuada respecto de la indicación número 38.

o o o

Inciso tercero


Prescribe que este impuesto se aplicará a las enajenaciones que se efectúen a contar de los actos a que hacen referencia los literales a) y b) del número 1 del artículo 5 de esta ley, según corresponda, y hasta la primera enajenación que se realice después de la publicación en el Diario Oficial del plan regulador que amplíe el límite urbano.


La indicación número 40, de Su Excelencia la Presidenta de la República, suprime la expresión “en el Diario Oficial”.

La señora Ministra manifestó que esta indicación, así como las números 43, 52, 54, 56 y 57, son armónicas con lo aprobado anteriormente respecto de la supresión de la obligación de publicar el instrumento de planificación en el Diario Oficial.


- Esta indicación fue aprobada unánimemente, con los votos de los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Moreira y Tuma.

La indicación número 41, del Honorable Senador señor Montes, agrega la siguiente oración final: “Se aplicará, asimismo, a las enajenaciones que se efectúen desde el momento en que la autoridad pública encargada de la proyección o diseño de las respectivas obras de conectividad urbana anuncien públicamente, por cualquier medio, la ejecución de los proyectos respectivos.”.

- El señor Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación, como consecuencia de igual declaración efectuada respecto de la indicación número 38.

Inciso cuarto


Expresa que la parte del mayor valor gravado a que hace referencia el inciso primero, corresponderá al incremento de valor experimentado en el proceso de ampliación del límite urbano, según lo establecido en el artículo 4 de esta ley.


La indicación número 42, del Honorable Senador señor Montes, intercala a continuación de la expresión “límite urbano” la frase “o de construcción o implementación de obras de conectividad urbana”.

- El señor Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación, como consecuencia de igual declaración efectuada respecto de la indicación número 38.

Inciso quinto


Dispone que no estarán gravadas con este impuesto aquellas enajenaciones a que se refiere el inciso primero, que se realicen transcurridos dieciocho años contados desde que cualquiera de los siguientes hechos ocurra primero:


a) La fecha de publicación en el Diario Oficial del plan regulador que amplíe el límite urbano.


La indicación número 43, de Su Excelencia la Presidenta de la República, suprime la expresión “en el Diario Oficial”.


- Esta indicación se aprobó por unanimidad, votando los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Moreira y Tuma.

La indicación número 44, del Honorable Senador señor Montes, agrega después de la palabra “urbano” la frase “o la fecha en que pongan en servicio las obras de conectividad urbana”.

- El señor Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación, como consecuencia de igual declaración efectuada respecto de la indicación número 38.


b) Desde el cumplimiento de un plazo de siete años a contar de la fecha de notificación contemplada en el numeral 1 del artículo 8 de la presente ley.


La indicación número 45, del Honorable Senador señor Montes, intercala después del vocablo “ley” la frase “o desde que la autoridad pública encargada de la proyección o diseño de las obras de conectividad urbana anuncie públicamente, por cualquier medio, la ejecución de los proyectos respectivos”.

- El señor Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación, como consecuencia de igual declaración efectuada respecto de la indicación número 38.

Inciso séptimo


Preceptúa que, con todo, si la modificación que amplía el límite urbano fuese rechazada, no será aplicable el impuesto a que se refiere el inciso primero respecto de aquellas enajenaciones que ocurran a contar de dicho evento. Tampoco se aplicará el impuesto respecto de aquellas enajenaciones de bienes raíces que ocurran con posterioridad a su exclusión de la zona de ampliación del límite urbano por modificaciones al plan regulador, conforme a lo establecido en el inciso final del artículo 36 y el inciso sexto del artículo 43, ambos de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


La indicación número 46, del Honorable Senador señor Montes, consulta la siguiente oración final: “Lo mismo se aplicará en caso que la obra de conectividad urbana no llegue a concretarse.”.

- El señor Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación, como consecuencia de igual declaración efectuada respecto de la indicación número 38.

Artículo 2


Señala que el impuesto a que se refiere el artículo 1 de la presente ley no se aplicará a aquellas enajenaciones en que el precio o valor asignado a ellas no exceda, a la fecha de perfeccionamiento de la enajenación, el equivalente a 5.000 unidades de fomento. Para estos efectos, se considerará la suma de los precios o valores asignados a las enajenaciones que efectúe el contribuyente de la totalidad de los derechos reales constituidos sobre los bienes raíces o de las cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes, dentro del año comercial respectivo.


La indicación número 47, del Honorable Senador señor Montes, sustituye el guarismo “5.000” por “2.000”.

- El señor Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por referirse a materias de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, según lo dispuesto en el artículo 65, incisos tercero y cuarto, número 1°, de la Constitución Política de la República.
Artículo 4


Este precepto está compuesto por cinco incisos que, para un mejor entendimiento, serán descritos en tanto sean objeto de indicaciones.

Inciso primero


Dispone que para determinar la parte del mayor valor que corresponda al incremento de valor experimentado en la ampliación del límite urbano derivado de un proceso de cambio a un plan regulador, se deducirá del valor comercial final el valor comercial inicial que corresponda, los que serán determinados de conformidad con lo dispuesto en los artículos 5 y 6 siguientes.


La indicación número 48, del Honorable Senador señor Montes, agrega después de la expresión “plan regulador” la frase “o de construcción o implementación de obras de conectividad urbana”.

- El señor Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación, como consecuencia de igual declaración efectuada respecto de la indicación número 38.

Inciso segundo


Prescribe que el valor comercial así determinado se incrementará por la variación positiva que haya experimentado el valor de los bienes raíces rurales, expresado en porcentaje, entre el mes anterior a aquel en que se fije el valor comercial inicial y el mes anterior a aquel en que se fije el valor comercial final. Para tales efectos, el Servicio de Impuestos Internos publicará mensualmente un índice de variación del valor de los bienes raíces rurales, el que reflejará la variación, en los últimos doce meses, del valor que hayan tenido las enajenaciones de bienes raíces rurales situados en Chile o de cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes. Para la elaboración del índice referido se excluirán a aquellas enajenaciones que recaigan sobre bienes raíces que se encuentren en zonas incluidas en un proceso de ampliación del límite urbano a que hace referencia esta ley. Asimismo, el valor comercial inicial se incrementará por los desembolsos incurridos en mejoras que hayan aumentado el valor del bien, reajustados de acuerdo a la variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la mejora y el mes anterior a la enajenación, efectuadas por el enajenante o un tercero, siempre que hayan pasado a formar parte de la propiedad del enajenante y hayan sido declaradas en la oportunidad que corresponda ante el Servicio, para ser incorporadas en la determinación del avalúo fiscal de la respectiva propiedad para los fines del impuesto territorial, con anterioridad a la enajenación. El Servicio de Impuestos Internos deberá determinar la metodología de cálculo de este índice, así como la forma y oportunidad en que deban informarse las mejoras, a través de resoluciones que dictará previa consulta pública obligatoria en los términos establecidos en el número 1° de la letra A del inciso segundo del artículo 6 del Código Tributario.


La indicación número 49, del Honorable Senador señor Montes, intercala a continuación de la locución “a que hace referencia esta ley.” la siguiente oración: “Asimismo, se elaborará un índice comunal de variación del valor de los bienes raíces urbanos, pudiendo desagregarse por sectores.”.

Respecto de este asunto, se tuvo presente que la indicación en examen impondría a un organismo público la obligación de elaborar un índice comunal de variación del valor de los bienes raíces urbanos, materia reservada a la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, según lo prescrito en el artículo 65, inciso cuarto, número 2°, de la Carta Fundamental.

La señora Ministra de Vivienda y Urbanismo manifestó su coincidencia con lo consignado y, además, consideró que lo sustancial de la indicación en análisis fue recogido en el texto aprobado a propósito de la número 18.

- El señor Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por referirse a materias de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, según lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 2°, de la Constitución Política de la República.
Artículo 5


Este precepto expresa que para efectos de la presente ley el valor comercial inicial será determinado, según sea el caso, conforme a las reglas que consigna en sus tres numerales, siendo el primero de ellos el único relacionado con las indicaciones formuladas.

Numeral 1


Su texto es el que se transcribe enseguida:


“1. Para la primera enajenación de un bien raíz, de derechos reales constituidos sobre tales bienes o de cuotas poseídas en comunidad respecto de ellos, que se encuentre gravada con el impuesto a que se refiere esta ley, el valor comercial inicial se determinará según la tasación que, para este solo efecto, practique el Servicio de Impuestos Internos.


Esta tasación, en adelante “valor comercial inicial de referencia”, deberá realizarse cuando se incorpore un área o sub-área en el proceso de ampliación del límite urbano a través de alguno de los siguientes actos:


a) El acuerdo del Concejo Municipal o Consejo Regional, según corresponda, de los términos en que se procederá a diseñar un anteproyecto de plan regulador que considere una ampliación del límite urbano, a que se refiere el numeral 5 del artículo 28 bis B del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones.


b) La aprobación del plan regulador por la Secretaría Regional Ministerial competente o por el Concejo Municipal, según corresponda, a que se refieren el inciso final del artículo 36 y el inciso sexto del artículo 43, ambos de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, cuyas modificaciones incluyan bienes raíces no contemplados en el literal anterior en la ampliación del límite urbano.”.


La indicación número 50, del Honorable Senador señor Montes, agrega en el encabezamiento del párrafo segundo, después de la expresión “límite urbano”, la frase “o se anuncie públicamente una obra de conectividad urbana para su área de influencia,”.

- El señor Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación, como consecuencia de igual declaración efectuada respecto de la indicación número 38.

o o o


La indicación número 51, del Honorable Senador señor Montes, incorpora en el numeral en examen el siguiente literal, nuevo:


“…) El anuncio público, por parte de la autoridad encargada de la proyección o diseño de las obras de conectividad urbana, de la ejecución de los proyectos respectivos.”.

- El señor Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación, como consecuencia de igual declaración efectuada respecto de la indicación número 38.

o o o

Artículo 6


Esta disposición señala que para efectos de la presente ley el valor comercial final será determinado, según sea el caso, conforme a las reglas que consigna en los tres numerales del inciso primero y en el inciso segundo. Para mayor claridad solo se describirán las normas en que recaen indicaciones.

Inciso primero

Numeral 1


Dispone que para aquellas enajenaciones a que se refieren los literales a) y b) siguientes, el valor comercial final se determinará según la tasación que, para este solo efecto, practique el Servicio de Impuestos Internos. Esta tasación en adelante “valor comercial final de referencia” se utilizará en las siguientes circunstancias:


a) Enajenaciones de bienes raíces, de derechos reales constituidos sobre ellos o de cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes, que sean efectuadas con posterioridad a la publicación en el Diario Oficial de un plan regulador que amplíe el límite urbano de las zonas en que se emplazan, o


La indicación número 52, de Su Excelencia la Presidenta de la República, suprime la expresión “en el Diario Oficial”.


- Esta indicación fue aprobada unánimemente, con los votos de los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Moreira y Tuma.

La indicación número 53, del Honorable Senador señor Montes, intercala a continuación de la voz “emplazan” la frase “o a que pongan en servicio las obras de conectividad urbana”.

- El señor Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación, como consecuencia de igual declaración efectuada respecto de la indicación número 38.


b) Enajenaciones de bienes raíces, de derechos reales constituidos sobre ellos, o de cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes, que sean efectuadas después de transcurridos siete años contados desde la fecha de notificación del acuerdo del concejo, a que hace referencia el numeral 5 del artículo 28 bis B del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, y previo a la publicación en el Diario Oficial del plan regulador que amplíe el límite urbano de las zonas en que se emplazan.


La indicación número 54, de Su Excelencia la Presidenta de la República, elimina la expresión “en el Diario Oficial”.


- Esta indicación se aprobó por unanimidad, votando los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Moreira y Tuma.

La indicación número 55, del Honorable Senador señor Montes, agrega después de la palabra “emplazan” la frase “o transcurrido el mismo plazo desde el anuncio público, por parte de la autoridad encargada de la proyección o diseño de las obras de conectividad urbana, de la ejecución de los proyectos respectivos”.

- El señor Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación, como consecuencia de igual declaración efectuada respecto de la indicación número 38.

Numeral 2


Señala que para enajenaciones que se realicen en el tiempo intermedio entre el inicio del proceso a que hace referencia el numeral 5 del artículo 28 bis B del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones y antes de la publicación en el Diario Oficial de un plan regulador que amplíe el límite urbano, el valor comercial final será equivalente al precio estipulado por las partes en la enajenación, a menos que corresponda aplicar la regla del literal b) del numeral precedente.


La indicación número 56, de Su Excelencia la Presidenta de la República, suprime la expresión “en el Diario Oficial”.


- Esta indicación fue aprobada unánimemente, con los votos de los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Moreira y Tuma.
Artículo 7


Esta disposición señala que para efectos de la aplicación del impuesto a que se refiere la presente ley, el Servicio de Impuestos Internos deberá establecer los valores comerciales iniciales y finales de referencia conforme a las reglas que consigna en los cuatro numerales del inciso primero y en el inciso segundo. Para mayor claridad solo se describe la norma en la que recae la indicación pertinente.

Inciso primero

Número 3


Prescribe que para las enajenaciones a que se refiere el literal a) del numeral 1 del artículo 6 de la presente ley, el valor comercial final de referencia será el que se determine dentro del plazo de seis meses contados desde la publicación en el Diario Oficial del plan regulador.


La indicación número 57, de Su Excelencia la Presidenta de la República, elimina la expresión “en el Diario Oficial”.


- Esta indicación se aprobó por unanimidad, votando los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Moreira y Tuma.
o o o


La indicación número 58, del Honorable Senador señor Montes, introduce después del artículo 9 otro, nuevo, del tenor que sigue:


“Artículo ...- Se gravará también con impuesto a la renta con una tasa de 10%, la parte del mayor valor obtenido en enajenaciones a título oneroso de bienes raíces que estando ubicados en Chile, dentro del límite urbano, hayan permanecido en calidad de bienes agrícolas; de los derechos reales constituidos en ellos, o de cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes.


Se encontrarán afectas a dicho tributo las enajenaciones totales o parciales ocurridas hasta dieciocho años después de cambiarse su destinación a bienes raíces no agrícolas, sea por voluntad del propietario o por decisión de la administración tributaria.


El mayor valor gravado corresponderá al incremento de valor experimentado por el valor comercial de la propiedad entre el cambio de destinación o la adquisición, según el caso, y la enajenación.


Se aplicarán a este tributo las disposiciones de este Artículo cuarto, en lo que resulte aplicable, particularmente en lo referido a la determinación del valor comercial inicial, sus reajustes e incrementos y del valor comercial final.”.

La Honorable Senadora señora Muñoz sostuvo que, a través de la indicación en examen, el Senador señor Montes saca a la palestra la necesidad de gravar la plusvalía generada en la transacción sobre aquellos sitios que, ubicados dentro de la ciudad, han sido destinados al uso agrícola, pero que luego, por una decisión privada o administrativa, pasan a ser urbanos.

La señora Ministra manifestó que, aun cuando se trataría de una indicación que aborda materias de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, comparte la preocupación en cuanto a analizar asuntos que no fueron considerados en este proyecto.

Señaló que lo relativo al suelo es un debate que recién comienza en nuestro país y, en el seno del Consejo Nacional de Desarrollo Urbano, se está dando una discusión mucho más amplia y profunda respecto de la planificación urbana integrada; sin embargo, precisó que la iniciativa en examen fue acotada a determinadas materias, analizados sus impactos reales.

- El señor Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por referirse a materias de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, según lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 1°, de la Constitución Política de la República.
o o o

o o o


La indicación número 59, de Su Excelencia la Presidenta de la República, consulta después del artículo cuarto otro, nuevo, del tenor siguiente:


“Artículo ...- Declárase, interpretando los artículos 184 y 185 del decreto con fuerza de ley N° 458 del Ministerio de Vivienda y Urbanismo de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, que son válidos los incentivos o condiciones que hubieran establecido los planes reguladores intercomunales o comunales con anterioridad a la vigencia de la ley N° 20.958, que establece un sistema de aportes al espacio público.


Con todo, no se aplicará en estos casos la limitación establecida en el inciso tercero del artículo 184 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.”.


La señora Jeannette Tapia explicó que al entrar en vigencia la Ley de Aportes al Espacio Público surgió la duda, entre los diversos intervinientes, respecto de aquellos incentivos urbanísticos ya contemplados en planes reguladores actuales, aun cuando al interior del MINVU siempre se entendió que dichos incentivos se mantendrían, pero, de todos modos, ante tales divergencias, se optó por establecer esta norma interpretativa expresa.

- Esta indicación fue aprobada por unanimidad, con modificaciones formales y de referencia, votando los Honorables Senadores señores Montes, Moreira y Tuma.
o o o

Terminado el debate, el Honorable Senador señor Moreira consideró que, sin perjuicio de las aprensiones e inquietudes consignadas en el curso de la discusión, este proyecto de ley constituye un buen paso en pos del objetivo superior que se persigue, cual es regular el suelo, evitando los espacios de abuso y especulación en su mercado.

Además, destacó el aporte de quienes participaron en la tramitación y colaboraron en el perfeccionamiento de esta normativa.

Por su parte, la señora Ministra expresó que, durante el último tiempo, la Comisión de Vivienda y Urbanismo del Senado ha despachado un conjunto de iniciativas que, convertidas en leyes de la República, han cambiado significativamente la legislación en materia urbana.

Hizo hincapié en que el proyecto objeto del presente debate importa un gran avance respecto de la transparencia, la calidad de la planificación urbana y la proyección del desarrollo de nuestras ciudades.

Finalmente, subrayó el trabajo realizado al interior de la Comisión, pues, a pesar de las diferencias, siempre se buscó la mejor alternativa para el país.

- - -

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

ARTÍCULO PRIMERO

Número 2


Sustituirlo por el siguiente:


“2. Agrégase a continuación del epígrafe del Capítulo II del Título II, “De la Planificación Urbana en particular”, el siguiente epígrafe nuevo: “PÁRRAFO PRELIMINAR.- Ámbitos de competencia y medidas de transparencia en la Planificación Urbana”.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 1).

o o o


Incorporar un nuevo numeral del tenor que se expresa enseguida:


“3. Introdúcense a continuación del artículo 28 ter los siguientes artículos 28 quáter, 28 quinquies y 28 sexies, nuevos:


“Artículo 28 quáter.- Estándares urbanísticos mínimos para los instrumentos de planificación urbana comunal. Los instrumentos de planificación urbana comunal deberán ajustarse, en su elaboración o modificación, a:


a) La superficie, accesibilidad y tipos de áreas verdes por ocupantes o habitantes que señale la Ordenanza General.


b) La superficie, accesibilidad y tipos de equipamientos por ocupantes o habitantes que señale la Ordenanza General.


c) El mínimo de estacionamientos que estarán localizados al interior del predio que determine la Ordenanza General, con las excepciones que esta misma establezca. Para el caso de viviendas, será uno por cada dos unidades, a menos que el propio instrumento contemple límites diferentes, sean inferiores o superiores, por razones de congestión o densidad, y sin perjuicio de respetar lo dispuesto en el artículo 8° de la ley N° 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria. Tratándose de usos distintos al habitacional, se estará a lo que determine la Ordenanza General en función del destino e intensidad de ocupación.


d) Una trama vial que incorpore circulaciones destinadas al uso público cuyas intersecciones no excedan de 200 metros lineales, con las excepciones que señale la Ordenanza General, para garantizar la continuidad del espacio público y la conectividad con la vialidad del sector.


e) Los demás estándares que indique la Ordenanza General para garantizar el acceso equitativo a los bienes públicos urbanos.


En los literales a) y b) se considerará la totalidad de ocupantes o habitantes que pueda llegar a tener la comuna como consecuencia de las disposiciones del instrumento o de su modificación.


La Ordenanza, al reglamentar estos estándares, reconocerá las condiciones locales y de diversidad territorial.


Artículo 28 quinquies.- Normas urbanísticas supletorias para territorios sin planificación comunal o seccional. Las construcciones que se levanten en zonas urbanas que no estén normadas por un Plan Regulador Comunal o un Plan Seccional deberán ajustarse, mientras mantengan esta situación, a las siguientes disposiciones:


a) No podrán superar la altura promedio de los edificios ya construidos en las manzanas edificadas, con un máximo de diez pisos. En caso de no haber edificación no podrán exceder de dos pisos, salvo que se trate de conjuntos habitacionales de viviendas sociales, los que podrán alcanzar cuatro pisos.


b) No podrán superar la densidad promedio de la manzana en que se emplacen y, de no ser aplicable esta norma, la del promedio de las zonas contiguas que ya estén edificadas, salvo que se trate de conjuntos habitacionales de viviendas sociales.


c) No podrán alterar el sistema de agrupamiento de las edificaciones, sus características arquitectónicas y volumétricas ni las líneas oficiales y de edificación del sector, debiendo adaptarse al entorno urbano en que se emplacen.


d) Deberán dar continuidad a la trama vial existente.


e) Deberán cumplir las demás normas urbanísticas supletorias que, para estos efectos y reconociendo las condiciones locales y de diversidad territorial, señale la Ordenanza General.


Las normas precedentes se aplicarán también cuando se declare la nulidad total o parcial de un Plan Regulador Comunal o Seccional.


Lo dispuesto en este artículo regirá sin perjuicio de las normas que respecto de las áreas de extensión urbana establezcan los Planes Reguladores Intercomunales.


Artículo 28 sexies.- Actualización de los instrumentos de planificación territorial. Los instrumentos de planificación territorial deberán actualizarse periódicamente en un plazo no mayor a diez años, conforme a las normas que disponga la Ordenanza General.”.”.


(Artículo 28 quáter. Unanimidad 3x0. Indicación número 2).

(Artículo 28 quinquies. Letra a): mayoría 2x1, y resto del artículo: unanimidad 3x0. Indicación número 2).


(Artículo 28 sexies. Unanimidad 4x0. Indicación número 2).
o o o

Número 3

Pasa a ser número 4

Encabezamiento


Reemplazarlo por el siguiente:


“4. Agréganse a continuación del artículo 28 sexies, los siguientes artículos 28 septies, 28 octies, 28 nonies, 28 decies y 28 undecies:”.


(Unanimidad 4x0. Indicación número 3).

Artículo 28 bis A


Sustituir su denominación por “28 septies”.


(Unanimidad 4x0. Indicación número 4).

Inciso primero


Reemplazar la frase “publicarse en el Diario Oficial junto con la respectiva Ordenanza, y se informará de la publicación en el Diario Oficial y de su disponibilidad en el sitio electrónico del organismo respectivo” por la siguiente: “publicarse en el sitio electrónico del organismo junto con la respectiva Ordenanza, y se informará de su disponibilidad en aquel”.


(Unanimidad 4x0. Indicación número 5).

Artículo 28 bis B


Sustituir su denominación por “28 octies”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 7).

Número 1


Eliminar la expresión “didáctico,”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 8).

Número 6


Reemplazar la locución “bis C” por “undecies”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 9).

Artículo 28 bis C


Sustituir su denominación por “28 nonies”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 10).

Artículo 28 bis D


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 28 decies.- Transparencia en el ejercicio de la potestad planificadora. La planificación urbana es una función pública cuyo objetivo es organizar y definir el uso del suelo y las demás normas urbanísticas de acuerdo con el interés general. Su ejercicio deberá:


a) Ser fundado, señalando expresamente sus motivaciones y los objetivos específicos que persigue en cada caso, especialmente cuando se realicen cambios en las propuestas, anteproyectos o proyectos.


b) Considerar información suficiente sobre la realidad existente y su evolución previsible.


c) Ajustarse a los principios de sustentabilidad, cohesión territorial y eficiencia energética, procurando que el suelo se ocupe de manera eficiente y combine los usos en un contexto urbano seguro, saludable, accesible universalmente e integrado socialmente.


d) Evitar la especulación y procurar la satisfacción de las necesidades de vivienda de la población, y


e) Ser consistente con los estudios técnicos referidos a movilidad urbana, infraestructura sanitaria y energética, riesgos y protección del patrimonio natural y cultural, entre otros, conforme establezca la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, los que necesariamente deberán estar en coordinación con las políticas sectoriales asociadas a cada materia.”.


(Cambio denominación: unanimidad 3x0. Indicación número 12).


(Texto del artículo: unanimidad 5x0. Indicaciones números 13 y 14, y artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado).
Artículo 28 bis E


Sustituir su denominación por “28 undecies”.


(Unanimidad 5x0. Indicación número 15).

Encabezamiento


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 28 undecies.- Observatorios del mercado del suelo urbano, de los instrumentos de planificación territorial y de los permisos. Para promover la transparencia del mercado del suelo, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo mantendrá en un Portal Único de Información:”.

(Unanimidad 5x0, en relación a indicaciones números 16 y 17, y unanimidad 3x0, en lo relativo a indicación número 19).

Letra a)


Sustituirla por la que se transcribe a continuación:


“a) Un observatorio del mercado del suelo urbano que informará de la evolución de precios por metro cuadrado de los bienes raíces a nivel nacional, regional, comunal y otras zonas geográficas específicas. Para estos efectos, el Servicio de Impuestos Internos pondrá a disposición del observatorio los montos y otros antecedentes necesarios para que pueda caracterizar los bienes raíces enajenados, informados en las Declaraciones sobre Enajenación e Inscripción de los Bienes Raíces, o la declaración que las reemplace, y que el Servicio recibe en el ejercicio de sus atribuciones, exceptuados aquellos datos que permitan individualizar a los predios, sus propietarios, poseedores u ocupantes. El Ministerio de Hacienda determinará, mediante una resolución exenta, que también suscribirá el Ministro de Vivienda y Urbanismo, previa propuesta del Servicio de Impuestos Internos, las zonas geográficas específicas que se considerarán en el observatorio y la forma y oportunidad de entrega de dicha información, resguardando que el procedimiento no identifique o no permita identificar bienes raíces, propietarios, poseedores u ocupantes en particular, y cumpliendo las disposiciones de la Ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 7, del Ministerio de Hacienda, de 1980, y en el Código Tributario.”.


(Unanimidad 3x0. Indicaciones números 18 y 19).

Letra b)


Reemplazar la locución “28 bis A y 28 bis B” por la siguiente: “28 septies y 28 octies”.


(Unanimidad 5x0. Indicación número 20).

o o o


Incorporar la siguiente letra c), nueva:

“c) Un sistema de información sobre el estado de tramitación de los permisos de urbanización y de edificación en cada municipalidad, en la forma que determine la Ordenanza General, que también permitirá a las respectivas direcciones de obras municipales cumplir con los trámites que regula la presente ley de manera electrónica.”.


(Unanimidad 5x0. Indicaciones números 21 y 23).

o o o

o o o


Consultar un inciso final del siguiente tenor:

“La infracción de los deberes señalados en el inciso anterior será considerada una grave vulneración del principio de probidad administrativa.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación número 22).

o o o

Número 4


Pasa a ser número 5, sin modificaciones.

Número 5


Pasa a ser número 6.

Artículo 36

Incisos primero, segundo y cuarto


Reemplazar la expresión “28 bis B” por “28 octies”.


(Unanimidad 5x0. Indicaciones números 24, 25 y 26).

Número 6


Pasa a ser número 7, sin modificaciones.

o o o


Incorporar un nuevo numeral del tenor que se expresa enseguida:


“8. Agrégase, a continuación del artículo 37, el siguiente artículo 37 bis:


“Artículo 37 bis.- Podrán aprobarse enmiendas a los planes reguladores intercomunales cuando se trate de modificaciones que no sean sustantivas y recaigan en disposiciones relativas al ámbito de competencia propio de estos instrumentos, dentro de los márgenes y de acuerdo al procedimiento simplificado que establezca la Ordenanza General, el que en todo caso deberá contemplar una consulta a las municipalidades correspondientes y un proceso de consulta pública.


Tratándose de modificaciones en los trazados de las vías intercomunales, será necesario un informe favorable de la autoridad regional o metropolitana competente en materia urbanística.”.”.


(Mayoría 4x1 abstención. Indicación número 27).

o o o

Número 7


Pasa a ser número 9, sin modificaciones.

Número 8


Pasa a ser número 10.

Letra a)


Sustituir, en el inciso primero propuesto, la expresión “bis B” por “octies”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 28).

Letra b)

o o o


Consultar, a continuación del ordinal i, el siguiente, nuevo:


“ii. Agrégase en su numeral 5, después del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Tal consulta no será necesaria cuando el informe ambiental declare que el anteproyecto se ajusta al acuerdo del concejo municipal a que se refiere el número 5 del artículo 28 octies.”.”.


(Mayoría 2x1 abstención. Indicación número 29).

o o o

Ordinal ii


Pasa a ser ordinal iii


Incorporar, después de la expresión “treinta”, lo que se transcribe enseguida: “, y agrégase la siguiente frase a continuación de la palabra anterior: “o del vencimiento del plazo de exposición del proyecto a la comunidad, en su caso”.”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 30).

Letra d)


Suprimir la expresión “didáctico,”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 31).

Letra f)


Agregar a continuación del punto final, que pasa a ser coma, lo que se señala enseguida: “e intercálase, a continuación de la palabra “impugnadas”, lo siguiente: “; transcurrido el plazo anterior sin un pronunciamiento expreso, se entenderá que el proyecto fue aprobado”.”.


(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado).

Letra g)


Reemplazar las locuciones “28 bis B” y “28 bis E” por “28 octies” y “28 undecies”.


(Adecuación formal).

Número 9


Pasa a ser número 11.

Letra b)


Sustituirla por la siguiente:


“b) En el inciso segundo:


i. Reemplázase, en el encabezado, la frase “podrán omitir el trámite previsto en la letra c) del inciso primero del artículo 43, y, en tal caso, las publicaciones que dispone la letra d) se entenderán referidas al acuerdo del Consejo de Desarrollo Comunal:”, por la frase “aplicarán lo dispuesto en los numerales 1 al 6 del inciso segundo del artículo 43 y en los incisos tercero a quinto del mismo artículo y, una vez aprobadas tales enmiendas por el concejo, serán promulgadas por decreto alcaldicio:”.


ii. Sustitúyese el numeral 2 por el que se señala a continuación:


“2. Ajustes en los trazados de los pasajes y de las vías locales o de servicio que tengan un informe favorable de la autoridad regional o metropolitana competente en materia urbanística, y”.”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 32).

Número 10


Pasa a ser número 12.


Suprimir la expresión “inciso segundo del”, y reemplazar la locución “28 bis B” por “28 octies”.


(Adecuación formal).

Número 11


Pasa a ser número 13, reemplazado por el siguiente:


“13. Derógase el artículo 48.”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 33).

o o o


Consultar los nuevos numerales que se transcriben enseguida:


“14. Derógase el inciso segundo del artículo 134.


15. Intercálase en el artículo 177, entre la palabra “respectivas” y el punto final, la frase “y publicándolo en el sitio electrónico del Gobierno Regional”.


16. Intercálase en el inciso primero del artículo 183, entre la frase “integración social” y la coma que le sigue, la expresión: “y la sustentabilidad urbana”.


17. Reemplázase en el inciso primero del artículo 184, la frase “integración social urbana” por la siguiente: “integración social y sustentabilidad urbana”.


18. Agrégase, a continuación del artículo 184, el siguiente artículo 184 bis, nuevo:


“Artículo 184 bis.- Las viviendas sociales que resulten de la aplicación de los incentivos permitidos en los artículos precedentes o en otras normas, se identificarán en los respectivos permisos de edificación y recepciones municipales, y solo podrán ser adquiridas u ocupadas por personas que cumplan los requisitos relativos a los programas habitacionales específicos a que correspondan esas viviendas o los de los programas que los reemplacen.


Dichas viviendas quedarán sujetas a la prohibición de ser transferidas a personas que no paguen total o parcialmente el precio con el subsidio referido al programa habitacional específico original, o al que lo reemplace.”.”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 34).

o o o

ARTÍCULO SEGUNDO


Agregar, al inciso propuesto, la siguiente oración final: “Dicha información deberá publicarse en el sitio web en forma completa y actualizada, y de un modo que permita su fácil identificación y un acceso expedito.”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 35).

ARTÍCULO TERCERO

Número 1

o o o


Consultar la siguiente letra c), nueva:


“c) En el inciso final, reemplázase la palabra “cuarto” por “séptimo”.”.


(Adecuación formal).

o o o

ARTÍCULO CUARTO

Artículo 1

Incisos tercero y quinto, letra a)


Suprimir la expresión “en el Diario Oficial”.


(Unanimidad 3x0. Indicaciones números 40 y 43).

Artículo 5

Número 1

Párrafo segundo

Letra a)


Reemplazar la locución “28 bis B” por “28 octies”.


(Adecuación formal).

Artículo 6

Inciso primero

Número 1

Letra a)


Suprimir la expresión “en el Diario Oficial”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 52).

Letra b)


- Reemplazar la locución “28 bis B” por “28 octies”.


(Adecuación formal).


- Suprimir la expresión “en el Diario Oficial”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 54).

Número 2


- Sustituir la locución “28 bis B” por “28 octies”.


(Adecuación formal).


- Suprimir la expresión “en el Diario Oficial”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 56).

Artículo 7

Inciso primero

Número 1


Reemplazar la locución “28 bis B” por “28 octies”.


(Adecuación formal).

Número 3


- Suprimir la expresión “en el Diario Oficial”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 57).

Artículo 8

Inciso primero

Número 1


Reemplazar la locución “28 bis B” por “28 octies”, las dos veces que aparece.


(Adecuación formal).

o o o


Contemplar el nuevo artículo que se transcribe a continuación:


“Artículo quinto.- Declárase, interpretando los artículos 183 y 184 del decreto con fuerza de ley N° 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, que son válidos los incentivos o condiciones que hubieran contemplado los Planes Reguladores Intercomunales o Comunales con anterioridad a la vigencia de la ley N° 20.958, que establece un sistema de aportes al espacio público.


Con todo, no se aplicará en estos casos la limitación contenida en el inciso tercero del artículo 184 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 59).

o o o

- - -

TEXTO DEL PROYECTO:


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo primero.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, que aprueba la Ley General de Urbanismo y Construcciones, de la siguiente forma:


1. Modifícase el artículo 3 en el siguiente sentido:


a) Derógase su inciso cuarto, pasando los actuales incisos quinto y sexto a ser cuarto y quinto, respectivamente.


b) Reemplázase en su inciso quinto, que pasa a ser cuarto, la frase “y los Reglamentos de Instalaciones Sanitarias de Agua Potable y Alcantarillado, y de Pavimentación” por la frase “y las normas sobre pavimentación”.


c) Reemplázanse en su inciso sexto, que pasa a ser quinto, las expresiones “Los decretos supremos mencionados en los dos últimos incisos precedentes, se dictarán”, por la frase “El decreto supremo mencionado en el inciso precedente se dictará”.


2. Agrégase a continuación del epígrafe del Capítulo II del Título II, “De la Planificación Urbana en particular”, el siguiente epígrafe nuevo: “PÁRRAFO PRELIMINAR.- Ámbitos de competencia y medidas de transparencia en la Planificación Urbana”.


3. Introdúcense a continuación del artículo 28 ter los siguientes artículos 28 quáter, 28 quinquies y 28 sexies, nuevos:


“Artículo 28 quáter.- Estándares urbanísticos mínimos para los instrumentos de planificación urbana comunal. Los instrumentos de planificación urbana comunal deberán ajustarse, en su elaboración o modificación, a:


a) La superficie, accesibilidad y tipos de áreas verdes por ocupantes o habitantes que señale la Ordenanza General.


b) La superficie, accesibilidad y tipos de equipamientos por ocupantes o habitantes que señale la Ordenanza General.


c) El mínimo de estacionamientos que estarán localizados al interior del predio que determine la Ordenanza General, con las excepciones que esta misma establezca. Para el caso de viviendas, será uno por cada dos unidades, a menos que el propio instrumento contemple límites diferentes, sean inferiores o superiores, por razones de congestión o densidad, y sin perjuicio de respetar lo dispuesto en el artículo 8° de la ley N° 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria. Tratándose de usos distintos al habitacional, se estará a lo que determine la Ordenanza General en función del destino e intensidad de ocupación.


d) Una trama vial que incorpore circulaciones destinadas al uso público cuyas intersecciones no excedan de 200 metros lineales, con las excepciones que señale la Ordenanza General, para garantizar la continuidad del espacio público y la conectividad con la vialidad del sector.


e) Los demás estándares que indique la Ordenanza General para garantizar el acceso equitativo a los bienes públicos urbanos.


En los literales a) y b) se considerará la totalidad de ocupantes o habitantes que pueda llegar a tener la comuna como consecuencia de las disposiciones del instrumento o de su modificación.


La Ordenanza, al reglamentar estos estándares, reconocerá las condiciones locales y de diversidad territorial.


Artículo 28 quinquies.- Normas urbanísticas supletorias para territorios sin planificación comunal o seccional. Las construcciones que se levanten en zonas urbanas que no estén normadas por un Plan Regulador Comunal o un Plan Seccional deberán ajustarse, mientras mantengan esta situación, a las siguientes disposiciones:


a) No podrán superar la altura promedio de los edificios ya construidos en las manzanas edificadas, con un máximo de diez pisos. En caso de no haber edificación no podrán exceder de dos pisos, salvo que se trate de conjuntos habitacionales de viviendas sociales, los que podrán alcanzar cuatro pisos.


b) No podrán superar la densidad promedio de la manzana en que se emplacen y, de no ser aplicable esta norma, la del promedio de las zonas contiguas que ya estén edificadas, salvo que se trate de conjuntos habitacionales de viviendas sociales.


c) No podrán alterar el sistema de agrupamiento de las edificaciones, sus características arquitectónicas y volumétricas ni las líneas oficiales y de edificación del sector, debiendo adaptarse al entorno urbano en que se emplacen.


d) Deberán dar continuidad a la trama vial existente.


e) Deberán cumplir las demás normas urbanísticas supletorias que, para estos efectos y reconociendo las condiciones locales y de diversidad territorial, señale la Ordenanza General.


Las normas precedentes se aplicarán también cuando se declare la nulidad total o parcial de un Plan Regulador Comunal o Seccional.


Lo dispuesto en este artículo regirá sin perjuicio de las normas que respecto de las áreas de extensión urbana establezcan los Planes Reguladores Intercomunales.


Artículo 28 sexies.- Actualización de los instrumentos de planificación territorial. Los instrumentos de planificación territorial deberán actualizarse periódicamente en un plazo no mayor a diez años, conforme a las normas que disponga la Ordenanza General.”.


4. Agréganse a continuación del artículo 28 sexies, los siguientes artículos 28 septies, 28 octies, 28 nonies, 28 decies y 28 undecies:


“Artículo 28 septies.- Acceso a la información de los instrumentos de planificación territorial. Los actos administrativos que promulguen la aprobación o modificación de un instrumento de planificación territorial deberán publicarse en el sitio electrónico del organismo junto con la respectiva Ordenanza, y se informará de su disponibilidad en aquel mediante un aviso en un periódico de circulación local, regional o en una radio comunal o regional, según sea el caso, debiendo la autoridad que los promulgue informar de este hecho al Servicio de Impuestos Internos dentro de quinto día, indicando si involucran modificaciones de límites urbanos y en qué zonas. La memoria explicativa, los planos y la ordenanza correspondiente se archivarán en los Conservadores de Bienes Raíces respectivos, en la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, en la respectiva secretaría regional de dicho ministerio y, cuando se trate de instrumentos de nivel comunal, en las municipalidades correspondientes.


Estos documentos, junto con su memoria explicativa y el informe ambiental, deberán estar disponibles en el sitio electrónico del organismo que los promulgue conforme a lo dispuesto en el artículo 7 del artículo primero de la ley N° 20.285, sobre Acceso a la Información Pública. Asimismo, deberá publicarse en dicho sitio electrónico un resumen ejecutivo del instrumento de planificación que incluya su descripción y los principales efectos esperados, sin perjuicio de la difusión de otros resúmenes explicativos en lenguaje claro y simple.


Con el objeto de facilitar el acceso a los textos y planos vigentes de los instrumentos de planificación territorial que hayan sido modificados, la autoridad facultada para promulgarlos podrá aprobar versiones actualizadas de los planos y fijar el texto refundido, coordinado y sistematizado de las ordenanzas, pudiendo introducirles los cambios de forma que sean indispensables, siempre que con ello no se altere, en caso alguno, su verdadero sentido y alcance. Los actos administrativos que promulguen estas versiones actualizadas estarán sujetos a toma de razón por parte de la Contraloría General de la República y no se someterán al procedimiento de evaluación ambiental estratégica.


Artículo 28 octies.- Imagen objetivo de los instrumentos de planificación territorial y consulta pública. El proceso de elaboración de los planes reguladores intercomunales o metropolitanos, de los planes reguladores comunales y de los planes seccionales, así como el relativo a sus modificaciones, deberá ser transparente y participativo, debiendo requerirse la opinión de los vecinos afectados y de los principales actores del territorio planificado. Con tal objetivo se debe contemplar, como paso previo a la elaboración del anteproyecto del plan, la formulación de una imagen objetivo del desarrollo urbano del territorio a planificar, conforme al siguiente procedimiento:


1. El alcalde o el secretario regional ministerial de Vivienda y Urbanismo, según se trate de un instrumento de nivel comunal o intercomunal, formulará una propuesta de imagen objetivo del desarrollo urbano del territorio a planificar, la que se plasmará en un resumen ejecutivo que sintetizará, en un lenguaje claro y simple, el diagnóstico y sus fundamentos técnicos; los objetivos generales y los principales elementos del instrumento a elaborar; las alternativas de estructuración del territorio por las que se propone optar, y los cambios que provocarían respecto de la situación existente, apoyándose en uno o más planos que expresen gráficamente estos conceptos. En los casos en que se considere modificar el límite urbano, el resumen ejecutivo deberá señalarlo expresamente.


2. El resumen ejecutivo y sus planos deberán ser aprobados por acuerdo del concejo municipal o consejo regional, según se trate de un instrumento de nivel comunal o intercomunal, dentro de los quince días siguientes a su recepción. Transcurrido este plazo sin un pronunciamiento expreso se entenderá que tanto el resumen ejecutivo como sus planos fueron aprobados. Una vez aprobados serán publicados en el sitio web de la municipalidad o de la secretaría regional ministerial de Vivienda y Urbanismo, según corresponda, y simultáneamente se expondrán a la comunidad en lugares visibles y de libre acceso al público pudiendo los interesados formular observaciones fundadas, por medios electrónicos o en soporte papel, hasta treinta días, prorrogables hasta cuarenta y cinco días después de publicado el resumen ejecutivo y sus respectivos planos. El órgano encargado deberá informar de todo lo anterior y de la fecha de realización de las audiencias públicas al consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil, a las organizaciones de la sociedad civil, a los vecinos afectados y demás interesados que señale la ordenanza mediante carta certificada despachada al domicilio actualizado que se tenga de dicha organización, a más tardar, el mismo día en que se publiquen el resumen ejecutivo y sus planos.


3. Durante los primeros quince días del periodo de exposición deberán realizarse, además, dos o más audiencias públicas para presentar la imagen objetivo a la comunidad, debiendo invitarse al consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil, a las organizaciones de la sociedad civil, a los vecinos afectados y demás interesados que señale la ordenanza. Tratándose de instrumentos del ámbito comunal deberá presentarse, además, ante el consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil.


4. El lugar y plazo de exposición y el lugar, fecha y hora de las audiencias públicas, así como la disponibilidad de los antecedentes en internet, deberán comunicarse previamente por medio de dos avisos publicados en semanas distintas, en algún diario de los de mayor circulación en la comuna o las comunas involucradas, mediante su exposición en lugares de afluencia de público como consultorios y colegios, a través de avisos radiales y en la forma de comunicación masiva más adecuada o habitual en la comuna o comunas objeto del plan.


5. Terminado el periodo para realizar observaciones, la autoridad encargada de elaborar el plan deberá emitir un informe que sintetice todas las observaciones presentadas al Consejo Regional o Concejo Municipal, según corresponda, el que dentro de treinta días contados desde la recepción de dicho informe por la secretaría del órgano respectivo deberá acordar los términos en que se procederá a elaborar el anteproyecto de plan, siguiendo lo establecido para cada instrumento en los párrafos siguientes de este capítulo. El organismo competente deberá dar respuesta fundada a cada una de las observaciones realizadas, indicando si las acepta o las rechaza. Tanto el informe elaborado como el acuerdo adoptado deberán estar disponibles en el sitio electrónico de la autoridad encargada. En caso que este acuerdo considere una modificación del límite urbano, la misma autoridad deberá informar de este hecho al Servicio de Impuestos Internos, dentro de quinto día, señalando la zona considerada para estos efectos.


6. Si el organismo competente para aprobar en definitiva el instrumento de planificación territorial rechaza o altera una propuesta de modificación del límite urbano contenida en el acuerdo a que se refiere el numeral precedente, conforme lo disponen la letra c) del artículo 36 de la ley N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional y el inciso octavo del artículo 43 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, la autoridad encargada de su elaboración deberá informar de este hecho a los consejos comunales de organizaciones de la sociedad civil, a las organizaciones de la sociedad civil, a los vecinos afectados y demás interesados que señale la ordenanza que hayan formulado observaciones fundadas, al Ministerio de Vivienda y Urbanismo para lo dispuesto en la letra b) del artículo 28 undecies de esta ley y al Servicio de Impuestos Internos identificando las zonas.


Todas las publicaciones que señala este artículo deberán estar disponibles dentro de los mecanismos de participación ciudadana que exige el artículo 7 del artículo primero de la ley N° 20.285, sobre Acceso a la Información Pública.

Artículo 28 nonies.- Intervención de particulares en la elaboración y aprobación de los instrumentos de planificación territorial. Los particulares podrán proponer nuevos instrumentos de planificación territorial o modificaciones de los existentes solamente mediante presentaciones formales realizadas en ejercicio del derecho de petición consagrado en el numeral 14 del artículo 19 de la Constitución Política de la República. La autoridad que promueva un nuevo instrumento o una modificación del instrumento deberá mencionar expresamente las solicitudes planteadas por particulares que se relacionen directamente con su propuesta.


Los particulares podrán acompañar antecedentes para fundamentar nuevos instrumentos de planificación territorial o sus modificaciones, siempre que en ellos se consigne con claridad quien los presenta, quien los elaboró y a qué título. Dichos antecedentes sólo podrán ser considerados por los órganos administrativos si se cumple con lo anterior y son aprobados por un órgano del Estado.


La infracción de los deberes señalados en los incisos anteriores será considerada una grave vulneración del principio de probidad administrativa.

Artículo 28 decies.- Transparencia en el ejercicio de la potestad planificadora. La planificación urbana es una función pública cuyo objetivo es organizar y definir el uso del suelo y las demás normas urbanísticas de acuerdo con el interés general. Su ejercicio deberá:


a) Ser fundado, señalando expresamente sus motivaciones y los objetivos específicos que persigue en cada caso, especialmente cuando se realicen cambios en las propuestas, anteproyectos o proyectos.

b) Considerar información suficiente sobre la realidad existente y su evolución previsible.


c) Ajustarse a los principios de sustentabilidad, cohesión territorial y eficiencia energética, procurando que el suelo se ocupe de manera eficiente y combine los usos en un contexto urbano seguro, saludable, accesible universalmente e integrado socialmente.


d) Evitar la especulación y procurar la satisfacción de las necesidades de vivienda de la población, y


e) Ser consistente con los estudios técnicos referidos a movilidad urbana, infraestructura sanitaria y energética, riesgos y protección del patrimonio natural y cultural, entre otros, conforme establezca la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, los que necesariamente deberán estar en coordinación con las políticas sectoriales asociadas a cada materia.

Artículo 28 undecies.- Observatorios del mercado del suelo urbano, de los instrumentos de planificación territorial y de los permisos. Para promover la transparencia del mercado del suelo, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo mantendrá en un Portal Único de Información:


a) Un observatorio del mercado del suelo urbano que informará de la evolución de precios por metro cuadrado de los bienes raíces a nivel nacional, regional, comunal y otras zonas geográficas específicas. Para estos efectos, el Servicio de Impuestos Internos pondrá a disposición del observatorio los montos y otros antecedentes necesarios para que pueda caracterizar los bienes raíces enajenados, informados en las Declaraciones sobre Enajenación e Inscripción de los Bienes Raíces, o la declaración que las reemplace, y que el Servicio recibe en el ejercicio de sus atribuciones, exceptuados aquellos datos que permitan individualizar a los predios, sus propietarios, poseedores u ocupantes. El Ministerio de Hacienda determinará, mediante una resolución exenta, que también suscribirá el Ministro de Vivienda y Urbanismo, previa propuesta del Servicio de Impuestos Internos, las zonas geográficas específicas que se considerarán en el observatorio y la forma y oportunidad de entrega de dicha información, resguardando que el procedimiento no identifique o no permita identificar bienes raíces, propietarios, poseedores u ocupantes en particular, y cumpliendo las disposiciones de la Ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 7, del Ministerio de Hacienda, de 1980, y en el Código Tributario.


b) Un sistema de información de los procesos de elaboración y aprobación de los instrumentos de planificación territorial, así como de sus modificaciones, el que deberá dar cuenta de manera sistematizada de toda la información disponible en los sitios electrónicos referidos en los artículos 28 septies y 28 octies. Para estos efectos, las municipalidades y los gobiernos regionales y demás órganos y servicios competentes deberán suministrar la información que señale la ordenanza de esta ley en la forma y plazos que allí se indiquen, con el objeto de poner a disposición del público la información referida de forma fácil y expedita.


c) Un sistema de información sobre el estado de tramitación de los permisos de urbanización y de edificación en cada municipalidad, en la forma que determine la Ordenanza General, que también permitirá a las respectivas direcciones de obras municipales cumplir con los trámites que regula la presente ley de manera electrónica.


La infracción de los deberes señalados en el inciso anterior será considerada una grave vulneración del principio de probidad administrativa.”.


5. Reemplázase el inciso final del artículo 35 por el siguiente:


“Para los efectos de su aprobación, modificación y aplicación, estos documentos constituirán un solo cuerpo normativo.”.


6. Reemplázase el artículo 36 por el siguiente:


“Artículo 36.- El anteproyecto de Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano, o sus modificaciones, será elaborado por la secretaría regional ministerial de Vivienda y Urbanismo, con consulta a las municipalidades correspondientes y a los organismos de la administración del Estado que sean necesarios, con el fin de resguardar una actuación pública coordinada sobre el territorio planificado. Este proceso se iniciará con la formulación y consulta de la imagen objetivo del instrumento, conforme a lo dispuesto en el artículo 28 octies de esta ley, y se ajustará a lo señalado en el inciso cuarto del artículo 7 bis de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.


De conformidad al inciso quinto del artículo 7 bis de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, el anteproyecto de plan regulador que se elabore contendrá un informe ambiental, que será remitido al Ministerio del Medio Ambiente para sus observaciones. Posteriormente, ambos documentos, junto con un resumen ejecutivo que incluya su descripción y los principales efectos esperados, sin perjuicio de la difusión de otros resúmenes explicativos en lenguaje claro y simple, serán sometidos a un proceso de consulta pública conforme a lo dispuesto en los numerales 2, 3 y 4 del artículo 28 octies.


En paralelo a la consulta pública se solicitará la opinión de las Municipalidades correspondientes, las que deberán pronunciarse sobre el anteproyecto dentro del plazo de treinta días, contado desde su conocimiento oficial, vencido el cual la falta de pronunciamiento será considerada como aprobación.


Terminadas las consultas anteriores, la secretaría regional ministerial de Vivienda y Urbanismo elaborará un proyecto de Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano y lo remitirá, junto al expediente completo, al gobierno regional para continuar su trámite de aprobación en conformidad a las disposiciones de su ley orgánica constitucional. En caso que el proyecto altere la propuesta de modificación del límite urbano contenida en el acuerdo a que se refiere el numeral 5 del artículo 28 octies, la misma autoridad informará de este hecho, dentro de quinto día, al Servicio de Impuestos Internos, señalando la zona afectada.”.


7. Reemplázase el artículo 37 por el siguiente:


“Artículo 37.- Previa autorización de la secretaría regional ministerial de Vivienda y Urbanismo correspondiente, un grupo de municipalidades afectas a relaciones intercomunales podrán elaborar directamente un anteproyecto de Plan Regulador Intercomunal, el que deberá ser diseñado de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo precedente y enviado a dicha secretaría para que verifique, dentro del plazo de sesenta días, si el instrumento propuesto se ajusta a esta ley y su ordenanza. Si el informe es favorable, la secretaría deberá remitirlo al gobierno regional para iniciar su trámite de aprobación en conformidad a las disposiciones de su ley orgánica constitucional.”.

8. Agrégase, a continuación del artículo 37, el siguiente artículo 37 bis:


“Artículo 37 bis.- Podrán aprobarse enmiendas a los planes reguladores intercomunales cuando se trate de modificaciones que no sean sustantivas y recaigan en disposiciones relativas al ámbito de competencia propio de estos instrumentos, dentro de los márgenes y de acuerdo al procedimiento simplificado que establezca la Ordenanza General, el que en todo caso deberá contemplar una consulta a las municipalidades correspondientes y un proceso de consulta pública.


Tratándose de modificaciones en los trazados de las vías intercomunales, será necesario un informe favorable de la autoridad regional o metropolitana competente en materia urbanística.”.


9. Reemplázase el inciso segundo del artículo 42 por el siguiente:


“Para los efectos de su aprobación, modificación y aplicación, estos documentos constituirán un solo cuerpo normativo.”.


10. Modifícase el artículo 43 en el siguiente sentido:


a) Reemplázanse su inciso primero y el encabezado de su inciso segundo por los siguientes:


“Artículo 43.- El anteproyecto de Plan Regulador Comunal o de sus modificaciones será diseñado por la municipalidad correspondiente, iniciándose este proceso con la formulación y consulta de su imagen objetivo, conforme lo dispone el artículo 28 octies de esta ley, y ajustándose a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 7 bis de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.


De conformidad al inciso quinto del artículo 7 bis de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, el anteproyecto de plan regulador que se elabore contendrá un informe ambiental, que será remitido al Ministerio del Medio Ambiente para sus observaciones. Posteriormente, ambos documentos serán sometidos al siguiente proceso de participación ciudadana:”.


b) Modifícase su inciso segundo en el siguiente sentido:


i. Reemplázanse, en sus numerales 3 y 5, las expresiones “consejo económico y social comunal” por las siguientes: “consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil”.


ii. Agrégase en su numeral 5, después del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Tal consulta no será necesaria cuando el informe ambiental declare que el anteproyecto se ajusta al acuerdo del concejo municipal a que se refiere el número 5 del artículo 28 octies.”.

iii. Reemplázase en su numeral 6 la expresión “quince” por “treinta”, y agrégase la siguiente frase a continuación de la palabra anterior: “o del vencimiento del plazo de exposición del proyecto a la comunidad, en su caso”.

c) Sustitúyese, en sus incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, la palabra “proyecto” por “anteproyecto”.


d) Agrégase, en su inciso tercero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Sin perjuicio de lo anterior, los documentos que integren el anteproyecto del instrumento de planificación territorial deberán estar disponibles en el sitio web municipal desde el inicio del proceso de participación ciudadana, junto con un resumen ejecutivo que incluya, en un lenguaje claro y simple, la descripción del instrumento de planificación y sus principales consecuencias.”.


e) Reemplázase, en su inciso cuarto, la frase “la audiencia pública indicada en el N° 5” por las expresiones “que venza el plazo para formular tales observaciones”.


f) Agrégase, en su inciso quinto, después de la expresión “plan regulador”, la frase “, dentro de un plazo máximo de sesenta días”, e intercálase, a continuación de la palabra “impugnadas”, lo siguiente: “; transcurrido el plazo anterior sin un pronunciamiento expreso, se entenderá que el proyecto fue aprobado”.

g) Agrégase, en su inciso sexto, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Si el proyecto altera la propuesta de modificación del límite urbano contenida en el acuerdo a que se refiere el numeral 5 del artículo 28 octies, el alcalde, junto con enviarlo a la secretaría regional ministerial respectiva, informará de este hecho al Ministerio de Vivienda y Urbanismo, dentro de quinto día, para lo dispuesto en la letra b) del artículo 28 undecies de esta ley, y al Servicio de Impuestos Internos, identificando la zona afectada, con copia al Concejo Municipal.”.


h) Elimínase su inciso duodécimo.

11. Modifícase el artículo 45 en el siguiente sentido:


a) Elimínanse, en su inciso primero, la expresión “inciso primero del”.


b) En el inciso segundo:


i. Reemplázase, en el encabezado, la frase “podrán omitir el trámite previsto en la letra c) del inciso primero del artículo 43, y, en tal caso, las publicaciones que dispone la letra d) se entenderán referidas al acuerdo del Consejo de Desarrollo Comunal:”, por la frase “aplicarán lo dispuesto en los numerales 1 al 6 del inciso segundo del artículo 43 y en los incisos tercero a quinto del mismo artículo y, una vez aprobadas tales enmiendas por el concejo, serán promulgadas por decreto alcaldicio:”.


ii. Sustitúyese el numeral 2 por el que se señala a continuación:


“2. Ajustes en los trazados de los pasajes y de las vías locales o de servicio que tengan un informe favorable de la autoridad regional o metropolitana competente en materia urbanística, y”.


c) Elimínase su inciso tercero.


12. Reemplázase en el artículo 46 la frase “el inciso primero del artículo 43” por las expresiones “los artículos 28 octies y 43”.


13. Derógase el artículo 48.


14. Derógase el inciso segundo del artículo 134.


15. Intercálase en el artículo 177, entre la palabra “respectivas” y el punto final, la frase “y publicándolo en el sitio electrónico del Gobierno Regional”.


16. Intercálase en el inciso primero del artículo 183, entre la frase “integración social” y la coma que le sigue, la expresión: “y la sustentabilidad urbana”.


17. Reemplázase en el inciso primero del artículo 184, la frase “integración social urbana” por la siguiente: “integración social y sustentabilidad urbana”.


18. Agrégase, a continuación del artículo 184, el siguiente artículo 184 bis, nuevo:


“Artículo 184 bis.- Las viviendas sociales que resulten de la aplicación de los incentivos permitidos en los artículos precedentes o en otras normas, se identificarán en los respectivos permisos de edificación y recepciones municipales, y solo podrán ser adquiridas u ocupadas por personas que cumplan los requisitos relativos a los programas habitacionales específicos a que correspondan esas viviendas o los de los programas que los reemplacen.


Dichas viviendas quedarán sujetas a la prohibición de ser transferidas a personas que no paguen total o parcialmente el precio con el subsidio referido al programa habitacional específico original, o al que lo reemplace.”.


Artículo segundo.- Agrégase el siguiente inciso tercero al artículo 3 del decreto ley N° 1.939, de 1977, del Ministerio de Tierras y Colonización, que establece Normas sobre Adquisición, Administración y Disposición de Bienes del Estado:


“El Ministerio mantendrá la información de los bienes a que se refieren los incisos precedentes en un sistema informático georreferencial, disponible en su sitio electrónico institucional, con el fin de permitir conocer su ubicación, avalúo, titularidad, destino y demás antecedentes que señale el reglamento a que hace referencia el inciso anterior. Dicha información deberá publicarse en el sitio web en forma completa y actualizada, y de un modo que permita su fácil identificación y un acceso expedito.”.

Artículo tercero.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1998, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado de la ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial, de la siguiente manera:


1. Modifícase el artículo 3 en el siguiente sentido:


a) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, pasando el actual inciso segundo a ser cuarto y así sucesivamente:


“No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, el Servicio de Impuestos Internos deberá reavaluar, en el período comprendido entre dos reavalúos nacionales, aquellas comunas o sectores de éstas en que se produzca una ampliación en el límite urbano de un plan regulador. Para estos efectos, el Servicio de Impuestos Internos deberá ser informado por la autoridad que promulgue los respectivos planes reguladores del hecho de la publicación de éstos, dentro del plazo de tercero día.


Para efectos del reavalúo a que se refiere el inciso anterior, el Servicio de Impuestos Internos tendrá un plazo de seis meses contados desde que reciba la información señalada.”.


b) Agrégase el siguiente inciso sexto a continuación del inciso tercero, que pasa a ser quinto, pasando el actual inciso cuarto a ser séptimo y así sucesivamente:


“No obstante lo establecido en el inciso anterior, a aquellos predios cuyo avalúo se determine conforme a lo dispuesto en el inciso segundo, se les girará el total del impuesto reavaluado en el semestre anterior al que corresponda aplicarle el nuevo avalúo fiscal.”.

c) En el inciso final, reemplázase la palabra “cuarto” por “séptimo”.


2. Modifícase el artículo 8 en el siguiente sentido:


a) Elimínase de su inciso primero la frase “con urbanización”.


b) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente:


“Con todo, esta sobretasa no se aplicará a los inmuebles localizados fuera de los límites del área geográfica donde se prestan los servicios públicos de distribución de agua potable y de recolección de aguas servidas. Dicha situación deberá acreditarse por el dueño u ocupante del inmueble ante la respectiva municipalidad mediante la presentación de certificado expedido por la empresa concesionaria correspondiente.”.


c) Sustitúyese en su inciso cuarto la frase “declaradas como abandonadas y las correspondientes a pozos lastreros”, por la siguiente: “a que se refieren los incisos primero y segundo de este artículo,”.

Artículo cuarto.- Apruébase la siguiente Ley sobre Incrementos de Valor por Ampliaciones de los Límites Urbanos:


“Artículo 1.- Hecho gravado. Se gravará con impuesto a la renta con una tasa de 10%, la parte del mayor valor obtenido en aquellas enajenaciones a título oneroso de bienes raíces situados en Chile, derechos reales constituidos en ellos, o de cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes, que se encuentren en zonas incluidas en un proceso de ampliación del límite urbano.


Este impuesto no será deducible como gasto, pero no se gravará con la tributación dispuesta en el artículo 21 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1 del decreto ley N° 824, de 1974.


Este impuesto se aplicará a las enajenaciones que se efectúen a contar de los actos a que hacen referencia los literales a) y b) del número 1 del artículo 5 de esta ley, según corresponda, y hasta la primera enajenación que se realice después de la publicación del plan regulador que amplíe el límite urbano.


La parte del mayor valor gravado a que hace referencia el inciso primero, corresponderá al incremento de valor experimentado en el proceso de ampliación del límite urbano, según lo establecido en el artículo 4 de esta ley.


No estarán gravadas con este impuesto aquellas enajenaciones a que se refiere el inciso primero, que se realicen transcurridos dieciocho años contados desde que cualquiera de los siguientes hechos ocurra primero:


a) La fecha de publicación del plan regulador que amplíe el límite urbano.


b) Desde el cumplimiento de un plazo de siete años a contar de la fecha de notificación contemplada en el numeral 1 del artículo 8 de la presente ley.


Lo dispuesto en el inciso anterior no se aplicará cuando los bienes referidos se enajenen en el marco de operaciones de leasing.


Con todo, si la modificación que amplía el límite urbano fuese rechazada, no será aplicable el impuesto a que se refiere el inciso primero respecto de aquellas enajenaciones que ocurran a contar de dicho evento. Tampoco se aplicará el impuesto respecto de aquellas enajenaciones de bienes raíces que ocurran con posterioridad a su exclusión de la zona de ampliación del límite urbano por modificaciones al plan regulador, conforme a lo establecido en el inciso final del artículo 36 y el inciso sexto del artículo 43, ambos de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


Tampoco se aplicará este impuesto en los casos de enajenaciones forzadas en cumplimiento de una ley especial o general que autorice la expropiación por causa de utilidad pública o del interés nacional.


Artículo 2.- Exenciones. El impuesto a que se refiere el artículo 1 de la presente ley no se aplicará a aquellas enajenaciones en que el precio o valor asignado a ellas no exceda, a la fecha de perfeccionamiento de la enajenación, el equivalente a 5.000 unidades de fomento. Para estos efectos, se considerará la suma de los precios o valores asignados a las enajenaciones que efectúe el contribuyente de la totalidad de los derechos reales constituidos sobre los bienes raíces o de las cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes, dentro del año comercial respectivo.


Artículo 3.- El impuesto establecido en el artículo 1 de esta ley se aplicará con independencia de lo establecido en la letra b) del número 8 del artículo 17 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1 del decreto ley N° 824, de 1974, o del régimen general de tributación que resulte aplicable al mayor valor obtenido en las enajenaciones referidas conforme a dicha ley, y sin perjuicio de la tributación que resulte aplicable conforme a las disposiciones antes señaladas.


Artículo 4.- Base imponible. Para determinar la parte del mayor valor que corresponda al incremento de valor experimentado en la ampliación del límite urbano derivado de un proceso de cambio a un plan regulador, se deducirá del valor comercial final el valor comercial inicial que corresponda, los que serán determinados de conformidad con lo dispuesto en los artículos 5 y 6 siguientes.


El valor comercial así determinado se incrementará por la variación positiva que haya experimentado el valor de los bienes raíces rurales, expresado en porcentaje, entre el mes anterior a aquel en que se fije el valor comercial inicial y el mes anterior a aquel en que se fije el valor comercial final. Para tales efectos, el Servicio de Impuestos Internos publicará mensualmente un índice de variación del valor de los bienes raíces rurales, el que reflejará la variación, en los últimos doce meses, del valor que hayan tenido las enajenaciones de bienes raíces rurales situados en Chile o de cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes. Para la elaboración del índice referido se excluirán a aquellas enajenaciones que recaigan sobre bienes raíces que se encuentren en zonas incluidas en un proceso de ampliación del límite urbano a que hace referencia esta ley. Asimismo, el valor comercial inicial se incrementará por los desembolsos incurridos en mejoras que hayan aumentado el valor del bien, reajustados de acuerdo a la variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la mejora y el mes anterior a la enajenación, efectuadas por el enajenante o un tercero, siempre que hayan pasado a formar parte de la propiedad del enajenante y hayan sido declaradas en la oportunidad que corresponda ante el Servicio, para ser incorporadas en la determinación del avalúo fiscal de la respectiva propiedad para los fines del impuesto territorial, con anterioridad a la enajenación. El Servicio de Impuestos Internos deberá determinar la metodología de cálculo de este índice, así como la forma y oportunidad en que deban informarse las mejoras, a través de resoluciones que dictará previa consulta pública obligatoria en los términos establecidos en el número 1° de la letra A del inciso segundo del artículo 6 del Código Tributario.


Los valores comerciales inicial y final así determinados, serán convertidos a su equivalente en unidades de fomento, según el valor vigente de ésta a la fecha de determinación de cada uno de ellos.


El valor gravado con el impuesto por cada uno de los inmuebles, expresado en unidades de fomento, será convertido según el valor de ésta a la fecha del respectivo acto jurídico o contrato que sirva de título para la enajenación, y tal suma se reajustará por la variación experimentada por el índice de precios al consumidor entre el mes anterior al de la enajenación y el mes anterior al término del año comercial respectivo.


En ningún caso las diferencias que se puedan generar por aplicación de estas reglas darán lugar a una devolución de impuestos.


Artículo 5.- Valor comercial inicial. Para efectos de la presente ley, el valor comercial inicial será determinado conforme a las siguientes reglas, según sea el caso:


1. Para la primera enajenación de un bien raíz, de derechos reales constituidos sobre tales bienes o de cuotas poseídas en comunidad respecto de ellos, que se encuentre gravada con el impuesto a que se refiere esta ley, el valor comercial inicial se determinará según la tasación que, para este solo efecto, practique el Servicio de Impuestos Internos.


Esta tasación, en adelante “valor comercial inicial de referencia”, deberá realizarse cuando se incorpore un área o sub-área en el proceso de ampliación del límite urbano a través de alguno de los siguientes actos:


a) El acuerdo del Concejo Municipal o Consejo Regional, según corresponda, de los términos en que se procederá a diseñar un anteproyecto de plan regulador que considere una ampliación del límite urbano, a que se refiere el numeral 5 del artículo 28 octies del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones.


b) La aprobación del plan regulador por la Secretaría Regional Ministerial competente o por el Concejo Municipal, según corresponda, a que se refieren el inciso final del artículo 36 y el inciso sexto del artículo 43, ambos de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, cuyas modificaciones incluyan bienes raíces no contemplados en el literal anterior en la ampliación del límite urbano.


2. Para las enajenaciones de un bien raíz, de derechos reales constituidos sobre tales bienes o de cuotas poseídas en comunidad respecto de ellos, realizadas con posterioridad a la primera enajenación que se haya gravado con el impuesto a que se refiere esta ley, el valor comercial inicial corresponderá al valor de adquisición del bien respectivo.


3. Tratándose de derechos reales constituidos sobre los bienes raíces o de cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes, para determinar el valor comercial inicial de cada derecho o cuota se considerará la proporción que corresponda de los derechos o cuotas sobre el valor comercial inicial del bien raíz respectivo.


Artículo 6.- Valor comercial final. Para efectos de la presente ley, el valor comercial final será determinado conforme a las siguientes reglas, según sea el caso:


1. Para aquellas enajenaciones a que se refieren los literales a) y b) siguientes, el valor comercial final se determinará según la tasación que, para este solo efecto, practique el Servicio de Impuestos Internos. Esta tasación en adelante “valor comercial final de referencia” se utilizará en las siguientes circunstancias:


a) Enajenaciones de bienes raíces, de derechos reales constituidos sobre ellos o de cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes, que sean efectuadas con posterioridad a la publicación de un plan regulador que amplíe el límite urbano de las zonas en que se emplazan, o


b) Enajenaciones de bienes raíces, de derechos reales constituidos sobre ellos, o de cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes, que sean efectuadas después de transcurridos siete años contados desde la fecha de notificación del acuerdo del concejo, a que hace referencia el numeral 5 del artículo 28 octies del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, y previo a la publicación del plan regulador que amplíe el límite urbano de las zonas en que se emplazan.


2. Para enajenaciones que se realicen en el tiempo intermedio entre el inicio del proceso a que hace referencia el numeral 5 del artículo 28 octies del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones y antes de la publicación de un plan regulador que amplíe el límite urbano, el valor comercial final será equivalente al precio estipulado por las partes en la enajenación, a menos que corresponda aplicar la regla del literal b) del numeral precedente.


3. Tratándose de las enajenaciones a que se refiere el número 1 podrá considerarse como valor comercial final el precio estipulado por las partes en la enajenación. Los contribuyentes que ejerzan esta opción deberán acompañar los antecedentes que justifiquen que ese precio responde a consideraciones de mercado.


Tratándose de derechos reales constituidos sobre los bienes raíces o de cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes, para determinar el valor comercial final de cada derecho o cuota se considerará la proporción que corresponda de los derechos o cuotas sobre el valor comercial final del bien raíz respectivo.


Artículo 7.- Tasación. Para efectos de la aplicación del impuesto a que se refiere la presente ley, el Servicio de Impuestos Internos deberá establecer los valores comerciales iniciales y finales de referencia conforme a las siguientes reglas:


1. Para los actos a que se refiere el literal a) del numeral 1 del artículo 5 de la presente ley, el valor comercial inicial de referencia será el que corresponda al 31 de diciembre del año inmediatamente anterior al de publicación de la imagen objetivo, según lo establecido en el numeral 2 del artículo 28 octies de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


2. Para los actos a que hace referencia el literal b) del número 1 del artículo 5 de la presente ley, el valor comercial inicial de referencia será el que corresponda al 31 de diciembre del año inmediatamente anterior en que éstos ocurran.


3. Para las enajenaciones a que se refiere el literal a) del numeral 1 del artículo 6 de la presente ley, el valor comercial final de referencia será el que se determine dentro del plazo de seis meses contados desde la publicación del plan regulador.


4. Para las enajenaciones a que se refiere el literal b) del numeral 1 del artículo 6 de la presente ley, el valor comercial final de referencia será el que se determine dentro del plazo de seis meses contados desde el cumplimiento del plazo de siete años a que se refiere el mismo numeral.


Para establecer el valor comercial inicial de referencia a que aluden los numerales 1 y 2 del inciso precedente, el Servicio de Impuestos Internos tendrá el plazo de seis meses a contar de la notificación y recepción de la información correspondiente, según lo establecido en el artículo 8.


Artículo 8.- Entrega de información. La autoridad encargada de la elaboración o promulgación de un plan regulador, según corresponda, deberá comunicar al Servicio de Impuestos Internos la información establecida en los numerales siguientes. El plazo para el otorgamiento de la misma será de cinco días contados desde los hechos que se indican en cada caso:


1. Las propuestas de modificación del límite urbano adoptadas en el acuerdo sobre los términos en que se procederá a elaborar el anteproyecto de plan a que se refiere el numeral 5 del artículo 28 octies del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones. En la misma oportunidad, la autoridad deberá comunicar la fecha exacta de publicación de los documentos que formulan la imagen objetivo, establecida en el numeral 2 del artículo 28 octies del mismo cuerpo legal.


2. Las alteraciones o el rechazo de la propuesta de modificación del límite urbano contenida en el acuerdo a que se refiere el numeral 1 precedente, conforme lo disponen el inciso final del artículo 36 y el inciso sexto del artículo 43, ambos de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


3. Las alteraciones o el rechazo de la propuesta de modificación del límite urbano realizada por el organismo competente para aprobar en definitiva el instrumento de planificación territorial.


4. La publicación de un plan regulador que contenga modificaciones al límite urbano.


En la entrega de la información a que se refiere este artículo, se deberán acompañar los planos y demás antecedentes necesarios para establecer el valor comercial de referencia de los bienes raíces ubicados en las zonas consideradas para estos efectos, según se determine en un reglamento suscrito por los Ministros de Hacienda y de Vivienda y Urbanismo.

Artículo 9.- Metodología para determinar precios de referencia. Para establecer los valores comerciales de referencia, el Servicio de Impuestos Internos deberá aplicar métodos públicos y objetivos de valoración, siguiendo un sistema generalmente reconocido o que refleje adecuadamente los valores de mercado de los bienes raíces. El Servicio de Impuestos Internos, mediante resolución dictada al efecto, deberá individualizar los métodos o sistemas de valoración que aplicará hacia el futuro, previa consulta pública obligatoria en los términos establecidos en el número 1° de la letra A del inciso segundo del artículo 6 del Código Tributario.


En ningún caso el valor comercial inicial o final de referencia podrá ser superior al valor de mercado de los bienes raíces ubicados en áreas homogéneas rurales o urbanas, respectivamente, próximas o cercanas.


Artículo 10.- Declaración y pago del impuesto, así como liquidación y giro del mismo, según corresponda. El impuesto a que se refiere esta ley sólo le será exigible al propietario o poseedor del inmueble o de los derechos reales constituidos en él o de cuotas poseídas en comunidad en tales bienes, en el momento en que se verifique la enajenación del bien respectivo, conforme a lo señalado en el artículo 1 de esta ley.


Este impuesto deberá ser declarado y pagado por el enajenante sobre la base de la renta percibida o devengada, conforme a lo dispuesto en los artículos 65, número 1, y 69 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


Cuando dicho impuesto no fuere declarado ni pagado por el contribuyente respectivo, el Servicio de Impuestos Internos procederá a la liquidación y giro del mismo, previa citación conforme a lo dispuesto en el artículo 63 del Código Tributario.


El valor asignado en la enajenación, así como la liquidación y giro del impuesto único correspondiente, será susceptible de tasación de acuerdo a los artículos 64 del Código Tributario y 17 número 8 de la Ley sobre Impuesto a la Renta y de fiscalización conforme a las reglas generales.


En caso de que, pendiente la determinación del valor comercial inicial o final de referencia, según corresponda, los bienes raíces, los derechos reales constituidos en ellos o las cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes comprendidos en la ampliación del límite urbano sean enajenados, el Servicio de Impuestos Internos podrá liquidar y girar los impuestos que hubiere correspondido aplicar conforme a los valores establecidos en los artículos 5 y 6, ambos de la presente ley, en el mes siguiente de publicada la tasación.


Artículo 11.- Reclamo. El contribuyente podrá reclamar de la liquidación y giro conforme a las reglas generales del Código Tributario. En la liquidación y giro de este impuesto, el Servicio de Impuestos Internos comunicará al contribuyente el detalle de los valores comerciales de referencia que haya utilizado y de aquellos valores que determine por aplicación del artículo 64 del Código Tributario en caso que corresponda, respecto de los cuales también podrá reclamarse conforme a las reglas generales del Código Tributario.


Artículo 12.- Los recursos que se recauden por aplicación del impuesto establecido en la presente ley se distribuirán de la siguiente forma:


a) Un 37,5% se incorporará al patrimonio de la municipalidad correspondiente a la comuna en que se encuentre situado el respectivo bien raíz, para ser aplicado por la autoridad comunal al financiamiento de obras de desarrollo local. Si el bien raíz se encuentra situado en varias comunas, la recaudación se repartirá entre ellas en proporción a la parte de la superficie total que corresponda a cada una.


b) Un 62,5% se incorporará al patrimonio del Fondo Común Municipal establecido en el artículo 14 de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior.


El Servicio de Tesorerías recaudará el referido impuesto y pondrá a disposición de las respectivas municipalidades y del Fondo Común Municipal los recursos correspondientes, dentro del mes subsiguiente al de su recaudación.”.

Artículo quinto.- Declárase, interpretando los artículos 183 y 184 del decreto con fuerza de ley N° 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, que son válidos los incentivos o condiciones que hubieran contemplado los Planes Reguladores Intercomunales o Comunales con anterioridad a la vigencia de la ley N° 20.958, que establece un sistema de aportes al espacio público.


Con todo, no se aplicará en estos casos la limitación contenida en el inciso tercero del artículo 184 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


Artículo transitorio.- Las normas contenidas en la presente ley entrarán en vigencia seis meses después de su publicación en el Diario Oficial.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 6, 13 y 20 de junio, y 4, 11 y 18 de julio de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Iván Moreira Barros (Presidente), Carlos Montes Cisternas (señora Adriana Muñoz D'Albora), Manuel José Ossandón Irarrázabal, Eugenio Tuma Zedán y Patricio Walker Prieto.

Sala de la Comisión, a 26 de julio de 2017.

(Fdo.): Jorge Jenschke Smith, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE TRANSPARENCIA DEL MERCADO DEL SUELO E INCREMENTOS DE VALOR POR AMPLIACIONES DEL LÍMITE URBANO
(10.163-14)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de presentar su informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple”.


A una o más de las sesiones en que la Comisión analizó esta iniciativa concurrieron, además de sus miembros, las siguientes personas:

Del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, la Ministra, señora Paulina Saball; y los asesores, señora Jeannette Tapia y señor Enrique Rajevic. 

Del Ministerio de Hacienda, la Subsecretaria, señora Macarena Lobos; y el Coordinador de Políticas Tributarias, señor Sergio Henríquez.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora legislativa, señora María Jesús Mella.

Del Servicio de Impuestos Internos, el Jefe de Departamento de Técnica Tributaria de la Subdirección Normativa, señor Simón Ramírez.

De la Cámara Chilena de la Construcción (CChC), el Vicepresidente, señor José Ignacio Amenábar, el Gerente de Vivienda y Urbanismo, señor Pablo Álvarez, y el Sub Gerente de Asuntos Regulatorios, señor Gonzalo Bustos.

Del Centro de Estudios Públicos (CEP), el Investigador, señor Slaven Razmilic.

De la Universidad del Desarrollo, el Profesor de Derecho Tributario, señor José Riquelme.

El asesor del Honorable Senador García, señor Marcelo Estrella. 

De la Oficina del Honorable Senador Lagos, la asesora, señora Leslie Sánchez, y el periodista, señor Claudio Luna.

De la Oficina del Honorable Senador Pizarro, la Jefa de Gabinete, señora Kareen Herrera, y la asesora de Prensa, señora Andrea del Pilar Gómez.

Del Comité Demócrata Cristiano, la abogada, señora Constanza González.

El asesor del Honorable Senador Montes, señor Luis Díaz.

El asesor del Honorable Senador Coloma, señor César Moyano.

De la Unidad de Asesoría Presupuestaria del Senado, la señora María Soledad Larenas.

De la Fundación Jaime Guzmán, el asesor, señor Diego Vicuña.

Del Instituto Libertad y Desarrollo, el Abogado Asesor, señor Sergio Morales.

- - -


Cabe señalar que el presente proyecto de ley fue analizado previamente, en trámite reglamentario de segundo informe, por la Comisión de Vivienda y Urbanismo. 

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL



La Comisión de Hacienda se remite, al efecto, a lo consignado por la Comisión de Vivienda y Urbanismo en su segundo informe.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de que la Comisión de Hacienda realizó enmiendas respecto de las siguientes disposiciones del texto aprobado por la Comisión de Vivienda y Urbanismo: del artículo primero, el artículo 28 septies del número 4; y del artículo cuarto, los artículos 1, 5 y 6. En cada caso, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.


Se hace presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo, y sólo guarda relación con el trámite cumplido ante la Comisión de Hacienda.

- - -


Previo al conocimiento de los asuntos de competencia de la Comisión de Hacienda, la Ministra de Vivienda y Urbanismo, señora Paulina Saball, y el Coordinador de Políticas Tributarias del Ministerio de Hacienda, señor Sergio Henríquez, desarrollaron una presentación del siguiente tenor:

El proyecto de ley sigue recomendaciones de la Comisión Engel y del Consejo Nacional de Desarrollo Urbano articuladas en 3 ejes:

- Mejorar los niveles de transparencia y participación en la tramitación de los IPT

- Mejorar la eficiencia, oportunidad y justicia con que se captura el incremento de valor asociado al cambio en el uso de suelo por la vía del impuesto territorial.

- Establecer un impuesto que permita capturar una mayor parte del incremento de valor asociado a las modificaciones de los Planes Reguladores que incluyan una ampliación del límite urbano.

Hitos de la tramitación

- Tanto la Cámara de Diputados como la Comisión de Vivienda y Urbanismo del Senado escucharon observaciones de invitados, las que fueron debidamente evaluadas y algunas de ellas incorporadas.

- Entre los invitados están:
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- Sesiones especiales desarrolladas por la Comisión Vivienda y Urbanismo del Senado sobre edificación en altura y planificación urbana.

- Moción boletín 11.156-2017, de Senadores Montes y Tuma, sobre integración urbana e incentivos urbanísticos.

- Apoyo transversal respecto de las medidas propuestas para perfeccionar la elaboración de los Instrumentos de Planificación y los observatorios.

Modificaciones a la Ley General de Urbanismo y Construcciones

- Se adelanta la etapa de participación ciudadana, introduciendo consulta pública de la imagen objetivo de los IPT. 

- Se fortalece la participación existente y se coordina con la establecida en el procedimiento de evaluación ambiental estratégica.

- Se contemplan medidas para favorecer el acceso a la información de los IPT.

- Se simplifica el sistema de enmiendas de los IPT comunales y se incorpora dicho mecanismo a los intercomunales.

- Se incorporan estándares urbanísticos que deben ser considerados por los IPT.

- Se establece que los IPT se actualizarán cada 10 años.

- Se crean normas urbanísticas supletorias para proyectos a desarrollar en zonas urbanas que no cuenten con un IPT.

- Se dispone que las viviendas sociales surgidas a partir de la aplicación de incentivos urbanísticos, sólo podrán ser arrendadas o enajenadas a beneficiarios de subsidios.

- Se clarifica que los incentivos urbanísticos actualmente existentes en los IPT mantienen su vigencia.

La señora Ministra destacó la importancia de los estándares urbanísticos que se deberán incorporar en los Instrumentos de Planificación Territorial (IPT). Se extenderán a capacidad vial y redes de infraestructura, mínimo de áreas verdes por ocupante, equipamiento público y estacionamientos.

Del mismo modo, resaltó que la creación de normas urbanísticas supletorias en zonas urbanas que no tengan IPT, permitirá dar solución a situaciones como la ocurrida recientemente en la comuna de Estación Central. Allí, la ausencia de regulación permitió el desarrollo de construcciones sin mayores limitaciones. A partir de ahora, en cambio, aún a falta de normativa específica, regirán supletoriamente unas determinadas alturas máximas, reglas de relación con el entorno ya construido y garantías de permanencia de la trama vial ya diseñada.  

Se crean 3 observatorios:

- De Mercado de Suelos a cargo del MINVU y cuya información será entregada por el SII (formulario 2890, Enajenaciones de Bienes Raíces).

La señora Ministra indicó que este observatorio dará cuenta de los valores de las transacciones en una determinada área territorial.

- De los procesos de elaboración, modificación y aprobación Instrumentos de Planificación Territorial (IPT). 

- De los permisos de urbanización y de edificación, otorgados por los municipios.

La señora Ministra agregó que, pensando en complementar este último observatorio, el Ministerio se encuentra trabajando en una iniciativa intersectorial para que los antecedentes de las Direcciones de Obras Municipales se encuentren disponibles en línea. 

Modificaciones del D.L. N° 1939, de 1977

- Se establece por ley la obligación para el Ministerio de Bienes Nacionales de poner a disposición de la comunidad en un sitio web el Catastro de Bienes raíces de la Administración del Estado. Éste señalará, respecto de cada inmueble:

Ubicación;

Avalúo;

Titularidad, 

Destino y

Otros antecedentes que señale el reglamento.

Dicho catastro, añadió la señora Ministra, incluirá no sólo los bienes fiscales, sino también los de los servicios que cuentan con patrimonio propio, como los municipales, los SERVIU o los servicios de salud, por ejemplo.

El Honorable Senador señor García preguntó si estarán también incorporados los bienes de las empresas del Estado. 

ASPECTOS TRIBUTARIOS DEL PROYECTO:

MODIFICACIONES A LEY DE IMPUESTO TERRITORIAL Y NUEVO IMPUESTO

Modificaciones de índole tributaria

Antecedentes:

- Gobierno ha llevado a cabo esfuerzos por capturar de mejor manera el mayor valor obtenido en la enajenación de inmuebles. 

- En efecto, la reforma tributaria incorporó norma que aplica impuesto a ventas efectuadas por personas naturales cuando utilidad de por vida excede de 8.000 UF.

- Por su parte, se mantuvo tributación para empresas, en cuanto están afectas a impuesto por la utilidad y eliminó posibilidad que sociedades conformadas por personas naturales consideraren la utilidad como ingreso no renta.

- Aplicación de IVA a toda la cadena productiva.

Objetivos del proyecto en materia tributaria:

- Llevar a cabo mejoras en contribuciones (Impuesto Territorial).

- Capturar de mejor manera utilidades obtenidas cuando provienen de un hecho ajeno (esto es, por ampliación del límite urbano).

- Entendemos que en ese caso hay una ganancia derivada de una acción del Estado, lo que demanda el establecimiento de un impuesto especial.

- Se busca gravar grandes transacciones, con valores de venta superiores a 5.000 UF. 

Justificación del nuevo impuesto:

- El Estado debe ser capaz de capturar de mejor manera las utilidades derivadas de acciones propias de él.

- En otras palabras, se trata de ganancias que provienen de la acción de terceros y no de una acción del propietario. 

ASPECTOS ESPECÍFICOS DE LA PROPUESTA EN MATERIA TRIBUTARIA

Modificación Ley N° 17.235, de Impuesto Territorial: avalúos oportunos y justos

- El SII deberá reavaluar, en el período comprendido entre dos reavalúos nacionales, aquellas  zonas en que se produzca una ampliación en el límite urbano como consecuencia de la aprobación o modificación de un plan regulador. 

- Tratándose de aquellos predios cuyo avalúo se determine entre reavalúos nacionales, se les girará el total del impuesto reavaluado, en el semestre anterior al que corresponda aplicarle el nuevo avalúo fiscal.

Modificación Ley N° 17.235: sobretasa a sitios no edificados

- Los bienes raíces no agrícolas afectos a impuesto territorial, ubicados en áreas urbanas y que correspondan a sitios no edificados, tengan o no urbanización, pagarán una sobretasa del 100% respecto de la tasa vigente del impuesto. 

- Se elimina la limitación a la aplicación de la sobretasa, referida a proyectos de subdivisión o loteo, cuya superficie sea superior a cincuenta hectáreas, donde la sobretasa se aplicaba transcurrido el plazo de diez años contado desde la fecha de recepción definitiva, total o parcial, de dichas obras de urbanización.

Nueva ley sobre incrementos de valor por ampliación de límites urbanos

- Se propone crear un nuevo impuesto de tasa 10% que grave el mayor valor obtenido por ampliaciones de los límites urbanos.

- Las enajenaciones que estarán gravadas serán las que ocurran a partir del acuerdo del Concejo Municipal o Consejo Regional, de los términos en que se procederá a diseñar el anteproyecto de plan que amplíe el límite urbano, hasta la primera enajenación que se realice después de la publicación en el Diario Oficial del Plan Regulador que amplíe dicho límite.

El Coordinador de Política Tributaria del Ministerio de Hacienda, señor Henríquez, explicó que la tasa de 10% se aplicará sobre la diferencia entre el costo tributario y el valor comercial final. El costo tributario será determinado una vez que el SII, luego de recibir la información correspondiente, proceda a tasar comercialmente el valor del respectivo terreno. El valor comercial final, en tanto, lo será una vez que, luego de ser informado de la publicación del nuevo plan regulador, el SII proceda a tasar comercialmente el inmueble de que se trate. 

El impuesto, enfatizó, se aplica contra enajenación. En caso que se verifique a un valor inferior al de la tasación comercial del SII, será de cargo del vendedor acreditarlo para que sea dicho valor menor el que se considere.

Por otra parte, ante una consulta del Honorable Senador señor García señaló que los propietarios deberán pagar impuesto territorial en consonancia con la nueva tasación. Ahora bien, recordó, dicho impuesto se paga no en función de lo rural o urbano del bien raíz, sino de si su destinación es agrícola o no agrícola.

Nueva ley sobre incrementos de valor por ampliación de límites urbanos

- No estarán gravadas las enajenaciones que se realicen transcurridos 18 años desde la publicación en el Diario Oficial del Plan Regulador que amplíe el límite urbano.

- Si la modificación que amplía el límite urbano fuese rechazada o el bien raíz fuese excluido de la zona ampliada, no será aplicable el impuesto para las enajenaciones de bienes raíces que ocurran con posterioridad a estos eventos.

- El impuesto no se aplicará a las enajenaciones de bienes raíces cuyo precio o valor asignado no exceda al equivalente de 5.000 UF, a la fecha de la enajenación.

- El impuesto sólo será aplicable en el momento en que se verifique la enajenación del bien raíz respectivo.

La señora Ministra consignó que el proyecto de ley se hace cargo de la preocupación, planteada por diversos parlamentarios,  sobre la situación de quienes pudiendo verse favorecidos con un cambio de uso de suelo de rural a urbano, nunca han tenido la intención de dejar de vivir en el lugar o cambiar su actividad.

Base Imponible = valor comercial final - valor comercial inicial

- El mayor valor experimentado en la ampliación del límite urbano, se determina deduciendo del valor comercial final el valor comercial inicial

- Para efectos de determinar la base imponible el valor comercial inicial se debe incrementar en la tasa de variación del valor de los bienes raíces rurales. 

- Dicha tasa será publicada mensualmente por el Servicio de Impuestos Internos.

- Asimismo, se incrementa por las mejoras (construcciones) que se hagan al inmueble. 

- De esta forma no se grava parte del mayor valor que se obtiene por el crecimiento vegetativo en el valor de los suelos, ni tampoco por el mayor valor derivado de las mejoras. 

El señor Henríquez destacó que se crea, para estos efectos, un Índice de Precios al Consumidor (IPC) de bienes raíces rurales. Como dichos inmuebles, argumentó, tienen un crecimiento de valor vegetativo en el tiempo que no es recogido por el reajuste del IPC normal, se hace necesario un índice especial acorde a esa realidad. De esta forma, del valor comercial final se deducirá el costo, el IPC normal, el IPC de bienes raíces rurales y las mejoras oportunamente informadas al SII. 

Casos Especiales: Demora en tramitación de PR

- Si transcurridos 7 años desde el acuerdo del Concejo Municipal o Consejo Regional no se ha publicado en el Diario Oficial la modificación del Plan Regulador que amplía el límite urbano, los bienes raíces que se encuentren en dichas zonas utilizarán como valor comercial final un valor de referencia derivado de la tasación que realice el SII en ese momento (“valor comercial final de referencia”).

- Lo anterior permite “congelar” el valor comercial final en aquellas zonas en que la tramitación del Plan Regulador se retrase.

Casos Especiales: Precio de venta menor al valor comercial final de referencia.

En caso que, el precio de venta de un bien raíz sea menor al valor comercial final de referencia fijado por el SII, el contribuyente podrá considerar como valor comercial final el precio estipulado por las partes en la enajenación. 

Los contribuyentes que ejerzan esa opción, deberán acompañar los antecedentes que justifiquen que ese precio responde a consideraciones de mercado. 

Metodología para determinar precios de referencia

- Para establecer los valores comerciales de referencia, el SII deberá aplicar métodos públicos y objetivos de valoración, siguiendo un sistema generalmente reconocido o que refleje adecuadamente los valores de mercado de los bienes raíces.

- En ningún caso el valor comercial inicial o final de referencia podrá ser superior al valor de mercado de los bienes raíces ubicados en áreas homogéneas rurales o urbanas, respectivamente, próximas o cercanas.

- El contribuyente podrá reclamar de la liquidación y giro conforme las reglas generales del Código Tributario.

Destinación recursos obtenidos

- Un 37,5% se incorpora al patrimonio de la municipalidad correspondiente donde se encuentre situado bien raíz. 

- Un 62,5% se incorpora al patrimonio del Fondo Común Municipal. 

- Las normas contenidas en esta iniciativa entrarán en vigencia seis meses después de su publicación en el Diario Oficial.

- Se trata de un plazo necesario para su adecuada reglamentación y conocimiento.

Conclusión

- El proyecto tiene por objeto mejorar el funcionamiento del mercado del suelo en aquellos aspectos en que por su naturaleza tiende a generar externalidades y opacidad, algo a lo que también apuntan otras herramientas que promovemos, como el proyecto de ley de aportes a los espacios públicos, actualmente en tramitación. 

- El nuevo impuesto se aplica frente a incrementos importantes de precios derivados del cambio del límite urbano. Asimismo el crecimiento normal en el valor de los terrenos será aislado y no será incluido en la base de este impuesto.

- Es decir, este impuesto no apunta a la generalidad del mercado sino que será aplicable a hipótesis circunscritas, en que hay un importante incremento de precios derivado del cambio del límite urbano.

- Así, la pretensión del Gobierno no es incrementar las cargas sobre el sector: es generar un mercado del suelo más transparente y en que los agentes se hagan cargo de sus externalidades y compartan con la sociedad una mayor parte de la plusvalía del suelo asociada a los procesos de ampliación del límite urbano.


Una vez culminada la presentación de los representantes del Ejecutivo, se registraron las siguientes intervenciones.

El Honorable Senador señor Coloma se refirió a las dos principales líneas de acción del presente proyecto de ley. La primera, que declaró, en términos generales, compartir, vinculada a la necesidad de nuevas reglas en relación con los planos reguladores y una mayor participación en su generación. Se trata de un problema muy presente en el mundo rural, afirmó.

Preguntó, en este ámbito, qué se persigue con que las viviendas sociales surgidas a partir de la aplicación de incentivos urbanísticos, sólo puedan ser arrendadas o enajenadas a beneficiarios de subsidios. Puede pronosticarse, sostuvo, que el condicionamiento a cierto tipo de comprador tendrá efectos sobre el precio que se pueda obtener con la venta. Se impone, de paso, una limitación al derecho de propiedad. 


La segunda línea de acción, prosiguió, es la que crea el nuevo impuesto que grava el mayor valor obtenido por ampliaciones de límites urbanos. Manifestó su abierta discrepancia con esta propuesta.


Indicó que en la reforma tributaria llevada adelante por el actual Gobierno, cuando se explicó el fundamento del impuesto a las ventas de inmuebles efectuadas por personas naturales cuya utilidad de por vida excede las 8.000 UF, se utilizaron los mismos argumentos que ahora se dan para justificar un nuevo impuesto. Eso, afirmó, no resulta comprensible.


En relación con la pregunta formulada por el señor Senador, la señora Ministra expuso que en la actualidad existe la posibilidad de que un plan regulador habilite, con el propósito de generar integración social, para que en una determinada área se construya un 20% más de lo permitido, por ejemplo. Esto, siempre y cuando un porcentaje de lo que se va a construir esté destinado a viviendas sociales. Dado que ese incentivo ya opera, lo que se hace necesario es garantizar que esa destinación social se cumpla. Eso es, exactamente, lo que hace el proyecto de ley.

El Honorable Senador señor Coloma apuntó que, entonces, podría analizarse la posibilidad de que la condición de arrendar o enajenar a determinadas personas se mantenga vigente durante cierto tiempo, solamente.


El Honorable Senador señor Lagos consultó cuál es el bien jurídico protegido que, de algún modo, deja de estarlo cuando se permite sobrepasar ciertos límites de construcción si son destinados a viviendas sociales. Por alguna razón, graficó, el plan regulador fija en diez pisos la altura máxima en una determinada área; empero, esa razón se deja de lado en función de la instalación de viviendas sociales.


Asimismo, preguntó si se exige que la calidad y diseño de las viviendas sociales responda a los mismos estándares del resto de la correspondiente construcción. 


La señora Ministra explicó que son diversos los aspectos en consideración a la hora de definir el contenido de un plan regulador; entre ellos, estudios de riesgo, capacidad de carga del suelo, ambiente en el que se desarrolla, etc. A ellos se suma el acuerdo social de las personas que participan en la generación del instrumento. Consignó, al respecto, que el proyecto de ley viene a reforzar y a aumentar los niveles de transparencia de esa participación. 


De manera que, añadió, sólo si las condiciones de riesgo, suelo o medioambiente lo permiten, la determinación final sobre si se respeta el límite de diez pisos de altura máxima o se eleva a quince o veinte, se adopta en virtud del acuerdo social. Acuerdo que, por cierto, es complejo, porque así como genera mayor valor o posibilidades de especulación para unos, significa oportunidades para otros.


Reiteró, por otra parte, que lo que se busca es profundizar una medida que ya fue incorporada por la ley N° 20.958, que establece un sistema de aportes al espacio público, para la generación de viviendas de distinto valor, entre ellas las que tienen subsidio del Estado. Estas últimas, subrayó, son no solo aquellas del Fondo Solidario, sino también las de los Programas de Renovación Urbana o los Programas de Intervención Social y Territorial, que han aprovechado a los sectores medios. Hizo hincapié, asimismo, en que se trata de un incentivo que, en tanto parte de un IPT, no es arbitrario, sino determinado con arreglo a mecanismos de participación ciudadana. 


En tal escenario, la preocupación es cómo garantizar que los desarrolladores inmobiliarios –que se benefician del incentivo al aumentar el porcentaje de constructividad original- entreguen la obra al fin para el cual fueron habilitadas, y no a otros, de modo que se logre la integración social que se quiere promover.


En lo que importa a calidad y condiciones, hizo presente que para que una vivienda pueda ser comercializada con subsidio del Estado, existe un catálogo de requerimientos que se deben satisfacer.


Finalmente, dio a conocer que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo está actualmente elaborando el reglamento de otro incentivo, orientado a modificar densidades en áreas que tengan inversiones en infraestructura relevante, como puede ser el metro o un corredor vial. El fin, aquí, es el mismo: propender a una mejor localización, integración social y diversificación de la oferta habitacional, de manera de romper los niveles de segregación que muchas veces los propios IPT producen.


El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señor Enrique Rajevic, acotó que el incentivo para viviendas sociales se hace necesario, precisamente, porque los precios del mercado no permiten su instalación. Luego, una vez instaladas, una condición como la que se viene proponiendo deviene en imperiosa, pues de lo contrario, si la vivienda que se recibe estuviera valorada por las reglas del mercado, el incentivo sería venderla cuanto antes para hacerse de la ganancia. No habría, en consecuencia, interés alguno por permanecer en el lugar y el esfuerzo social por la integración se frustraría.    

El Honorable Senador señor Montes hizo presente que en muchos países, los municipios cuentan con facultades para negociar determinadas condiciones de las construcciones, a cambio de beneficios para las comunas. Brasil es un buen ejemplo de ello. Sería conveniente, sostuvo, que también ocurriera en Chile, porque significaría contar con mayor flexibilidad en la planificación comunal.


En relación con el aseguramiento de que parte de las obras sean aprovechadas por los beneficiarios de subsidios, reseñó una experiencia desarrollada por la comuna de Santiago en conjunto con el Ministerio de Vivienda y Urbanismo. Allí, se adquirieron viviendas arquitectónicamente atractivas, pero antiguas y en mal estado, que fueron objeto de inyección de recursos y reparaciones hasta quedar en muy buenas condiciones. Tras eso, la pregunta que surgió fue a quién debían ser entregadas. Considerando que había sido el Estado el que había invertido en su recuperación, la respuesta fue que a quienes reunieran los requisitos para ser beneficiarios de subsidios públicos.


Sería adecuado, agregó, que los municipios cuenten con stocks de viviendas sociales que les permitan atender las necesidades de la población. Esta, advirtió, será una necesidad cada vez más presente ante el sostenido aumento de los flujos migratorios hacia nuestro país.


Planteó, desde una perspectiva general, que estudios del Fondo Monetario Internacional han alertado sobre el mal tratamiento que tiene el suelo en Chile, no obstante su amplio potencial para la creación de equidad e ingresos. Es relevante, por eso, lo que el presente proyecto de ley propone: que el beneficio que obtienen los propietarios de bienes que pasan a ser urbanos en virtud del cambio de uso de suelo, sea compartido con el resto de la ciudad. Ahí radica tanto la racionalidad del nuevo impuesto, que por lo demás ya existe en varios países, como la trascendencia de que aquello que se recaude vaya al patrimonio de la respectiva municipalidad y al Fondo Común Municipal, y no a las arcas fiscales.


Con todo, ha quedado pospuesta la discusión sobre qué hacer cuando es una decisión de inversión pública la que genera un aumento en el valor de bienes raíces. Típicamente, el caso del Metro en la Región Metropolitana. Del mismo modo, subsisten las dudas sobre otras situaciones que podrían ser eventualmente abordadas, como la determinación de qué tipo de propiedad es aquella que se encuentra a orillas de un lago, que difícilmente calza en la categorización binaria urbana/rural; o qué ocurre con las viñas situadas en medio de la ciudad, respecto de cuyos terrenos debiera transitarse hacia un esquema en el que estén afectas a impuesto, y sólo exentas en la medida que mantengan ese uso. 


En otro orden de ideas, el Honorable Senador señor García observó que el pago de las contribuciones de bienes raíces ya supone una carga importante para la clase media del país. Particularmente para pensionados que han vivido por treinta o cuarenta años en casas que, paulatinamente, han ido quedando ubicadas en sectores más céntricos. Ello exige ser extremadamente cuidadosos respecto del nuevo impuesto que se está proponiendo. 

Preguntó, además, si a las comunidades indígenas, que no pagan contribuciones, les será aplicable el nuevo tributo. Hizo presente que en comunas como Temuco, Padre Las Casas o Nueva Imperial, recientes modificaciones en los planes reguladores han significado la ampliación del radio urbano, que incluye ahora a dichas comunidades. Cuestión que, consignó, no es menor, por cuanto implica que deben dejar de recibir atención por parte del Ministerio de Agricultura o de INDAP.

La señora Ministra expuso que a lo largo de la tramitación del proyecto de ley, siempre estuvo presente la idea de capturar de manera adecuada la plusvalía de las inversiones urbanas. Finalmente, se optó por no abordarla, precisamente ante la imposibilidad de aislar el efecto que una medida así tendría sobre los sectores medios establecidos en los centros de las ciudades.

Del mismo modo, reiteró que la iniciativa legal no supondrá el cobro de impuesto para aquellas personas que mantengan el uso agrícola de sus terrenos o simplemente decidan permanecer en su propiedad. Sólo lo hará respecto de quienes obtengan una ganancia al momento de enajenarla.

El Honorable Senador señor Lagos declaró estar de acuerdo con los objetivos y contenidos del proyecto de ley. No se puede desconocer, sin embargo, que por una cuestión incluso cultural muchas personas no van a comprender que no van a obtener un beneficio económico cuando se produzca una plusvalía derivada del cambio en el uso de suelo.

El Honorable Senador señor Coloma consultó de qué manera se abordan aquellas acciones del Estado que perjudican el valor de las propiedades. La reciente aprobación de un relleno sanitario en la comuna de Til Til, indicó, es un buen ejemplo de ello.

El Honorable Senador señor Montes puntualizó que el proyecto de ley no acomete ni las acciones estatales que generan minusvalía, ni las que producen plusvalía. Sólo lo hace respecto de las ganancias que tienen su origen en las modificaciones al plan regulador comunal.

En la siguiente sesión celebrada por la Comisión, fueron recibidos en audiencia a la Cámara Chilena de la Construcción (CChC); el profesor de Derecho Tributario de la Universidad del Desarrollo, señor José Riquelme; y el Investigador del Centro de Estudios Públicos (CEP), señor Slaven Razmilic.

El Vicepresidente de la CChC, señor José Ignacio Amenábar, planteó, en primer lugar, la permanente preocupación de esa institución por la disponibilidad de generación de suelo urbano, y por la necesidad de que Chile cuente con una legislación de regulación y formación de ciudades con una mirada a largo plazo. 

En segundo término, dio a conocer la posición contraria de la CChC al establecimiento de un impuesto a la ganancia por la venta de terrenos, adicional a los impuestos que en la actualidad ya existen. No sólo por la cuestión impositiva propiamente tal, sostuvo, sino también porque importaría un aumento del precio de las viviendas y, a la postre, que sea el comprador final quien deba asumirlo. Esto significaría incrementar el aumento ya experimentado por el valor de las viviendas tras la última reforma tributaria, del orden de entre 5% y 9% por el efecto del traspaso del IVA en la construcción. Todo lo cual, por cierto, impactaría básicamente sobre la clase media.

Enseguida, el Gerente Legal de la CChC, señor Pablo Álvarez, desarrolló una presentación del siguiente tenor:   

PROYECTO DE LEY SOBRE TRANSPARENCIA EN EL MERCADO DE SUELO E INCREMENTOS DE VALOR

OBSERVACIONES Y COMENTARIOS

ESQUEMA DE LA PRESENTACIÓN

I. ANÁLISIS PROYECTO DE LEY 

II. ANÁLISIS PLUSVALÍAS: NUEVO IMPUESTO PROPUESTO.

III. REFLEXIONES Y POSICIÓN CCHC

SOBRE EL PROYECTO DE LEY

ORIGEN

El presente proyecto se elaboró a partir de las propuestas emanadas tanto del Consejo Nacional de Desarrollo Urbano (CNDU)- que desechó aconsejar la aplicación de impuestos por plusvalía-, como de la Comisión Engel, y se guía por los siguiente objetivos:

1. Dotar de mayor transparencia al mercado de suelos y a los instrumentos de planificación;

2. Perfeccionar y eliminar exenciones relacionadas a la aplicación del impuesto territorial (contribuciones);

3. Crear un nuevo impuesto aplicable a los mayores valores de predios ubicados en áreas de extensión del límite urbano (propuesta de la  Comisión Engel).

El proyecto es positivo en la medida que:

- Perfecciona tanto la difusión y transparencia de los procesos de formulación de los IPT, así como establece una base de datos de suelo público.

- Se encarga de mejorar la aplicación de las Contribuciones (impuesto territorial) mediante la actualización de los avalúos fiscales.

Sin embargo, existen dos problemas fundamentales:
1. Se amplía la aplicación de una sobretasa de contribuciones a sitios eriazos, generando incentivos a una urbanización ineficiente.

2. Se introduce un nuevo impuesto que distorsiona los precios relativos en favor de acelerar los incrementos de valor de suelo.

- La planificación urbana ha limitado artificialmente la oferta, acelerando los incrementos de valor del suelo.

- Un impuesto a las ampliaciones del límite urbano sólo aumentará dicho efecto.

- El impuesto lo paga el DESARROLLADOR a través de un mayor precio de lo construido, no el PROPIETARIO DEL SUELO.

- Finalmente, todos los costos los pagan los HOGARES que compran viviendas.

El señor Álvarez hizo presente que, actualmente, la demanda respecto de la oferta de suelo se encuentra sumamente retrasada, y que las alzas en los precios de los terrenos se deben a una ineficiente planificación, que no mira a largo plazo y que genera especulación. Subsisten, graficó, más de cien comunas a lo largo del país que no tienen plan regulador. Lo ideal, en cambio, sería planificar las ciudades con horizontes de quince o treinta años, pues eso permitiría ir proveyendo el suelo y las infraestructuras necesarias para un adecuado funcionamiento.   
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NUEVO IMPUESTO A LAS TRANSACCIONES POR AMPLIACIONES DE LÍMITE URBANO
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1.- Modificación DL 1939/77. (impuesto territorial) Los nuevos incisos 2 y 3 establecen que, si encontrándose en el período intermedio comprendido entre 2 avalúos regulares, se promulga un nuevo plan regulador que considere ampliación del límite urbano, el SII deberá proceder a la re-avaluación de todas las propiedades que se encuentren en aquellas comunas o sectores de éstas afectadas por la referida ampliación. 

b) La redacción del nuevo inc. 6 deja sin efecto el tope establecido en el aumento del impuesto territorial, cuando éste sea consecuencia del aumento del re-avalúo de propiedades ubicadas en comunas o sectores situados en el radio de una ampliación en el límite urbano por cambio de plan regulador. La regla general es que, si como efecto del re-avalúo aumenta el impuesto territorial, ese aumento no puede ser superior al 10% del impuesto pagado en el semestre anterior a la vigencia del reevalúo, y que, en caso de serlo, se aumentará parcializadamente hasta alcanzar el monto. Sin embargo, tratándose de las propiedades que se reavalúan por incorporarse al límite urbano, no se respeta dicho tope y se aumentará independiente de a cuánto corresponda el aumento.

c) La modificación del artículo 8 elimina la exigencia de que el sitio no edificado se encuentre urbanizado, razón por la cual, se agrega la aplicación de sobretasa a los bienes raíces no agrícolas no edificados sin urbanización. 

Ley sobre incremento de valor por ampliación del límite urbano.
a) El artículo 1 define el hecho gravado, circunscribiéndolo a la enajenación de bienes, cuotas o derechos que se encuentren en zonas incluidas en un proceso de ampliación de límite urbano. Esta definición hace aplicable el impuesto a todos los inmuebles que se encuentren dentro del área de ampliación, independientemente de si este proceso se concreta o no y de si el área previamente delimitada en el proyecto corresponde finalmente al área incluida en el plan regulador promulgado. Además, la definición es incoherente con la modificación realizada a la ley 17. 235, referida a la promulgación efectiva del PRC. 

b) Esta redacción deja clara incertidumbre jurídica respecto de cuál es efectivamente el hecho gravado, no se entiende que baste la simple enajenación de un inmueble, sino que también debe encontrarse dentro de la zona de ampliación del límite urbano de manera efectiva, toda vez que si no fuese de esta manera y con posterioridad a la enajenación una propiedad no se encontrara dentro de dichos límites, el Estado estaría cobrando un impuesto sin justa causa. Además, si el espíritu de la ley es evitar e impedir la especulación, con esta redacción no es el particular quien especula, sino el mismo Estado, por cuanto presupone la capacidad económica del contribuyente que puede no llegar a ser tal y que puede irrogar graves perjuicios a su patrimonio, pasando a llevar su derecho de propiedad y conculcando además, los principios de justicia o equidad tributaria, igualdad tributaria, capacidad contributiva y seguridad jurídica, ampliamente reconocidos y protegidos por las leyes y la Constitución. En consecuencia, es menester, corregir la definición de hecho gravado, a fin de otorgar al contribuyente la debida certeza jurídica, limitando el hecho gravado a aquel presupuesto, hecho o acto jurídico que se materialice por parte del contribuyente una vez que el plan regulador sea promulgado.

En relación con el impuesto territorial, el señor Álvarez llamó la atención sobre que las contribuciones siempre han dado cuenta de la plusvalía de los terrenos; ello, sin perjuicio de que pueda haber un retraso en la actualización que lleva a cabo el SII. Adicionalmente, dicha plusvalía es también recogida por el impuesto a las ganancias de capital por la compraventa de bienes raíces, establecido en la reforma tributaria del año 2014. Agregar un tercer impuesto, sostuvo, tendría un impacto negativo sobre propietarios, desarrolladores y hogares. 

Además, prosiguió, la determinación del nuevo impuesto resulta de todo compleja, toda vez que se vincula al inicio del estudio de un plan regulador que, a la postre, puede que ni siquiera llegue a concretarse. Podría, en consecuencia, aplicarse un impuesto sobre un hecho que no es cierto.

Luego, continuó con la presentación.

Ante la escasez relativa de suelo urbano, el propietario del suelo puede subir el precio (pocos oferentes), por lo que el comprador (desarrollador) asume casi la totalidad del impuesto.

El aumento de los precios fuera del límite urbano desincentivará la actividad, aumentando en forma automática los precios en las zonas cercanas, encareciendo las viviendas en la zona urbana ya existente…

…incentivando a la especulación con dichos terrenos sub-utilizados, empeorando el problema actual, sin mencionar los costos adicionales por efecto de otros PL vinculados y de la Reforma Tributaria. 
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REFLEXIONES Y POSICIÓN CChC

Estamos de acuerdo en los puntos vinculados a:

- Difusión y transparencia de los procesos de formulación de los IPT. 

- Establecer una base de datos de suelo público.

- Mejorar la aplicación de las Contribuciones mediante la actualización de los avalúos fiscales.

No compartimos la visión respecto a los siguientes puntos:

- Se aplica una sobretasa de contribuciones a sitios eriazos, generando incentivos a urbanización ineficiente.

- Se introduce un nuevo impuesto que distorsiona los precios relativos en favor de acelerar los incrementos de valor de suelo.

Consideramos que se debe tener en cuenta:

- Observar los efectos de los mecanismos ya modificados e incrementados; Contribuciones e Impuesto a la Renta (ganancia de capital de bienes raíces)

- Recordar que el impuesto territorial afecta al mayor valor del suelo y es neutral (no distorsionante) sólo si es parejo para todos los tipos de suelo.

- Todos los costos adicionales encarecen el precio de la vivienda final para los hogares.

No se aborda el problema central, la provisión ineficiente de suelo normado para atender a la demanda futura de viviendas por parte de los hogares, encareciendo su precio.
A continuación, hizo uso de la palabra el profesor de Derecho Tributario de la Universidad del Desarrollo, señor José Riquelme. Llevó a cabo la siguiente presentación:

Proyecto de ley sobre transparencia del mercado de suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano. Boletín N°10.163-14.

Se trata de la creación un nuevo impuesto a la renta, que no ha sido debidamente fundado, cuyo diseño es particularmente complejo y con objeciones constitucionales. Puede dejar a los contribuyentes en una situación de indefensión y no se hace cargo de las aprensiones que han planteado los parlamentarios a lo largo de su discusión legislativa.

Además, recaudaría muy poco si llegase a ser aprobado.

No ha sido debidamente fundado

Los impuestos deben tener una razón que justifique su creación

El señor Riquelme indicó que el Ejecutivo ha señalado que cuenta con un triple mandato para la propuesta del impuesto contenido en el presente proyecto de ley: del Programa de Gobierno de la actual Administración, de la Comisión Nacional de Desarrollo Urbano y del Consejo Asesor Presidencial contra los conflictos de interés, el tráfico de influencias y la corrupción (conocido como Comisión Engel).

En rigor, sin embargo, el aludido Programa sólo hace referencia a una reforma tributaria y a una idea de  política de suelos, mas no a la creación del impuesto. Mientras que la Comisión Nacional de Desarrollo Urbano tampoco propuso un impuesto, sino solamente revisar el impuesto a la ganancia de capital establecido en la reforma tributaria de 2014. Es decir, sugirió hacer mejoras a lo ya existente. El siguiente extracto da cuenta de ello: 

“…con la finalidad de limitar los procesos especulativos que puedan producirse sobre la venta de terrenos se recomienda terminar con las exenciones y vacíos tributarios dentro del mercado de suelo, que generan desigualdades injustificadas entre quienes tributan y quienes no lo hacen, fomentando distorsiones y especulación en el mercado del suelo. En esta línea se propone restablecer ideas contenidas en el proyecto original de la Reforma Tributaria 2014, ampliando la tributación sobre las ganancias de capital producto a la enajenación de bienes raíces que realizan las personas naturales.”.

La Comisión Engel, en cambio, sí se pronunció a favor de medidas de tipo impositivo, como expresa el siguiente extracto:

“Estudiar medidas que permitan que el Estado capture una mayor parte de las ganancias asociadas a su propia acción, por ejemplo, en casos de cambios de uso de suelo desde agrícola a urbano, que hoy no se captan a través de las actualizaciones de los avalúos o de los impuestos a las ganancias de capital.”.

No obstante lo anterior, el señor Riquelme hizo presente que en su opinión, y en la de tres de sus consejeros, esta última Comisión no contaba con facultades para plantear medidas de carácter tributario.

1. Legitimidad de la propuesta.

i. Ideas matrices;

ii. Atribuciones del Congreso.

El señor Riquelme sostuvo que en el marco del acentuado presidencialismo imperante en Chile, cuando una Comisión asesora presidencial goza de atribuciones ilimitadas, es el Congreso Nacional el que se debilita.

2. Mérito de la misma.

i. Actualizaciones de los avalúos.

El señor Riquelme planteó que se ha sostenido que las actualizaciones de los avalúos o de los impuestos a las ganancias de capital, no captan los beneficios que obtienen los particulares por las acciones del Estado. Sabido es, empero, que diversos gobiernos, ante lo impopular que resultaría llevar adelante el proceso, han decidido postergar el reavalúo de bienes raíces. Con ese fin, en efecto, se han dictado diversas leyes (N° 20.731, de 2014; N° 20.650, de 2012; N° 19.892, de 2003, y N° 19.575, de 1998). 

Se tiene, entonces, que hay una herramienta que se ha decidido no utilizar, no obstante lo cual se pretende de todos modos crear otra nueva. Más apropiado, sostuvo, sería usar la que ya existe. 

Un impuesto complejo

- Es un impuesto a la renta, que no está contenido en la ley de la renta.

- No se puede deducir como gasto, pero si se deduce como tal, no tiene el mismo tratamiento que otro gasto rechazado (art. 21).

- Para determinar el valor inicial, hay tres reglas diferentes: a actos del Concejo municipal, del Consejo regional o bien de la Seremi respectiva.

- Para determinar el valor comercial final, también hay tres reglas, que deben ser aplicadas en relación con normas de la Ley General de Urbanismo y Construcción.

El señor Riquelme observó que dentro de estas reglas se encuentran varias remisiones a actos administrativos del SII, lo que supone un problema desde una perspectiva constitucional. 

¿Qué debe saber una persona que quiera vender su propiedad, y cuyo suelo cambió de rural a urbano?

- Existe o no un diseño de un ante proyecto de plan regulador que considere una ampliación del límite urbano.

- Saber si se aprobó o no un plan regulador por la SEREMI competente o por el Concejo Municipal, según corresponda.

- Si se aprobó, ¿se le informó al SII? ¿Si no fue así, hay multa para la municipalidad?

- ¿Han pasado 7 o 18 años desde la aprobación?

¿Cuál es el problema de tener sistemas tributarios complejos?

- Deterioro en la relación que existe entre simplicidad del sistema tributario y la cohesión social;

- La complejidad es un factor que puede producir exclusión y desigualdad;

- Genera regresividad.

Objeciones constitucionales

El impuesto mismo, por su falta de justificación, ya tiene un problema de constitucionalidad. Además, el diseño que el mismo tiene también vulnera garantías constitucionales.

- Constitución (art. 19 N° 20, inc. 2°)

En ningún caso la ley podrá establecer tributos manifiestamente desproporcionados o injustos;

- Principio de legalidad;

- Derecho de propiedad;

- Se podría gravar hasta tres veces una misma situación.

Objeciones constitucionales: principio de legalidad

El principio de legalidad implica que sólo por ley se pueden crear tributos, contemplando todos los elementos de los mismos.

- El hecho imponible, definido de manera cierta;

-  Los presupuestos de hecho;

- Sujetos obligados al pago;

- El método o sistema para determinar la base imponible, en sus lineamientos esenciales (artículo 9°).

Autores que han sostenido esta idea: Víctor Manuel Avilés, Arturo Fermandois, José Luis Cea, Evans de la Cuadra y Evans Espiñeira.

El principio de legalidad implica que sólo por ley se pueden crear tributos, contemplando todos los elementos de los mismos.

Tribunal Constitucional (STC N° 759-2007).

“…como puede apreciarse, le corresponde a la ley, emanada del Congreso Nacional, indicar con suficiente precisión todos los elementos esenciales de la obligación tributaria, esto es, el sujeto pasivo obligado, el hecho gravado, la base imponible, la tasa imponible y las situaciones de exención”.

El señor Riquelme recalcó que el diseño del impuesto que propone el proyecto de ley remite a actos administrativos del SII, que van a incidir en la determinación del tributo. Esto, por cierto, generará una sobrecarga adicional para el Servicio.

Enfatizó que, por otra parte, se vulnera el derecho de propiedad cuando, no obstante declarar que las partes gozan de libertad para estipular el precio de venta, se les impone la carga de justificarlo ante el SII. Constituye, esta obligación, una novedad en el derecho chileno.

Objeciones constitucionales

El impuesto mismo, por su falta de justificación, ya tiene un problema de constitucionalidad. Además, el diseño que el mismo tiene también vulnera garantías constitucionales.
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Pagar tres veces por el mismo hecho

En el supuesto que los re-avalúos no se sigan postergando y que el vendedor ya haya obtenido utilidades por sobre las 8.000 UF enajenando propiedades, ante un aumento en el valor del suelo, pagaría los siguientes impuestos:

- Aumento de las contribuciones (ley N° 17.235).

- Ganancia de capital (DL N° 824).

- Incremento de valor por ampliaciones del límite urbano.

Compartir y compensar
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El señor Riquelme expresó que es razonable sostener que si el Estado adopta una decisión que beneficia a los particulares, estos deben ser solidarios con lo que han obtenido. El punto, hizo hincapié, es que esa finalidad ya se cumple mediante las contribuciones y con el impuesto a las ganancias de capital.

Por lo demás, advirtió, aquella argumentación no se hace cargo de la situación inversa, en la que la decisión del Estado provoca daños a los particulares, sin compensación.
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Situación de indefensión para los contribuyentes

Tal y como se ha señalado en instancias anteriores, se puede terminar persiguiendo un mayor valor ocurrido hace 25 años.

Es reclamable, pero para reclamar, el Código Tributario señala que se requiere siempre que invoque un interés actual comprometido (artículo 124).

El señor Riquelme puso de relieve que la invocación de un interés actual corre el riesgo de ser letra muerta, si el hecho respecto del cual se pretende invocar tuvo lugar hace 25 años. 

No recoge planteamientos pedidos

Senador Montes:

Reiteró que la distinción entre lo rural y lo urbano no recoge todas las realidades que hoy se dan en Chile, como lo que ocurre con los terrenos turísticos (propiedades cerca de lagos).
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En tercer lugar, expuso sus planteamientos el Investigador del CEP, señor Slaven Razmilic. Llevó a cabo la siguiente presentación.

Comentarios al proyecto de ley sobre Transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano 

3 objetivos declarados del proyecto: 

a) Más transparencia al mercado de suelo 

b) Mejorar captura de valor vía impuesto territorial

c) Nuevo impuesto a la plusvalía por ampliación de límites

a) Más transparencia 

Lo positivo: 

- Más instancias de difusión y participación.

- Catastro de propiedades públicas en Ministerio de Bienes Nacionales. 

Lo insuficiente: 

- Observatorio Mercado de Suelo MINVU (Artículo primero /Artículo 28 bis E) 

- Mucho más pertinente habría sido publicar la base de datos del Formulario 2890. Transacciones son registros públicos. Facilitar acceso información a terceros permite una mucho mejor fiscalización. 

El señor Razmilic apuntó que sería mucho más barato, sencillo y efectivo simplemente transparentar los precios de transacción de cualquier enajenación, que el SII recaba desde hace muchos años y utiliza justamente para hacer los avalúos. El problema, empero, es que aunque se trata de información pública, es de difícil acceso, y el Servicio ha señalado que no se encuentra facultado para hacer entrega de ella.

Lo ideal: 

Saber quién compra qué, a quién, cuándo y a qué precio

b) Mejorar captura de valor vía impuesto territorial

Mejor impuesto territorial

En Chile, incidencia del impuesto territorial es relativamente baja 

El señor Razmilic indicó que el 80% de las propiedades habitacionales está exento del impuesto.
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Manzanas en que el aporte habitacional por contribuciones es CERO
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Manzanas en que el aporte habitacional promedio es menor a 100 mil al año
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Manzanas en que el aporte habitacional promedio es inferior a 500 mil al año
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En verde las manzanas en que el aporte promedio es mayor a 500 mil al año
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Lo positivo: 

Obligación al SII de reavaluar los predios beneficiados por ampliaciones del límite urbano 

Pero insuficiente: 

- Reavalúos deben ser más frecuentes y generalizados, NO estar circunscritos sólo a esfuerzos específicos. 

- ¿Por qué sólo en estos casos? ¿Y las plusvalías por nuevas infraestructuras? ¿Por cambios normativos? ¿Las minusvalías? 

- Reavalúos generales suelen posponerse y después son más difíciles de aplicar (porque se acumulan las alzas postergadas).

También insuficiente: 

- Ninguna mención a los predios urbanos en uso agrícola.

- Actualmente éstos pagan contribuciones a valor de predio agrícola y no son afectos a sobretasa de sitios eriazos. 

Otras exenciones que no se justifican:

- DFL2 

- Límite exento para viviendas (independiente del número de viviendas que tenga la persona). 

- Tope de 10% al aumento del giro del impuesto luego de un reavalúo.

Respecto del límite exento para viviendas, el señor Razmilic señaló que hoy es del orden de $21 millones, y se entiende en una lógica de resguardo a familias de menores ingresos. No obstante, tiene el problema de ser también útil para casos de personas dueñas de muchas propiedades, que pueden apelar a la exención respecto de todas ellas. 

En cuanto al tope de 10% al aumento del giro del impuesto, hizo ver que el hecho de que transcurra tanto tiempo entre un reavalúo y otro, impacta en que los precios de las viviendas crezcan de manera notable. Existe, entonces, la obligación del SII de ajustarse a dicho tope, cuestión que no resulta del todo justificada.  

Propuesta: 

- Reavalúos deben ser más frecuentes y generalizados, NO estar circunscritos sólo a esfuerzos específicos. 

- Reavalúo “extraordinario” no debiera hacerse sólo cuando cambia el límite urbano, sino ante cualquier cambio normativo o provisión de nueva infraestructura que potencialmente altere precios. 

- Predios agrícolas en áreas urbanas debiesen estar avaluados a precios urbanos 

-Límite exento: limitar el beneficio de exención a 2 predios habitacionales por persona natural. 

- Eliminar tope máximo de 10% al aumento de giro de contribuciones luego de un reavalúo 

c) Nuevo impuesto a la plusvalía por ampliación de límites

Nuevo impuesto a la plusvalia

Reforma tributaria de 2014 ya aborda este punto 

Solución llegó antes que el problema 

Inclusión de ganancias de capital inmobiliario como renta imponible es el tratamiento más apropiado para este tipo de ganancias: 

- Rentas se gravan a la tasa marginal del contribuyente.

- Considera plusvalías de todo tipo (servicios, infraestructura, cambios normativos).

- No requiere fijar plazos desde cambios normativos. 

Desde una perspectiva económica, propuesta tiene poco asidero, lo que dificulta anclarla a parámetros objetivos 

Es por esto que características del tributo carecen de justificación: 

- ¿Tasa del 10%? 

- ¿Plazos de aplicación? ¿7-18 años? 

- ¿Exención de UF 5.000? 

- ¿Renta general o impuesto local? (debiera ser local) 

El señor Razmilic reparó en que, en su versión original, el proyecto de ley contemplaba que lo que recaudara el nuevo impuesto fuera a rentas generales de la Nación. Ahora, en cambio, se propone que vaya en parte al Fondo Común Municipal y en parte el municipio respectivo. En su opinión, si se va a aprobar, por tratarse de una cuestión intrínsecamente local debiera ir completamente al ámbito del respectivo municipio.

Además, sistema propuesto es engorroso y vulnerable a acusaciones de discrecionalidad y arbitrariedades 

- Tasación de predios agrícolas es mucho más compleja (existen menos operaciones comparables) 

- ¿Índice de variación del valor de los bienes raíces rurales? 

El SII determinará precios de referencia iniciales y finales
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El señor Razmilic consignó que al SII le corresponderá tasar casos en los que, en realidad, no habrá muchas transacciones. Al tratarse de un procedimiento engorroso, agregó, es  previsible que su actuación sea objeto de muchos reclamos y que se haga acreedor de muchos problemas que, en rigor, siempre rata de evitar. 

¿Alguna aproximación empírica al efecto del impuesto que se discute? 

Hacia adelante:

- ¿Estimaciones de recaudación esperada? 

- ¿Simulaciones? 

- ¿Análisis de sensibilidad? 

o más fácil, un diagnóstico: 

- ¿Cuántos terrenos agrícolas se transan al año? 

- ¿Dónde? 

- ¿En qué rango de precios? 

- ¿Ingresos de compradores y vendedores? 

Hoy tenemos dos instrumentos para hacernos cargo del problema: 

- Impuesto a las ganancias de capital (vigente desde enero 2017) 

- Impuesto territorial 

¿Impuesto a las ganancias de capital en Reforma Tributaria 2014 tiene exenciones excesivas? 

- No lo sabemos.

- No se discutió en profundidad cuando correspondía, ya que tampoco se tuvieron los datos a la vista. 

- ¿Son excesivas las primeras UF 8.000 de exención? ¿Los plazos de aplicación muy cortos? 

- Desde una perspectiva económica, parece más sensato utilizar el régimen general (impuesto a las ganancias de capital). 

¿No es posible utilizar impuesto territorial porque muy pocos lo pagan y porque los avalúos no sirven? 

- Precisamente por aquí pasan las correcciones pendientes. 

- Perfeccionar régimen de reavalúos. 

- Revisar exenciones. 

- Crear sistemas paralelos no resuelve los problemas. 

- Es más probable que los agraven. 

Es preferible tener 2 instrumentos que funcionen bien antes que 3 que lo hagan mal


Una vez finalizadas las precedentes presentaciones, se registraron las siguientes intervenciones.


El Coordinador de Política Tributaria del Ministerio de Hacienda, señor Henríquez, se refirió a algunas de las materias abordadas en las exposiciones realizadas ante la Comisión.


Respecto de un eventual incremento de los precios de los inmuebles por efecto del traspaso del IVA en la construcción, hizo presente, en primer lugar, que antes de la reforma tributaria de 2014 ya existía tal impuesto en la venta de inmuebles. Y, en segundo término, que en el último año y medio no ha habido o han sido muy pocas las ventas de inmuebles con IVA, lo que se explica por la serie de normas transitorias que han postergado la entrada en vigencia de su cobro.


En cuanto a las objeciones de constitucionalidad planteadas, declaró estar en absoluto desacuerdo. Que los tributos deben ser claramente establecidos en la ley constituye, en efecto, un principio, pero que admite excepciones. En la misma determinación del impuesto territorial, de hecho, se acepta que es el SII el que debe efectuar las tasaciones, y no es la ley la que contiene el detalle técnico sobre cómo se llevan a cabo. Lo mismo, subrayó, es lo que se hace en virtud del presente proyecto de ley: encargar al SII la tasación de los bienes. Se trata, por cierto, de un asunto ya zanjado por el Tribunal Constitucional.


Descartó, asimismo, que se esté en presencia de un tributo injusto. La obtención de una ganancia inmerecida por parte del dueño de un terreno, derivada de una acción del Estado, es, como se ha dicho, la razón del nuevo impuesto.


Por otra parte, expuso que la definición de un tope de 5.000 UF se hizo, con los datos disponibles, con el objeto de gravar solamente las grandes transacciones, sin afectar a pequeños propietarios.


Admitió, con todo, que no va a ser un impuesto sencillo de aplicar. Sin embargo, recordó que el propio Director del SII manifestó a la Comisión de Vivienda y Urbanismo del Senado que el organismo cuenta con la capacidad técnica que su determinación requiere.    


Destacó, finalmente, el aumento de transparencia que supondrá la creación de un Observatorio del Suelo. Permitirá dar a conocer el precio por metro cuadrado de las ventas de inmuebles en Chile, desagregado en los niveles nacional, regional, comunal e incluso de zonas al interior de las comunas.


El Vicepresidente de la CChC, señor Amenábar, expresó que si bien es cierto el IVA a la construcción ya existía, parcialmente, con anterioridad a la reforma tributaria de 2014, lo que esta última hizo fue gravar el 100% del costo de la construcción. 


La cuestión de fondo, en todo caso, es que cada vez que se incorpora una nueva regulación o impuesto al ordenamiento jurídico, el precio del metro cuadrado de vivienda construida se incrementa, y es el comprador el que finalmente lo paga. Exactamente lo mismo va a pasar con el nuevo impuesto que se está proponiendo en esta ocasión. Como los ciudadanos de menores ingresos reciben subsidios estatales, será, a la postre, la clase media la que deberá hacerse cargo del pago de ese mayor valor.  


El Honorable Senador señor Coloma reiteró su convicción de que la creación del nuevo impuesto tendrá efectos perniciosos. Preguntó cuáles son los efectos previstos sobre la capacidad productiva del país, y llamó la atención sobre la complejidad de que no exista una proyección sobre el impacto recaudatorio del impuesto. Desde siempre, resaltó, se ha tenido a la vista al menos un cierto cálculo de los efectos de un tributo, lo que cobra mayor relevancia si se considera que en otros países, como Inglaterra por ejemplo, esta misma clase de impuesto no funcionó.


El Honorable Senador señor Pizarro consultó si se ha previsto algún tipo de efecto del impuesto en la problemática de la segregación de las ciudades. En muchas comunas, razonó, hay lugares en los que se puede construir más barato y otros en los que la plusvalía es más alta, entre los cuales no se genera integración. Se trata de un fenómeno cada vez más presente en las ciudades intermedias, que, ciertamente, genera aislamientos que no son buenos para la convivencia social.


El Honorable Senador señor Lagos reiteró estar de acuerdo con la conveniencia de capturar el mayor valor del precio del suelo cuando ha sido una acción del Estado la causa. Lo que no obsta a que pueda resultar atendible el argumento de que ya existen instrumentos que no funcionan adecuadamente y que podrían ser perfeccionados, antes de incorporar otro nuevo a la legislación.

  
El Honorable Senador señor Montes señaló que más allá de todas las prevenciones expuestas, no se puede desconocer que Chile tiene un problema con su suelo. Incluso con los impuestos vigentes, subsisten la especulación y otros inconvenientes que impactan en la vivienda y en la distribución del ingreso. Es indudablemente necesario, en consecuencia, abordar la realidad y proponer soluciones que permitan perfeccionar los insuficientes instrumentos actuales e incorporar otros. No puede volver a ocurrir, graficó, lo mismo del pasado: en tres ocasiones se trató de legislar en relación con las parcelas de agrado; y en ninguna de ellas se persistió.


Puso de relieve, del mismo modo, la existencia de una serie de franquicias tributarias en el ámbito de la construcción -que en conjunto ascienden a alrededor de US$ 900 millones-, que ameritan ser revisadas. Algo ya se avanzó en materia del IVA a la construcción: hasta antes de la reforma tributaria permitía subsidiar propiedades de hasta 10.000 UF, lo que constituía un absurdo; ahora, en cambio, es posible que esos recursos permanezcan en el sistema, pero para subsidiar la demanda, no la oferta. Igualmente, hasta antes de la reforma sólo gravaba la operación entre la empresa constructora y la empresa inmobiliaria; ahora, aunque con vigencia diferida, se ha añadido la operación entre la inmobiliaria y el comprador.


Realizó, finalmente, alcances sobre los siguientes aspectos:


- Que el pago del nuevo impuesto no afectaría solamente a la clase media. Diversos estudios demuestran que los precios de las viviendas sociales han crecido, básicamente, porque el valor del suelo lo ha hecho.


- La dinámica del mercado del suelo ha incorporado nuevos actores en el último tiempo, que ven en Chile muchas facilidades que en otros lugares no existen. Tal es el caso, por ejemplo, de los chinos, que han estado comprando terrenos a lo largo del país, ya sea por internet o mediante socios. 


- Que es bastante decidor el hecho de que las inmobiliarias compren todos los terrenos posibles alrededor de todas las ciudades de Chile. Lo hacen porque el suelo es la mayor fuente de ganancias, superior al negocio de la construcción. Es eso, resaltó, lo que se quiere cambiar a través del nuevo impuesto que se está proponiendo, de manera de dividir de algún modo la ganancia entre el propietario y la ciudad.


- El problema, a su juicio, no es la escasez de suelo. En el perímetro urbano de la ciudad de Santiago, por ejemplo, hay muchas hectáreas disponibles; el problema es que a un valor tal que devienen en escasas específicamente para la construcción de viviendas sociales. En otras latitudes, este asunto ha sido abordado. En Colombia, Brasil y Andalucía, por citar algunos casos, han decidido que el 25%, 33% y 65% de cualquier loteo, respectivamente, debe ser destinado a dicha clase de viviendas.


El Vicepresidente de la CChC, señor Amenábar, expuso que la institución a la que representa tiene plena conciencia de la necesidad de elaborar un planteamiento de largo plazo respecto del suelo, Una Comisión de Ciudad y Territorio, de hecho, se encuentra abocada a esa tarea.


Sostuvo que la falta de disponibilidad de terreno se debe a varias razones. Entre ellas, la gobernanza de las ciudades. Los planes reguladores de las distintas comunas no conversan con lo que la ciudad requiere y no hay visión de largo plazo; así, por ejemplo, particularmente en épocas electorales, se congelan los permisos y se impide que más gente pueda llegar a vivir e integrarse a una determinada comuna. 


Una segunda razón está dada por el hecho de que la ampliación de las zonas urbanas comunales no va de la mano con las necesarias planificaciones territoriales. Las concesiones sanitarias, de hecho, cubren solamente entre el 30% y el 35% del terreno urbano del país, lo que evidentemente impide que se lleven a cabo proyectos de construcción.


Una tercera razón, concluyó, es la densificación. El sistema vigente contempla una densidad de cuatro personas por vivienda, en circunstancias que es una creciente realidad la existencia de familias de dos y máximo tres personas. De suerte que todo lo que se está construyendo se está haciendo en base a una densificación que no es real.


El profesor señor Riquelme, en tanto, señaló en que es primordial que se mejoren las condiciones para que los contribuyentes puedan reclamar de la determinación del impuesto. Agregó que, siendo efectivo que el SII manifestó estar preparado para hacerse cargo de su recaudación, es en las personas, y en su derecho a contribuir de una manera justa, en quienes debe ponerse el acento.  


En tal sentido, insistió en que así como es justo que quien se beneficie de una acción del Estado deba compartir su ganancia, también lo es que deba haber una compensación cuando una acción estatal genera daños.

---
DISCUSIÓN 


De conformidad con su competencia, la Comisión de Hacienda se pronunció acerca de las siguientes disposiciones del proyecto de ley despachado por la Comisión de Vivienda y Urbanismo en su segundo informe, como corresponde de conformidad con el artículo 41 del Reglamento de la Corporación: del artículo primero, numeral 4, el inciso primero del artículo 28 septies, el número 4 del inciso primero del artículo 28 octies, y el artículo 28 undecies; y los artículos segundo, tercero, cuarto y quinto. 

A continuación se da cuenta de dichas disposiciones, así como de los acuerdos adoptados a su respecto:

ARTÍCULO PRIMERO


Modifica, mediante 18 numerales, el decreto con fuerza de ley N° 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1975  -publicado en 1976-, Ley General de Urbanismo y Construcciones.
Número 4


Agrega los artículos 28 septies, 28 octies, 28 nonies, 28 decies y 28 undecies.

Artículo 28 septies


Es del siguiente tenor:


“Artículo 28 septies.- Acceso a la información de los instrumentos de planificación territorial. Los actos administrativos que promulguen la aprobación o modificación de un instrumento de planificación territorial deberán publicarse en el sitio electrónico del organismo junto con la respectiva Ordenanza, y se informará de su disponibilidad en aquel mediante un aviso en un periódico de circulación local, regional o en una radio comunal o regional, según sea el caso, debiendo la autoridad que los promulgue informar de este hecho al Servicio de Impuestos Internos dentro de quinto día, indicando si involucran modificaciones de límites urbanos y en qué zonas. La memoria explicativa, los planos y la ordenanza correspondiente se archivarán en los Conservadores de Bienes Raíces respectivos, en la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, en la respectiva secretaría regional de dicho ministerio y, cuando se trate de instrumentos de nivel comunal, en las municipalidades correspondientes.


Estos documentos, junto con su memoria explicativa y el informe ambiental, deberán estar disponibles en el sitio electrónico del organismo que los promulgue conforme a lo dispuesto en el artículo 7 del artículo primero de la ley N° 20.285, sobre Acceso a la Información Pública. Asimismo, deberá publicarse en dicho sitio electrónico un resumen ejecutivo del instrumento de planificación que incluya su descripción y los principales efectos esperados, sin perjuicio de la difusión de otros resúmenes explicativos en lenguaje claro y simple.


Con el objeto de facilitar el acceso a los textos y planos vigentes de los instrumentos de planificación territorial que hayan sido modificados, la autoridad facultada para promulgarlos podrá aprobar versiones actualizadas de los planos y fijar el texto refundido, coordinado y sistematizado de las ordenanzas, pudiendo introducirles los cambios de forma que sean indispensables, siempre que con ello no se altere, en caso alguno, su verdadero sentido y alcance. Los actos administrativos que promulguen estas versiones actualizadas estarán sujetos a toma de razón por parte de la Contraloría General de la República y no se someterán al procedimiento de evaluación ambiental estratégica.”.


Correspondió a la Comisión de Hacienda pronunciarse sobre el inciso primero de este artículo. 


El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señor Enrique Rajevic, explicó que este artículo procura facilitar el acceso a los Instrumentos de Planificación Territorial (IPT). Para ello, se establece que deben ser publicados en los sitios electrónicos de los respectivos servicios públicos y no en el Diario Oficial, como hoy se exige respecto de los planes reguladores comunales e intercomunales. Básicamente, agregó, con miras a abaratar costos, con la salvaguarda de que habrá un observatorio –que el mismo proyecto de ley crea-, en el que constarán, asimismo, todos los correspondientes instrumentos.


Destacó que la publicidad en los sitios electrónicos se extiende a otros documentos, tales como la memoria explicativa, el informe ambiental y un resumen ejecutivo del IPT. Y que, conforme al inciso final, la autoridad podrá fijar el texto refundido, coordinado y sistematizado de las ordenanzas, el que estará sujeto al trámite de toma de razón por parte de la CGR.   



El Honorable Senador señor Coloma observó  que, en su momento, cuando se discutió el cambio de formato del Diario Oficial, de papel a digital, el argumento que se dio fue justamente el abaratamiento del costo de publicación. Por algún motivo, además, en el texto aprobado en general por el Senado se contemplaba, precisamente, que la información que se ha señalado debía ser publicada en dicho Diario. Expresó ser partidario de que, siempre que el costo no sea demasiado elevado, este tipo de publicaciones sigua apareciendo en el Diario Oficial.


El Honorable Senador señor Montes consignó que lo que se intenta abordar, en el fondo, es que el acceso a la información sea expedito, cuestión que en la actualidad está lejos de ocurrir. Consultó cuál es el grado de formalidad y valor jurídico que tiene una publicación vía página web.


La asesora de Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señora Jeanette Tapia, subrayó el hecho de que en el antes citado observatorio constarán desde el proyecto inicial hasta la publicación final del IPT, con todos sus antecedentes. A partir de ahí, es adecuado que el respectivo organismo mantenga pública la información en su sitio electrónico, que es el canal que todos los ciudadanos ordinariamente utilizan para acceder a los antecedentes.   


Resaltó, del mismo modo, el hecho de que la CGR deba tomar razón de los textos refundidos, coordinados y sistematizados de las ordenanzas. Servirá para revisar que su contenido es fidedigno y armónico, y que recoge todas las modificaciones realizadas, lo que, en definitiva, garantizará su oficialidad. Reseñó, al efecto, el caso del Plan Regulador Metropolitano, instrumento que ha sufrido una gran cantidad de modificaciones y respecto del cual el Ministerio de Vivienda y Urbanismo ha elaborado una versión no oficial que mantiene publicada en su página web. En lo sucesivo, cada vez que se elabore un texto sistematizado, y previo toma de razón por parte de la CGR, habrá una versión original para publicar.


El Honorable Senador señor García hizo ver que la experiencia demuestra que muchas veces, en los casos en que corresponde que los planos reguladores comunales sean sometidos al control de la CGR, estos son enviados a la sede central del organismo en Santiago, donde permanecen por meses e incluso años. Esto redunda en la ralentización de los procesos y en el posterior desfase en su aplicación.


En tal sentido, planteó que lo que permitiría ganar algo de tiempo sería que en lugar de ser revisados por los Consejos Regionales, los planes reguladores fueran analizados por la respectiva Seremi del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, previo a su envío a la CGR.


La Ministra de Vivienda y Urbanismo, señora Paulina Saball, puntualizó que, en lo pertinente, el presente proyecto de ley sólo buscar aportar mayor transparencia en el acceso a la información, para posibilitar que el mercado del suelo sea más accesible.  


Eso no obsta a que, simultáneamente, se esté llevando a cabo un amplio debate acerca de la planificación urbana en general. Así ocurre, por ejemplo, en la Comisión Nacional de Desarrollo Urbano, donde se encuentran representadas las visiones de los mundos académico, gubernamental, parlamentario, privado y de los colegios profesionales. O, también, en el contexto de la discusión sobre transferencias de competencias a los gobiernos regionales. Todo ello, culminó, con miras a determinar y precisar qué organismos deben tener competencia sobre los diversos instrumentos y cuáles son las instancias en que deben ser debatidos. 


Enseguida, la Comisión tuvo presente la necesidad de efectuar una enmienda de referencia en el inciso primero del artículo en estudio, en el sentido de precisar que los actos administrativos en que conste la aprobación o modificación de un IPT, así como las respectivas ordenanzas, deberán ser publicados en el sitio electrónico del organismo encargado de su promulgación.


La Comisión estuvo de acuerdo en realizar esta enmienda, en los términos en que se consigna en el capítulo de modificaciones del presente informe. Así lo aprobó, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pérez, don Víctor.


En consecuencia, el inciso primero del artículo 28 septies fue aprobado, con enmiendas, por la unanimidad precedentemente señalada. 
Artículo 28 octies


Prescribe lo siguiente:


“Artículo 28 octies.- Imagen objetivo de los instrumentos de planificación territorial y consulta pública. El proceso de elaboración de los planes reguladores intercomunales o metropolitanos, de los planes reguladores comunales y de los planes seccionales, así como el relativo a sus modificaciones, deberá ser transparente y participativo, debiendo requerirse la opinión de los vecinos afectados y de los principales actores del territorio planificado. Con tal objetivo se debe contemplar, como paso previo a la elaboración del anteproyecto del plan, la formulación de una imagen objetivo del desarrollo urbano del territorio a planificar, conforme al siguiente procedimiento:


1. El alcalde o el secretario regional ministerial de Vivienda y Urbanismo, según se trate de un instrumento de nivel comunal o intercomunal, formulará una propuesta de imagen objetivo del desarrollo urbano del territorio a planificar, la que se plasmará en un resumen ejecutivo que sintetizará, en un lenguaje claro y simple, el diagnóstico y sus fundamentos técnicos; los objetivos generales y los principales elementos del instrumento a elaborar; las alternativas de estructuración del territorio por las que se propone optar, y los cambios que provocarían respecto de la situación existente, apoyándose en uno o más planos que expresen gráficamente estos conceptos. En los casos en que se considere modificar el límite urbano, el resumen ejecutivo deberá señalarlo expresamente.


2. El resumen ejecutivo y sus planos deberán ser aprobados por acuerdo del concejo municipal o consejo regional, según se trate de un instrumento de nivel comunal o intercomunal, dentro de los quince días siguientes a su recepción. Transcurrido este plazo sin un pronunciamiento expreso se entenderá que tanto el resumen ejecutivo como sus planos fueron aprobados. Una vez aprobados serán publicados en el sitio web de la municipalidad o de la secretaría regional ministerial de Vivienda y Urbanismo, según corresponda, y simultáneamente se expondrán a la comunidad en lugares visibles y de libre acceso al público pudiendo los interesados formular observaciones fundadas, por medios electrónicos o en soporte papel, hasta treinta días, prorrogables hasta cuarenta y cinco días después de publicado el resumen ejecutivo y sus respectivos planos. El órgano encargado deberá informar de todo lo anterior y de la fecha de realización de las audiencias públicas al consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil, a las organizaciones de la sociedad civil, a los vecinos afectados y demás interesados que señale la ordenanza mediante carta certificada despachada al domicilio actualizado que se tenga de dicha organización, a más tardar, el mismo día en que se publiquen el resumen ejecutivo y sus planos.


3. Durante los primeros quince días del periodo de exposición deberán realizarse, además, dos o más audiencias públicas para presentar la imagen objetivo a la comunidad, debiendo invitarse al consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil, a las organizaciones de la sociedad civil, a los vecinos afectados y demás interesados que señale la ordenanza. Tratándose de instrumentos del ámbito comunal deberá presentarse, además, ante el consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil.


4. El lugar y plazo de exposición y el lugar, fecha y hora de las audiencias públicas, así como la disponibilidad de los antecedentes en internet, deberán comunicarse previamente por medio de dos avisos publicados en semanas distintas, en algún diario de los de mayor circulación en la comuna o las comunas involucradas, mediante su exposición en lugares de afluencia de público como consultorios y colegios, a través de avisos radiales y en la forma de comunicación masiva más adecuada o habitual en la comuna o comunas objeto del plan.


5. Terminado el periodo para realizar observaciones, la autoridad encargada de elaborar el plan deberá emitir un informe que sintetice todas las observaciones presentadas al Consejo Regional o Concejo Municipal, según corresponda, el que dentro de treinta días contados desde la recepción de dicho informe por la secretaría del órgano respectivo deberá acordar los términos en que se procederá a elaborar el anteproyecto de plan, siguiendo lo establecido para cada instrumento en los párrafos siguientes de este capítulo. El organismo competente deberá dar respuesta fundada a cada una de las observaciones realizadas, indicando si las acepta o las rechaza. Tanto el informe elaborado como el acuerdo adoptado deberán estar disponibles en el sitio electrónico de la autoridad encargada. En caso que este acuerdo considere una modificación del límite urbano, la misma autoridad deberá informar de este hecho al Servicio de Impuestos Internos, dentro de quinto día, señalando la zona considerada para estos efectos.


6. Si el organismo competente para aprobar en definitiva el instrumento de planificación territorial rechaza o altera una propuesta de modificación del límite urbano contenida en el acuerdo a que se refiere el numeral precedente, conforme lo disponen la letra c) del artículo 36 de la ley N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional y el inciso octavo del artículo 43 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, la autoridad encargada de su elaboración deberá informar de este hecho a los consejos comunales de organizaciones de la sociedad civil, a las organizaciones de la sociedad civil, a los vecinos afectados y demás interesados que señale la ordenanza que hayan formulado observaciones fundadas, al Ministerio de Vivienda y Urbanismo para lo dispuesto en la letra b) del artículo 28 undecies de esta ley y al Servicio de Impuestos Internos identificando las zonas.


Todas las publicaciones que señala este artículo deberán estar disponibles dentro de los mecanismos de participación ciudadana que exige el artículo 7 del artículo primero de la ley N° 20.285, sobre Acceso a la Información Pública.”.


La Comisión se pronunció respecto del número 4 del inciso primero.


El Honorable Senador señor Montes puso de relieve la importancia de contar con una imagen objetivo de los IPT, por cuanto permitirán contar con una visión global de los mismos aún antes de la elaboración del anteproyecto de plan regulador.


La señora Ministra resaltó que esta propuesta se inserta en la pretensión de mejorar el acceso a la información de los vecinos en la definición de los planos reguladores. Mediante la imagen objetivo será posible explicar, de manera simplificada, cuáles son los cambios que se pretenden implementar. De esta manera, afirmó, la legislación acoge una de las críticas más recurrentes: que la generación de los IPT, de suyo técnica y compleja, no considera la opinión de los vecinos.


El Honorable Senador señor Montes apuntó que anteriormente los planos reguladores comunales eran definidos en el nivel regional, cuestión que se cambió y fue entregada a las comunas. Aunque en estas últimas se creó un mecanismo de participación ciudadana, el problema es que adolece de ser demasiado casuístico y carece, en consecuencia, de una mirada más global.


El Honorable Senador señor Lagos señaló haber participado de instancias vecinales de discusión de modificaciones a los planos reguladores. En ellas, ha podido constatar que los debates suelen extenderse a propuestas sobre mejoramiento de determinadas vías u obras, pero sin una visión más general sobre la realidad del sector. Es bienvenida, por consiguiente, la propuesta de un instrumento que ponga en conocimiento de los vecinos qué es lo que la autoridad proyecta hacer.  


Sin perjuicio de lo anterior, concluyó, resta aún por resolver, en algún momento, la situación de los mecanismos de participación ciudadana. Estando bien inspirados, lo cierto es que carecen de efectividad.


La señora Ministra explicó que el artículo 28 octies no se limita exclusivamente a establecer el deber de formular una imagen objetivo del desarrollo urbano. Adicionalmente, se obliga al municipio o al gobierno regional, según corresponda, a comunicarla a los vecinos involucrados en el proceso y posteriormente a procesar las opiniones recogidas, dando cuenta del resultado. Se configura, de esta forma, un diseño que cautela simplicidad (para el fomento de mayor participación vecinal), amplitud (de la convocatoria que se realiza a los interesados) y fundamentación (en virtud del procesamiento de las opiniones manifestadas por los vecinos).


El número 4 del inciso primero del artículo 28 octies, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes, Lagos y Pizarro.

Artículo 28 undecies


Su tenor textual es el que sigue:


“Artículo 28 undecies.- Observatorios del mercado del suelo urbano, de los instrumentos de planificación territorial y de los permisos. Para promover la transparencia del mercado del suelo, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo mantendrá en un Portal Único de Información:


a) Un observatorio del mercado del suelo urbano que informará de la evolución de precios por metro cuadrado de los bienes raíces a nivel nacional, regional, comunal y otras zonas geográficas específicas. Para estos efectos, el Servicio de Impuestos Internos pondrá a disposición del observatorio los montos y otros antecedentes necesarios para que pueda caracterizar los bienes raíces enajenados, informados en las Declaraciones sobre Enajenación e Inscripción de los Bienes Raíces, o la declaración que las reemplace, y que el Servicio recibe en el ejercicio de sus atribuciones, exceptuados aquellos datos que permitan individualizar a los predios, sus propietarios, poseedores u ocupantes. El Ministerio de Hacienda determinará, mediante una resolución exenta, que también suscribirá el Ministro de Vivienda y Urbanismo, previa propuesta del Servicio de Impuestos Internos, las zonas geográficas específicas que se considerarán en el observatorio y la forma y oportunidad de entrega de dicha información, resguardando que el procedimiento no identifique o no permita identificar bienes raíces, propietarios, poseedores u ocupantes en particular, y cumpliendo las disposiciones de la Ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 7, del Ministerio de Hacienda, de 1980, y en el Código Tributario.


b) Un sistema de información de los procesos de elaboración y aprobación de los instrumentos de planificación territorial, así como de sus modificaciones, el que deberá dar cuenta de manera sistematizada de toda la información disponible en los sitios electrónicos referidos en los artículos 28 septies y 28 octies. Para estos efectos, las municipalidades y los gobiernos regionales y demás órganos y servicios competentes deberán suministrar la información que señale la ordenanza de esta ley en la forma y plazos que allí se indiquen, con el objeto de poner a disposición del público la información referida de forma fácil y expedita.


c) Un sistema de información sobre el estado de tramitación de los permisos de urbanización y de edificación en cada municipalidad, en la forma que determine la Ordenanza General, que también permitirá a las respectivas direcciones de obras municipales cumplir con los trámites que regula la presente ley de manera electrónica.


La infracción de los deberes señalados en el inciso anterior será considerada una grave vulneración del principio de probidad administrativa.”.

La señora Ministra de Vivienda y Urbanismo indicó que son tres los observatorios que se crean en virtud de este artículo, todos a cargo del Ministerio que encabeza. El primero, para publicar toda la información relativa al mercado del suelo, en virtud de antecedentes remitidos por el SII sobre las transacciones de propiedades en un área dada. El segundo, con información actualizada sobre todos los IPT vigentes, sus modificaciones y demás antecedentes, en base a los antecedentes remitidos por el órgano comunal o regional correspondiente. Y el tercero, con información, proveída por los municipios, sobre los permisos de urbanización y edificación concedidos. Hizo hincapié en que el objetivo general de todos ellos es, de nuevo, fortalecer el acceso y la transparencia de la información vinculada al mercado del suelo.
El Honorable Senador señor Montes expresó que la información que de ahora en más estará disponible, evitará que algunas prácticas conocidas en los últimos tiempos vuelvan a repetirse. Esto, pues el acceso ya no estará determinado por la capacidad de acceder o no a quien maneja el dato preciso que pueda ser útil para una específica gestión. 

El Honorable Senador señor Coloma consultó si se prevé algún efecto para el caso de que la información que se supone que debe estar disponible, no lo esté. Si acaso, en un evento de ese tipo, el Ministerio tendría que responder de alguna manera.

La señora Ministra puntualizó que, conforme lo dispone el inciso final del artículo 28 undecies, la infracción a lo dispuesto se considerará una grave vulneración al principio de probidad administrativa. Esto alcanza tanto al Ministerio, por su deber de disponer de la información, como al órgano encargado de proporcionarla.

El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señor Rajevic, agregó que la infracción a dicho principio, de acuerdo con el Estatuto Administrativo y la ley de bases generales de la Administración del Estado, da lugar a la destitución del correspondiente funcionario. Cabría, en consecuencia, determinar quién es el funcionario responsable, y habría también responsabilidad por parte del jefe de servicio.

Adicionalmente, serían aplicables las responsabilidades de la ley de transparencia por la no publicación de la información, que acarrean la imposición de multas.

El Honorable Senador señor Pizarro preguntó cuáles serán las implicancias de los nuevos observatorios para el Ministerio, en materia de personal y otros gastos.

La señora Ministra dio a conocer que la Secretaría de Estado ya cuenta con un observatorio actualizado sobre los IPT y con una comisión de estudios urbanos y habitacionales encargada de sistematizar la información. La información que allí consta deberá ser complementada con la que, en virtud del artículo 28 undecies, comenzará a ser recibida. 

El Honorable Senador señor García manifestó que es sabido que el SII cuenta con la información que en virtud del observatorio del mercado del suelo le será requerida, porque constituye la base para la determinación de los avalúos de bienes raíces. El punto, justamente, es que a partir de ahora deberá compartirla. Por lo tanto, quienes podrían incurrir en responsabilidad por incumplimiento serían el Director del Servicio, el Subdirector Avaluaciones y los jefes regionales de esta última subdirección.

El Honorable Senador señor Montes acotó que el reglamento que desarrolle estos observatorios debe hacer hincapié no sólo en el contenido de la información que se entrega, sino también en la oportunidad de la misma. 

El Honorable Senador señor Coloma advirtió que la denominación “observatorio” corre el riesgo de dar la impresión de una mera acción de veeduría, o contemplativa, de las que pueden ejercer incluso las organizaciones no gubernamentales. En circunstancias que lo que se debe resguardar es que se trate de una institucionalidad propiamente tal, con todas sus letras. 

El Honorable Senador señor Montes hizo presente que en la Comisión de Vivienda y Urbanismo se presentó una indicación para que el observatorio del mercado del suelo urbano pasara a llamarse sistema de información, al igual que los de las letras b) y c) del artículo en análisis. La propuesta, empero, no fue acogida.

Por otra parte, recordó que a lo largo de la discusión del proyecto de ley se han conocido opiniones escépticas sobre la utilidad que el observatorio tendrá. Se ha dicho, en efecto, que la forma en que el SII entregaría la información no aseguraría conocer cuál es la dinámica del mercado.

El Honorable Senador señor Pizarro opinó que la letra a) que consagra el observatorio, contiene mecanismos bastante concretos en cuanto a contenido, forma y oportunidad de entrega de la información. De manera que, a su juicio, no hay un riesgo de que pueda tornarse inoficioso. 

El Honorable Senador señor García sugirió asimilar el nombre del observatorio del mercado del suelo a las denominaciones de las letras b) y c), que hablan de sistemas de información.

La asesora de Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señora Tapia, expresó que, a juicio del Ejecutivo, la denominación “observatorio” resulta ser más apropiada.


Puesto en votación el artículo 28 undecies, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes, Lagos y Pizarro.

ARTÍCULO SEGUNDO


Agrega el siguiente inciso tercero al artículo 3° (relativo a la conformación del catastro de bienes raíces de propiedad fiscal) del decreto ley N° 1.939, de 1977, del Ministerio de Tierras y Colonización, que establece Normas sobre Adquisición, Administración y Disposición de Bienes del Estado: 


“El Ministerio mantendrá la información de los bienes a que se refieren los incisos precedentes en un sistema informático georreferencial, disponible en su sitio electrónico institucional, con el fin de permitir conocer su ubicación, avalúo, titularidad, destino y demás antecedentes que señale el reglamento a que hace referencia el inciso anterior. Dicha información deberá publicarse en el sitio web en forma completa y actualizada, y de un modo que permita su fácil identificación y un acceso expedito.”.


El Honorable Senador señor García valoró el  sistema de información que se está proponiendo, que será de invaluable ayuda. Es sumamente usual que juntas de vecinos u otras asociaciones que quieren construir, por ejemplo, una pequeña plaza, no logren hacerlo por la imposibilidad de identificar si el terreno en cuestión pertenece al Ministerio de Bienes Nacionales o el SERVIU.  

El Honorable Senador señor Coloma coincidió con que un sistema que contenga toda esa información, constituiría un tremendo avance. Subsiste, sin embargo, la duda sobre cómo reclamar en caso que un terreno no aparezca registrado y qué efectos se seguirían de eso.

El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señor Rajevic, precisó que la norma en comento hace una declaración expresa de publicidad, lo que hace aplicable las disposiciones pertinentes de la ley de transparencia. De manera que si la información no se entrega dentro de plazo, habría responsabilidad del Subsecretario de Bienes Nacionales.

El Honorable Senador señor Coloma preguntó qué ocurriría si, por caso, dicho Subsecretario no fuese capaz de determinar quién es el propietario de un bien raíz. Su duda, argumentó, no se radica en el acto de entrega de la información, sino en el acto previo de determinación de la misma, porque alguna otra consecuencia podría derivarse. 

Agregó que ya se sabe, de acuerdo con lo explicado, que si un interesado le pregunta al Ministerio de Bienes Nacionales por la situación de un bien raíz, vía ley de transparencia, y no hay respuesta de la autoridad, se aplicarán las sanciones contempladas en dicho cuerpo legal. Sin embargo, podría, eventualmente, entender ese interesado que el efecto es que la propiedad en cuestión se encuentra vacante, y producirse algún otro tipo de efecto jurídico contraproducente para el Fisco y que, tal vez, no ha sido previsto. Preguntó si se corre un riesgo de esa índole.

El Honorable Senador señor Montes llamó la atención sobre que el Ministerio de Bienes Nacionales ya tiene la obligación de llevar un catastro de inmuebles. Este, y así se corrobora año a año en la discusión de la ley de presupuestos, en la realidad nunca acaba de estar completo. Esto sirve para comprender que la información a que hace referencia el artículo segundo del proyecto de ley, no está llamada a ofrecer una garantía de completitud, sino a velar porque todos los antecedentes disponibles se hagan públicos. 

La señora Ministra señaló que el expresado por el Senador señor Montes es, precisamente, el alcance de la disposición en estudio. La virtud de la información que mantendrá en su sitio electrónico el Ministerio de Bienes Nacionales, es que constarán, con total transparencia, las propiedades inscritas a favor del Fisco y de otros servicios públicos, quién las tiene, desde cuándo y bajo qué modalidad de administración. Todo esto, resaltó, supone un grado de avance nunca antes visto en nuestro país en relación con los bienes fiscales. 

Ciertamente, admitió, esto no resuelve la situación de aquellos inmuebles cuya propiedad resulta difusa, como, por ejemplo, algunos de la Empresa de Ferrocarriles del Estado o ciertos retazos que permanecen al interior de determinadas urbanizaciones. 

Aclaró, del mismo modo, que de acuerdo con nuestra legislación, todas aquellas propiedades que no tienen dueño pertenecen al Fisco. No obstante, puede ocurrir que el Ministerio de Bienes Nacionales no cuente con los datos de inscripción que le permitan dar fe de dicha pertenencia. Por eso, ante la pregunta de un interesado, son dos las posibles respuestas: la primera, dando a conocer los datos precisos de inscripción de un inmueble a nombre del Fisco, de quién lo administra y demás antecedentes. La segunda, expresando que la propiedad en cuestión no aparece inscrita a favor del Fisco en el sistema del Ministerio. En este segundo escenario, el interesado podrá desde luego insistir, y cabrá al Ministerio llevar a cabo las acciones pertinentes para determinar si la propiedad se encuentra inscrita a favor de otra persona o debiera estarlo a favor del Fisco.

El Honorable Senador señor Coloma consultó si existe un número aproximado de propiedades que puedan formar parte de este nuevo sistema de información.

La señora Ministra observó que se debe distinguir entre bienes inmuebles urbanos que tienen inscripciones a mayor cabida del Fisco (como paños completos de propiedades sobre los cuales se van generando actos de administración), y bienes inmuebles urbanos respecto de los que sí existe un catastro preciso y fidedigno.

El Honorable Senador señor Lagos observó que, en definitiva y de acuerdo con lo expuesto, lo que será posible conocer es qué propiedades del Fisco se encuentran inscritas a su nombre, quién las tiene y a qué título. Porque, por otra parte, podría haber propiedades de las cuales el Fisco sea el dueño, pero que no estén inscritas.

Coincidió con que dicho nivel de información constituye un significativo avance.


Puesto en votación el artículo segundo fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes, Lagos y Pizarro.

ARTÍCULO TERCERO


Mediante dos numerales, introduce enmiendas en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1998, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado de la ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial.

Número 1


Enmienda el artículo 3 (relativo al deber del Servicio de Impuestos Internos de reavaluar cada cuatro años los bienes raíces agrícolas y no agrícolas), por medio de tres literales:


La letra a) agrega los siguientes incisos segundo y tercero, pasando el actual inciso segundo a ser cuarto y así sucesivamente:


“No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, el Servicio de Impuestos Internos deberá reavaluar, en el período comprendido entre dos reavalúos nacionales, aquellas comunas o sectores de éstas en que se produzca una ampliación en el límite urbano de un plan regulador. Para estos efectos, el Servicio de Impuestos Internos deberá ser informado por la autoridad que promulgue los respectivos planes reguladores del hecho de la publicación de éstos, dentro del plazo de tercero día.


Para efectos del reavalúo a que se refiere el inciso anterior, el Servicio de Impuestos Internos tendrá un plazo de seis meses contados desde que reciba la información señalada.”.


La letra b), en tanto, agregase el siguiente inciso sexto a continuación del inciso tercero, que pasa a ser quinto:


“No obstante lo establecido en el inciso anterior, a aquellos predios cuyo avalúo se determine conforme a lo dispuesto en el inciso segundo, se les girará el total del impuesto reavaluado en el semestre anterior al que corresponda aplicarle el nuevo avalúo fiscal.”.


Finalmente, la letra c) reemplaza en el inciso final, en una adecuación de carácter formal, la palabra “cuarto” por “séptimo”.


La Subsecretaria de Hacienda, señora Macarena Lobos, expuso que se establece la obligación para el SII de reavaluar los predios que pasan de ser rurales a urbanos, si es que este cambio tiene lugar en el tiempo que media entre los reavalúos nacionales ordinarios que se practican cada cuatro años.


El Honorable Senador señor Montes observó que si bien en la práctica el SII ya realiza estos reavalúos cuando los municipios le informan, en estricto rigor no está obligado a hacerlo. Por lo mismo, valoró que se consagre y regule este deber.


El Honorable Senador señor García hizo ver que las comunidades indígenas, que recientemente fueron incorporadas al plano regulador de la comuna de Temuco, en la Región de la Araucanía, se encuentran legalmente exentas del pago del impuesto territorial. Consultó qué criterio va a primar si se configura el presupuesto que el número 1 del artículo tercero está introduciendo en la ley sobre impuesto territorial. 


El Coordinador de Política Tributaria del Ministerio de Hacienda, señor Henríquez, precisó que por aplicación del principio de especialidad, regirá la exención para las comunidades indígenas.


El Honorable Senador señor Montes razonó, desde una perspectiva general, que se hace necesario abordar de manera integral la aplicación del impuesto territorial a las comunidades indígenas, que a veces se ven favorecidas, y otras perjudicadas, por el tratamiento que reciben. Es previsible, sostuvo, que aquellas comunidades localizadas en las orillas lacustres, tarde o temprano se van a ver afectadas si no se anticipan cambios legislativos.


 El número 1 fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro.

Número 2


Modifica el artículo 8 (que establece una sobretasa de 100% para los bienes raíces no agrícolas afectos a impuesto territorial, ubicados en áreas urbanas y que correspondan a sitios no edificados con urbanización), mediante tres literales.


La letra a) elimina, en el inciso primero, la frase “con urbanización”.


La letra b) reemplaza el inciso segundo por el siguiente:


“Con todo, esta sobretasa no se aplicará a los inmuebles localizados fuera de los límites del área geográfica donde se prestan los servicios públicos de distribución de agua potable y de recolección de aguas servidas. Dicha situación deberá acreditarse por el dueño u ocupante del inmueble ante la respectiva municipalidad mediante la presentación de certificado expedido por la empresa concesionaria correspondiente.”.


La letra c) sustituye, en el inciso cuarto, la frase “declaradas como abandonadas y las correspondientes a pozos lastreros”, por la siguiente: “a que se refieren los incisos primero y segundo de este artículo,”.


El Coordinador de Política Tributaria del Ministerio de Hacienda, señor Henríquez, puso de relieve que hace unos años se había agregado en la ley que, para la aplicación de sobretasa a bienes raíces no agrícolas ubicados en áreas urbanas, el sitio en cuestión debía estar urbanizado. En la práctica, sin embargo, lo que ha ocurrido es que, para cumplir el requisito, los dueños sólo urbanizan porciones muy pequeñas y descuidan todo el resto. Por lo mismo, el Ejecutivo estima necesaria la eliminación de dicha condición. De ahora en más, entonces, bastará que se trate de un sitio eriazo, incluso lastrero, para que se aplique la sobretasa; salvo, subrayó, que se encuentre fuera de área urbana y no tenga acceso a agua potable o recolección de aguas servidas.


La señora Subsecretaria de Hacienda indicó que, adicionalmente, se propone la eliminación de la excepción a la sobretasa aplicable a terrenos de más de 50 hectáreas que se subdividen. 


En relación con la letra a) del número 2, el Honorable Senador señor Montes acotó que la consagración del requisito de urbanización implica, por ejemplo, la existencia de calles y de servicios de luz y agua. De manera que, en realidad, opera como una vía para evitar el pago de la sobretasa del impuesto territorial de bienes raíces no agrícolas ubicados en áreas urbanas. 


Respecto de la letra c), el Coordinador de Política Tributaria del Ministerio de Hacienda, señor Henríquez, explicó que la nueva redacción que se propone permite incluir a todas las propiedades que puedan ser objeto de la sobretasa, y no, exclusivamente, a aquellas que sean declaradas como abandonadas o que correspondan a pozos lastreros.


El Honorable Senador señor Montes señaló que por pozos lastreros se entienden aquellos lugares situados dentro del paño urbano, desde los cuales alguna vez se extrajeron áridos y que, a lo largo de  los años, fueron dejados en abandono y sin ser utilizados. En el límite de las comunas de La Florida y Puente Alto en la Región Metropolitana, graficó, son 120 las hectáreas que se encuentran en esta situación.     


Puesta en votación la letra a) del número 2,  fue aprobada por tres votos a favor (de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pérez, don Víctor) y una abstención (del Honorable Senador señor García).


Las letras b) y c) del mismo número, en tanto, resultaron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pérez, don Víctor.

ARTÍCULO CUARTO


Propone la aprobación de una nueva Ley sobre Incrementos de Valor por Ampliaciones de los Límites Urbanos, conformada por los siguientes doce artículos:

Artículo 1


Es del siguiente tenor:


“Artículo 1.- Hecho gravado. Se gravará con impuesto a la renta con una tasa de 10%, la parte del mayor valor obtenido en aquellas enajenaciones a título oneroso de bienes raíces situados en Chile, derechos reales constituidos en ellos, o de cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes, que se encuentren en zonas incluidas en un proceso de ampliación del límite urbano.


Este impuesto no será deducible como gasto, pero no se gravará con la tributación dispuesta en el artículo 21 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1 del decreto ley N° 824, de 1974.


Este impuesto se aplicará a las enajenaciones que se efectúen a contar de los actos a que hacen referencia los literales a) y b) del número 1 del artículo 5 de esta ley, según corresponda, y hasta la primera enajenación que se realice después de la publicación del plan regulador que amplíe el límite urbano.


La parte del mayor valor gravado a que hace referencia el inciso primero, corresponderá al incremento de valor experimentado en el proceso de ampliación del límite urbano, según lo establecido en el artículo 4 de esta ley.


No estarán gravadas con este impuesto aquellas enajenaciones a que se refiere el inciso primero, que se realicen transcurridos dieciocho años contados desde que cualquiera de los siguientes hechos ocurra primero:


a) La fecha de publicación del plan regulador que amplíe el límite urbano.


b) Desde el cumplimiento de un plazo de siete años a contar de la fecha de notificación contemplada en el numeral 1 del artículo 8 de la presente ley.


Lo dispuesto en el inciso anterior no se aplicará cuando los bienes referidos se enajenen en el marco de operaciones de leasing.


Con todo, si la modificación que amplía el límite urbano fuese rechazada, no será aplicable el impuesto a que se refiere el inciso primero respecto de aquellas enajenaciones que ocurran a contar de dicho evento. Tampoco se aplicará el impuesto respecto de aquellas enajenaciones de bienes raíces que ocurran con posterioridad a su exclusión de la zona de ampliación del límite urbano por modificaciones al plan regulador, conforme a lo establecido en el inciso final del artículo 36 y el inciso sexto del artículo 43, ambos de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


Tampoco se aplicará este impuesto en los casos de enajenaciones forzadas en cumplimiento de una ley especial o general que autorice la expropiación por causa de utilidad pública o del interés nacional.”.
Artículo 2


Su tenor textual es el siguiente:


“Artículo 2.- Exenciones. El impuesto a que se refiere el artículo 1 de la presente ley no se aplicará a aquellas enajenaciones en que el precio o valor asignado a ellas no exceda, a la fecha de perfeccionamiento de la enajenación, el equivalente a 5.000 unidades de fomento. Para estos efectos, se considerará la suma de los precios o valores asignados a las enajenaciones que efectúe el contribuyente de la totalidad de los derechos reales constituidos sobre los bienes raíces o de las cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes, dentro del año comercial respectivo.”.

Artículo 3


Prescribe lo que sigue:


“Artículo 3.- El impuesto establecido en el artículo 1 de esta ley se aplicará con independencia de lo establecido en la letra b) del número 8 del artículo 17 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1 del decreto ley N° 824, de 1974, o del régimen general de tributación que resulte aplicable al mayor valor obtenido en las enajenaciones referidas conforme a dicha ley, y sin perjuicio de la tributación que resulte aplicable conforme a las disposiciones antes señaladas.”.

Artículo 4


Dispone, textualmente, lo siguiente:


“Artículo 4.- Base imponible. Para determinar la parte del mayor valor que corresponda al incremento de valor experimentado en la ampliación del límite urbano derivado de un proceso de cambio a un plan regulador, se deducirá del valor comercial final el valor comercial inicial que corresponda, los que serán determinados de conformidad con lo dispuesto en los artículos 5 y 6 siguientes.


El valor comercial así determinado se incrementará por la variación positiva que haya experimentado el valor de los bienes raíces rurales, expresado en porcentaje, entre el mes anterior a aquel en que se fije el valor comercial inicial y el mes anterior a aquel en que se fije el valor comercial final. Para tales efectos, el Servicio de Impuestos Internos publicará mensualmente un índice de variación del valor de los bienes raíces rurales, el que reflejará la variación, en los últimos doce meses, del valor que hayan tenido las enajenaciones de bienes raíces rurales situados en Chile o de cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes. Para la elaboración del índice referido se excluirán a aquellas enajenaciones que recaigan sobre bienes raíces que se encuentren en zonas incluidas en un proceso de ampliación del límite urbano a que hace referencia esta ley. Asimismo, el valor comercial inicial se incrementará por los desembolsos incurridos en mejoras que hayan aumentado el valor del bien, reajustados de acuerdo a la variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la mejora y el mes anterior a la enajenación, efectuadas por el enajenante o un tercero, siempre que hayan pasado a formar parte de la propiedad del enajenante y hayan sido declaradas en la oportunidad que corresponda ante el Servicio, para ser incorporadas en la determinación del avalúo fiscal de la respectiva propiedad para los fines del impuesto territorial, con anterioridad a la enajenación. El Servicio de Impuestos Internos deberá determinar la metodología de cálculo de este índice, así como la forma y oportunidad en que deban informarse las mejoras, a través de resoluciones que dictará previa consulta pública obligatoria en los términos establecidos en el número 1° de la letra A del inciso segundo del artículo 6 del Código Tributario.


Los valores comerciales inicial y final así determinados, serán convertidos a su equivalente en unidades de fomento, según el valor vigente de ésta a la fecha de determinación de cada uno de ellos.


El valor gravado con el impuesto por cada uno de los inmuebles, expresado en unidades de fomento, será convertido según el valor de ésta a la fecha del respectivo acto jurídico o contrato que sirva de título para la enajenación, y tal suma se reajustará por la variación experimentada por el índice de precios al consumidor entre el mes anterior al de la enajenación y el mes anterior al término del año comercial respectivo.


En ningún caso las diferencias que se puedan generar por aplicación de estas reglas darán lugar a una devolución de impuestos.”.

Artículo 5


Establece lo que sigue:


“Artículo 5.- Valor comercial inicial. Para efectos de la presente ley, el valor comercial inicial será determinado conforme a las siguientes reglas, según sea el caso:


1. Para la primera enajenación de un bien raíz, de derechos reales constituidos sobre tales bienes o de cuotas poseídas en comunidad respecto de ellos, que se encuentre gravada con el impuesto a que se refiere esta ley, el valor comercial inicial se determinará según la tasación que, para este solo efecto, practique el Servicio de Impuestos Internos.


Esta tasación, en adelante “valor comercial inicial de referencia”, deberá realizarse cuando se incorpore un área o sub-área en el proceso de ampliación del límite urbano a través de alguno de los siguientes actos:


a) El acuerdo del Concejo Municipal o Consejo Regional, según corresponda, de los términos en que se procederá a diseñar un anteproyecto de plan regulador que considere una ampliación del límite urbano, a que se refiere el numeral 5 del artículo 28 octies del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones.


b) La aprobación del plan regulador por la Secretaría Regional Ministerial competente o por el Concejo Municipal, según corresponda, a que se refieren el inciso final del artículo 36 y el inciso sexto del artículo 43, ambos de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, cuyas modificaciones incluyan bienes raíces no contemplados en el literal anterior en la ampliación del límite urbano.


2. Para las enajenaciones de un bien raíz, de derechos reales constituidos sobre tales bienes o de cuotas poseídas en comunidad respecto de ellos, realizadas con posterioridad a la primera enajenación que se haya gravado con el impuesto a que se refiere esta ley, el valor comercial inicial corresponderá al valor de adquisición del bien respectivo.


3. Tratándose de derechos reales constituidos sobre los bienes raíces o de cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes, para determinar el valor comercial inicial de cada derecho o cuota se considerará la proporción que corresponda de los derechos o cuotas sobre el valor comercial inicial del bien raíz respectivo.”.

Artículo 6


Es del siguiente tenor:


“Artículo 6.- Valor comercial final. Para efectos de la presente ley, el valor comercial final será determinado conforme a las siguientes reglas, según sea el caso:


1. Para aquellas enajenaciones a que se refieren los literales a) y b) siguientes, el valor comercial final se determinará según la tasación que, para este solo efecto, practique el Servicio de Impuestos Internos. Esta tasación en adelante “valor comercial final de referencia” se utilizará en las siguientes circunstancias:


a) Enajenaciones de bienes raíces, de derechos reales constituidos sobre ellos o de cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes, que sean efectuadas con posterioridad a la publicación de un plan regulador que amplíe el límite urbano de las zonas en que se emplazan, o


b) Enajenaciones de bienes raíces, de derechos reales constituidos sobre ellos, o de cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes, que sean efectuadas después de transcurridos siete años contados desde la fecha de notificación del acuerdo del concejo, a que hace referencia el numeral 5 del artículo 28 octies del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, y previo a la publicación del plan regulador que amplíe el límite urbano de las zonas en que se emplazan.


2. Para enajenaciones que se realicen en el tiempo intermedio entre el inicio del proceso a que hace referencia el numeral 5 del artículo 28 octies del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones y antes de la publicación de un plan regulador que amplíe el límite urbano, el valor comercial final será equivalente al precio estipulado por las partes en la enajenación, a menos que corresponda aplicar la regla del literal b) del numeral precedente.


3. Tratándose de las enajenaciones a que se refiere el número 1 podrá considerarse como valor comercial final el precio estipulado por las partes en la enajenación. Los contribuyentes que ejerzan esta opción deberán acompañar los antecedentes que justifiquen que ese precio responde a consideraciones de mercado.


Tratándose de derechos reales constituidos sobre los bienes raíces o de cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes, para determinar el valor comercial final de cada derecho o cuota se considerará la proporción que corresponda de los derechos o cuotas sobre el valor comercial final del bien raíz respectivo.”.

Artículo 7


Textualmente, dispone lo que sigue:


“Artículo 7.- Tasación. Para efectos de la aplicación del impuesto a que se refiere la presente ley, el Servicio de Impuestos Internos deberá establecer los valores comerciales iniciales y finales de referencia conforme a las siguientes reglas:


1. Para los actos a que se refiere el literal a) del numeral 1 del artículo 5 de la presente ley, el valor comercial inicial de referencia será el que corresponda al 31 de diciembre del año inmediatamente anterior al de publicación de la imagen objetivo, según lo establecido en el numeral 2 del artículo 28 octies de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


2. Para los actos a que hace referencia el literal b) del número 1 del artículo 5 de la presente ley, el valor comercial inicial de referencia será el que corresponda al 31 de diciembre del año inmediatamente anterior en que éstos ocurran.


3. Para las enajenaciones a que se refiere el literal a) del numeral 1 del artículo 6 de la presente ley, el valor comercial final de referencia será el que se determine dentro del plazo de seis meses contados desde la publicación del plan regulador.


4. Para las enajenaciones a que se refiere el literal b) del numeral 1 del artículo 6 de la presente ley, el valor comercial final de referencia será el que se determine dentro del plazo de seis meses contados desde el cumplimiento del plazo de siete años a que se refiere el mismo numeral.


Para establecer el valor comercial inicial de referencia a que aluden los numerales 1 y 2 del inciso precedente, el Servicio de Impuestos Internos tendrá el plazo de seis meses a contar de la notificación y recepción de la información correspondiente, según lo establecido en el artículo 8.”.

Artículo 8


Su contenido es el que sigue:


“Artículo 8.- Entrega de información. La autoridad encargada de la elaboración o promulgación de un plan regulador, según corresponda, deberá comunicar al Servicio de Impuestos Internos la información establecida en los numerales siguientes. El plazo para el otorgamiento de la misma será de cinco días contados desde los hechos que se indican en cada caso:


1. Las propuestas de modificación del límite urbano adoptadas en el acuerdo sobre los términos en que se procederá a elaborar el anteproyecto de plan a que se refiere el numeral 5 del artículo 28 octies del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones. En la misma oportunidad, la autoridad deberá comunicar la fecha exacta de publicación de los documentos que formulan la imagen objetivo, establecida en el numeral 2 del artículo 28 octies del mismo cuerpo legal.


2. Las alteraciones o el rechazo de la propuesta de modificación del límite urbano contenida en el acuerdo a que se refiere el numeral 1 precedente, conforme lo disponen el inciso final del artículo 36 y el inciso sexto del artículo 43, ambos de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


3. Las alteraciones o el rechazo de la propuesta de modificación del límite urbano realizada por el organismo competente para aprobar en definitiva el instrumento de planificación territorial.


4. La publicación de un plan regulador que contenga modificaciones al límite urbano.


En la entrega de la información a que se refiere este artículo, se deberán acompañar los planos y demás antecedentes necesarios para establecer el valor comercial de referencia de los bienes raíces ubicados en las zonas consideradas para estos efectos, según se determine en un reglamento suscrito por los Ministros de Hacienda y de Vivienda y Urbanismo.”.

Artículo 9


Prescribe lo que sigue:


“Artículo 9.- Metodología para determinar precios de referencia. Para establecer los valores comerciales de referencia, el Servicio de Impuestos Internos deberá aplicar métodos públicos y objetivos de valoración, siguiendo un sistema generalmente reconocido o que refleje adecuadamente los valores de mercado de los bienes raíces. El Servicio de Impuestos Internos, mediante resolución dictada al efecto, deberá individualizar los métodos o sistemas de valoración que aplicará hacia el futuro, previa consulta pública obligatoria en los términos establecidos en el número 1° de la letra A del inciso segundo del artículo 6 del Código Tributario.


En ningún caso el valor comercial inicial o final de referencia podrá ser superior al valor de mercado de los bienes raíces ubicados en áreas homogéneas rurales o urbanas, respectivamente, próximas o cercanas.”.

Artículo 10


Es del siguiente tenor:


“Artículo 10.- Declaración y pago del impuesto, así como liquidación y giro del mismo, según corresponda. El impuesto a que se refiere esta ley sólo le será exigible al propietario o poseedor del inmueble o de los derechos reales constituidos en él o de cuotas poseídas en comunidad en tales bienes, en el momento en que se verifique la enajenación del bien respectivo, conforme a lo señalado en el artículo 1 de esta ley.


Este impuesto deberá ser declarado y pagado por el enajenante sobre la base de la renta percibida o devengada, conforme a lo dispuesto en los artículos 65, número 1, y 69 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


Cuando dicho impuesto no fuere declarado ni pagado por el contribuyente respectivo, el Servicio de Impuestos Internos procederá a la liquidación y giro del mismo, previa citación conforme a lo dispuesto en el artículo 63 del Código Tributario.


El valor asignado en la enajenación, así como la liquidación y giro del impuesto único correspondiente, será susceptible de tasación de acuerdo a los artículos 64 del Código Tributario y 17 número 8 de la Ley sobre Impuesto a la Renta y de fiscalización conforme a las reglas generales.


En caso de que, pendiente la determinación del valor comercial inicial o final de referencia, según corresponda, los bienes raíces, los derechos reales constituidos en ellos o las cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes comprendidos en la ampliación del límite urbano sean enajenados, el Servicio de Impuestos Internos podrá liquidar y girar los impuestos que hubiere correspondido aplicar conforme a los valores establecidos en los artículos 5 y 6, ambos de la presente ley, en el mes siguiente de publicada la tasación.”.

Artículo 11


Es del siguiente tenor:


“Artículo 11.- Reclamo. El contribuyente podrá reclamar de la liquidación y giro conforme a las reglas generales del Código Tributario. En la liquidación y giro de este impuesto, el Servicio de Impuestos Internos comunicará al contribuyente el detalle de los valores comerciales de referencia que haya utilizado y de aquellos valores que determine por aplicación del artículo 64 del Código Tributario en caso que corresponda, respecto de los cuales también podrá reclamarse conforme a las reglas generales del Código Tributario.”.

Artículo 12


Dispone lo que sigue:


“Artículo 12.- Los recursos que se recauden por aplicación del impuesto establecido en la presente ley se distribuirán de la siguiente forma:


a) Un 37,5% se incorporará al patrimonio de la municipalidad correspondiente a la comuna en que se encuentre situado el respectivo bien raíz, para ser aplicado por la autoridad comunal al financiamiento de obras de desarrollo local. Si el bien raíz se encuentra situado en varias comunas, la recaudación se repartirá entre ellas en proporción a la parte de la superficie total que corresponda a cada una.


b) Un 62,5% se incorporará al patrimonio del Fondo Común Municipal establecido en el artículo 14 de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior.


El Servicio de Tesorerías recaudará el referido impuesto y pondrá a disposición de las respectivas municipalidades y del Fondo Común Municipal los recursos correspondientes, dentro del mes subsiguiente al de su recaudación.”.


En relación con el tenor de los doce artículos que componen el artículo cuarto del proyecto de ley, el Honorable Senador señor García consultó si cabe el riesgo de que al momento de producirse la venta de un inmueble en los supuestos que se señalan, se deba pagar, por una parte, impuesto a la renta por el mayor valor obtenido y, adicionalmente, el nuevo impuesto por el incremento de valor por ampliaciones de los límites urbanos.


Todo parece indicar, sostuvo, que los propietarios de bienes raíces que pasen de rurales a urbanos se verán enfrentados a una situación tributaria distinta y, a la postre, más gravosa.  


El Coordinador de Política Tributaria del Ministerio de Hacienda, señor Henríquez, precisó que la reforma tributaria del año 2014 no creó un nuevo impuesto a la ganancia de capital; simplemente estableció, en el caso de las personas naturales, un tope de exención de 8.000 UF, sobrepasado el cual se gatilla el pago de impuesto. De este modo, efectivamente puede llegar a ocurrir que la venta de un mismo inmueble quede afecta al impuesto por la ganancia de capital de la ley sobre impuesto a la renta, y al impuesto de esta nueva ley. Sin embargo, puntualizó, este último se aplica sobre una base completamente distinta, a saber, el mayor valor obtenido por el cambio de uso de suelo. Por lo tanto, enfatizó, no se van a aplicar dos impuestos sobre un mismo hecho gravado, sino sobre hechos gravados y bases distintas. 


El Honorable Senador señor Coloma se remitió a todos los argumentos previamente por él expresados durante la discusión del presente proyecto de ley en la Comisión de Hacienda, para reiterar su rechazo a la creación del nuevo impuesto por los incrementos de valor por ampliaciones de límites urbanos.


Puestos en votación los artículos 1 a 12 incluidos en al artículo cuarto del proyecto de ley, resultaron aprobados por tres votos a favor (de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro) y dos en contra (de los Honorables Senadores señores Coloma y García). 


Enseguida, y sin perjuicio de la votación precedentemente señalada, la unanimidad de los miembros de la Comisión (Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro), acordó autorizar la realización de una serie de enmiendas de referencia y aclaración en el artículo cuarto del proyecto de ley.


Al respecto, la Comisión tuvo presente la necesidad de realizar modificaciones en la forma y en relación con las disposiciones que a continuación se indican:


- Suprimir, en el inciso séptimo del artículo 1, la expresión “de bienes raíces”. 


De esta manera, se aclara que la referencia que allí se realiza a las enajenaciones, incluye no sólo a los bienes raíces, sino también a los derechos y cuotas de ellos.


- Sustituir, en el número 1, letra b), del artículo 5, la frase "La aprobación del plan regulador por la Secretaría Regional Ministerial competente o por el Concejo Municipal, según corresponda, a que se refieren el inciso final del artículo 36 y el inciso sexto del artículo 43”, por la siguiente: “La elaboración del proyecto de plan regulador por la Secretaría Regional Ministerial competente o la aprobación por el Concejo Municipal a que se refieren, respectivamente, el inciso final del artículo 36 y el inciso sexto del artículo 43".


- Suprimir, en el número 1, letra b), del artículo 6, la expresión “del concejo”. 


De esta manera, queda claro que el acuerdo a que se hace referencia es el que, conforme al numeral 5 del artículo 28 octies, adopte el Consejo Regional o el Concejo Comunal, según corresponda. 


Puestas en votación las enmiendas propuestas, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Lagos, Pizarro y Montes. Lo hicieron con arreglo a lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.

ARTÍCULO QUINTO


Dispone lo siguiente:


“Artículo quinto.- Declárase, interpretando los artículos 183 y 184 del decreto con fuerza de ley N° 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, que son válidos los incentivos o condiciones que hubieran contemplado los Planes Reguladores Intercomunales o Comunales con anterioridad a la vigencia de la ley N° 20.958, que establece un sistema de aportes al espacio público.


Con todo, no se aplicará en estos casos la limitación contenida en el inciso tercero del artículo 184 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.”.

El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señor Rajevic, explicó que la ley 20.958 contempla la posibilidad de establecer, en los IPT, incentivos urbanísticos a cambio del cumplimiento de condiciones fundamentalmente relacionadas con integración social y mejoramiento de espacios públicos. El problema, advirtió, es que la ley lo plantea hacia el futuro y que no obstante que varios planos reguladores incluyen esa clase de incentivos, la CGR ha comenzado a declararlos ilegales. Todo ello, concluyó, hace necesario consagrar que, en realidad, son válidos. 


El artículo quinto fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pérez, don Víctor.

- - -

INFORME FINANCIERO

La Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda emitió una serie de informes financieros en relación con el presente proyecto ley.

- El primero de ellos, de 28 de mayo de 2015 señala, textualmente, lo siguiente:

“I. Antecedentes.

El proyecto de ley tiene por objeto introducir medidas para incrementar la transparencia del mercado del suelo y captar parte de las plusvalías derivadas de los incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano.

En esta línea, siguiendo las recomendaciones formuladas por el Consejo Asesor Presidencial Contra los Conflictos de Interés, el Tráfico de Influencias y la Corrupción y por el Consejo Nacional de Desarrollo Urbano, en lo relativo a la transparencia y participación en la planificación urbana y a los incrementos de valor que derivan de ella, el proyecto de ley propone modificaciones reglamentarias que responden a la necesidad de mejorar el funcionamiento del mercado inmobiliario aportando transparencia e introduciendo herramientas que permiten capturar en mayor medida las plusvalías generadas a partir de cambios en la planificación urbanística, estructurando la propuesta en los siguientes tres ejes fundamentales: 1) mejorar los niveles de transparencia del mercado del suelo, 2) perfeccionar el Impuesto territorial en esta materia y, 3) en el caso puntual de los cambios de uso de suelo desde agrícola a urbano, generar un tratamiento tributario específico buscando que los incrementos de valor allí generados sean compartidos en mayor medida con la comunidad entera. Cada uno de estos ejes se explica a continuación:

1. Generar Transparencia en el Mercado del Suelo: Este mercado por su naturaleza, tiene asimetrías de información, lo que incrementa los precios, dificulta la competencia y posibilita conductas indebidas. Por ello, el presente proyecto introduce modificaciones tendientes a:

a. Profundizar y adelantar instancias de participación ciudadana en materia de Instrumentos de Planificación Territorial (IPT), considerando someter el proceso de cambio en los IPT a consulta pública, desde su inicio con el diseño de la “imagen objetivo” hasta su respectiva aprobación, mediante instancias de participación temprana.

b. Reforzar la participación existente y la coordinación con la del procedimiento de evaluación ambiental estratégica, regulando los procesos de consulta para los casos de Planes Reguladores Intercomunales sometidos a la evaluación ambiental estratégica, y para los Planes Reguladores Comunales, fusionando dicha consulta con el proceso pre-existente, coordinando con la consulta inicial de la imagen objetivo.

c. Facilitar el acceso a la información contenida en los IPT.

d. Promover la transparencia, para lo que se plantea implementar en el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, como parte del observatorio urbano habitacional ya existente, un observatorio del mercado del suelo y otro de Instrumentos de Planificación Territorial, ambos, sistematizados informáticamente, de acceso público y orientados a generar mayor simetría en la información.

e. Facilitar el acceso y ampliar la información referida al catastro de Bienes Raíces del Estado que mantiene en Ministerio de Bienes Nacionales.

2. El PDL propone mejorar la eficiencia, oportunidad y justicia con que se captura el incremento de valor asociado al cambio en el uso del suelo por la vía del impuesto territorial, modificando la Ley de Impuesto Territorial para facilitar la actualización, estableciendo la obligación de reavalúar por parte del Servicio de Impuestos Internos en aquellas comunas o sectores donde tenga lugar una ampliación del límite urbano en un Plan Regulador, buscando asegurar la contribución de los bienes raíces ante aumentos de su valor por cambios en los instrumentos de planificación territorial. Se amplía además la operatoria de sobretasa, aplicable a bienes raíces no agrícolas en áreas urbanas, correspondientes a sitios eriazos no edificados, urbanizado o no, aplicando una sobretasa de 100% de la tasa vigente.

3. Se propone establecer un nuevo impuesto que permita al Estado capturar una mayor parte del incremento de valor de los bienes raíces, producido por efecto de procesos de cambio en Planes Reguladores que incluyan la ampliación del límite urbano. Al respecto se propone:

a. Gravar con una tasa especial de impuesto a la renta de 10% aplicable al mayor valor obtenido en enajenaciones de bienes raíces que se encuentren en zonas incluidas en un proceso de ampliación del límite urbano.

b. El plazo de aplicación de este gravamen cuenta desde el inicio del respectivo proceso de cambio del Plan Regulador hasta la primera enajenación que se efectúe después de publicado el Plan aprobado respectivo que amplía el límite urbano. El cobro del gravamen se materializará al momento de cada enajenación del inmueble.

c. La propuesta contempla que se considerará como mayor valor experimentado producto de la ampliación del límite urbano, al que se determine deduciendo del valor comercial final el valor comercial inicial.

d. Cabe señalar que este impuesto no apunta a la generalidad del mercado sino a las transacciones de alto valor en las que hay un importante incremento de precios, por ello, se aplicará sobre enajenaciones en que el precio exceda las 5.000 UF.

e. No aplicará este impuesto, cuando la modificación del límite sea rechazada. Así también, quedan exentas de este impuesto las enajenaciones forzadas de propiedad.

f. El crecimiento normal en el valor de los bienes raíces no se verá afectado por este impuesto, pues tal crecimiento no será incluido en la base de cálculo respectiva. Para ello, el valor referencial inicial se incrementará de acuerdo a una tasa estimada de largo plazo de variación real de precios de los terrenos, la cual será determinada mediante metodología de cálculo a establecer mediante Reglamento del Ministerio de Hacienda.

g. Este impuesto no será aplicable a incrementos de valor de bienes raíces circunscritos al efecto de modificaciones de Planes Reguladores que operen dentro de zonas urbanas, como por ejemplo modificaciones de densificación, dado que este gravamen se asocia a los cambios urbanísticos que afecten el límite urbano.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

No se contempla impacto presupuestario por efecto de la implementación del presente Proyecto de Ley.

Respecto de su efecto en la recaudación fiscal, cabe señalar que las normas contenidas en la presente iniciativa entrarán en vigencia un año después de su publicación en el Diario Oficial, por lo que durante los años 2015 y 2016 la implementación de los cambios impositivos no implicará mayores ingresos fiscales. En los años siguientes, la mayor recaudación que se derive de estos cambios dependerá de los procesos de ampliación del límite urbano que efectivamente se inicien.”.
- Un segundo informe financiero, de 9 de marzo de 2016, acompañó diversas indicaciones formuladas por el Ejecutivo al proyecto de ley. Fue del siguiente tenor:

“I. Antecedentes.

Las indicaciones presentadas tienen por objeto clarificar y precisar ciertos aspectos del Proyecto de Ley en discusión, las cuales se resumen como sigue:

1. Al Artículo Primero:

a. En su numeral 1, corrige y precisa nombres por el que corresponde, modificando la expresión “y los Reglamentos de Instalaciones Sanitarias de Agua Potable y Alcantarillado” por la frase, “y las normas sobre pavimentación”.

b. En su numeral 3, modifica el artículo 28 bis B, para efectos de precisar el procedimiento de formulación de imagen objetivo, modificando en su punto tercero la frase “el Resumen Ejecutivo y sus planos se publicarán”, incorporando en esta, que el Resumen Ejecutivo y sus planos deberán ser aprobados por acuerdo del Consejo Municipal o el Consejo Regional, según sea el instrumento de nivel comunal o intercomunal, dentro de los quince días siguientes a su recepción, y que transcurrido el plazo sin pronunciamiento expreso, ambos se entenderán aprobados, y serán publicados.

c. En el numeral 3, en su artículo 28 bis B, en su numeral 6, se incorporan ajustes formales de referencia normativa, y a su vez agrega, que todas las publicaciones del artículo, relativas a los textos y planos de los instrumentos de planificación territorial, así como en lo relativo a sus modificaciones, deberán estar disponibles dentro de los mecanismos de participación ciudadana establecidos, ello con el objeto de aportar mayor transparencia de información al proceso de elaboración y modificación de dichos planes.

d. Incorpora en el numeral 3, mediante artículo 28 bis C, la regulación para la intervención de particulares en la proposición de nuevos instrumentos de planificación territorial o modificaciones a éstos, estableciendo el mecanismo para esta participación y los requisitos para ello.

e. Agrega en el numeral 3, artículo 28 bis D, la generación de un mecanismo regulado de transparencia en la generación de Planes Reguladores, atendiendo a que la planificación urbana es una función pública para organizar y definir el uso del suelo, estableciendo para su ejercicio la necesidad de ajustarse a principios de sustentabilidad, cohesión territorial y eficiencia, procurando el uso eficiente del suelo, en un contexto urbano saludable, seguro, integrado y accesible.

f. A objeto de poner a disposición del público la información de manera expedita y fácil, modifica el literal b), del artículo 28 bis C, que pasa a ser artículo 28 bis E, incorporando el deber de información en sitios de los organismos que se señala.

2. Al Artículo Cuarto:

a. Agrega artículo 12 nuevo, relativo a los ingresos que se recauden por aplicación del impuesto a que se refiere el presente Proyecto de Ley, establece que su destino serán las arcas municipales, con la siguiente distribución:

i. Un 37,5% será incorporado al patrimonio del municipio correspondiente a la comuna en que se encuentre situado el respectivo bien raíz, para ser aplicado por la autoridad comunal, al financiamiento de obras de desarrollo local, contemplando para aquellos casos de bienes raíces situados en varias comunas, que tal recaudación, deberá repartirse de manera proporcional a la superficie del bien que corresponda a cada comuna.

ii. Un 62,5% se incorporará al patrimonio del Fondo Común Municipal establecido en el artículo 14 de la Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

No se contempla impacto presupuestario por efecto de la implementación de las Indicaciones al referido Proyecto de Ley sobre Transparencia del Mercado de Suelo e Incrementos de Valor por Ampliaciones del Límite Urbano.

Respecto del efecto en recaudación, la implementación de los cambios impositivos dispuestos, después de su entrada en vigencia, no implicará mayores ingresos fiscales, toda vez que la mayor recaudación que se derive de estos cambios tendrá como destino arcas municipales, ingresos que a su vez, dependerán de los procesos de ampliación del límite urbano que efectivamente se inicien.”.

- El tercer informe financiero, de 10 de mayo de 2016, acompañó, asimismo, la presentación de una indicación. Señalaba lo siguiente:

“I. Antecedentes

1. El proyecto de ley objeto de la presente indicación tiene por propósito introducir medidas para incrementar la transparencia del mercado del suelo y captar parte de las plusvalías derivadas de los incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano.

2. La indicación suprime el inciso tercero del artículo 4° del proyecto de ley, mediante el cual la tasa estimada de largo plazo de variación real de precios de los terrenos era determinada en base a metodología de cálculo a definir en reglamento del Ministerio de Hacienda, estableciendo en su reemplazo que al valor comercial final se deba deducir un porcentaje equivalente al índice de variación del valor de los bienes raíces rurales en Chile.

3. Este índice será preparado mensualmente por el Servicio de Impuestos Internos, en base a los antecedentes de las ventas de bienes raíces. Si la variación de los precios es positiva, dicha variación expresada en porcentaje deberá deducirse.

4. Por último, la metodología para operar este índice será establecida por el SII mediante resolución, la cual se va a sujetar al trámite de consulta pública introducido por la reforma tributaria.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

La presente indicación no tiene impacto fiscal.”.

- También en función de indicaciones presentadas, el cuarto informe financiero, de 4 de octubre de 2016, señala lo siguiente:

“I. Antecedentes.

El proyecto de ley objeto de las presentes indicaciones tiene por propósito introducir medidas destinadas a incrementar la transparencia del mercado del suelo y captar parte de las plusvalías derivadas de los incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano.

II. Modificaciones que incorporan las indicaciones:

1. Reponer en el Artículo Tercero la propuesta de modificación del artículo 8°, del Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 1998, que fija el texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado de la Ley N° 17.235, sobre impuesto territorial, estableciendo:

a. Que la sobretasa del 100% respecto de la tasa vigente del impuesto territorial que se aplica a los bienes raíces no agrícolas afectos a dicho impuesto, ubicados en áreas urbanas y que correspondan a sitios no edificados, se aplicará aun cuando no cuenten con urbanización.

b. No obstante lo anterior se excepciona de la aplicación de la sobretasa aquellos inmuebles que se encuentren localizados fuera territorio operacional de una empresa concesionaria del servicio público sanitario.

c. Se elimina la excepción establecida en el inciso segundo de este artículo, referida a proyectos de subdivisión o loteo, cuya superficie sea superior a cincuenta hectáreas, donde la sobretasa referida se aplicaba transcurrido el plazo de diez años contado desde la fecha de recepción definitiva, total o parcial, de dichas obras de urbanización.

2. Se precisa en el Artículo 4° del Artículo Cuarto la posibilidad de deducir del valor comercial del inmueble afecto, el aumento de valor derivado de mejoras introducidas por el propietario.

3. En artículo transitorio reducir de un año a seis meses el plazo previsto para la entrada en vigencia de la ley.

III. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

Las presentes indicaciones no tienen impacto presupuestario.”.

- Finalmente, con fecha 29 de mayo de 2017, fue elaborado un nuevo informe financiero acompañando la presentación de indicaciones, del siguiente tenor:

“I. Antecedentes.

Las presentes indicaciones contenidas en el Mensaje N° 53-365, se refieren principalmente a las siguientes materias:

1. En las indicaciones al Artículo Primero:

- Se agregan a continuación del artículo 28 ter, los siguientes artículos 28 quáter, 28 quinquies y 28 sexies.

- El artículo 28 quáter, incorpora estándares urbanísticos mínimos a los que deberán ajustarse los instrumentos de planificación urbana comunal, en su modificación o elaboración.

- El artículo 28 quinquies incorpora normas urbanísticas supletorias para territorios sin planificación comunal o seccional, disponiendo directrices a las que deberán ajustarse las construcciones que se levanten en áreas urbanas no normadas.

- El artículo 28 sexies, dispone que los Instrumentos de Planificación Territorial (IPT) deberán actualizarse periódicamente en un plazo no superior a 10 años.

- A fin de utilizar numeración ordinal latina, se realiza un ajuste formal a la numeración de los artículos 28 bis A, 28 bis B, 28 bis C, 28 bis D y 28 bis E, reemplazando por 28 septies, 28 octies, 28 nonies, 28 decies y 28 undecies, respectivamente.

En el artículo 28 septies (ex 28 bis A), respecto de los actos administrativos que promulguen la aprobación o modificación de un IPT, elimina su publicación en el Diario Oficial junto con la respectiva Ordenanza, debiendo en su reemplazo, publicarse en el sitio electrónico del organismo, junto con la respectiva Ordenanza, e informando de su disponibilidad.

- Mediante el artículo 28 octies (ex 28 bis B), se elimina la exigencia de una redacción "didáctica" de la imagen objetivo, debido a la dificultad de darle eficacia jurídica.

- Respecto del artículo 28 undecies (ex 28 bis E), se introducen ajustes al Observatorio del Mercado de Suelo y de los instrumentos de planificación territorial, ampliándolo a los permisos, así como respecto de su ámbito (comunal, regional y nacional) para que considere otras zonas geográficas específicas. A su vez, dispone que mediante Resolución Exenta del Ministerio de Hacienda, suscrita también por el Sr. Ministro de Vivienda y Urbanismo, se determinarán las zonas geográficas específicas que se considerarán en el Observatorio, así como la forma y oportunidad de la entrega de la información, resguardando su privacidad en lo particular.

- También en el artículo 28 undecies mediante nuevo literal c), se incorpora un sistema de información sobre el estado de tramitación de los permisos de urbanización y de edificación en cada municipalidad, el que permitirá además el cumplimiento electrónico de los trámites por parte de las respectivas Direcciones de Obras Municipales (DOM).

- El nuevo artículo 37 bis, permite la aprobación de enmiendas mediante la generación de un sistema simplificado que establecerá la Ordenanza General, para modificaciones menores (no sustanciales) a los Instrumentos de Planificación Territorial Intercomunales.

- Simplifica la participación ciudadana en los Planes Reguladores Comunales eliminando la necesidad de consulta prevista en el artículo 43, cuando el informe ambiental declare que el anteproyecto se ajusta al acuerdo del Concejo Municipal.

- Respecto del artículo 43, se varía el plazo de 30 días hasta el término del plazo de exposición del proyecto a la comunidad, para la presentación de observaciones acerca del proyecto después de la audiencia pública.

- Se deroga el inciso 2° del artículo 134, pues en su actual redacción es inaplicable.

- A través del artículo 177 se incorpora la obligación de publicación en el sitio electrónico del Gobierno Regional del plan intercomunal de inversiones en infraestructura de movilidad y espacio público, luego de su aprobación.

- Se establece mediante nuevo artículo 184 bis, un procedimiento para asegurar que las viviendas sociales que se construyan por estímulos urbanísticos se identifiquen en los permisos de edificación y sus respectivas recepciones municipales, y se mantengan en ese uso, permitiendo su adquisición o uso solo por personas sujeto de subsidio de los programas habitacionales a que correspondan dichas viviendas.

2. Incorpora nuevo Artículo Quinto, el cual interpretando los artículos 184 y 185 del DFL N° 458 del Ministerio de Vivienda y Urbanismo de 1975 (LGUC), declara válidos los incentivos urbanísticos o condiciones que hubieren establecido los planes reguladores intercomunales o comunales con anterioridad a la vigencia de la Ley N° 20.958 que establece el sistema de aportes al espacio público.

II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

Las presentes indicaciones no tienen impacto presupuestario.”.

Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

MODIFICACIONES


De conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión de Hacienda propone las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado por la Comisión de Vivienda y Urbanismo:

ARTÍCULO PRIMERO

Número 4

Artículo 28 septies





Intercalar en el inciso primero, entre las voces “organismo” y “junto”, la expresión “que los promulgue”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado). 

ARTÍCULO CUARTO

Artículo 1


Suprimir, en la segunda oración del inciso séptimo, la expresión “de bienes raíces”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Artículo 5

Número 1


Sustituir, en la letra b), la frase "La aprobación del plan regulador por la Secretaría Regional Ministerial competente o por el Concejo Municipal, según corresponda, a que se refieren el inciso final del artículo 36 y el inciso sexto del artículo 43”, por la siguiente: “La elaboración del proyecto de plan regulador por la Secretaría Regional Ministerial competente o la aprobación por el Concejo Municipal a que se refieren, respectivamente, el inciso final del artículo 36 y el inciso sexto del artículo 43". (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado). 

Artículo 6

Número 1


Suprimir, en la letra b), la expresión “del concejo,”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO:


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo primero.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, que aprueba la Ley General de Urbanismo y Construcciones, de la siguiente forma:


1. Modifícase el artículo 3 en el siguiente sentido:


a) Derógase su inciso cuarto, pasando los actuales incisos quinto y sexto a ser cuarto y quinto, respectivamente.


b) Reemplázase en su inciso quinto, que pasa a ser cuarto, la frase “y los Reglamentos de Instalaciones Sanitarias de Agua Potable y Alcantarillado, y de Pavimentación” por la frase “y las normas sobre pavimentación”.


c) Reemplázanse en su inciso sexto, que pasa a ser quinto, las expresiones “Los decretos supremos mencionados en los dos últimos incisos precedentes, se dictarán”, por la frase “El decreto supremo mencionado en el inciso precedente se dictará”.


2. Agrégase a continuación del epígrafe del Capítulo II del Título II, “De la Planificación Urbana en particular”, el siguiente epígrafe nuevo: “PÁRRAFO PRELIMINAR.- Ámbitos de competencia y medidas de transparencia en la Planificación Urbana”.


3. Introdúcense a continuación del artículo 28 ter los siguientes artículos 28 quáter, 28 quinquies y 28 sexies, nuevos:


“Artículo 28 quáter.- Estándares urbanísticos mínimos para los instrumentos de planificación urbana comunal. Los instrumentos de planificación urbana comunal deberán ajustarse, en su elaboración o modificación, a:


a) La superficie, accesibilidad y tipos de áreas verdes por ocupantes o habitantes que señale la Ordenanza General.


b) La superficie, accesibilidad y tipos de equipamientos por ocupantes o habitantes que señale la Ordenanza General.


c) El mínimo de estacionamientos que estarán localizados al interior del predio que determine la Ordenanza General, con las excepciones que esta misma establezca. Para el caso de viviendas, será uno por cada dos unidades, a menos que el propio instrumento contemple límites diferentes, sean inferiores o superiores, por razones de congestión o densidad, y sin perjuicio de respetar lo dispuesto en el artículo 8° de la ley N° 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria. Tratándose de usos distintos al habitacional, se estará a lo que determine la Ordenanza General en función del destino e intensidad de ocupación.


d) Una trama vial que incorpore circulaciones destinadas al uso público cuyas intersecciones no excedan de 200 metros lineales, con las excepciones que señale la Ordenanza General, para garantizar la continuidad del espacio público y la conectividad con la vialidad del sector.


e) Los demás estándares que indique la Ordenanza General para garantizar el acceso equitativo a los bienes públicos urbanos.


En los literales a) y b) se considerará la totalidad de ocupantes o habitantes que pueda llegar a tener la comuna como consecuencia de las disposiciones del instrumento o de su modificación.


La Ordenanza, al reglamentar estos estándares, reconocerá las condiciones locales y de diversidad territorial.


Artículo 28 quinquies.- Normas urbanísticas supletorias para territorios sin planificación comunal o seccional. Las construcciones que se levanten en zonas urbanas que no estén normadas por un Plan Regulador Comunal o un Plan Seccional deberán ajustarse, mientras mantengan esta situación, a las siguientes disposiciones:


a) No podrán superar la altura promedio de los edificios ya construidos en las manzanas edificadas, con un máximo de diez pisos. En caso de no haber edificación no podrán exceder de dos pisos, salvo que se trate de conjuntos habitacionales de viviendas sociales, los que podrán alcanzar cuatro pisos.


b) No podrán superar la densidad promedio de la manzana en que se emplacen y, de no ser aplicable esta norma, la del promedio de las zonas contiguas que ya estén edificadas, salvo que se trate de conjuntos habitacionales de viviendas sociales.


c) No podrán alterar el sistema de agrupamiento de las edificaciones, sus características arquitectónicas y volumétricas ni las líneas oficiales y de edificación del sector, debiendo adaptarse al entorno urbano en que se emplacen.


d) Deberán dar continuidad a la trama vial existente.


e) Deberán cumplir las demás normas urbanísticas supletorias que, para estos efectos y reconociendo las condiciones locales y de diversidad territorial, señale la Ordenanza General.


Las normas precedentes se aplicarán también cuando se declare la nulidad total o parcial de un Plan Regulador Comunal o Seccional.


Lo dispuesto en este artículo regirá sin perjuicio de las normas que respecto de las áreas de extensión urbana establezcan los Planes Reguladores Intercomunales.


Artículo 28 sexies.- Actualización de los instrumentos de planificación territorial. Los instrumentos de planificación territorial deberán actualizarse periódicamente en un plazo no mayor a diez años, conforme a las normas que disponga la Ordenanza General.”.


4. Agréganse a continuación del artículo 28 sexies, los siguientes artículos 28 septies, 28 octies, 28 nonies, 28 decies y 28 undecies:


“Artículo 28 septies.- Acceso a la información de los instrumentos de planificación territorial. Los actos administrativos que promulguen la aprobación o modificación de un instrumento de planificación territorial deberán publicarse en el sitio electrónico del organismo que los promulgue junto con la respectiva Ordenanza, y se informará de su disponibilidad en aquel mediante un aviso en un periódico de circulación local, regional o en una radio comunal o regional, según sea el caso, debiendo la autoridad que los promulgue informar de este hecho al Servicio de Impuestos Internos dentro de quinto día, indicando si involucran modificaciones de límites urbanos y en qué zonas. La memoria explicativa, los planos y la ordenanza correspondiente se archivarán en los Conservadores de Bienes Raíces respectivos, en la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, en la respectiva secretaría regional de dicho ministerio y, cuando se trate de instrumentos de nivel comunal, en las municipalidades correspondientes.


Estos documentos, junto con su memoria explicativa y el informe ambiental, deberán estar disponibles en el sitio electrónico del organismo que los promulgue conforme a lo dispuesto en el artículo 7 del artículo primero de la ley N° 20.285, sobre Acceso a la Información Pública. Asimismo, deberá publicarse en dicho sitio electrónico un resumen ejecutivo del instrumento de planificación que incluya su descripción y los principales efectos esperados, sin perjuicio de la difusión de otros resúmenes explicativos en lenguaje claro y simple.


Con el objeto de facilitar el acceso a los textos y planos vigentes de los instrumentos de planificación territorial que hayan sido modificados, la autoridad facultada para promulgarlos podrá aprobar versiones actualizadas de los planos y fijar el texto refundido, coordinado y sistematizado de las ordenanzas, pudiendo introducirles los cambios de forma que sean indispensables, siempre que con ello no se altere, en caso alguno, su verdadero sentido y alcance. Los actos administrativos que promulguen estas versiones actualizadas estarán sujetos a toma de razón por parte de la Contraloría General de la República y no se someterán al procedimiento de evaluación ambiental estratégica.


Artículo 28 octies.- Imagen objetivo de los instrumentos de planificación territorial y consulta pública. El proceso de elaboración de los planes reguladores intercomunales o metropolitanos, de los planes reguladores comunales y de los planes seccionales, así como el relativo a sus modificaciones, deberá ser transparente y participativo, debiendo requerirse la opinión de los vecinos afectados y de los principales actores del territorio planificado. Con tal objetivo se debe contemplar, como paso previo a la elaboración del anteproyecto del plan, la formulación de una imagen objetivo del desarrollo urbano del territorio a planificar, conforme al siguiente procedimiento:


1. El alcalde o el secretario regional ministerial de Vivienda y Urbanismo, según se trate de un instrumento de nivel comunal o intercomunal, formulará una propuesta de imagen objetivo del desarrollo urbano del territorio a planificar, la que se plasmará en un resumen ejecutivo que sintetizará, en un lenguaje claro y simple, el diagnóstico y sus fundamentos técnicos; los objetivos generales y los principales elementos del instrumento a elaborar; las alternativas de estructuración del territorio por las que se propone optar, y los cambios que provocarían respecto de la situación existente, apoyándose en uno o más planos que expresen gráficamente estos conceptos. En los casos en que se considere modificar el límite urbano, el resumen ejecutivo deberá señalarlo expresamente.


2. El resumen ejecutivo y sus planos deberán ser aprobados por acuerdo del concejo municipal o consejo regional, según se trate de un instrumento de nivel comunal o intercomunal, dentro de los quince días siguientes a su recepción. Transcurrido este plazo sin un pronunciamiento expreso se entenderá que tanto el resumen ejecutivo como sus planos fueron aprobados. Una vez aprobados serán publicados en el sitio web de la municipalidad o de la secretaría regional ministerial de Vivienda y Urbanismo, según corresponda, y simultáneamente se expondrán a la comunidad en lugares visibles y de libre acceso al público pudiendo los interesados formular observaciones fundadas, por medios electrónicos o en soporte papel, hasta treinta días, prorrogables hasta cuarenta y cinco días después de publicado el resumen ejecutivo y sus respectivos planos. El órgano encargado deberá informar de todo lo anterior y de la fecha de realización de las audiencias públicas al consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil, a las organizaciones de la sociedad civil, a los vecinos afectados y demás interesados que señale la ordenanza mediante carta certificada despachada al domicilio actualizado que se tenga de dicha organización, a más tardar, el mismo día en que se publiquen el resumen ejecutivo y sus planos.


3. Durante los primeros quince días del periodo de exposición deberán realizarse, además, dos o más audiencias públicas para presentar la imagen objetivo a la comunidad, debiendo invitarse al consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil, a las organizaciones de la sociedad civil, a los vecinos afectados y demás interesados que señale la ordenanza. Tratándose de instrumentos del ámbito comunal deberá presentarse, además, ante el consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil.


4. El lugar y plazo de exposición y el lugar, fecha y hora de las audiencias públicas, así como la disponibilidad de los antecedentes en internet, deberán comunicarse previamente por medio de dos avisos publicados en semanas distintas, en algún diario de los de mayor circulación en la comuna o las comunas involucradas, mediante su exposición en lugares de afluencia de público como consultorios y colegios, a través de avisos radiales y en la forma de comunicación masiva más adecuada o habitual en la comuna o comunas objeto del plan.


5. Terminado el periodo para realizar observaciones, la autoridad encargada de elaborar el plan deberá emitir un informe que sintetice todas las observaciones presentadas al Consejo Regional o Concejo Municipal, según corresponda, el que dentro de treinta días contados desde la recepción de dicho informe por la secretaría del órgano respectivo deberá acordar los términos en que se procederá a elaborar el anteproyecto de plan, siguiendo lo establecido para cada instrumento en los párrafos siguientes de este capítulo. El organismo competente deberá dar respuesta fundada a cada una de las observaciones realizadas, indicando si las acepta o las rechaza. Tanto el informe elaborado como el acuerdo adoptado deberán estar disponibles en el sitio electrónico de la autoridad encargada. En caso que este acuerdo considere una modificación del límite urbano, la misma autoridad deberá informar de este hecho al Servicio de Impuestos Internos, dentro de quinto día, señalando la zona considerada para estos efectos.

6. Si el organismo competente para aprobar en definitiva el instrumento de planificación territorial rechaza o altera una propuesta de modificación del límite urbano contenida en el acuerdo a que se refiere el numeral precedente, conforme lo disponen la letra c) del artículo 36 de la ley N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional y el inciso octavo del artículo 43 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, la autoridad encargada de su elaboración deberá informar de este hecho a los consejos comunales de organizaciones de la sociedad civil, a las organizaciones de la sociedad civil, a los vecinos afectados y demás interesados que señale la ordenanza que hayan formulado observaciones fundadas, al Ministerio de Vivienda y Urbanismo para lo dispuesto en la letra b) del artículo 28 undecies de esta ley y al Servicio de Impuestos Internos identificando las zonas.


Todas las publicaciones que señala este artículo deberán estar disponibles dentro de los mecanismos de participación ciudadana que exige el artículo 7 del artículo primero de la ley N° 20.285, sobre Acceso a la Información Pública.

Artículo 28 nonies.- Intervención de particulares en la elaboración y aprobación de los instrumentos de planificación territorial. Los particulares podrán proponer nuevos instrumentos de planificación territorial o modificaciones de los existentes solamente mediante presentaciones formales realizadas en ejercicio del derecho de petición consagrado en el numeral 14 del artículo 19 de la Constitución Política de la República. La autoridad que promueva un nuevo instrumento o una modificación del instrumento deberá mencionar expresamente las solicitudes planteadas por particulares que se relacionen directamente con su propuesta.


Los particulares podrán acompañar antecedentes para fundamentar nuevos instrumentos de planificación territorial o sus modificaciones, siempre que en ellos se consigne con claridad quien los presenta, quien los elaboró y a qué título. Dichos antecedentes sólo podrán ser considerados por los órganos administrativos si se cumple con lo anterior y son aprobados por un órgano del Estado.


La infracción de los deberes señalados en los incisos anteriores será considerada una grave vulneración del principio de probidad administrativa.

Artículo 28 decies.- Transparencia en el ejercicio de la potestad planificadora. La planificación urbana es una función pública cuyo objetivo es organizar y definir el uso del suelo y las demás normas urbanísticas de acuerdo con el interés general. Su ejercicio deberá:


a) Ser fundado, señalando expresamente sus motivaciones y los objetivos específicos que persigue en cada caso, especialmente cuando se realicen cambios en las propuestas, anteproyectos o proyectos.

b) Considerar información suficiente sobre la realidad existente y su evolución previsible.


c) Ajustarse a los principios de sustentabilidad, cohesión territorial y eficiencia energética, procurando que el suelo se ocupe de manera eficiente y combine los usos en un contexto urbano seguro, saludable, accesible universalmente e integrado socialmente.


d) Evitar la especulación y procurar la satisfacción de las necesidades de vivienda de la población, y


e) Ser consistente con los estudios técnicos referidos a movilidad urbana, infraestructura sanitaria y energética, riesgos y protección del patrimonio natural y cultural, entre otros, conforme establezca la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, los que necesariamente deberán estar en coordinación con las políticas sectoriales asociadas a cada materia.

Artículo 28 undecies.- Observatorios del mercado del suelo urbano, de los instrumentos de planificación territorial y de los permisos. Para promover la transparencia del mercado del suelo, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo mantendrá en un Portal Único de Información:


a) Un observatorio del mercado del suelo urbano que informará de la evolución de precios por metro cuadrado de los bienes raíces a nivel nacional, regional, comunal y otras zonas geográficas específicas. Para estos efectos, el Servicio de Impuestos Internos pondrá a disposición del observatorio los montos y otros antecedentes necesarios para que pueda caracterizar los bienes raíces enajenados, informados en las Declaraciones sobre Enajenación e Inscripción de los Bienes Raíces, o la declaración que las reemplace, y que el Servicio recibe en el ejercicio de sus atribuciones, exceptuados aquellos datos que permitan individualizar a los predios, sus propietarios, poseedores u ocupantes. El Ministerio de Hacienda determinará, mediante una resolución exenta, que también suscribirá el Ministro de Vivienda y Urbanismo, previa propuesta del Servicio de Impuestos Internos, las zonas geográficas específicas que se considerarán en el observatorio y la forma y oportunidad de entrega de dicha información, resguardando que el procedimiento no identifique o no permita identificar bienes raíces, propietarios, poseedores u ocupantes en particular, y cumpliendo las disposiciones de la Ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 7, del Ministerio de Hacienda, de 1980, y en el Código Tributario.


b) Un sistema de información de los procesos de elaboración y aprobación de los instrumentos de planificación territorial, así como de sus modificaciones, el que deberá dar cuenta de manera sistematizada de toda la información disponible en los sitios electrónicos referidos en los artículos 28 septies y 28 octies. Para estos efectos, las municipalidades y los gobiernos regionales y demás órganos y servicios competentes deberán suministrar la información que señale la ordenanza de esta ley en la forma y plazos que allí se indiquen, con el objeto de poner a disposición del público la información referida de forma fácil y expedita.


c) Un sistema de información sobre el estado de tramitación de los permisos de urbanización y de edificación en cada municipalidad, en la forma que determine la Ordenanza General, que también permitirá a las respectivas direcciones de obras municipales cumplir con los trámites que regula la presente ley de manera electrónica.


La infracción de los deberes señalados en el inciso anterior será considerada una grave vulneración del principio de probidad administrativa.”.


5. Reemplázase el inciso final del artículo 35 por el siguiente:


“Para los efectos de su aprobación, modificación y aplicación, estos documentos constituirán un solo cuerpo normativo.”.


6. Reemplázase el artículo 36 por el siguiente:


“Artículo 36.- El anteproyecto de Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano, o sus modificaciones, será elaborado por la secretaría regional ministerial de Vivienda y Urbanismo, con consulta a las municipalidades correspondientes y a los organismos de la administración del Estado que sean necesarios, con el fin de resguardar una actuación pública coordinada sobre el territorio planificado. Este proceso se iniciará con la formulación y consulta de la imagen objetivo del instrumento, conforme a lo dispuesto en el artículo 28 octies de esta ley, y se ajustará a lo señalado en el inciso cuarto del artículo 7 bis de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.


De conformidad al inciso quinto del artículo 7 bis de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, el anteproyecto de plan regulador que se elabore contendrá un informe ambiental, que será remitido al Ministerio del Medio Ambiente para sus observaciones. Posteriormente, ambos documentos, junto con un resumen ejecutivo que incluya su descripción y los principales efectos esperados, sin perjuicio de la difusión de otros resúmenes explicativos en lenguaje claro y simple, serán sometidos a un proceso de consulta pública conforme a lo dispuesto en los numerales 2, 3 y 4 del artículo 28 octies.


En paralelo a la consulta pública se solicitará la opinión de las Municipalidades correspondientes, las que deberán pronunciarse sobre el anteproyecto dentro del plazo de treinta días, contado desde su conocimiento oficial, vencido el cual la falta de pronunciamiento será considerada como aprobación.


Terminadas las consultas anteriores, la secretaría regional ministerial de Vivienda y Urbanismo elaborará un proyecto de Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano y lo remitirá, junto al expediente completo, al gobierno regional para continuar su trámite de aprobación en conformidad a las disposiciones de su ley orgánica constitucional. En caso que el proyecto altere la propuesta de modificación del límite urbano contenida en el acuerdo a que se refiere el numeral 5 del artículo 28 octies, la misma autoridad informará de este hecho, dentro de quinto día, al Servicio de Impuestos Internos, señalando la zona afectada.”.


7. Reemplázase el artículo 37 por el siguiente:


“Artículo 37.- Previa autorización de la secretaría regional ministerial de Vivienda y Urbanismo correspondiente, un grupo de municipalidades afectas a relaciones intercomunales podrán elaborar directamente un anteproyecto de Plan Regulador Intercomunal, el que deberá ser diseñado de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo precedente y enviado a dicha secretaría para que verifique, dentro del plazo de sesenta días, si el instrumento propuesto se ajusta a esta ley y su ordenanza. Si el informe es favorable, la secretaría deberá remitirlo al gobierno regional para iniciar su trámite de aprobación en conformidad a las disposiciones de su ley orgánica constitucional.”.

8. Agrégase, a continuación del artículo 37, el siguiente artículo 37 bis:


“Artículo 37 bis.- Podrán aprobarse enmiendas a los planes reguladores intercomunales cuando se trate de modificaciones que no sean sustantivas y recaigan en disposiciones relativas al ámbito de competencia propio de estos instrumentos, dentro de los márgenes y de acuerdo al procedimiento simplificado que establezca la Ordenanza General, el que en todo caso deberá contemplar una consulta a las municipalidades correspondientes y un proceso de consulta pública.


Tratándose de modificaciones en los trazados de las vías intercomunales, será necesario un informe favorable de la autoridad regional o metropolitana competente en materia urbanística.”.


9. Reemplázase el inciso segundo del artículo 42 por el siguiente:


“Para los efectos de su aprobación, modificación y aplicación, estos documentos constituirán un solo cuerpo normativo.”.


10. Modifícase el artículo 43 en el siguiente sentido:


a) Reemplázanse su inciso primero y el encabezado de su inciso segundo por los siguientes:


“Artículo 43.- El anteproyecto de Plan Regulador Comunal o de sus modificaciones será diseñado por la municipalidad correspondiente, iniciándose este proceso con la formulación y consulta de su imagen objetivo, conforme lo dispone el artículo 28 octies de esta ley, y ajustándose a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 7 bis de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.


De conformidad al inciso quinto del artículo 7 bis de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, el anteproyecto de plan regulador que se elabore contendrá un informe ambiental, que será remitido al Ministerio del Medio Ambiente para sus observaciones. Posteriormente, ambos documentos serán sometidos al siguiente proceso de participación ciudadana:”.


b) Modifícase su inciso segundo en el siguiente sentido:


i. Reemplázanse, en sus numerales 3 y 5, las expresiones “consejo económico y social comunal” por las siguientes: “consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil”.


ii. Agrégase en su numeral 5, después del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Tal consulta no será necesaria cuando el informe ambiental declare que el anteproyecto se ajusta al acuerdo del concejo municipal a que se refiere el número 5 del artículo 28 octies.”.

iii. Reemplázase en su numeral 6 la expresión “quince” por “treinta”, y agrégase la siguiente frase a continuación de la palabra anterior: “o del vencimiento del plazo de exposición del proyecto a la comunidad, en su caso”.

c) Sustitúyese, en sus incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, la palabra “proyecto” por “anteproyecto”.


d) Agrégase, en su inciso tercero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Sin perjuicio de lo anterior, los documentos que integren el anteproyecto del instrumento de planificación territorial deberán estar disponibles en el sitio web municipal desde el inicio del proceso de participación ciudadana, junto con un resumen ejecutivo que incluya, en un lenguaje claro y simple, la descripción del instrumento de planificación y sus principales consecuencias.”.


e) Reemplázase, en su inciso cuarto, la frase “la audiencia pública indicada en el N° 5” por las expresiones “que venza el plazo para formular tales observaciones”.


f) Agrégase, en su inciso quinto, después de la expresión “plan regulador”, la frase “, dentro de un plazo máximo de sesenta días”, e intercálase, a continuación de la palabra “impugnadas”, lo siguiente: “; transcurrido el plazo anterior sin un pronunciamiento expreso, se entenderá que el proyecto fue aprobado”.

g) Agrégase, en su inciso sexto, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Si el proyecto altera la propuesta de modificación del límite urbano contenida en el acuerdo a que se refiere el numeral 5 del artículo 28 octies, el alcalde, junto con enviarlo a la secretaría regional ministerial respectiva, informará de este hecho al Ministerio de Vivienda y Urbanismo, dentro de quinto día, para lo dispuesto en la letra b) del artículo 28 undecies de esta ley, y al Servicio de Impuestos Internos, identificando la zona afectada, con copia al Concejo Municipal.”.


h) Elimínase su inciso duodécimo.

11. Modifícase el artículo 45 en el siguiente sentido:


a) Elimínanse, en su inciso primero, la expresión “inciso primero del”.


b) En el inciso segundo:


i. Reemplázase, en el encabezado, la frase “podrán omitir el trámite previsto en la letra c) del inciso primero del artículo 43, y, en tal caso, las publicaciones que dispone la letra d) se entenderán referidas al acuerdo del Consejo de Desarrollo Comunal:”, por la frase “aplicarán lo dispuesto en los numerales 1 al 6 del inciso segundo del artículo 43 y en los incisos tercero a quinto del mismo artículo y, una vez aprobadas tales enmiendas por el concejo, serán promulgadas por decreto alcaldicio:”.


ii. Sustitúyese el numeral 2 por el que se señala a continuación:


“2. Ajustes en los trazados de los pasajes y de las vías locales o de servicio que tengan un informe favorable de la autoridad regional o metropolitana competente en materia urbanística, y”.


c) Elimínase su inciso tercero.


12. Reemplázase en el artículo 46 la frase “el inciso primero del artículo 43” por las expresiones “los artículos 28 octies y 43”.


13. Derógase el artículo 48.


14. Derógase el inciso segundo del artículo 134.


15. Intercálase en el artículo 177, entre la palabra “respectivas” y el punto final, la frase “y publicándolo en el sitio electrónico del Gobierno Regional”.


16. Intercálase en el inciso primero del artículo 183, entre la frase “integración social” y la coma que le sigue, la expresión: “y la sustentabilidad urbana”.


17. Reemplázase en el inciso primero del artículo 184, la frase “integración social urbana” por la siguiente: “integración social y sustentabilidad urbana”.


18. Agrégase, a continuación del artículo 184, el siguiente artículo 184 bis, nuevo:


“Artículo 184 bis.- Las viviendas sociales que resulten de la aplicación de los incentivos permitidos en los artículos precedentes o en otras normas, se identificarán en los respectivos permisos de edificación y recepciones municipales, y solo podrán ser adquiridas u ocupadas por personas que cumplan los requisitos relativos a los programas habitacionales específicos a que correspondan esas viviendas o los de los programas que los reemplacen.


Dichas viviendas quedarán sujetas a la prohibición de ser transferidas a personas que no paguen total o parcialmente el precio con el subsidio referido al programa habitacional específico original, o al que lo reemplace.”.


Artículo segundo.- Agrégase el siguiente inciso tercero al artículo 3 del decreto ley N° 1.939, de 1977, del Ministerio de Tierras y Colonización, que establece Normas sobre Adquisición, Administración y Disposición de Bienes del Estado:


“El Ministerio mantendrá la información de los bienes a que se refieren los incisos precedentes en un sistema informático georreferencial, disponible en su sitio electrónico institucional, con el fin de permitir conocer su ubicación, avalúo, titularidad, destino y demás antecedentes que señale el reglamento a que hace referencia el inciso anterior. Dicha información deberá publicarse en el sitio web en forma completa y actualizada, y de un modo que permita su fácil identificación y un acceso expedito.”.

Artículo tercero.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1998, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado de la ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial, de la siguiente manera:


1. Modifícase el artículo 3 en el siguiente sentido:


a) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, pasando el actual inciso segundo a ser cuarto y así sucesivamente:


“No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, el Servicio de Impuestos Internos deberá reavaluar, en el período comprendido entre dos reavalúos nacionales, aquellas comunas o sectores de éstas en que se produzca una ampliación en el límite urbano de un plan regulador. Para estos efectos, el Servicio de Impuestos Internos deberá ser informado por la autoridad que promulgue los respectivos planes reguladores del hecho de la publicación de éstos, dentro del plazo de tercero día.


Para efectos del reavalúo a que se refiere el inciso anterior, el Servicio de Impuestos Internos tendrá un plazo de seis meses contados desde que reciba la información señalada.”.


b) Agrégase el siguiente inciso sexto a continuación del inciso tercero, que pasa a ser quinto, pasando el actual inciso cuarto a ser séptimo y así sucesivamente:


“No obstante lo establecido en el inciso anterior, a aquellos predios cuyo avalúo se determine conforme a lo dispuesto en el inciso segundo, se les girará el total del impuesto reavaluado en el semestre anterior al que corresponda aplicarle el nuevo avalúo fiscal.”.

c) En el inciso final, reemplázase la palabra “cuarto” por “séptimo”.


2. Modifícase el artículo 8 en el siguiente sentido:


a) Elimínase de su inciso primero la frase “con urbanización”.


b) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente:


“Con todo, esta sobretasa no se aplicará a los inmuebles localizados fuera de los límites del área geográfica donde se prestan los servicios públicos de distribución de agua potable y de recolección de aguas servidas. Dicha situación deberá acreditarse por el dueño u ocupante del inmueble ante la respectiva municipalidad mediante la presentación de certificado expedido por la empresa concesionaria correspondiente.”.


c) Sustitúyese en su inciso cuarto la frase “declaradas como abandonadas y las correspondientes a pozos lastreros”, por la siguiente: “a que se refieren los incisos primero y segundo de este artículo,”.

Artículo cuarto.- Apruébase la siguiente Ley sobre Incrementos de Valor por Ampliaciones de los Límites Urbanos:


“Artículo 1.- Hecho gravado. Se gravará con impuesto a la renta con una tasa de 10%, la parte del mayor valor obtenido en aquellas enajenaciones a título oneroso de bienes raíces situados en Chile, derechos reales constituidos en ellos, o de cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes, que se encuentren en zonas incluidas en un proceso de ampliación del límite urbano.


Este impuesto no será deducible como gasto, pero no se gravará con la tributación dispuesta en el artículo 21 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1 del decreto ley N° 824, de 1974.


Este impuesto se aplicará a las enajenaciones que se efectúen a contar de los actos a que hacen referencia los literales a) y b) del número 1 del artículo 5 de esta ley, según corresponda, y hasta la primera enajenación que se realice después de la publicación del plan regulador que amplíe el límite urbano.


La parte del mayor valor gravado a que hace referencia el inciso primero, corresponderá al incremento de valor experimentado en el proceso de ampliación del límite urbano, según lo establecido en el artículo 4 de esta ley.


No estarán gravadas con este impuesto aquellas enajenaciones a que se refiere el inciso primero, que se realicen transcurridos dieciocho años contados desde que cualquiera de los siguientes hechos ocurra primero:


a) La fecha de publicación del plan regulador que amplíe el límite urbano.


b) Desde el cumplimiento de un plazo de siete años a contar de la fecha de notificación contemplada en el numeral 1 del artículo 8 de la presente ley.


Lo dispuesto en el inciso anterior no se aplicará cuando los bienes referidos se enajenen en el marco de operaciones de leasing.


Con todo, si la modificación que amplía el límite urbano fuese rechazada, no será aplicable el impuesto a que se refiere el inciso primero respecto de aquellas enajenaciones que ocurran a contar de dicho evento. Tampoco se aplicará el impuesto respecto de aquellas enajenaciones que ocurran con posterioridad a su exclusión de la zona de ampliación del límite urbano por modificaciones al plan regulador, conforme a lo establecido en el inciso final del artículo 36 y el inciso sexto del artículo 43, ambos de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


Tampoco se aplicará este impuesto en los casos de enajenaciones forzadas en cumplimiento de una ley especial o general que autorice la expropiación por causa de utilidad pública o del interés nacional.


Artículo 2.- Exenciones. El impuesto a que se refiere el artículo 1 de la presente ley no se aplicará a aquellas enajenaciones en que el precio o valor asignado a ellas no exceda, a la fecha de perfeccionamiento de la enajenación, el equivalente a 5.000 unidades de fomento. Para estos efectos, se considerará la suma de los precios o valores asignados a las enajenaciones que efectúe el contribuyente de la totalidad de los derechos reales constituidos sobre los bienes raíces o de las cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes, dentro del año comercial respectivo.


Artículo 3.- El impuesto establecido en el artículo 1 de esta ley se aplicará con independencia de lo establecido en la letra b) del número 8 del artículo 17 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1 del decreto ley N° 824, de 1974, o del régimen general de tributación que resulte aplicable al mayor valor obtenido en las enajenaciones referidas conforme a dicha ley, y sin perjuicio de la tributación que resulte aplicable conforme a las disposiciones antes señaladas.


Artículo 4.- Base imponible. Para determinar la parte del mayor valor que corresponda al incremento de valor experimentado en la ampliación del límite urbano derivado de un proceso de cambio a un plan regulador, se deducirá del valor comercial final el valor comercial inicial que corresponda, los que serán determinados de conformidad con lo dispuesto en los artículos 5 y 6 siguientes.


El valor comercial así determinado se incrementará por la variación positiva que haya experimentado el valor de los bienes raíces rurales, expresado en porcentaje, entre el mes anterior a aquel en que se fije el valor comercial inicial y el mes anterior a aquel en que se fije el valor comercial final. Para tales efectos, el Servicio de Impuestos Internos publicará mensualmente un índice de variación del valor de los bienes raíces rurales, el que reflejará la variación, en los últimos doce meses, del valor que hayan tenido las enajenaciones de bienes raíces rurales situados en Chile o de cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes. Para la elaboración del índice referido se excluirán a aquellas enajenaciones que recaigan sobre bienes raíces que se encuentren en zonas incluidas en un proceso de ampliación del límite urbano a que hace referencia esta ley. Asimismo, el valor comercial inicial se incrementará por los desembolsos incurridos en mejoras que hayan aumentado el valor del bien, reajustados de acuerdo a la variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la mejora y el mes anterior a la enajenación, efectuadas por el enajenante o un tercero, siempre que hayan pasado a formar parte de la propiedad del enajenante y hayan sido declaradas en la oportunidad que corresponda ante el Servicio, para ser incorporadas en la determinación del avalúo fiscal de la respectiva propiedad para los fines del impuesto territorial, con anterioridad a la enajenación. El Servicio de Impuestos Internos deberá determinar la metodología de cálculo de este índice, así como la forma y oportunidad en que deban informarse las mejoras, a través de resoluciones que dictará previa consulta pública obligatoria en los términos establecidos en el número 1° de la letra A del inciso segundo del artículo 6 del Código Tributario.


Los valores comerciales inicial y final así determinados, serán convertidos a su equivalente en unidades de fomento, según el valor vigente de ésta a la fecha de determinación de cada uno de ellos.


El valor gravado con el impuesto por cada uno de los inmuebles, expresado en unidades de fomento, será convertido según el valor de ésta a la fecha del respectivo acto jurídico o contrato que sirva de título para la enajenación, y tal suma se reajustará por la variación experimentada por el índice de precios al consumidor entre el mes anterior al de la enajenación y el mes anterior al término del año comercial respectivo.


En ningún caso las diferencias que se puedan generar por aplicación de estas reglas darán lugar a una devolución de impuestos.


Artículo 5.- Valor comercial inicial. Para efectos de la presente ley, el valor comercial inicial será determinado conforme a las siguientes reglas, según sea el caso:


1. Para la primera enajenación de un bien raíz, de derechos reales constituidos sobre tales bienes o de cuotas poseídas en comunidad respecto de ellos, que se encuentre gravada con el impuesto a que se refiere esta ley, el valor comercial inicial se determinará según la tasación que, para este solo efecto, practique el Servicio de Impuestos Internos.


Esta tasación, en adelante “valor comercial inicial de referencia”, deberá realizarse cuando se incorpore un área o sub-área en el proceso de ampliación del límite urbano a través de alguno de los siguientes actos:


a) El acuerdo del Concejo Municipal o Consejo Regional, según corresponda, de los términos en que se procederá a diseñar un anteproyecto de plan regulador que considere una ampliación del límite urbano, a que se refiere el numeral 5 del artículo 28 octies del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones.


b) La elaboración del proyecto de plan regulador por la Secretaría Regional Ministerial competente o la aprobación por el Concejo Municipal a que se refieren, respectivamente, el inciso final del artículo 36 y el inciso sexto del artículo 43, ambos de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, cuyas modificaciones incluyan bienes raíces no contemplados en el literal anterior en la ampliación del límite urbano.


2. Para las enajenaciones de un bien raíz, de derechos reales constituidos sobre tales bienes o de cuotas poseídas en comunidad respecto de ellos, realizadas con posterioridad a la primera enajenación que se haya gravado con el impuesto a que se refiere esta ley, el valor comercial inicial corresponderá al valor de adquisición del bien respectivo.


3. Tratándose de derechos reales constituidos sobre los bienes raíces o de cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes, para determinar el valor comercial inicial de cada derecho o cuota se considerará la proporción que corresponda de los derechos o cuotas sobre el valor comercial inicial del bien raíz respectivo.


Artículo 6.- Valor comercial final. Para efectos de la presente ley, el valor comercial final será determinado conforme a las siguientes reglas, según sea el caso:


1. Para aquellas enajenaciones a que se refieren los literales a) y b) siguientes, el valor comercial final se determinará según la tasación que, para este solo efecto, practique el Servicio de Impuestos Internos. Esta tasación en adelante “valor comercial final de referencia” se utilizará en las siguientes circunstancias:


a) Enajenaciones de bienes raíces, de derechos reales constituidos sobre ellos o de cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes, que sean efectuadas con posterioridad a la publicación de un plan regulador que amplíe el límite urbano de las zonas en que se emplazan, o


b) Enajenaciones de bienes raíces, de derechos reales constituidos sobre ellos, o de cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes, que sean efectuadas después de transcurridos siete años contados desde la fecha de notificación del acuerdo a que hace referencia el numeral 5 del artículo 28 octies del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, y previo a la publicación del plan regulador que amplíe el límite urbano de las zonas en que se emplazan.


2. Para enajenaciones que se realicen en el tiempo intermedio entre el inicio del proceso a que hace referencia el numeral 5 del artículo 28 octies del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones y antes de la publicación de un plan regulador que amplíe el límite urbano, el valor comercial final será equivalente al precio estipulado por las partes en la enajenación, a menos que corresponda aplicar la regla del literal b) del numeral precedente.


3. Tratándose de las enajenaciones a que se refiere el número 1 podrá considerarse como valor comercial final el precio estipulado por las partes en la enajenación. Los contribuyentes que ejerzan esta opción deberán acompañar los antecedentes que justifiquen que ese precio responde a consideraciones de mercado.


Tratándose de derechos reales constituidos sobre los bienes raíces o de cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes, para determinar el valor comercial final de cada derecho o cuota se considerará la proporción que corresponda de los derechos o cuotas sobre el valor comercial final del bien raíz respectivo.


Artículo 7.- Tasación. Para efectos de la aplicación del impuesto a que se refiere la presente ley, el Servicio de Impuestos Internos deberá establecer los valores comerciales iniciales y finales de referencia conforme a las siguientes reglas:


1. Para los actos a que se refiere el literal a) del numeral 1 del artículo 5 de la presente ley, el valor comercial inicial de referencia será el que corresponda al 31 de diciembre del año inmediatamente anterior al de publicación de la imagen objetivo, según lo establecido en el numeral 2 del artículo 28 octies de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


2. Para los actos a que hace referencia el literal b) del número 1 del artículo 5 de la presente ley, el valor comercial inicial de referencia será el que corresponda al 31 de diciembre del año inmediatamente anterior en que éstos ocurran.


3. Para las enajenaciones a que se refiere el literal a) del numeral 1 del artículo 6 de la presente ley, el valor comercial final de referencia será el que se determine dentro del plazo de seis meses contados desde la publicación del plan regulador.


4. Para las enajenaciones a que se refiere el literal b) del numeral 1 del artículo 6 de la presente ley, el valor comercial final de referencia será el que se determine dentro del plazo de seis meses contados desde el cumplimiento del plazo de siete años a que se refiere el mismo numeral.


Para establecer el valor comercial inicial de referencia a que aluden los numerales 1 y 2 del inciso precedente, el Servicio de Impuestos Internos tendrá el plazo de seis meses a contar de la notificación y recepción de la información correspondiente, según lo establecido en el artículo 8.


Artículo 8.- Entrega de información. La autoridad encargada de la elaboración o promulgación de un plan regulador, según corresponda, deberá comunicar al Servicio de Impuestos Internos la información establecida en los numerales siguientes. El plazo para el otorgamiento de la misma será de cinco días contados desde los hechos que se indican en cada caso:


1. Las propuestas de modificación del límite urbano adoptadas en el acuerdo sobre los términos en que se procederá a elaborar el anteproyecto de plan a que se refiere el numeral 5 del artículo 28 octies del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones. En la misma oportunidad, la autoridad deberá comunicar la fecha exacta de publicación de los documentos que formulan la imagen objetivo, establecida en el numeral 2 del artículo 28 octies del mismo cuerpo legal.


2. Las alteraciones o el rechazo de la propuesta de modificación del límite urbano contenida en el acuerdo a que se refiere el numeral 1 precedente, conforme lo disponen el inciso final del artículo 36 y el inciso sexto del artículo 43, ambos de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


3. Las alteraciones o el rechazo de la propuesta de modificación del límite urbano realizada por el organismo competente para aprobar en definitiva el instrumento de planificación territorial.


4. La publicación de un plan regulador que contenga modificaciones al límite urbano.


En la entrega de la información a que se refiere este artículo, se deberán acompañar los planos y demás antecedentes necesarios para establecer el valor comercial de referencia de los bienes raíces ubicados en las zonas consideradas para estos efectos, según se determine en un reglamento suscrito por los Ministros de Hacienda y de Vivienda y Urbanismo.

Artículo 9.- Metodología para determinar precios de referencia. Para establecer los valores comerciales de referencia, el Servicio de Impuestos Internos deberá aplicar métodos públicos y objetivos de valoración, siguiendo un sistema generalmente reconocido o que refleje adecuadamente los valores de mercado de los bienes raíces. El Servicio de Impuestos Internos, mediante resolución dictada al efecto, deberá individualizar los métodos o sistemas de valoración que aplicará hacia el futuro, previa consulta pública obligatoria en los términos establecidos en el número 1° de la letra A del inciso segundo del artículo 6 del Código Tributario.


En ningún caso el valor comercial inicial o final de referencia podrá ser superior al valor de mercado de los bienes raíces ubicados en áreas homogéneas rurales o urbanas, respectivamente, próximas o cercanas.


Artículo 10.- Declaración y pago del impuesto, así como liquidación y giro del mismo, según corresponda. El impuesto a que se refiere esta ley sólo le será exigible al propietario o poseedor del inmueble o de los derechos reales constituidos en él o de cuotas poseídas en comunidad en tales bienes, en el momento en que se verifique la enajenación del bien respectivo, conforme a lo señalado en el artículo 1 de esta ley.


Este impuesto deberá ser declarado y pagado por el enajenante sobre la base de la renta percibida o devengada, conforme a lo dispuesto en los artículos 65, número 1, y 69 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


Cuando dicho impuesto no fuere declarado ni pagado por el contribuyente respectivo, el Servicio de Impuestos Internos procederá a la liquidación y giro del mismo, previa citación conforme a lo dispuesto en el artículo 63 del Código Tributario.


El valor asignado en la enajenación, así como la liquidación y giro del impuesto único correspondiente, será susceptible de tasación de acuerdo a los artículos 64 del Código Tributario y 17 número 8 de la Ley sobre Impuesto a la Renta y de fiscalización conforme a las reglas generales.


En caso de que, pendiente la determinación del valor comercial inicial o final de referencia, según corresponda, los bienes raíces, los derechos reales constituidos en ellos o las cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes comprendidos en la ampliación del límite urbano sean enajenados, el Servicio de Impuestos Internos podrá liquidar y girar los impuestos que hubiere correspondido aplicar conforme a los valores establecidos en los artículos 5 y 6, ambos de la presente ley, en el mes siguiente de publicada la tasación.


Artículo 11.- Reclamo. El contribuyente podrá reclamar de la liquidación y giro conforme a las reglas generales del Código Tributario. En la liquidación y giro de este impuesto, el Servicio de Impuestos Internos comunicará al contribuyente el detalle de los valores comerciales de referencia que haya utilizado y de aquellos valores que determine por aplicación del artículo 64 del Código Tributario en caso que corresponda, respecto de los cuales también podrá reclamarse conforme a las reglas generales del Código Tributario.


Artículo 12.- Los recursos que se recauden por aplicación del impuesto establecido en la presente ley se distribuirán de la siguiente forma:


a) Un 37,5% se incorporará al patrimonio de la municipalidad correspondiente a la comuna en que se encuentre situado el respectivo bien raíz, para ser aplicado por la autoridad comunal al financiamiento de obras de desarrollo local. Si el bien raíz se encuentra situado en varias comunas, la recaudación se repartirá entre ellas en proporción a la parte de la superficie total que corresponda a cada una.


b) Un 62,5% se incorporará al patrimonio del Fondo Común Municipal establecido en el artículo 14 de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior.


El Servicio de Tesorerías recaudará el referido impuesto y pondrá a disposición de las respectivas municipalidades y del Fondo Común Municipal los recursos correspondientes, dentro del mes subsiguiente al de su recaudación.”.

Artículo quinto.- Declárase, interpretando los artículos 183 y 184 del decreto con fuerza de ley N° 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, que son válidos los incentivos o condiciones que hubieran contemplado los Planes Reguladores Intercomunales o Comunales con anterioridad a la vigencia de la ley N° 20.958, que establece un sistema de aportes al espacio público.


Con todo, no se aplicará en estos casos la limitación contenida en el inciso tercero del artículo 184 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


Artículo transitorio.- Las normas contenidas en la presente ley entrarán en vigencia seis meses después de su publicación en el Diario Oficial.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 5, 11 y 12 de septiembre y 3 de octubre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Montes Cisternas (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa (Víctor Pérez Varela), José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber y Jorge Pizarro Soto.


Sala de la Comisión, a 5 de octubre de 2017.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión. 
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR NAVARRO; SEÑORAS MUÑOZ, LILY PÉREZ, VAN RYSSELBERGHE Y VON BAER, Y SEÑORES BIANCHI, CHAHUÁN, GARCÍA, GUILLIER, HARBOE, MONTES, OSSANDÓN, PÉREZ VARELA, PIZARRO, PROKURICA, QUINTANA, QUINTEROS, TUMA Y PATRICIO WALKER, POR MEDIO DEL CUAL, SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE, SI LO TIENE A BIEN, SE SIRVA IMPLEMENTAR EL PAGO DE LA ASIGNACIÓN DE FISCALIZACIÓN Y DE LA ASIGNACIÓN ESPECIAL A LOS FUNCIONARIOS DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE AERONÁUTICA CIVIL

(S 1.950-12)
VISTOS:

1. Que se ha dirigido al Senado de la Republica la Asociación de Trabajadores Operativos y Fiscalizadores (ATOF) de la Dirección General de Aeronáutica Civil de Chile (DGAC).

2. Que la Dirección General de Aeronáutica Civil de Chile (DGAC) es un organismo dependiente de la Comandancia en Jefe de la Fuerza Aérea de Chile, cuya misión es "Normar y fiscalizar la actividad aérea que se desarrolla dentro del espacio aéreo controlado por Chile y aquella que ejecutan en el extranjero empresas aéreas nacionales: desarrollar la infraestructura aeronáutica en el ámbito de su competencia y prestar servicios de excelencia de navegación aérea, meteorología, aeroportuarios y seguridad operacional, con el propósito de garantizar la operación del Sistema Aeronáutico en forma segura y eficiente" (www.dgac.cl).

3. Que en conformidad a la Ley N° 18.916 que aprueba el Código Aeronáutico, y a la Ley N° 16.752 (del año 1968), Orgánica de la Dirección General de Aeronáutica Civil, ratifica esta función fiscalizadora de "Institución Fiscalizadora", que se sustenta en su artículo 3, letras b) "Controlar y fiscalizar los aeródromos públicos y privados y administrar los públicos de dominio fiscal, sin perjuicio de las funciones policiales que correspondan a las fuerzas de orden y seguridad públicas en sus respectivos ámbitos de competencia y siempre que ello no afecte la seguridad aérea"; j) "Fiscalizar las actividades de la aviación civil, en resguardo de la seguridad de vuelo y dictar las instrucciones de general aplicación que sean necesarias para los fines señalados"; y z) "En general, fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias relativas a la aeronavegación"

4. Que lo anterior se ve reflejado además en el Libro de la Defensa en su Capítulo XX, página 284, "Los Medios de la Defensa" Numeral 5 letra a.- Dirección General de Aeronáutica Civil, que señala "La Dirección General de Aeronáutica Civil (...). Es un organismo dependiente de la Comandancia en Jefe de la Fuerza Aérea de Chile, mediante el cual el Estado norma y fiscaliza la actividad aérea, tanto nacional como internacional, que se desarrolla dentro del espacio aéreo controlado por nuestro país".

5. Que la Red Aeroportuaria Nacional que fiscaliza la DGAC, se encuentra conformada por 342 aeropuertos y aeródromos y 107 helipuertos distribuidos desde Arica a la Antártica, incluyendo los territorios insulares. La DGAC, administra directamente 95 de ellos (propiedad fiscal) y en 41 existe personal DGAC, y en 3 con prestación esporádica, quienes brindan servicios aeroportuarios y de navegación aérea, además de ejercer labores de fiscalización y control, las que realiza también en la totalidad de la Red Aeroportuaria Nacional. De los 342 aeropuertos y aeródromos, 16 pertenecen a la Red Primaria, 13 a la Red Secundaria, 301 a la Red Pequeños Aeródromos y 12 Militares.

6. Que para el año 2015 a nivel de operaciones aéreas fiscalizadas por la DGAC, de acuerdo al Sistema Estadístico de Tráfico Aéreo (SETRA) registró un total de 501.507 operaciones de tráfico de aeronaves comerciales y no comerciales, distribuidas en las 46 unidades a lo largo del país.

7. Que las instituciones que se rigen por la Escala de Sueldos Fiscalizadoras son:

• La Superintendencia de Electricidad y Combustibles.

• La Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.

• La Superintendencia de Servicios Sanitarios. 

• La Superintendencia de Valores y Seguros.

• La Superintendencia de Seguridad Social. 

• La Superintendencia de Pensiones.

• La Superintendencia de Casinos de Juegos.

• La Dirección de Compras y Contratación Pública. 

• La Dirección del Trabajo.

• La Superintendencia de Educación.

• El Instituto Nacional de Propiedad Intelectual. 

• El Servicios de Impuestos Internos.

• El Servicio Nacional de Aduanas.

• La Fiscalía Nacional Económica.

• La Superintendencia de Salud.

• La Unidad de Análisis Financiero.

• La Defensoría Penal Pública.

• La Superintendencia del Medio Ambiente.

8. Que creemos que constituye una injusticia que por el mismo trabajo, no se reconozca a los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil tales asignaciones, que les corresponden por derecho, tal que "a la misma razón, rige la misma disposición", de acuerdo a la lista de organismos públicos que aparece en el numeral anterior.

9. Que la Dirección de Aeronáutica Civil generó ingresos propios (tasa aeronáutica, planes de vuelo, prestación de servicios, arriendo de pistas, y otros) por 257.016.947.000 de pesos, por lo que existen recursos frescos y autogenerados que pueden utilizarse para los fines indicados.

EL SENADO ACUERDA:

Solicitar a la Presidenta de la República, al Ministro de Defensa y al Ministro de Hacienda, implementar el pago de la Asignación por Fiscalización y Asignación Especial que corresponde por derecho a los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil, eliminando la injusticia que hoy les afecta respecto de otros servicios públicos.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Jacqueline van Rysselberghe Herrera, Senadora.- Ena von Baer Jahn, Senadora.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- José García Ruminot, Senador. Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Felipe Harboe Bascuñán, Senador.- Carlos Montes Cisternas, Senador.- Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.
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PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA LA DEFENSORÍA DE LOS DERECHOS DE LA NIÑEZ 

(10.584-07)
Oficio Nº 13.552

VALPARAÍSO, 10 de octubre de 2017
La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha dado su aprobación al proyecto de ley de ese H. Senado que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez, correspondiente al boletín N° 10.584-07, con las siguientes enmiendas:
Artículo 1

Inciso segundo

Ha sustituido la frase “sin perjuicio de los que pueda establecer en las distintas regiones del país” por “y procurará su presencia estableciendo su representación en todas las regiones del país”.
Artículo 2

Lo ha reemplazado por el siguiente:
“Artículo 2.- La Defensoría de los Derechos de la Niñez tendrá por objeto la difusión, promoción y protección de los derechos de que son titulares los niños, velando por su interés superior, de acuerdo a la Constitución Política de la República, a la Convención sobre los Derechos del Niño y a los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes, así como a la legislación nacional, respecto de los órganos de la Administración del Estado y de toda persona natural o jurídica, de derecho público o privado, nacional o extranjera, que pudiere afectar los derechos de los niños, así como de organizaciones y grupos pertinentes.
La Defensoría de la Niñez velará especialmente por proteger, promover y difundir los derechos de los niños migrantes y de los que pertenecen a los pueblos indígenas en el territorio de Chile. Para estos efectos, deberá elaborar y sugerir medidas especiales para el pleno disfrute de sus derechos.”.
Artículo 4
Inciso primero
Letra a)
Ha eliminado la expresión “y niñas”.
****

Ha incorporado la siguiente letra b), nueva, pasando la actual letra b) a ser c): 

“b) Interponer acciones y deducir querellas, según corresponda, en causas que involucren un interés social relevante para la protección de los derechos de niños, en cualquier juicio, instancia o tribunal, de conformidad con el artículo 16.”.
****

Letra b)
Ha pasado a ser letra c), reemplazada como sigue: 

“c) Recibir peticiones sobre asuntos que se le formulen y derivarlas al órgano competente, haciendo el respectivo seguimiento, o ejercer las atribuciones pertinentes, cuando corresponda, dentro del plazo más breve posible. Deberá establecer mecanismos que aseguren, a nivel nacional, una atención expedita y oportuna de todos los niños.
En el ejercicio de esta atribución, podrá realizar recomendaciones generales o específicas, elaborar informes y emitir opiniones en materias de su competencia, pero no podrá avocarse al conocimiento de un asunto que se encuentre pendiente ante los Tribunales de Justicia o ante el órgano de la Administración del Estado competente.”. 
Letra c)
Ha pasado a ser letra d), sustituida por la siguiente: 

“d) Intermediar o servir de facilitador entre los niños y los órganos de la Administración del Estado o aquellas personas mencionadas en el artículo 2, cuando haya tomado conocimiento, de oficio o a petición de parte, de actos u omisiones que pudieren vulnerar los derechos de los niños. El Defensor debe velar por el establecimiento de instancias y procedimientos de comunicación, conciliación y mediación expeditos y efectivos, de conformidad a la ley.”.
Letra d)
Ha pasado a ser letra i), con las enmiendas que se indican más adelante. 

Letra e)
Ha sido reemplazada por la siguiente: 

“e) Requerir antecedentes o informes a los órganos de la Administración del Estado o aquellas personas mencionadas en el artículo 2 cuando, dentro del ámbito de sus competencias, tome conocimiento, de oficio o a petición de parte, de posibles vulneraciones a los derechos de los niños por actos u omisiones de las entidades. Para tales efectos, el requerimiento deberá establecer un plazo razonable para la entrega de la información solicitada, el que no superará los sesenta días corridos.”.
****

Ha contemplado como letra f), nueva la contenida en la letra k) del H. Senado, sustituida por la que sigue:

“f) Visitar los centros de privación de libertad, centros residenciales de protección o cualquier otra institución, incluyendo medios de transporte, en los términos de lo dispuesto en el Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, en que un niño permanezca privado de libertad, reciban o no recursos del Estado, sin perjuicio de las facultades de los demás organismos públicos competentes en la materia. Una vez realizada la visita, deberá evacuar un informe que deberá contener, a lo menos, la descripción de la situación general observada, el registro de las eventuales vulneraciones de derechos y las recomendaciones a los órganos competentes, sin perjuicio de denunciar los hechos que constituyan delito.”.
****

Letra f)
La ha contemplado como letra h), eliminando la expresión “y niñas”.
Letra g)
- Ha eliminado la expresión “y niñas”.
- Ha incorporado, entre el vocablo “competente” y la coma que le sigue, la expresión “, nacional o internacional”.
****

Ha contemplado como letra i), nueva, la letra d) propuesta por el H. Senado, con las siguientes enmiendas: 

- Ha sustituido la frase “a personas jurídicas de derecho privado” por “a aquellas personas mencionadas en el artículo 2”.
- Ha suprimido la expresión “o niñas”.
****

Letra h)
Ha pasado a ser letra j), con las siguientes modificaciones: 

- Ha eliminado la frase final “, pero el tribunal deberá considerarla en la sentencia”.
- Ha agregado a continuación del punto final, que pasa a ser punto y seguido, las siguientes oraciones: “El tribunal deberá siempre pronunciarse respecto de dicha opinión en la sentencia. No podrá ejercerse esta facultad cuando la Defensoría haya actuado en el juicio de cualquier forma.”.
Letra i) 
Ha pasado a ser letra m), modificada como se indica más adelante. 

Letra j)
Ha pasado a ser letra n), con el cambio que se indica en el lugar correspondiente.

Letra k)
Ha pasado a ser letra f), reemplazada por la que se indicó más arriba. 

****
- Ha incorporado la siguiente letra k), nueva: 

“k) Velar porque los responsables de formular las políticas económicas nacionales tengan en cuenta los derechos del niño al establecer y evaluar planes, políticas y programas económicos.”. 
****

Letra l) 
Ha sido reemplazada por la siguiente: 

“l) Velar por la participación de los niños, para que puedan expresar su opinión y ser oídos en los asuntos que les conciernen y en la definición de las cuestiones relacionadas con el ejercicio efectivo de sus derechos humanos.”.
****

Ha contemplado como letra m) la contenida en la letra i) propuesta por el H. Senado, con las siguientes enmiendas: 

- Ha eliminado la expresión “y niñas”.
- Ha sustituido la frase “reglamentos y prácticas nacionales” por “y reglamentos nacionales, y asesorar a los órganos públicos y privados, a los niños y a las familias sobre la interpretación y aplicación de los derechos contenidos en tales cuerpos normativos”.
****

Ha contemplado como letra n), nueva, la contenida en la letra j) aprobada por el H. Senado, suprimiendo las palabras “y niñas”.
****

Letra m)
Ha pasado a ser letra ñ), incorporando el siguiente párrafo segundo:
“Sin perjuicio de lo anterior, la Defensoría podrá realizar presentaciones o informes directamente ante los organismos mencionados en el inciso primero, cuando corresponda.”.
Letra n)
Ha pasado a ser letra o), reemplazada por la siguiente: 
“o) Difundir el conocimiento de los derechos humanos, favorecer su enseñanza en todos los niveles del sistema educacional, incluyendo la formación impartida al interior de las Fuerzas de Orden y de Seguridad Pública, y promover la realización de investigaciones, estudios y publicaciones, otorgar premios, patrocinar actos y eventos relativos a estas materias, y realizar todo aquello que propenda a consolidar una cultura de respeto a los derechos humanos en el país. Asimismo, podrá celebrar convenios de colaboración y cooperación con organismos públicos o privados tanto nacionales como extranjeros, para el cumplimiento de esta y otras de sus atribuciones.”.
Letras ñ) y o)

Han pasado a ser letras p) y q), respectivamente, sin enmiendas. 
****

Ha incorporado el siguiente inciso final: 

“Para el ejercicio de sus atribuciones, la Defensoría podrá solicitar la colaboración de los distintos órganos del Estado. Asimismo, podrá recibir todos los testimonios y obtener todas las informaciones y documentos necesarios para el examen de las situaciones comprendidas en el ámbito de su competencia.”.
****
Artículo 5
- Ha eliminado la expresión “o niñas”.
- Ha intercalado a continuación de la expresión “oído,” la frase “la igualdad y no discriminación arbitraria,”.
- Ha agregado a continuación de la palabra “formule” la frase “o cualquier función que ejerza”.
Artículo 7
- Ha reemplazado la frase “podrán además ser incorporadas en el Informe Anual de la Defensoría.” por “deberán además ser incorporadas en los informes regulares del Defensor, incluyendo su informe anual.”. 
Artículo 9
Inciso primero
Ha reemplazado la oración final por las siguientes: “En la confección de los estatutos se tendrán en consideración los principios internacionales que rigen a las instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos. Los estatutos deberán ser revisados, a lo menos, una vez durante el mandato del Defensor.”.
Artículo 10
Inciso segundo
Lo ha sustituido por el siguiente: 
“El Defensor será designado por acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, a partir de una terna que deberá presentar el Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, la que requerirá igualmente del voto conforme de los dos tercios de los consejeros en ejercicio, previo concurso público. Durante éste, el Consejo Directivo deberá oír especialmente a las organizaciones de la sociedad civil vinculadas a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños, y a académicos de destacada trayectoria. El acuerdo deberá adoptarse dentro del plazo de cuarenta y cinco días desde que se realice la propuesta.”.
Inciso cuarto
Ha sustituido el vocablo “ocho” por “cinco”.

Artículo 11
Letra c)
Ha eliminado las palabras “y niñas”.
Letra e)
Ha eliminado la frase “y tener a lo menos diez años de experiencia profesional”.
Letra f)
- Ha añadido a continuación de la palabra “trayectoria” la frase “de a lo menos diez años”.
- Ha eliminado las palabras “y niñas”.
Artículo 13
Inciso primero
- Lo ha sustituido por el siguiente: 

“Artículo 13.- El Defensor sólo podrá ser removido por la Corte Suprema, a requerimiento del Presidente de la República, de la Cámara de Diputados o de treinta de sus miembros, por incapacidad sobreviniente declarada judicialmente, por alguna de las causales contenidas en los números 1°, 5°, 6°, 7° u 8° del artículo 256 del Código Orgánico de Tribunales, o por negligencia manifiesta e inexcusable en el ejercicio de sus funciones. La Corte conocerá del asunto en pleno especialmente convocado al efecto y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio, habiendo oído previamente al Defensor.”.
Inciso segundo
Lo ha eliminado. 

Inciso cuarto
Ha pasado a ser inciso tercero, con las siguientes modificaciones:
- Ha intercalado a continuación de la palabra “popular” la oración “, ni a cargos directivos o de exclusiva confianza en órganos de la Administración del Estado, ni a organismos colaboradores acreditados,”.
- Ha agregado a continuación del punto final, que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “Se exceptúan de lo anterior las actividades académicas o docentes.”.
Inciso quinto
Ha pasado a ser inciso cuarto, eliminando su oración final. 
****

Ha incorporado los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo:
“Producida la vacancia por cualquier causa, se deberá dar inicio al procedimiento de nombramiento del nuevo Defensor, de conformidad a lo establecido en el artículo 10. El Instituto Nacional de Derechos Humanos deberá realizar la propuesta al Senado dentro de los sesenta días siguientes a aquél en que se haya producido la vacancia.
Desde su designación, el Defensor no podrá ser acusado o privado de su libertad, salvo en el caso de delito flagrante, si la Corte de Apelaciones de Santiago, en pleno, no declara previamente haber lugar a formación de causa. La resolución podrá apelarse ante la Corte Suprema.
En caso de ser arrestado por delito flagrante, será puesto inmediatamente a disposición de la Corte de Apelaciones de Santiago con la información sumaria correspondiente, la que deberá proceder conforme a lo dispuesto en el inciso anterior.”. 
Artículo 14
Letra d)
- Ha intercalado la palabra “fundada,” entre los vocablos “ser” y “parcial”. 
Artículo 15
Inciso primero
- Ha sustituido la frase “presentar anualmente un informe” por “realizar anualmente una cuenta pública, para lo cual presentará un informe”. 
Letra b)
- La ha reemplazado por la siguiente: 

“b) La situación nacional en materia de derechos humanos de los niños en los diversos ámbitos, tomando en cuenta la realidad de las regiones e incluyendo, entre otros, el estado de la institucionalidad vigente, el presupuesto nacional correspondiente y el debido acceso a la justicia.”.
****
Ha incorporado la siguiente letra c), nueva, pasando la actual c) a ser letra d), y así sucesivamente:
“c) La situación nacional en materia de representación judicial de los niños, así como de los planes y programas que el Estado deba implementar en función de dicho objetivo.”.

****
Letra c)
Ha pasado a ser letra d), suprimiendo las palabras “y niñas”.
Letra d)
Ha pasado a ser letra e), sin enmiendas. 

Letra e)

Ha pasado a ser letra f), eliminando los vocablos “y niñas”.
Letra f)

Ha pasado a ser letra g), con las siguientes enmiendas:
a) Ha suprimido las palabras “y niñas”.
b) Ha sustituido la frase “Convención sobre los Derechos del Niño” por “Constitución Política de la República, las leyes y los tratados internacionales”.
Inciso final 

Ha eliminado la expresión “y niñas”.
Artículo 16
Inciso primero
Ha reemplazado la expresión “h)” por “j)”.
Inciso segundo 
Ha suprimido las palabras “o niñas”.
Inciso cuarto
Lo ha reemplazado por el siguiente:
“El Defensor podrá deducir querellas en causas que produzcan alta conmoción pública y/o que sean relevantes por su gravedad para los derechos de los niños, siempre que se trate de aquellos delitos tipificados en el artículo 142 y en los párrafos 5° y 6° del título VII, y 1°, 2° y 3° del título VIII, todos del Libro Segundo del Código Penal.”.
****
Ha incorporado el siguiente inciso final: 

“Asimismo, para el ejercicio de la facultad establecida en la letra g) del artículo 4, también podrá deducir los recursos consagrados en los artículos 20 y 21 de la Constitución Política de la República, en el ámbito de su competencia.”.
****
Artículo 17
Inciso primero

Ha suprimido la expresión “y niñas”.
Artículo primero transitorio
Inciso segundo
Ha sustituido la palabra “sesenta” por “noventa”. 
****
Ha incorporado el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual cuarto a ser inciso quinto:
“El primer Defensor de la Niñez, dentro de los sesenta días siguientes a su nombramiento, deberá proponer al Presidente de la República los estatutos de la Defensoría para su aprobación mediante decreto supremo.”.
****

Inciso cuarto
Ha pasado a ser inciso quinto, sustituido por el siguiente: 

“El Consejo Consultivo a que se refiere el artículo 17 se constituirá de conformidad con lo que establezcan los estatutos de la Defensoría, dentro de los noventa días siguientes al nombramiento del Defensor.”.
****
Hago presente a V.E. que los incisos primero, sexto y séptimo del artículo 13; los incisos primero y cuarto del artículo 18 y los incisos segundo y tercero del artículo 19, fueron aprobados, en general y en particular, por 98 votos a favor, de un total de 118 diputados en ejercicio, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.
Por su parte el inciso segundo del artículo 8 fue aprobado en general con el voto favorable de 94 diputados y en particular por 97 votos,  en ambos casos de un total de 118 diputados en ejercicio, dándose cumplimiento de esta forma a lo establecido en el inciso tercero del artículo 66 de la Carta Fundamental.
****
Lo que tengo a honra comunicar a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 94/SEC/17, de 9 de mayo de 2017.
Acompaño la totalidad de los antecedentes.
Dios guarde a V.E.
(Fdo.): Enrique Jaramillo Becker, Presidente en ejercicio de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados. 
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Resumen



		Tramos AFI, proceso 2016 (datos  de estudiantes 2015)														Tabla 1

		Tramo AFI		Puntajes PSU				Nº alumnos por tramo		Ponderador		Monto por Alumnos

				Desde 		Hasta

		1		633.5		620.5		5,471		1		74,339

		2		650.0		634.0		5,484		3		223,017

		3		670.5		650.5		5,390		6		446,035

		4		702.5		671.0		5,594		9		669,052

		5		842.0		703.0		5,573		12		892,070

		total						27,512				463,363

		Fuente: DFI



		*Moneda Nacional  - Millones de pesos (pesos prom. 2016) - Monto devengado														Gràfico 1

				1990		2000		2010		2015		2016

		Aportes Fiscales a los estudiantes		23,941		83,847		792,637		1,007,417		1,235,010

		Aportes Fiscales a las instituciones		115,611		200,826		294,434		377,031		365,207

				139,552		284,673		1,087,071		1,384,448		1,600,217



				1990		2000		2010		2015		2016

		Aportes Fiscales a los estudiantes		17.2%		29.5%		72.9%		72.8%		77.2%

		Aportes Fiscales a las instituciones		82.8%		70.5%		27.1%		27.2%		22.8%

		Fuente: DFI, DFE, Presupuesto DIVESUP. Compilación y estandarización SIES. 



				1990		2000		2010		2015		2016

		Aporte Fiscal Directo		88,068		143,702		189,125		220,194		220,207

		Aporte Fiscal Indirecto		27,543		24,649		26,036		25,492		12,748

		Fondos para Fortalecimiento Institucional		-		23,955		34,232		79,029		65,589				Gràfico 2

		Otros aportes		-		8,520		45,041		52,316		66,662

				115,611		200,826		294,434		377,031		365,207





				1990		2000		2010		2015		2016

		Aporte Fiscal Directo		76.2%		71.6%		64.2%		58.4%		60.3%

		Aporte Fiscal Indirecto		23.8%		12.3%		8.8%		6.8%		3.5%

		Fondos para Fortalecimiento Institucional		0.0%		11.9%		11.6%		21.0%		18.0%

		Otros aportes		0.0%		4.2%		15.3%		13.9%		18.3%

		Fuente: DFI, DFE, Presupuesto DIVESUP. Compilación y estandarización SIES. 











				1990		2000		2010		2015		2016

		Aporte Fiscal Indirecto		27,543		24,649		26,036		25,492		12,748				Gràfico 3



		Porcentaje de estudiantes AFI en IES acreditadas, proceso 2016 (matrícula 2015)														Tabla 2

		Tipo de Institución		Acreditada		No acreditada		Total 		% en IES Acreditadas (2015)

		Universidades CRUCH		19,986				19,986		100.0%

		Universidades Privadas		7,019		32		7,051		99.5%

		Institutos Profesionales		268		19		287		93.4%

		Centros de Formación Técnica		73		13		86		84.9%

		FFAA		102				102		100.0%

		Total general		27,448		64		27,512		99.8%

		Fuente: Bases AFI de DFI, Acreditación CNA y SIES. Elaboración SIES. 



		Distribución de alumnos AFI según quintil de ingreso per cápita del hogar
																Gràfico 4

		Tramos		Q 1		Q 2		Q 3		Q 4		Q 5		S/INF		Total general

		Tramo AFI 1		551		1,120		1,013		925		873		989		5,471

		Tramo AFI 2		523		941		936		948		916		1,220		5,484

		Tramo AFI 3		425		887		892		886		981		1,319		5,390

		Tramo AFI 4		339		844		805		899		1,106		1,601		5,594

		Tramo AFI 5		227		602		628		777		1,211		2,128		5,573

		Total general		2,065		4,394		4,274		4,435		5,087		7,257		27,512

		Fuente: Bases AFI de DFI, Quintiles de DFE. Elaboración SIES. 



		Distribución de alumnos AFI según quintil de ingreso per cápita del hogar


		Tramos		Q 1		Q 2		Q 3		Q 4		Q 5		S/INF		Total general

		Tramo AFI 1		12.3%		25.0%		22.6%		20.6%		19.5%		989		5,471

		Tramo AFI 2		12.3%		22.1%		22.0%		22.2%		21.5%		1,220		5,484

		Tramo AFI 3		10.4%		21.8%		21.9%		21.8%		24.1%		1,319		5,390

		Tramo AFI 4		8.5%		21.1%		20.2%		22.5%		27.7%		1,601		5,594

		Tramo AFI 5		6.6%		17.5%		18.2%		22.6%		35.2%		2,128		5,573

		Total general		10.2%		21.7%		21.1%		21.9%		25.1%		7,257		27,512

		Fuente: Bases AFI de DFI, Quintiles de DFE. Elaboración SIES. 



		Distribución de los recursos del AFI según quintil de 

		ingreso per cápita del hogar														Tabla 3. 

		Quintil de Ingreso		Montos en millones de $		%		% (sin considerar los S/INF)

		Quintil 1		776		6.1%		8.8%

		Quintil 2		1,790		14.0%		20.2%

		Quintil 3		1,781		14.0%		20.1%

		Quintil 4		1,970		15.5%		22.3%

		Quintil 5		2,527		19.8%		28.6%

		S/INF		3,903		30.6%		n/a

		Total		12,748		100.0%		100.0%

		Fuente: Bases AFI de DFI, Quintiles de DFE, Establecmiento de Origen de SIGE-MINEDUC. Elaboración SIES. 



		Distribución de alumnos causantes de afi según establecimiento de egreso de educación media

		Tramos		Municipal		Particular Subvencionado		Particular Pagado		Corp. de Adm. Delegada		S/INF		Total general

		Tramo AFI 1		1,067		2,827		1,465		54		58		5,471

		Tramo AFI 2		1,015		2,700		1,686		27		56		5,484

		Tramo AFI 3		1,009		2,347		1,956		15		63		5,390

		Tramo AFI 4		993		2,214		2,325		20		42		5,594

		Tramo AFI 5		821		1,560		3,151		5		36		5,573

		Total general		4,905		11,648		10,583		121		255		27,512

		Fuente: Bases AFI de DFI, Quintiles de DFE, Establecmiento de Origen de SIGE-MINEDUC. Elaboración SIES. 



		Distribución de alumnos causantes de afi según establecimiento de egreso de educación media

		Tramos		Municipal		Particular Subvencionado		Particular Pagado		Corp. de Adm. Delegada		S/INF		Total general		Gráfico 5.

		Tramo AFI 1		19.9%		52.8%		27.3%		n/a		n/a		n/a

		Tramo AFI 2		18.8%		50.0%		31.2%		n/a		n/a		n/a

		Tramo AFI 3		19.0%		44.2%		36.8%		n/a		n/a		n/a

		Tramo AFI 4		18.0%		40.0%		42.0%		n/a		n/a		n/a

		Tramo AFI 5		14.8%		28.2%		57.0%		n/a		n/a		n/a

		Total general		18.1%		42.9%		39.0%		n/a		n/a		n/a

		Fuente: Bases AFI de DFI, Establecmiento de Origen de SIGE-MINEDUC. Elaboración SIES. 



		 Distribución de alumnos según tipo de establecimiento de egreso de educación media														Tabla 4.

		Tipo de Establecimiento EM		Egresados 4º medio 2014		Recién egresados 2014 rinden PSU dadmisión 2015		% AFI estudiantes 2015		% Estimado Recursos AFI, asignación 2016

		Municipal		35.7%		31.2%		17.8%		16.9%

		Particular Subvencionado		51.6%		54.1%		42.3%		37.1%

		Particular Pagado		8.7%		10.9%		38.5%		44.9%

		Corp. de Adm. Delegada		4.1%		3.8%		0.4%		0.3%

		S/INF		0.0%		0.0%		0.9%		0.8%

		Total general		100.0%		100.0%		100.0%		100.0%

		Fuente: Bases AFI de DFI, PSU de DEMRE, Establecmiento de Origen de SIGE-MINEDUC. Elaboración SIES. 														Tabla 5.



		Estudiantes con puntaje PSU promedio igual o mayor a 475, por tipo de establecimiento

				Egresados EM 2014						Egresados EM 2015						Egresados EM 2016

		Tipo de Establecimiento EM		Rinden		> 0 = 475 (Nº)		> 0 = 475 (%)		Rinden		> 0 = 475 (Nº)		> 0 = 475 (%)		Rinden		> 0 = 475 (Nº)		> 0 = 475 (%)

		Municipal		54,547		21,787		39.9%		55,867		22,069		39.5%		57,309		22,258		38.8%

		Particular Subvencionado		94,691		54,056		57.1%		97,592		54,971		56.3%		96,450		54,158		56.2%

		Particular Pagado		19,159		17,157		89.6%		19,092		16,945		88.8%		18,919		16,933		89.5%

		Corp. de Adm. Delegada		6,675		2,324		34.8%		6,566		2,209		33.6%		6,790		2,285		33.7%

		Total general		175,072		95,324		54.4%		179,117		96,194		53.7%		179,468		95,634		53.3%

		Fuente: PSU de DEMRE, Establecmiento de Origen de SIGE-MINEDUC. Elaboración SIES. 



		Estudiantes con puntaje PSU promedio igual o mayor a 475, por tipo de enseñanza

				Egresados EM 2014						Egresados EM 2015						Egresados EM 2016

		Tipo de Enseñanza		Rinden		> 0 = 475 (Nº)		> 0 = 475 (%)		Rinden		> 0 = 475 (Nº)		> 0 = 475 (%)		Rinden		> 0 = 475 (Nº)		> 0 = 475 (%)

		Científico-Humanista		130,562		82,790		63.4%		128,673		82,089		63.8%		128,364		81,769		63.7%

		Técnico-Profesionales		44,510		12,534		28.2%		50,444		14,105		28.0%		51,104		13,865		27.1%

		Total general		175,072		95,324		54.4%		179,117		96,194		53.7%		179,468		95,634		53.3%

		Fuente: PSU de DEMRE, Establecmiento de Origen de SIGE-MINEDUC. Elaboración SIES. 







































Composición del aporte fiscal para ES (1990 a 2016)



Aportes Fiscales a los estudiantes	

1990	2000	2010	2015	2016	0.17155527787522395	0.29453915321304769	0.72914939873658968	0.72766699657935274	0.77177682248307822	Aportes Fiscales a las instituciones	

1990	2000	2010	2015	2016	0.82844472212477593	0.70546084678695231	0.27085060126341021	0.27233300342064737	0.22822317751692189	







Composición del Aporte Fiscal a las IES (1990 a 2016)



Aporte Fiscal Directo	

1990	2000	2010	2015	2016	0.76176236954854271	0.7155558066813108	0.64233566940026032	0.58402185946586127	0.60296665016669071	Aporte Fiscal Indirecto	

1990	2000	2010	2015	2016	0.23823763045145732	0.12273740213699801	8.8425703727139163E-2	6.7611442197319224E-2	3.4906404332081718E-2	Fondos para Fortalecimiento Institucional	

1990	2000	2010	2015	2016	0	0.11928236471966271	0.11626459566761499	0.20960870591043285	0.17959410442516299	Otros aportes	

1990	2000	2010	2015	2016	0	4.2424426462028507E-2	0.15297403120498551	0.13875799242638673	0.18253284107606454	







Aporte Fiscal Indirecto (en millones de $) 1990 a 2016



Aporte Fiscal Indirecto	

1990	2000	2010	2015	2016	27542.935477358438	24648.803110518984	26035.517255950439	25491.603121718355	12748.049000000005	





 Distribución de alumnos AFI según quintil de ingreso per cápita del hogar



Q 1	

Tramo AFI 1	Tramo AFI 2	Tramo AFI 3	Tramo AFI 4	Tramo AFI 5	Total general	0.12293618920124945	0.1226547842401501	0.10439695406534021	8.4898572501878281E-2	6.5892597968069663E-2	0.10195013576894595	Q 2	

Tramo AFI 1	Tramo AFI 2	Tramo AFI 3	Tramo AFI 4	Tramo AFI 5	Total general	0.249888442659527	0.22068480300187618	0.21788258413166298	0.21136989732031056	0.17474600870827287	0.21693409034806221	Q 3	

Tramo AFI 1	Tramo AFI 2	Tramo AFI 3	Tramo AFI 4	Tramo AFI 5	Total general	0.22601517179830433	0.21951219512195122	0.21911078359125521	0.20160280490859003	0.18229317851959362	0.21100962725253025	Q 4	

Tramo AFI 1	Tramo AFI 2	Tramo AFI 3	Tramo AFI 4	Tramo AFI 5	Total general	0.20638107987505577	0.2223264540337711	0.21763694423974453	0.22514400200350615	0.22554426705370101	0.2189582819057023	Q 5	

Tramo AFI 1	Tramo AFI 2	Tramo AFI 3	Tramo AFI 4	Tramo AFI 5	Total general	0.19477911646586346	0.21482176360225141	0.24097273397199706	0.27698472326571499	0.35152394775036283	0.25114786472475931	







Distribución de alumnos AFI según establecimiento de egreso de educación media



Municipal	

Tramo AFI 1	Tramo AFI 2	Tramo AFI 3	Tramo AFI 4	Tramo AFI 5	Total general	0.19910431050569136	0.18792816145158303	0.18994728915662651	0.17950108459869848	0.14840925524222703	0.18075619103773585	Particular Subvencionado	

Tramo AFI 1	Tramo AFI 2	Tramo AFI 3	Tramo AFI 4	Tramo AFI 5	Total general	0.52752379175219255	0.49990742455100906	0.44182981927710846	0.40021691973969631	0.28199566160520606	0.42924528301886794	Particular Pagado	

Tramo AFI 1	Tramo AFI 2	Tramo AFI 3	Tramo AFI 4	Tramo AFI 5	Total general	0.27337189774211607	0.31216441399740791	0.36822289156626509	0.42028199566160518	0.56959508315256691	0.38999852594339623	









TRAMOS (2005 AL 2016)

				Montos Nominales para cada año

				Fuente: DFI

				 Proceso de Asignación de AFI 2016 



				TRAMO		PUNTAJE PSU				Nº DE ALUMNOS POR TRAMO		FACTOR DE PONDERACION POR TRAMO		ALUMNOS PONDERADOS 		VALOR POR ALUMNO (M$) DE ACUERDO AL TRAMO

						DESDE		HASTA

				1		633.5		620.5		5,471		1		5,471		74,339.149

				2		650.0		634.0		5,484		3		16,452		223,017.448

				3		670.5		650.5		5,390		6		32,340		446,034.895

				4		702.5		671.0		5,594		9		50,346		669,052.343

				5		842.0		703.0		5,573		12		66,876		892,069.790

										27,512				171,485



				Monto Total Aporte Fiscal Indirecto 2016 (M$) 12.748.049.-										12,748,049,000

				Repartido según la matrícula de los 27.500 mejores puntajes de la PSU rendida en diciembre del 2013  y 2014, cuyo ingreso a la Educación Superior fue durante el año 2015.







				 Proceso de Asignación de AFI 2015



				TRAMO		PUNTAJE PSU				Nº DE ALUMNOS POR TRAMO		FACTOR DE PONDERACION POR TRAMO		ALUMNOS PONDERADOS 		VALOR POR ALUMNO (M$) DE ACUERDO AL TRAMO

						DESDE		HASTA

				1		630.5		617.0		5,367		1		5,367		143,345

				2		647.5		631.0		5,529		3		16,587		430,034

				3		669.0		648.0		5,584		6		33,504		860,068

				4		700.0		669.5		5,448		9		49,032		1,290,101

				5		850.0		700.5		5,572		12		66,864		1,720,135

										27,500				171,354



				Monto Total Aporte Fiscal Indirecto 2015 (M$) 24.562.668.-										24,562,668,000

				Repartido según la matrícula de los 27.500 mejores puntajes de la PSU rendida en diciembre del 2012  y 2013, cuyo ingreso a la Educación Superior fue durante el año 2014.







				 Proceso de Asignación de AFI 2014



				TRAMO		PUNTAJE PSU				Nº DE ALUMNOS POR TRAMO		FACTOR DE PONDERACION POR TRAMO		ALUMNOS PONDERADOS 		VALOR POR ALUMNO ($) DE ACUERDO AL TRAMO

						DESDE		HASTA

				1		631.0		617.5		5,640		1		5,640		139,257

				2		648.0		631.5		5,458		3		16,374		417,772

				3		670.0		648.5		5,547		6		33,282		835,544

				4		701.5		670.5		5,494		9		49,446		1,253,315

				5		837.5		702.0		5,542		12		66,504		1,671,087

										27,681				171,246



				Monto Total Aporte Fiscal Indirecto 2014 										23,847,250,000

				Repartido según la matrícula de los 27.681 mejores puntajes de la PSU rendida en diciembre del 2012, cuyo ingreso a la Educación Superior fue durante el año 2013.





				 Proceso de Asignación de AFI 2013  



				TRAMO		PUNTAJE PSU				Nº DE ALUMNOS POR TRAMO		FACTOR DE PONDERACION POR TRAMO		ALUMNOS PONDERADOS 		VALOR POR ALUMNO ($) DE ACUERDO AL TRAMO

						DESDE		HASTA

				1		631.5		618.0		5,311		1		5,311		134.501

				2		648.5		632.0		5,410		3		16,230		403.502

				3		670.5		649.0		5,744		6		34,464		807.004

				4		702.5		671.0		5,457		9		49,113		1,210.506

				5		842.0		703.0		5,585		12		67,020		1,614.008

										27,507				172,138



				Monto Total Aporte Fiscal Indirecto 2013 										23,152,670,000

				Repartido según la matrícula de los 27.507 mejores puntajes de la PSU rendida en diciembre del 2011, cuyo ingreso a la Educación Superior fue durante el año 2012.





				 Proceso de Asignación de AFI 2012 



				TRAMO		PUNTAJE PSU				Nº DE ALUMNOS POR TRAMO		FACTOR DE PONDERACION POR TRAMO		ALUMNOS PONDERADOS 		VALOR POR ALUMNO ($) DE ACUERDO AL TRAMO

						DESDE		HASTA

				1		635.5		621.5		5,468		1		5,468		131.176

				2		652.0		636.0		5,455		3		16,365		393.527

				3		674.0		652.5		5,505		6		33,030		787.054

				4		711.5		674.5		5,568		9		50,112		1,180.581

				5		850.0		712.0		5,546		12		66,552		1,574.108

										27,542				171,527



				Monto Total Aporte Fiscal Indirecto 2012 										22,500,165,000

				Repartido según la matrícula de los 27.542 mejores puntajes de la PSU rendida en diciembre del 2010, cuyo ingreso a la Educación Superior fue durante el año 2011.





				Proceso de Asignación de AFI 2011



				TRAMO		PUNTAJE PSU				Nº DE ALUMNOS POR TRAMO		FACTOR DE PONDERACION POR TRAMO		ALUMNOS PONDERADOS 		VALOR POR ALUMNO ($) DE ACUERDO AL TRAMO

						DESDE		HASTA

				1		621.0		635.0		5,600		1		5,600		127.730

				2		635.5		651.5		5,383		3		16,149		383.190

				3		652.0		673.5		5,546		6		33,276		766.381

				4		674.0		709.0		5,531		9		49,779		1,149.571

				5		709.5		846.0		5,546		12		66,552		1,532.761

										27,606				171,356

				Monto Total Aporte Fiscal Indirecto 2011 								21,887,320,000

				Repartido según la matrícula de los 27.606 mejores puntajes de la PSU rendida en diciembre del 2009, cuyo ingreso a la Educación Superior fue durante el año 2010.





				 Proceso de Asignación de AFI 2010



				TRAMO		PUNTAJE PSU				Nº DE ALUMNOS POR TRAMO		FACTOR DE PONDERACION POR TRAMO		ALUMNOS PONDERADOS 		VALOR POR ALUMNO (M$) DE ACUERDO AL TRAMO

						DESDE		HASTA

				1		616.5		631.0		5,451		1		5,451		123,537

				2		631.5		648.0		5,384		3		16,152		370,610

				3		648.5		670.0		5,620		6		33,720		741,219

				4		670.5		703.0		5,542		9		49,878		1,111,829

				5		703.5		845.5		5,526		12		66,312		1,482,438

										27,523				171,513



				Monto Total Aporte Fiscal Indirecto 2010 								21,188,122,000

				Repartido según la matrícula de los 27523 mejores puntajes de la PSU rendida en diciembre del 2008, cuyo ingreso a la Educación Superior fue durante el año 2009.





				PROCESO ASIGNACION AFI 2009



				TRAMO		PUNTAJE PSU				Nº DE ALUMNOS POR TRAMO		FACTOR DE PONDERACION POR TRAMO		ALUMNOS PONDERADOS 		VALOR POR ALUMNO ($) DE ACUERDO AL TRAMO

						DESDE		HASTA

				1		608.0		623.0		5,645		1		5,645		120.504

				2		623.5		640.5		5,449		3		16,347		361.511

				3		641.0		662.5		5,485		6		32,910		723.023

				4		663.0		695.0		5,453		9		49,077		1,084.534

				5		695.5		850.0		5,771		12		69,252		1,446.045

										27,803				173,231



				Monto Total Aporte Fiscal Indirecto 2009 								20,874,987,000

				Repartido según la matrícula de los 27.803 mejores puntajes de la PSU rendida en diciembre del 2007, cuyo ingreso a la Educación Superior fue durante el año 2008.





				PROCESO ASIGNACION AFI 2008



				TRAMO		PUNTAJE PSU				Nº DE ALUMNOS POR TRAMO		FACTOR DE PONDERACION POR TRAMO		ALUMNOS PONDERADOS 		VALOR POR ALUMNO ($) DE ACUERDO AL TRAMO

						DESDE		HASTA

				1		610.5		624.5		5,259		1		5,259		113.931

				2		625.0		642.5		5,568		3		16,704		341.795

				3		643.0		665.5		5,592		6		33,552		683.590

				4		666.0		698.5		5,524		9		49,716		1,025.385

				5		699.0		838.0		5,608		12		67,296		1,367.180

										27,551				172,527



				Monto Total Aporte Fiscal Indirecto 2008								19,656,297,000

				Repartido según la matrícula de los 27.500 mejores puntajes de la PSU rendida en diciembre del 2006, cuyo ingreso

				a la Educación Superior fue durante el año 2007.





				PROCESO ASIGNACION AFI 2007



				TRAMO		PUNTAJE PSU				Nº DE ALUMNOS POR TRAMO		FACTOR DE PONDERACION POR TRAMO		ALUMNOS PONDERADOS 		VALOR POR ALUMNO ($) DE ACUERDO AL TRAMO

						DESDE		HASTA

				1		595.0		610.0		5,152		1		5,152		109.468

				2		610.5		629.5		5,629		3		16,887		328.405

				3		630.0		654.0		5,642		6		33,852		656.810

				4		654.5		691.0		5,557		9		50,013		985.214

				5		691.5		850.0		5,535		12		66,420		1,313.619

										27,515				172,324



				Monto Total Aporte Fiscal Indirecto 2007 								18,864,006,000

				Repartido según la matrícula de los 27.500 mejores puntajes de la PSU rendida en diciembre del 2005, cuyo ingreso

				a la Educación Superior fue durante el año 2006.



				PROCESO ASIGNACION AFI 2006



				TRAMO		PUNTAJE PSU				Nº DE ALUMNOS POR TRAMO		FACTOR DE PONDERACION POR TRAMO		ALUMNOS PONDERADOS 		VALOR POR ALUMNO ($) DE ACUERDO AL TRAMO

						DESDE		HASTA

				1		591.0		606.5		5,263		1		5,263		105.790

				2		607.0		626.5		5,590		3		16,770		317.371

				3		627.0		651.0		5,537		6		33,222		634.742

				4		651.5		687.0		5,662		9		50,958		952.113

				5		687.5		840.0		5,506		12		66,072		1,269.485

										27,558				172,285



				Monto Total Aporte Fiscal Indirecto 2006 								18,226,096,000

				Repartido según la matrícula de los 27.500 mejores puntajes de la PSU rendida en diciembre del 2004, cuyo ingreso

				a la Educación Superior fue durante el año 2005.



				PROCESO ASIGNACION AFI 2005



				TRAMO		PUNTAJE PSU				Nº DE ALUMNOS POR TRAMO		FACTOR DE PONDERACION POR TRAMO		ALUMNOS PONDERADOS 		VALOR POR ALUMNO ($) DE ACUERDO AL TRAMO

						DESDE		HASTA

				1		591.5		609.0		5,299		1		5,299		102.614

				2		609.5		630.5		5,630		3		16,890		307.843

				3		631.0		655.0		5,536		6		33,216		615.686

				4		655.5		690.5		5,527		9		49,743		923.530

				5		691.0		829.5		5,608		12		67,296		1,231.373

										27,600				172,444



				Monto Total Aporte Fiscal Indirecto 2005 								17,695,239,000

				Repartido según la matrícula de los 27.500 mejores puntajes de la PSU rendida en diciembre del 2003, cuyo ingreso

				a la Educación Superior fue durante el año 2004.





CUADROS COMPENDIO (SIES)

				Montos Nominales para cada año

				Fuente: DFI, DFE, Presupuesto DIVESUP. Compendio Histórico. Compilación y estandarización SIES. 



		Evolución de Fondos Concursables 1990 - 2016

		*Moneda Nacional  - Millones de pesos (pesos prom. 2016) - Monto devengado

		Subcategoría del Aporte		1990		1991		1992		1993		1994		1995		1996		1997		1998		1999		2000		2001		2002		2003		2004		2005		2006		2007		2008		2009		2010		2011		2012		2013		2014		2015		2016

		Aporte Basal Desempeño																																														8,292		22,877		19,927		21,902		27,638

		Aporte Fiscal Indirecto		27,543		28,426		28,443		28,134		27,769		27,714		27,492		27,250		26,820		26,269		24,649		24,394		24,539		23,869		23,540		23,827		23,737		23,531		22,555		26,142		26,036		26,026		25,974		26,258		25,828		25,492		12,748

		Becas Meta 28 (FDI)																																								333		634		297

		Desarrollo de Humanidades																																										6,144		5,946		10,747				8,779		8,913

		Educación Superior Regional																																														3,063		4,277		8,265		5,257		3,532

		Fondo de Apoyo a la Acreditación																																										579				280

		Fondo de Desarrollo Institucional														17,871		20,609		19,606		14,897		11,238		3,842		3,328		2,562		2,080		2,060		2,834		5,978		2,969		10,909		2,633		2,434		16,226		43,965		24,382		24,699		13,568

		Fondo Fortalecimiento																																												12,663		5,934		5,829		5,567		5,334		5,140

		Fondo Innovación																																																4,246		5,756		5,257		15,710

		Internacionalización																																																				4,276

		MECESUP 1																				13,201		12,717		32,099		32,690		23,702		30,167		21,972		17,684		5,643		2,928

		MECESUP 2																																2,705		881		8,971		13,893		18,286		24,241		29,759

		Plan de Emergencia																																																		1,213		3,392

		Total general		27,543		28,426		28,443		28,134		27,769		27,714		45,363		47,858		46,427		54,367		48,604		60,335		60,557		50,133		55,787		50,564		45,136		44,122		42,345		55,671		60,268		77,125		70,515		107,453		99,719		104,521		78,337

		FUENTE: Mineduc 2016



		Evolución de Aportes Basales 1990 - 2016

		*Moneda Nacional  - Millones de pesos (pesos prom. 2016) - Monto devengado

		Subcategoría Aporte		1990		1991		1992		1993		1994		1995		1996		1997		1998		1999		2000		2001		2002		2003		2004		2005		2006		2007		2008		2009		2010		2011		2012		2013		2014		2015		2016

		Actividades de Interes Nacional												8,976		8,904		8,826		8,687		8,573		8,520		9,186		9,244		8,991		9,068		9,022		8,988		8,910		8,540		9,899		9,858		9,855		9,835		9,943		9,780		9,652		10,154

		Aporte Fiscal Directo		88,068		102,749		112,416		113,433		116,625		121,955		127,952		134,399		137,998		141,336		143,702		142,908		149,667		150,272		151,600		152,726		155,107		156,338		153,821		184,477		189,125		189,047		194,113		210,049		216,858		220,194		220,207

		Aporte Fomento a la investigación																																																						2,700

		Convenio marco																																																				35,369		46,540

		Fondo de Retiro																																								1,853		24,750		11,955		9,117		2,289		2,332		7,295		4,590

		Ley 19.200 (Daño previsional)								7,339		5,770		2,879		1,428

		Ley 20.883 art 45																																																						243

		Reconstrucción																																										10,432		3,555

		U. de O´Higgins y de Aysén																																																						2,436

		Total general		88,068		102,749		112,416		120,773		122,395		133,810		138,284		143,225		146,685		149,909		152,222		152,095		158,911		159,263		160,668		161,749		164,095		165,248		162,361		196,229		234,166		214,412		213,064		222,281		228,969		272,510		286,870

		FUENTE: Mineduc 2016



		Evolución de montos para programas de ayuda estudiantil para Educación Superior 1990 - 2016

		*Moneda Nacional  - Millones de pesos (pesos prom. 2016) - Monto devengado

		Nombre del Beneficio		1990		1991		1992		1993		1994		1995		1996		1997		1998		1999		2000		2001		2002		2003		2004		2005		2006		2007		2008		2009		2010		2011		2012		2013		2014		2015		2016

		Beca Bicentenario				3,858		7,973		11,829		15,933		15,902		15,774		15,635		17,994		18,223		17,549		16,944		17,045		16,579		18,190		21,847		31,042		38,093		48,567		75,163		96,242		108,645		167,944		197,642		212,800		250,092		90,366

		Beca de Articulación																																																753		2,053		4,040		5,102

		Beca de Reparación																																																						4,809

		Beca de Reubicación U. del Mar																																																		10,813		9,417		5,364

		Beca Excelencia Académica				-		-		-		-		-		-		-		-		-		-		-		-		-		-		-		-		4,522		7,415		11,789		15,327		18,197		21,444		25,560		28,344		27,874		22,545

		Beca Hijo de Profesional de la Educación				-		-		-		-		-		-		-		-		795		1,526		2,216		2,883		2,804		3,469		2,970		2,876		3,390		3,845		4,873		5,759		6,286		6,024		6,256		5,983		5,298		4,234

		Beca Juan Gómez Millas				-		-		-		-		-		-		-		1,822		3,869		4,871		5,853		7,601		7,463		7,481		7,176		9,848		6,396		4,101		3,398		2,966		2,261		12,231		32,468		47,965		73,235		75,407

		Beca Nivelación Académica																																														949		2,111		2,597		2,958		2,994

		Beca Nuevo Milenio				-		-		-		-		-		-		-		-		-		-		1,329		2,594		3,365		3,818		3,783		5,624		10,154		14,444		27,676		40,438		45,267		62,919		82,794		89,135		100,002		135,267

		Beca Titulares Valech Ley 19.992				-		-		-		-		-		-		-		-		-		-		-		-		-		-		-		-		8,347		8,221		8,895		836		844		922		865		656		512

		Beca Traspaso Valech Ley 20.405				-		-		-		-		-		-		-		-		-		-		-		-		-		-		-		-		-		2,091		4,524		5,576		6,361		8,927		8,130		7,272		5,955

		Beca Vocación de Profesor				-		-		-		-		-		-		-		149		437		799		969		1,467		1,469		1,385		1,319		1,008		788		808		951		989		8,620		14,258		17,746		21,098		22,536		18,770

		Beca Rettig				1,458		1,096		1,004		930		782		651		413		292		207		188		165		201		170		178		156		-		88		44		45		14		29		12		8

		BNA Universidad del Mar																																																3,271		3,262

		Total Becas MINEDUC		-		5,315		9,069		12,834		16,863		16,684		16,425		16,048		20,257		23,531		24,934		27,477		31,792		31,851		34,521		37,251		50,397		71,778		89,537		137,315		168,148		196,509		295,630		377,605		431,978		501,920		364,858

		Crédito con Aval del Estado_Compra_Recargo (Aporte_Fiscal)																																		8,819		14,013		34,040		29,156		340,730		281,047		315,565		342,683		378,429		431,682		461,745

		FSCU_Aporte_Fiscal (ejecutado_total)		23,941		31,827		23,185		28,429		23,803		26,760		31,296		35,492		45,364		47,217		58,914		61,260		66,655		69,024		69,615		74,399		85,822		93,181		100,512		116,806		119,632		130,807		109,246		105,555		87,286		73,816		13,214

		Gratuidad_ejecutado																																																						395,194

		Total general		23,941		37,143		32,254		41,263		40,666		43,443		47,721		51,540		65,621		70,747		83,847		88,737		98,447		100,875		104,137		111,650		151,105		189,736		247,847		383,733		792,637		817,308		1,036,006		825,843		897,693		1,007,417		1,235,010

		FUENTE: Ayudas Estudiantiles Mineduc y Comisión Ingresa






